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La creciente preocupación sobre el modelo de calificación del rendimiento de los 
jueces genero inquietudes sobre los posibles resultados en la evaluación del 
rendimiento o eficiencia conforme al Acuerdo 1392 de 2002, expedido por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura “Por el cual se reglamenta la 
evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados de carrera 
de la Rama Judicial.” 
 
La calificación integral de servicios comprendía -según dicho Acuerdo- los factores 
de calidad, eficiencia o rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, con 
el siguiente puntaje: 
 
- Calidad:  hasta 40 puntos. 
- Eficiencia o rendimiento:  hasta 40 puntos. 
- Organización del trabajo:  hasta 18 puntos. 
- Publicaciones:  hasta 2 puntos. 
 
Al examinar el Capítulo VII de dicho Acuerdo sobre el factor eficiencia o 
rendimiento y la calificación a partir de la carga y el egreso efectivos al tenor de lo 
previsto en el los artículos 27, 28 y revisado la clasificación de los despachos 
judiciales en tres niveles, contenido en el artículo 291, permitió deducir que se 
exigía, en el primer nivel, para obtener 40 puntos, un rendimiento superior al 90% 
y si el rendimiento fuera inferior al 50% solo se obtendrían 13 puntos, lo que 
significaba en este último caso calificación insatisfactoria y retiro del servicio. 
 
De este análisis surgió la pregunta de si el Acuerdo 1392 de 2002 se ajustaba o no 
al régimen  de la ley estatutaria de la Justicia y a los códigos procesales y si 
cumplía el propósito de asegurar que los jueces y magistrados mantuvieran los 
                                                             




niveles de eficiencia, calidad e idoneidad que justificaran la permanencia en sus 
cargos. 
 
Esta preocupación se justificaba al revisar las estadísticas de carga efectiva de los 
despachos judiciales que en las capitales de departamento sobrepasaban, en 
promedio, más de mil procesos en el año por cada unidad judicial. 
 
Una vez centrado en los elementos para plantear el problema cualitativo: 
objetivos, justificación, viabilidad, evaluación de las deficiencias en el conocimiento 
del problema y definición inicial del ambiente o contexto, la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura expidió una nueva reglamentación  contenida 
en el Acuerdo No. PSAA10-7636 de 20 de diciembre de 2010,  por medio del cual 
se reglamentaba el sistema de evaluación de servicios de los servidores y 
servidoras de la Rama Judicial vinculados por el sistema de carrera judicial, el cual 
introdujo modificaciones sustanciales en la evaluación del factor rendimiento, al 
contemplar descuentos en la evaluación del rendimiento2, lo cual implicaba 
mayores riesgos para los operadores judiciales de obtener calificación 
insatisfactoria en el año 2011, surgiendo entonces la necesidad de efectuar un 
análisis exhaustivo de legalidad de dicha reglamentación con el objeto de que se 
cumpliera el mandato de la ley estatutaria de la justicia: mantener los niveles de 
idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en los cargos.  
 
Luego, mediante Acuerdo No. PSAA11-7909 DE 2011(Marzo 2), se suspendieron los 
efectos del Acuerdo PSAA10-7636 de 2.010 y se conformó una comisión integrada 
por el Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y 
los presidentes de los distintos Tribunales del país, para que participaran en los 
                                                             
2 Por inexistencia o inexactitud de los reportes (art. 15), por ser objeto de programa de 
descongestión (art. 19), por incumplimiento en el plan de mejoramiento o por 
reformulación de otro plan de mejoramiento (parágrafo del art. 19), por cálculo del 
complemento o demanda de justicia no atendida (art. 40 a 42), y, por no calificación de 
fallos de tutela, ejecutivos sin oposición y grado jurisdiccional de consulta (parágrafo 
transitorio del art. 43 y Articulo 45) 
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nuevos talleres de socialización, análisis y propuestas de mejoramiento el Acuerdo 
PSAA10-7636 de 2.010. 
 
Mediante Acuerdo No. PSAA11-8768 (Noviembre 2 de 2011), revocó el Acuerdo 
PSAA10-7636 del 20 de diciembre de 2010 y ordenó que mientras se expedía un 
nuevo reglamento, la calificación integral de servicios continuará realizándose con 
la metodología ya conocida, contenida en el Acuerdo 1392 de 2002, esto es, las 
calificaciones de los períodos que comprendan el año 2011 y los sucesivos, se 
realizarán conforme  a esa reglamentación que recobraba vigencia.  
 
El Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Bogotá, en sentencia del 30 de abril 
de 2012, confirmada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca1, mediante 
fallo del 21 de febrero de 2014, dentro de la Acción Popular No. AP-2009-0144, 
ordenó elaborar un Sistema de Evaluación y Calificación especial para los Jueces 
Administrativos, garantizando el derecho de participación de los servidores 
judiciales, contemplando en su estructuración, la composición de los tipos de 
proceso, los tiempos procesales, el principio inquisitivo en materia probatoria, la 
calidad en la prestación del servicio como factor prevalente y las competencias de 
los jueces administrativos. 
 
Por correo electrónico se envió a los jueces administrativos la última versión 
ajustada del sistema especial de evaluación para ellos, a fin de que presentaran 
nuevas observaciones, sugerencias y propuestas, las cuales se recibieron durante 
el mes de septiembre de 2014.  
 
Se hizo además necesario actualizar todo el sistema de evaluación hacia la 
oralidad y los nuevos modelos de gestión, por lo que en sesión del 26 de febrero 
de 2014, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura dispuso que 
para efectos de que los servidores judiciales participaran en la construcción de un 
nuevo proyecto, podían hacer observaciones al existente o presentar sus 
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propuestas durante los meses de marzo y abril de ese año, a través de las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura o directamente ante 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial. En cumplimiento de ello, las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura procedieron a 
invitar a los jueces y magistrados de sus respectivos Distritos Judiciales.  
 
El anterior procedimiento de socialización dio como resultado que la Sala 
Administrativa  expidiera el Acuerdo No. PSAA14-10237 de 3 de octubre 3 de 2014, 
“Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los 
Jueces Administrativos vinculados por el sistema de carrera judicial y se adiciona 
como Título V del Acuerdo 1392 de 2002”. 
 
Finalmente, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió el 
Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de diciembre de 2014, por el cual se 
reglamenta el sistema de evaluación de servicios de funcionarios y empleados de 
carrera de la Rama Judicial, siendo el actualmente vigente, el cual reproduce gran 
parte del articulado relativo al factor evaluación del rendimiento, mejorando 
algunos aspectos críticos y problemáticos previstos en el acuerdo 7636 de 2010. 
De ahí que el análisis de legalidad y conveniencia  en este trabajo comprenda 
tanto el Acuerdo 1392 de 2002 como el derogado Acuerdo 7636 de 2010, 
reproducido en gran parte en las dos últimas reglamentaciones antes citadas. 
 
En el primer capítulo se hace un recuento normativo relacionado con la evaluación 
de los servidores públicos en Colombia tanto en la rama ejecutiva como en la 
judicial. Se inicia con la creación del servicio civil y la carrera administrativa en la 
constitución de 1886 y en la de 1991, con los desarrollos legales y reglamentarios 
más destacados, dentro de los cuales se relieva la tarea de la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, institución de carácter constitucional que administra la carrera en 
la rama ejecutiva del poder público en los niveles nacional y territorial. En la rama 
judicial se resalta la ley estatutaria de la justicia con sus modificaciones  y la 
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reglamentación que ha efectuado la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. Finalmente se hace breve alusión a los métodos de evaluación y los 
estatutos de carrera en algunos países latinoamericanos. 
 
En el segundo capítulo se hace un breve análisis del principio de jerarquía 
normativa y de las causales de nulidad en el derecho colombiano, para luego 
abordar la naturaleza de los actos administrativos objeto del análisis de legalidad, 
a fin de comprender el estudio de legalidad del acuerdo 1392 del 2002 que 
comprendió la  infracción del art. 174  de la ley 270 de 1996 con la expedición del 
acuerdo 1392 de 2002; el Derecho constitucional y estatutario de participación de 
los magistrados y jueces en la administración de la carrera judicial; la violación por 
clasificación en tres niveles de los despachos judiciales; la  violación de los 
artículos 26 a 28 y 33 a 36 del acuerdo al omitir evaluar dentro del factor 
rendimiento actividades que constituyen gran parte del trabajo diario de cada 
despacho.  
 
En el capítulo tercero se hace estudio de legalidad y conveniencia del Acuerdo 
7636 de 2010, respecto del rendimiento en la evaluación del desempeño de los 
jueces, abordando temas como el derecho disciplinario, el principio non bis in diem 
y el principio de legalidad y los descuentos por descongestión, por vencimiento de 
términos para proferir sentencia y por plan de mejoramiento. Se analiza la 
legalidad de los conceptos de carga judicial, ingresos, egresos, capacidad máxima 
de respuesta, cálculo del complemento y deducción a la calificación final del 
rendimiento. Finalmente se examina la exclusión que hace el acuerdo 7636/10 de 
los egresos por acciones de tutela, grado jurisdiccional de consulta y procesos 
ejecutivos sin oposición. 
 
En el anexo de los capítulos segundo y tercero se describe las actividades de un 
juez administrativo del circuito de Bogotá durante una semana el cual tiene por 
objeto indicar las actividades que son objeto de evaluación y las que no lo son 
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dentro del nuevo sistema de oralidad con lo cual se quiere demostrar que gran 
parte de dichas actividades no tienen ninguna evaluación a pesar del tiempo real 
que requieren para su producción tanto por el personal del juzgado como por el 
juez. 
 
En el último anexo se incluyen los índices y el texto completo de los acuerdos 
objeto del presente trabajo y el actualmente vigente a fin de que el lector conozca 
el texto y la evolución normativa de dicha reglamentación. 
 
No sobra advertir que con la reforma constitucional contenida en el Acto legislativo 
02 de 2015 se creó el Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, conformado el primero por los presidentes de la Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, el Gerente ya mencionado, 
un representante de los magistrados y los jueces, un representante de los 
empleados de la rama y tres miembros permanentes de dedicación exclusiva. Una 
vez se apruebe la modificación a la ley estatutaria que se ajuste al nuevo modelo 
de gobierno, entrara en pleno ejercicio de funciones correspondiendo al Gerente 
administrar la Carrera Judicial, organizar la Comisión de Carrera Judicial, realizar 
los concursos y vigilar el rendimiento de los funcionarios y los despachos. 
 
Aspiramos que algunas de las sugerencias contenidas en este trabajo, sirvan 
como herramienta de estudio preliminar para introducir modificaciones a la 
reglamentación sobre el rendimiento de los jueces, básicamente en la novísima 
noción de carga razonable de trabajo desarrollada metodológicamente por el 








PROBLEMA, HIPÓTESIS, OBJETIVOS 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Se presenta la inquietud al respecto de la viabilidad, conforme a la ley estatutaria 
de la justicia y a los códigos procesales, de los acuerdos 1392 de 2002 y 7636 de 
2010. 
 
Se plantea, en relación al Acuerdo PSAA10-7636 de 2010 expedido por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, su ilegalidad por infracción a 
normas superiores al contemplar descuentos en la evaluación del rendimiento por: 
I) inexistencia o inexactitud de los reportes (art. 15); II) por ser objeto de programa 
de descongestión (art. 19); III) por incumplimiento en el plan de mejoramiento o 
por reformulación de otro plan de mejoramiento (parágrafo del art. 19); IV) por 
cálculo del complemento o demanda de justicia no atendida (art. 40 a 42);  y, por 
no calificación de fallos de tutela, ejecutivos sin oposición y grado jurisdiccional de 




¿Existe el riesgo, por parte de los jueces y magistrados de tribunales, de obtener 
calificación insatisfactoria de servicios al aplicar el acuerdo 1392 de 2002 o el 




Efectuar un análisis de los artículos correspondiente al Acuerdo 1392 del 2002 y al 
Acuerdo PSAA10-7636 de 2010 expedido por la Sala Administrativa del Consejo 







Determinar si los artículos 26 a 28 y 33 a 36 del acuerdo 1392 del 2002 son 
ilegales por infracción a normas superiores de la ley 270 de 1996 y de las normas 
procesales contenidas en los códigos procesales.  
 
Determinar si artículos 15, 19, 40, 41, 42, 43 y 45 del Acuerdo PSAA10-7636 de 
2010 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
son inconstitucionales e ilegales por incompatibilidad con la Carta Política, la ley 
estatutaria de la Justicia y otras normas de carácter legal sustantivo y procesal. 
 
Establecer cuál es la carga razonable de trabajo (CRT) para cada uno de los 
despachos judiciales atendiendo cada una de las especialidades. 
 
Analizar la conveniencia de adoptar la calificación del factor eficiencia y 
rendimiento teniendo en cuenta los autos interlocutorios y de trámite del juez, las 
acciones de tutela y los fallos en ejecutivos sin oposición. 
 
Analizar las posibles causales de nulidad de las disposiciones de los acuerdos 
1392 de 2002 y 7636 de 2010 que regulan el rendimiento de los jueces. 
 





Teniendo en cuenta la importancia de la evaluación del servicio judicial y su 
incidencia en la permanencia o retiro del servicio, la concesión de estímulos, la 
participación en capacitación y formación y la evaluación en la procedencia o 
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improcedencia de los traslados, así como en la resolución efectiva de la demanda 
de justicia es necesario de acuerdo con los registros estadísticos del Consejo 
Superior de la Judicatura prever su efectos y establecer alternativas de solución 
para modificar la reglamentación vigente atendiendo la noción de carga razonable 
de trabajo. 
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Es cualitativo: descriptivo - analítico, pero puede llegar a ser un proceso 
investigativo que implique recolección, análisis y articulación de datos cuantitativos 












CAPÍTULO  I 
EVOLUCION HISTORICO NORMATIVA EN LA EVALUACIÓN DE 




Este primer segmento pretende conocer cómo ha sido la evolución normativa 
sobre la evaluación de los servidores públicos, en general y, luego de los 
servidores judiciales, en particular, utilizando el método de ingeniería de reversa 
que aplica el jurista Diego López3 en la construcción de las líneas 
jurisprudenciales, pero aplicado a partir de los últimos preceptos que regulan esas 
materias siguiendo las citas o derogaciones que ellas contienen y los fundamentos 
jurídicos superiores en que fundan su expedición.  
 
Este capítulo partirá de la creación  del servicio civil y la carrera administrativa en 
la rama ejecutiva del poder público por el plebiscito de 1957, trasegando por la 
ley 19 de 1958, los decretos 1732 de 1960, 2400 de 1968 y la ley 61 de 1987, para 
luego abordar las normas expedidas con posterioridad a la Constitución de 1991 
tales como las leyes 443 de 1998, 909 de 2004 y 872 de 2003, así como el 
decreto 2539 de 2005.  Luego se hará referencia a la reglamentación de la ley 909 
por parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil con la expedición de los 
                                                             
3
 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. Derecho de los Jueces. Bogotá. Editores Legis S.A, 2000. Para 
este autor, dentro de las técnicas de investigación de una línea jurisprudencial se parte de un punto 
arquimédico, es decir, de una sentencia con la que el investigador trata de desenredar las 
relaciones estructurales entre varias sentencias, luego, el segundo paso o de ingeniería de 
reversa, consiste en el estudio de la estructura de citas del “punto arquimédico”, dentro de las que 
se encuentran las “sentencias hito” que son las citadas en fallos subsiguientes y que proveen la 
retórica y marco de análisis en el tema concreto que se estudia. Véase págs. 70 y 71. En este caso 
la ingeniería de reversa consiste básicamente en hacer el seguimiento de las citas o derogaciones 
expresas, tácitas u orgánicas que otra norma hace, o los fundamentos jurídicos utilizados en su 
expedición, para desentrañar la evolución legislativa o reglamentaria.  
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Acuerdos 17, 18 y 27 de 2008, complementados con la expedición de los 
Acuerdos 116 del 1º de octubre de 2009, 137 y 138 del 14 de enero de 2010. 
Como se analizará el Acuerdo 137 de 20104 derogó en su integridad los acuerdos 
18 y 27 de 2008 y el 116 de 2009. Finalmente haré descripción de  las normas 
expedidas en relación con la evaluación del desempeño en la rama judicial 
partiendo del Decreto 250 de 1970, la ley 15 de 1972, el Decreto 1660 de 1978, el 
Decreto 52 de 1987, la ley estatutaria de la administración judicial 270 de 1996 y la 
reglamentación de esta ley  hecha por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la judicatura: acuerdos 198/96, 1392 de 2002 y 7636/10. 
 
Igualmente se hará una muy breve alusión a los modelos de evaluación, sin 
considerar este tema el eje central de esta tesis, pero que resulta de alguna 
manera implicado, sea cual fuere el modelo que se adopte, si se considera que la 
evaluación del desempeño de los jueces debe ser integral, esto es, comprender 
aspectos preliminares, iniciales, intermedios y finales de sus tareas que dan lugar 
a los egresos definitivos, constituidos por las sentencias o las modalidades de 
terminación anormal del proceso (perención, transacción, conciliación), ya que 
actualmente solo se mide el factor rendimiento únicamente con este último 
aspecto sin otorgar puntaje alguno a las providencias y actuaciones  iniciales e 
intermedias. 
 
Evaluar, según el Diccionario de la Real Academia Española5 es señalar el valor 
de una cosa, examinar, apreciar, calcular el valor de una cosa, estimar los 
conocimientos, aptitudes y rendimiento de los alumnos. 
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El Acuerdo 137 de 2010 se encuentra publicado en la página de la CNSC www.cnsc.gov.co en el 




 Real Academia Española. Diccionario de la Lengua Española, Vigésima primera edición tomo I, 
Editorial Espasa Calpe S.A., Madrid 1992. 
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Evaluar el recurso humano se denomina corrientemente evaluación del 
desempeño, evaluación del mérito, evaluación del empleado, siendo más técnica 
la primera expresión y constituye una técnica o procedimiento para medir el 
rendimiento en un cargo o empleo, para examinar las cualidades de una persona o 
grupo de personas y que se utiliza como herramienta o técnica de dirección en la 
empresa para mejorar procesos productivos, adoptar decisiones de personal, 
mejorar las relaciones y el trabajo en equipo, reasignación funciones y recursos, 
etc. 
 
La evaluación del desempeño es un concepto que surge con la revolución 
industrial y la necesidad de optimizar los recursos naturales y humanos buscando 
eficiencia, productividad y aumento de la plusvalía. Fue primero utilizada por la 
sicología organizacional y luego por la sicología aplicada según lo refiere la 
sicóloga Claudia Patricia Giraldo Henao6, quien sitúa su mayor desarrollo en la 
primera y segunda guerra mundial, aplicando los test de inteligencia y 
encargándose de los procesos de selección, entrenamiento, motivación y 
evaluación de los empleados para luego convertirlo en instrumento para la toma 
de decisiones en planes de carrera, reubicación de puestos de trabajo, incentivos, 
etc. En estados Unidos según esta profesional en 1842 se aprobó una ley que 
obligaba a los jefes de Departamento ejecutivo del servicio público federal a 
elaborar un informe anual sobre cada subordinado y en 1850 se oficializaron las 
fichas de valorización adoptándose la valuación en la primera guerra mundial.7 
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 GIRALDO HENAO, Claudia Patricia. Creación de un modelo de evaluación de desempeño bajo la 
teoría de las competencias. Monografía para optar el titulo de Psicóloga. Universidad de Antioquia, 
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En Latinoamérica la evaluación del desempeño de los jueces se remonta a las dos 
últimas décadas según el profesor peruano Juan F. Jiménez Mayor8, fue en la VI 
Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales 
Supremos de Justicia, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, Canarias, España, en 
mayo de 2001, en donde se aprobó el Estatuto del Juez Iberoamericano, en su 
artículo 22º se determinó la Evaluación del Desempeño como una herramienta 
para la garantía de la eficiencia y calidad del servicio de justicia. El mismo autor 
señala que en cumplimiento de las Declaraciones de las VI y VII Cumbres, en la 
VIII Cumbre de Presidentes de las Cortes Supremas y Tribunales Supremos de 
Justicia de Iberoamérica, realizada en junio del 2004 en El Salvador, se expidió la 
Declaración de Copán-San Salvador, en donde se abordó este tema y se 
desarrollaron las líneas globales sobre el tema de evaluación del desempeño 
señalando indicadores cuantitativos que midan el rendimiento recomendado el 
empleo de método comparativo y el cotejo de las tareas evaluadas con promedios 
generales de rendimiento e indicadores cualitativos referidos a la capacitación 
permanente, a la evaluación integral por parte de organismos superiores y la 
evaluación provenientes de sujetos ajenos al sistema judicial. Se señaló en esa 
declaración sobre las consecuencias positivas de la evaluación tales como 
ascensos o incentivos, y negativas como capacitación y sanción disciplinaria. 
Finalmente en el procedimiento de evaluación se sugirió la predeterminación de 
los ítems evaluables y su valoración y las consecuencias de la calificación 
satisfactoria o insatisfactoria así como la garantía de publicidad y la recurribilidad.  
 
Aunque estas declaraciones no generen vinculación jurídica convencional sirven 
como paradigma regional sobre evaluación de los jueces. 
 
1. CREACIÓN DEL SERVICIO CIVIL Y LA CARRERA ADMINISTRATIVA 
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En Colombia la Constitución Política de 1886 en sus artículos 62, 132 y 76-10 
sobre carrera administrativa, disponían: 
 
ARTÍCULO 62. La ley determinará los casos particulares de incompatibilidad de funciones; 
los de responsabilidad de los funcionarios y modo de hacerla efectiva; las calidades y 
antecedentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en los casos no previstos 
por la Constitución.; las condiciones de ascenso y de jubilación, y la serie o clase de 
servicios civiles o militares que dan derecho a pensión del Tesoro público. 
ARTÍCULO 132. El número, nomenclatura y precedencia de los distintos Ministerios y 
Departamentos Administrativos, serán determinados por la ley. 
La distribución de los negocios, según sus afinidades, entre Ministerios, Departamentos 
Administrativos y Establecimientos Públicos, corresponde 
ARTÍCULO 76. Corresponde al Congreso hacer las leyes. 
Por medio de ellas ejerce las siguientes atribuciones: 
(…) 
10. Regular los otros aspectos del servicio público, tales como los contemplados en los 
artículos 62, 132 Y demás preceptos constitucionales; expedir los estatutos básicos de las 
corporaciones autónomas regionales y otros establecimientos públicos, de las sociedades de 
economía mixta, de las empresas industriales o comerciales del Estado, y dictar las normas 
correspondientes a las carreras administrativa, judicial y militar; 
 
 
Con la reforma constitucional contenida en el plebiscito del primero de diciembre 
de 1957, durante la dictadura del General Gustavo Rojas Pinilla se ordenó la 
creación del servicio civil y la carrera administrativa. Con base en esta reforma 
constitucional se expidieron la ley 19 de 1958, el Decreto 1732 de 1960, el Decreto 
ley 2400/68 y la ley 61 de 1987. 
 
En efecto, la reforma constitucional aprobada por el plebiscito del 1 de diciembre 
de 1957 a través del Decreto Legislativo 247 del 4 de octubre del mismo año el 
inciso 3 del art. 12 dispuso que la Ley  “determinará las causas de destitución y 
organizará la carrera judicial” esta disposición fue sustituida por el decreto 
legislativo 251 del 9 de octubre de 1957 el cual dispuso: “la ley reglamentará la 
presente disposición y organizará la carrera judicial”.9 
 
Cabe agregar que el Acto Legislativo del 11 de diciembre de 1968, a través del art. 
11 modificó el art. 76 de la Constitución Nacional sobre las facultades del 
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 Castro, Jaime Constitución Política de Colombia. Concordancias referencias históricas, indicies y 
compilación. Editorial Oveja Negra, Bogotá, 1982 págs. 466 a 469. 
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Congreso y en el numeral 10 le atribuyó la de “regular otros aspectos del servicio 
público tales como los contemplados en los arts. 62, 132 y demás preceptos 
constitucionales;… y dictar normas correspondientes a las carreras administrativas 
judicial y militar.”10 
 
1.1. LEY 19 DE 1958 
 
En el  artículo 6º de la ley 19 de 1958 se consignó que “De conformidad con lo 
dispuesto por la Reforma Constitucional que recibió su aprobación en el Plebiscito 
del 1o. de diciembre de 1957, se organizarán el Servicio Civil y la Carrera 
Administrativa” y  en el artículo 8 de la misma ley se creó el Departamento 
Administrativo de Servicio Civil, que tendría a su cargo la organización del Servicio 
Civil y de la Carrera Administrativa y la Comisión de Reclutamiento, Ascensos y 
Disciplina. 
 
1.2. DECRETO 1732 DE 1960 
 
La evaluación del desempeño de servidores públicos se concreta con la 
expedición del Decreto 1732 de 1960, sobre Servicio Civil y Carrera 
Administrativa, con base en la ley 19 de 1958. Dicho decreto en su artículo 68 
disponía que los superiores jerárquicos de los distintos organismos 
administrativos, observarán permanentemente el rendimiento, calidad de trabajo 
y comportamiento de los empleados de su dependencia, para que sus servicios 
fueran objeto de calificación o evaluación semestral o anual y según las reglas y 
procedimientos que señalara el Departamento Administrativo del Servicio Civil y 
que la calificación de los servicios se tendría en cuenta para los 
escalafonamientos, para los aumentos de remuneración dentro de cada grado, 
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 Ob Cit pág. 482. 
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para los ascensos, los retiros por incompetencia y en general para los 
movimientos de personal en que la calificación sea pertinente.  
 
En ese entonces se creó la Comisión de Reclutamiento, Ascensos y Disciplina y el 
sistema de carrera tenía por objeto “establecer un sistema técnico de 
administración del personal al servicio del Estado, que en la selección de los 
empleados públicos no reconozca motivos distintos de sus méritos, virtudes 
y talentos, ofreciera a todos los colombianos igualdad de oportunidades para el 
acceso al servicio público, garantizara a dichos empleados condiciones de vida 
satisfactorias, estabilidad y progreso en el trabajo en razón de los méritos y la 
eficiencia, y los amparara con normas adecuadas de previsión social11.” 
 
1.3. DECRETO-LEY 2400 DE 1968 
 
Con la expedición del decreto-ley 2400 de 1968, se estableció en el art. 15 que 
“El rendimiento, la calidad del trabajo y el comportamiento del empleado 
serán objeto de calificación periódica, de acuerdo con las normas que para tal 
efecto establezca el Gobierno.” y según el artículo 16, tal  calificación de los 
servicios se tendría en cuenta para la concesión de estímulos de carácter moral o 
pecuniario; como factor para facilitar la participación del empleado en planes de 
perfeccionamiento en el país o fuera de él; en los programas de bienestar social; 
y, en general, para los movimientos de personal en que la calificación sea 
pertinente. 
 
1.4. LEY 61 DE 1987 
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Con la ley 61 de 1987, en el artículo 3º  se estableció que  “El nombramiento del 
funcionario escalafonado en carrera deberá declararse insubsistente por la 
autoridad nominadora cuando dentro del mismo año calendario haya obtenido dos 
(2) calificaciones no satisfactorias de servicios”.12 
 
2.  LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991, LAS LEYES, DECRETOS Y 
ACUERDOS REGLAMENTARIOS SOBRE CARRERA Y EVALUACIÓN 
DEL DESEMPEÑO.  
 
Los artículos 125, 130, 150-22, 233, 253 y 256-1 y 4 de la C.P., sobre carrera 
administrativa, dispusieron en relación con la carrera administrativa y judicial, lo 
siguiente: 
 
ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 
exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 
trabajadores oficiales y los demás que determine la ley.  
 
Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 
Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.  
  
El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento 
de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes.  
  
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 
violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la 
ley. 
 
En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento 
para un empleo de carrera, su ascenso o remoción.  
PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 de 2003. 
Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos de elección 
tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales 
cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el 
cual este fue elegido. 
<Notas de Vigencia>- Parágrafo adicionado por el artículo 6 del Acto Legislativo 1 de 2003, 
publicado en el Diario Oficial No. 45.237, de 3 de julio de 2003. 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. <Parágrafo INEXEQUIBLE> 
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ARTICULO 130. Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil responsable de la 
administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha de las 
que tengan carácter especial.  
 
ARTICULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 
23. Expedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas y la prestación 
de los servicios públicos.  
 
ARTICULO 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de 
Justicia, y del Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, 
no podrán ser reelegidos y permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen 
buena conducta, tengan rendimiento satisfactorio y no hayan llegado a edad de retiro 
forzoso. 
 
ARTICULO 253. La ley determinará lo relativo a la estructura y funcionamiento de la Fiscalía 
General de la Nación, al ingreso por carrera y al retiro del servicio, a las inhabilidades e 
incompatibilidades, denominación, calidades, remuneración, prestaciones sociales y régimen 
disciplinario de los funcionarios y empleados de su dependencia. 
ARTICULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos 
Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones: 
 
1. Administrar la carrera judicial. 
4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
ARTICULO 257. Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las 
siguientes funciones: 
1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los 
despachos judiciales. 
2. Crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en la administración de justicia. En 
ejercicio de esta atribución, el Consejo Superior de la Judicatura no podrá establecer a cargo 
del Tesoro obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la 
ley de apropiaciones iniciales. 
3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas 
asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos 
que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador. 
4. Proponer proyectos de ley relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y procedimentales.  
5. Las demás que señale la ley. 
 
Con base en estos preceptos constitucionales que consagraron que los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera y su nombramiento por 
concurso de méritos, el legislador expidió las leyes 443 de 1998,  909 de 2004, 
872 de 2003 y la estatutaria  de la administración de justicia 270 de 1996. 
 




Con el advenimiento de la Constitución Política de 1991, en los artículos 53, 125 
y 130, se consagraron algunos derechos laborales, entre ellos el de la carrera 
administrativa y la creación de la Comisión Nacional de Servicio Civil, siendo 
este último precepto desarrollado inicialmente por la ley 443 de 1998 y  luego 
reelaborado con la ley 909 de 2004, “por la cual se expiden normas que regulan 
el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 
disposiciones”, ley que puso en práctica la Comisión Nacional del Servicio Civil 
prevista en el artículo 130 de la Constitución Política, responsable de la 
administración y vigilancia de las carreras, excepto de las carreras especiales, 
como un órgano de garantía y protección del sistema de mérito en el empleo 
público de carácter permanente de nivel nacional, independiente de las ramas y 
órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio propio, según lo dispone el artículo 7º del mismo 
estatuto.  
 
Se consagra en esta ley, que el servidor público será evaluado y calificado con 
base en parámetros previamente establecidos que permitan fundamentar un juicio 
objetivo sobre su conducta laboral y sus aportes al cumplimiento de las metas 
institucionales, según de lo dispone el art.38 ibídem. Los resultados de las 
evaluaciones deberán tenerse en cuenta, entre otros aspectos, para: a) Adquirir 
los derechos de carrera; b) Ascender en la carrera; c) Conceder becas o 
comisiones de estudio; d) Otorgar incentivos económicos o de otro tipo; e) 
Planificar la capacitación y la formación; y, f) Determinar la permanencia en el 
servicio, según se establece en el mismo artículo. 
 
2.2. LEY 872 DEL 2003  DE CREACIÓN DEL SISTEMA DE GESTIÓN 




Con la expedición de la ley 872 del 30 de diciembre de 200313, se crea el 
sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público, como 
una herramienta de gestión sistemática y transparente que permita dirigir y evaluar 
el desempeño institucional, en términos de calidad y satisfacción social en la 
prestación de los servicios a cargo de las entidades y agentes obligados, la cual 
estará enmarcada en los planes estratégicos y de desarrollo de tales entidades.  
 
El sistema de gestión de la calidad  debía adoptarse en cada entidad con un 
enfoque basado en los procesos que se surten a su interior y en las expectativas 
de los usuarios, destinatarios y beneficiarios de sus funciones asignadas por el 
ordenamiento jurídico vigente. 
 
El Sistema debe desarrollarse de manera integral, intrínseca, confiable, 
económica, técnica y particular en cada organización, y será de obligatorio 
cumplimiento por parte de todos los funcionarios de la respectiva entidad y así 
garantizar en cada una de sus actuaciones la satisfacción de las necesidades de 
los usuarios, según el artículo 3 de esta ley.  
 
Este Sistema es complementario a los sistemas de control interno y de desarrollo 
administrativo establecidos por la Ley 489 de 1998. 
 
El Sistema podrá integrarse al Sistema de Control Interno en cada uno de sus 
componentes definidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública, 
de acuerdo con las políticas adoptadas por el Presidente de la República. 
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PODER PÚBLICO - RAMA LEGISLATIVA.“Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad 
en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios”, Publicada 
en el Diario Oficial No. 45.418, de 2 de enero de 2004. Modificada por la Ley 1450 de 2011, 
publicada en el Diario Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, "Por la cual se expide el Plan 





Los requisitos para la implementación del sistema de  gestión de la calidad fueron 
señalados en el art. 4 de la ley, así: 
 
 
“a) Identificar cuáles son sus usuarios, destinatarios o beneficiarios de los servicios 
que presta o de las funciones que cumple; los proveedores de insumos para su 
funcionamiento; y determinar claramente su estructura interna, sus empleados y 
principales funciones; 
 
b) Obtener información de los usuarios, destinatarios o beneficiarios acerca de las 
necesidades y expectativas relacionadas con la prestación de los servicios o 
cumplimiento de las funciones a cargo de la entidad, y la calidad de los mismos; 
 
c) Identificar y priorizar aquellos procesos estratégicos y críticos de la entidad que 
resulten determinantes de la calidad en la función que les ha sido asignada, su 
secuencia e interacción, con base en criterios técnicos previamente definidos por el 
Sistema explícitamente en cada entidad; 
 
d) Determinar los criterios y métodos necesarios para asegurar que estos procesos 
sean eficaces tanto en su operación como en su control; 
 
e) Identificar y diseñar, con la participación de los servidores públicos que 
intervienen en cada uno de los procesos y actividades, los puntos de control sobre 
los riesgos de mayor probabilidad de ocurrencia o que generen un impacto 
considerable en la satisfacción de las necesidades y expectativas de calidad de los 
usuarios o destinatarios, en las materias y funciones que le competen a cada 
entidad; 
 
f) Documentar y describir de forma clara, completa y operativa, los procesos 
identificados en los literales anteriores, incluyendo todos los puntos de control. Solo 
se debe documentar aquello que contribuya a garantizar la calidad del servicio; 
 
g) Ejecutar los procesos propios de cada entidad de acuerdo con los procedimientos 
documentados; 
 
h) Realizar el seguimiento, el análisis y la medición de estos procesos; 
 
i) Implementar las acciones necesarias para alcanzar los resultados planificados y la 
mejora continua de estos procesos.” 
 
 
Este Sistema de gestión de calidad, es complementario a los sistemas de control 
interno y de desarrollo administrativo establecidos por la Ley 489 de 1998 y busca 
dirigir y evaluar el desempeño institucional, en términos de calidad y satisfacción 
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social en la prestación de los servicios a cargo de las entidades y agentes 
obligados, lo que junto con la ley 909 de 2004, dio lugar a los decretos 2539 de 
2005 y a los Acuerdos 17, 18 y 27 de 2008, complementados con la expedición de 
los Acuerdos 116 del 1º de octubre de 2009, 137 y 138 del 14 de enero de 2010, 
todos expedidos por la Comisión Nacional de Servicio Civil, tal como pasa a 
explicarse sucintamente. 
 
2.3.- DECRETO 2539 DE 2005 SOBRE COMPETENCIAS LABORALES 
GENERALES PARA LOS EMPLEOS PÚBLICOS. 
 
Con la expedición del Decreto 2539 de 22 de julio 200514, “Por el cual se 
establecen las competencias laborales generales para los empleos públicos 
de los distintos niveles jerárquicos de las entidades a las cuales se aplican los 
Decretos-ley 7700 y 7851 de 2005”,  se definieron los términos competencias 
laborales, se establecieron sus componentes, se precisó el contenido funcional 
del empleo, las competencias funcionales y las competencias 
comportamentales, en reglamentación de lo dispuesto en el art. 19 de la ley 909 
de 2004,  en los siguientes términos. 
 
“ARTÍCULO 2o. DEFINICIÓN DE COMPETENCIAS. Las competencias laborales se definen 
como la capacidad de una persona para desempeñar, en diferentes contextos y con base en 
los requerimientos de calidad y resultados esperados en el sector público, las funciones 
inherentes a un empleo; capacidad que está determinada por los conocimientos, 
destrezas, habilidades, valores, actitudes y aptitudes que debe poseer y demostrar el 
empleado público. 
 
ARTÍCULO 3o. COMPONENTES. Las competencias laborales se determinarán con base en 
el contenido funcional de un empleo, e incluirán los siguientes aspectos: 
 
3.1. Requisitos de estudio y experiencia del empleo, los cuales deben estar en armonía con 
lo dispuesto en los decretos- ley 770 y 785 de 2005, y sus decretos reglamentarios, según el 
nivel jerárquico en que se agrupen los empleos. 
3.2. Las competencias funcionales del empleo. 
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3.3. Las competencias comportamentales. 
 
ARTÍCULO 4o. CONTENIDO FUNCIONAL DEL EMPLEO. Con el objeto de identificar las 
responsabilidades y competencias exigidas al titular de un empleo, deberá describirse el 
contenido funcional de este, teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
 
4.1. La identificación del propósito principal del empleo que explica la necesidad de su 
existencia o su razón de ser dentro de la estructura de procesos y misión encomendados al 
área a la cual pertenece. 
 
4.2. Las funciones esenciales del empleo con las cuales se garantice el cumplimiento del 
propósito principal o razón de ser del mismo. 
 
ARTÍCULO 5o. COMPETENCIAS FUNCIONALES. Las competencias funcionales 
precisarán y detallarán lo que debe estar en capacidad de hacer el empleado para ejercer un 
cargo y se definirán una vez se haya determinado el contenido funcional de aquel, conforme 
a los siguientes parámetros: 
 
5.1. Los criterios de desempeño o resultados de la actividad laboral, que dan cuenta de la 
calidad que exige el buen ejercicio de sus funciones. 
5.2. Los conocimientos básicos que se correspondan con cada criterio de desempeño de un 
empleo. 
5.3. Los contextos en donde deberán demostrarse las contribuciones del empleado para 
evidenciar su competencia. 
5.4. Las evidencias requeridas que demuestren las competencias laborales de los 
empleados. 
 
ARTÍCULO 6o. COMPETENCIAS COMPORTAMENTALES. Las competencias 
comportamentales se describirán teniendo en cuenta los siguientes criterios: 
 
6.1. Responsabilidad por personal a cargo. 
6.2. Habilidades y aptitudes laborales. 
6.3. Responsabilidad frente al proceso de toma de decisiones. 
6.4. Iniciativa de innovación en la gestión. 
6.5. Valor estratégico e incidencia de la responsabilidad. 
 
 
La evaluación del desempeño en la rama ejecutiva se hace con base en los 
compromisos laborales y comportamentales (artículo 2 del Acuerdo 137/10 
CNSC). Los primeros son los productos, servicios o resultados que se esperan del 
evaluado dentro de un periodo, los cuales deben ser medibles, verificables y 
alcanzables con determinadas metas institucionales de la dependencia. Los 
compromisos comportamentales, son acuerdos relacionados con las 
actividades del servicio dentro de su desempeño laboral que se toma como base 




Fijados los compromisos se establecen las evidencias o soportes para verificar su 
cumplimiento. Evidencia es el soporte que visualiza el resultado, producto o 
servicio desarrollado por el avaluado relativo a los compromisos.   
 
3.- REGLAMENTACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 
CIVIL SOBRE EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO. 
 
La Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- ha reglamentado el sistema tipo 
de evaluación del desempeño laboral de los empleados de  carrera y en periodo 
de prueba con la expedición de los Acuerdos 17, 18 y 27 de 2008, 
complementados con la expedición de los Acuerdos 116 del 1º de octubre de 
2009, 137 y 138 del 14 de enero de 2010. El Acuerdo 137 de 201015 derogó en 
su integridad los acuerdos 18 y 27 de 2008 y el 116 de 2009. 
 
El acuerdo 137 de 14 de enero de 2010, se aplica a los servidores de la carrera 
administrativa y en periodo de prueba que presten sus servicios en las entidades 
que se rigen por la ley 909 de 2004 o que hagan parte de los sistemas específicos 
y especiales de origen legal, mientras dichas entidades adoptan su valoración 
objetiva.  
 
Los componentes de evaluación comprenden las metas institucionales por 
áreas o dependencias, los compromisos laborales, las condiciones de resultado, 
las evidencias o soportes, los compromisos comportamentales y la evaluación de 
gestión por áreas o dependencias, mientras que los instrumentos de la 
evaluación comprende los niveles de cumplimiento (sobresaliente, destacado, 
satisfactorio y no satisfactorio), las escalas de calificación de los compromisos 
laborales (nivel destacado de 90 a 100%; satisfactorio de 66 a 89%; y, No 
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satisfactorio, menor o igual a 65%) y la escalas para acceder el nivel 
sobresaliente, 95% o más.  
 
Las metas institucionales son las establecidas por la entidad o la dependencia 
en sus planes; los compromisos laborales son productos, servicios o resultados 
susceptibles de ser medidos, cuantificados o verificados,  que el evaluado debe 
alcanzar en el periodo evaluado; las condiciones de resultado, son los 
requisitos o factores previamente acordados que dan cuenta del desempeño del 
empleado y que deben reunir los compromisos laborales establecidos haciendo 
referencia al resultado esperado; las evidencias o soportes son los fundamentos 
que permiten establecer objetivamente el avance o cumplimiento de los resultados 
frente a los compromisos pactados y constituyen los hechos o elementos que 
sirven de base para determinar la validez de las evidencias. Estas podrán ser 
aportadas tanto por el evaluador como por el evaluado como responsables 
directos de su recolección; los compromisos comportamentales son los 
acuerdos relacionados con las conductas o comportamientos que debe poseer y 
demostrar el servidor público en el ejercicio de su labor encaminada al 
mejoramiento individual que se reflejara en la gestión institucional.  
 
Finalmente con la expedición del Acuerdo 138 del 14 de enero de 2010, por el 
cual se establecen los criterios técnicos y legales que fundamenta el sistema de 
evaluación del desempeño laboral de los empleados de carrera y en periodo de 
prueba y se determinan los elementos mínimos para el desarrollo de sistemas de 
evaluación del desempeño laboral propios, la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL,  considerando la Carta Iberoamericana de la Función Pública de 
200316, al indicar los principios rectores de todo sistema de función pública, 
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 Aprobada por la Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma 
del Estado en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia el 26-27 de junio de 2003 y respaldada por la XIII 
Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno (resolución No.11 de la 
“Declaración de Santa Cruz de la Sierra, Bolivia 14 y 15 de noviembre de 2003), dispuso en el 
preámbulo “El texto define un marco de referencia genérico, no vinculante, que deberá adoptarse 
en cada caso a la idiosincrasia , historia, cultura, tradición jurídica y entorno institucional propios de 
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acordó aspectos como  la noción y objeto de la evaluación, el enfoque sistémico, 
la finalidad de la evaluación, los principios de la evaluación y el desarrollo de 
sistemas propios de evaluación del desempeño laboral así como la solicitud de 
aprobación del sistema propio.  
 
4.-EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO EN LA RAMA JUDICIAL 
 
Según la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla17, “En Colombia, la Carrera Judicial 
encuentra sus antecedentes normativos en las reformas introducidas en la 
Constitución de 1886, mediante acto legislativo No. 1 de 1945  y el plebiscito del 
1º de diciembre de 1957. Estas disposiciones fueron reglamentadas por medio de 
los Decretos 1698 de 1964, 250  y 762 de 1970, 1660 de 1978, 2464 de 1985, 
D.E. 52 de 1987, y los decretos 1190, 1768 y 2400 de 1986.” 
 
De estas normas las más relevantes son el Decreto 250 de  18 de febrero de 
1970, el D.E. 52 de 1987, expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias 
que le otorgó el artículo 20 de la Ley 16 de 1968 y el Decreto reglamentario 1660 
de 1978, por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 15 y 20 de 1972, los 
Decretos 250 y 762 de 1970, 546 de 1971 y 717 de 1978, y otras disposiciones 
sobre administración del personal de la Rama Jurisdiccional, del Ministerio Público 
y de las Direcciones de Instrucción Criminal. 
 
 
                                                                                                                                                                                         
cada país. Su desarrollo admite concreciones normativas y políticas diferentes, acordes con dicha 
heterogeneidad. Véase Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo CLAD y 
UNDESA Naciones Unidas –Departamento de Asuntos Económicos y Sociales.  
17
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Sala Administrativa. Estructura y Cultura 
Organizacional de La Rama Judicial. GRANADOS SARMIENTO, RICARDO. Módulo de 
Aprendizaje autodirigido para Empleados. Tercera Edición.  
31 
 
4.1.- EL DECRETO 250 DE 18 DE FEBRERO DE 197018 dispuso en el título 
XIII, artículos 81 a 87, lo relativo a la calificación de servicios de los 
funcionarios y empleados de la rama judicial que ocuparan cargos de 
carrera.  
 
La calificación debía ser motivada y comprendía: conducta, organización, 
cumplimiento y calidad de trabajo. Al impartirla se tendrá en cuenta el 
comportamiento tanto público como privado del calificado, la reputación en el lugar 
donde ejerce el cargo, así entre sus compañeros de trabajo y colegas, como en el 
foro y en el ambiente en general su puntualidad, pundonor, preocupación por el 
trabajo y expedición en él, su afán de superación, la atención al público, y en fin 
todo lo que contribuya al análisis de su idoneidad para el servicio (art. 81);  
 
La calificación de la calidad del trabajo de los funcionarios judiciales correspondía 
hacerla a los respectivos superiores jerárquicos o funcionales y la de su conducta, 
organización y rendimiento a la Procuraduría General de la Nación, la que 
además, calificará todos los aspectos de los funcionarios del Ministerio Publico y 
de los Jueces de Menores. La organización, conducta, rendimiento y calidad del 
trabajo de los empleados será valorada tanto por sus superiores como por la 
Procuraduría. (art. 82).  
 
La nota comprendía todos los aspectos dentro de la siguiente escala: excelente, 
bueno, mediocre y malo. (ART. 85.); recibidas las calificaciones, cuando se diere 
con nota mala o mediocre o con consideraciones adversas al funcionario o 
empleado, el Consejo Superior de la Administración de Justicia, la notificaba 
por carta certificada para que se formularan los descargos del caso, dentro de los 
diez días siguientes a la expedición de aquella. Surtido el traslado, se expedía la 
totalidad de las calificaciones, que se anotaba en la hoja de vida de cada 
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 Publicado en el Diario Oficial No. 33023 de 21 de marzo de 1970, por el cual se expide el 




funcionario y empleado y se remitirán en copia a las corporaciones judiciales 
correspondiente, a la Procuraduría General de la Nación y al interesado. (art. 86) 
 
Dos calificaciones malas sucesivas y tres en cualquier tiempo; tres calificaciones 
mediocres sucesivas o cuatro en cualquier tiempo, determinaban:  
  
a). En los funcionarios y empleados de Carrera, el egreso de la misma, que 
decretará oficiosamente el Consejo Superior de la Administración de Justicia y en 
caso de repetición de cualquiera de dichas notas, la salida del servicio con 
imposibilidad de retorno antes de cuatro años.  
  
b). En los funcionarios y empleados de servicio, el egreso del mismo sin 
posibilidad de regresar a él antes de cuatro años.  
  
En ambos casos la salida del servicio se disponía por la corporación o funcionario 
a quien competía la designación inmediatamente, si el descalificado ejercía el 
cargo en interinidad, y a la expiración del período si lo ejercía en propiedad; otra 
calificación de mediocre o malo, en la nueva situación implicaba salida definitiva, 
sin posibilidad de reincorporación al servicio. (art. 87) 
 
4.2. LEY 15 DE 197219 (Diciembre 30).  
 
Esta ley revistió al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el 
término de seis (6) meses y en el artículo 2o. dispuso que “Mientras el Consejo 
Superior de la Administración de Justicia reglamenta, organiza y pone en 
funcionamiento la carrera judicial para los empleados subalternos de la Rama 
Jurisdiccional y de las Fiscalías, éstos solamente podrán ser removidos de sus 
                                                             
19
 Publicado en el Diario Oficial No 33.779, de 2 de febrero de 1973, por la cual se conceden unas 
facultades extraordinarias al Presidente de la República y se dictan otras disposiciones. 
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cargos, durante el respectivo período judicial, por las causas y mediante el 
procedimiento disciplinario consagrado en la Ley.” 
 
Esta ley solo fue reglamentada por el Presidente de la República hasta la 
expedición del decreto 1660 de 1978. 
 
4.3. DECRETO 1660 DE 4 DE AGOSTO 197820   
 
Este decreto dispuso en el titulo sexto la calificación de servicios para los 
funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional en forma anual  la cual debía 
ser  motivada y comprendía: conducta, organización, cumplimiento y calidad de 
trabajo.  
 
Se tenía en cuenta el comportamiento tanto público como privado del calificado, su 
reputación en el lugar donde ejerce el empleo, así entre sus compañeros de 
trabajo y colegas como en el foro y en el ambiente general; su puntualidad, 
pundonor, preocupación por el trabajo y expedición en él, su afán de superación, 
la atención al público y en fin, todo lo que contribuya al análisis de su idoneidad 
para el servicio (art. 151); La calificación de la calidad del trabajo de los 
funcionarios judiciales la hacía los superiores jerárquicos inmediatos o 
funcionales y la de su conducta, organización y rendimiento a la Procuraduría 
General de la Nación (art. 152);  
 
La nota de calificación comprendía la siguiente escala: excelente, bueno, mediano 
y malo. (Artículo 155); recibidas las calificaciones, el Consejo Superior de la 
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 Publicado en el Diario Oficial No. 35.088 de 4 de septiembre de 1978, por el cual se reglamentan 
parcialmente las Leyes 15 y 20 de 1972, los Decretos 250 y 762 de 1970, 546 de 1971 y 717 de 
1978, y otras disposiciones sobre administración del personal de la Rama Jurisdiccional, del 




Administración de Justicia, procedía a su estudio y revisión y a ordenar su 
ampliación o precisión, si fuere el caso. Cuando la calificación se diere con nota 
mala o mediana o con consideraciones adversas al funcionario o empleado, el 
consejo, sin indicar el origen de la mención, la notificaba por carta certificada para 
que se rindiera descargos o explicación del caso, dentro de los diez (10) días 
siguientes a la expedición de aquella. Surtidos los traslados, previa evaluación de 
los descargos y explicaciones el Consejo Superior de La Administración de 
Justicia determinaba las calificaciones definitivas, las que se anotaban en la 
correspondiente hoja de vida y se remitirán en copia a los respectivos 
nominadores, a la Procuraduría General de la Nación y al interesado. (art. 157);  
dos calificaciones malas sucesivas y tres (3) en cualquier tiempo; tres (3) 
calificaciones medianas sucesivas o cuatro en cualquier tiempo, determinan el 
egreso del mismo sin posibilidad de regresar a él antes de cuatro (4) años. En tal 
caso la salida del servicio se disponía inmediatamente por la corporación o 
funcionario a quien competía la designación, si el descalificado ejercía el cargo en 
interinidad, y a la expiración del periodo si lo ejercía en propiedad. Otra calificación 
de mediana o mala en la nueva situación, implicará salida definitiva, sin posibilidad 
de reincorporación al servicio. (Artículo 157) 
 
4.4. DECRETO 52 DE 1987 
 
Se agrega en esta publicación que solo con el Decreto 52 de 1987
21
, se inició el 
proceso de implantación de la carrera judicial. En el artículo 44 se dispuso: 
 
ARTICULO 44. La calificación de los servicios de empleados y funcionarios tiene por 
fin:  
a). Determinar el ingreso, permanencia o retiro del servicio y del escalafón de la 
carrera;  
b). Determinar su participación en los cursos y concursos de ascenso.  
                                                             
21
D. 52 de 1981 (enero 13). Publicado en Diario Oficial No. 37.755, del 13 de enero de 1987, Por el 
cual se revisa, reforma y pone en funcionamiento el Estatuto de la Carrera Judicial. 
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c). Promover su participación en los programas de capacitación;  
d). El otorgamiento de becas y estímulos.  
 
Según el artículo 46 del Decreto-Ley 52 de 1987 la calificación comprendía: 
conducta, dedicación al trabajo; calidad y organización del trabajo y actualización 
de conocimientos.  
 
4.5.- LEY 270 DE 1996  
 
La constitución de 1991 en relación con la administración de la carrera judicial y la 
evaluación del desempeño de las corporaciones y despacho judiciales asignó 
competencias al Consejo Superior de la Judicatura y los Consejos Seccionales de 
la Judicatura en los artículos 256 y 257, además de otorgarle al primero una 
facultad reglamentaria de segundo grado que ha servido para que dicho órgano 
judicial expida los acuerdos tanto para el concurso de méritos como para la 
evaluación de funcionarios y empleados. Dichas disposiciones dicen: 
 
“ARTÍCULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos 
Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones:  
1. Administrar la carrera judicial.  
(…) 
4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales.  
 
ARTÍCULO 257. Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las 
siguientes funciones:  
3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de 
justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten 
en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador.” 
 
A su vez en torno a estos dos aspectos –carrera y evaluación- la ley estatutaria 
de la administración de justicia22dispuso el principio de eficiencia, los objetivos y 
factores de evaluación, la competencia de la Sala  Administrativa de los Consejos 
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 CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 270 (7 de marzo de 1996). ESTATUTARIA DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  Diario Oficial No. 42.745, de 15 de marzo de 1996 
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Superior o Seccional de la Judicatura y de los superiores funcionales para la 
calificación y las consecuencias de la calificación insatisfactoria en los artículos  7, 
169, 170, 172 y 173, a saber: 
 
 “ARTÍCULO 7o. EFICIENCIA. La administración de justicia debe ser eficiente. Los 
funcionarios y empleados judiciales deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos a 
su cargo, sin perjuicio de la calidad de los fallos que deban proferir conforme a la 
competencia que les fije la ley.  
 
ARTÍCULO 169. EVALUACIÓN DE SERVICIOS. La evaluación de servicios tiene como 
objetivo verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus 
funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el 
cargo.  
 
Las Corporaciones y los Despachos Judiciales, presentarán el apoyo que se requiera para 
estos efectos y suministrarán toda la información que posean sobre el desempeño de los 
funcionarios que deban ser evaluados. 
 
ARTÍCULO 170. FACTORES PARA LA EVALUACIÓN. La evaluación de servicios de 
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño del 
funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y organización 
del trabajo y Publicaciones.  
En todo caso se le informará al funcionario acerca de los resultados de la evaluación.  
 
ARTÍCULO 172. EVALUACIÓN DE FUNCIONARIOS. Los funcionarios de carrera serán 
evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. 
Los superiores funcionales del calificado, remitirán de conformidad con el reglamento, el 
resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación 
integral.  
 
La evaluación de los Jueces se llevará a cabo anualmente y la de los Magistrados de los 
Tribunales cada dos años.  
 
La calificación insatisfactoria en firme dará lugar al retiro del funcionario. Contra esta 
decisión proceden los recursos de la vía gubernativa.  
 
ARTÍCULO 173. CAUSALES DE RETIRO DE LA CARRERA JUDICIAL. La exclusión de la 
Carrera Judicial de los funcionarios y empleados se produce por las causales genéricas de 
retiro del servicio y la evaluación de servicios no satisfactoria.  
PARÁGRAFO. El retiro de la Carrera Judicial lleva consigo el retiro del servicio y se 
efectuará mediante acto motivado, susceptible de los recursos de la vía gubernativa.” 
 
 





4.6.1. ACUERDO 198 DE 1996 
 
La evaluación del desempeño de los jueces en Colombia resulta en consecuencia 
de reciente aplicación, con la reglamentación de los artículos transcritos de la ley 
estatutaria de la justicia, por parte de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, primero con la expedición del Acuerdo198 de 1996, “Por el cual 
se reglamenta la calificación o evaluación de servicios de los funcionarios y 
empleados del sistema de carrera de la Rama Judicial”23, fijando como objetivo el 
velar porque los servidores de carrera mantuvieran en el desempeño de sus 
funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justificaran la 
permanencia en el cargo. Se tuvieron en cuenta en la evaluación los factores de 
calidad, eficiencia o rendimiento, organización del trabajo y publicaciones. 
 
El articulo once de este acuerdo dispuso que “La calificación o evaluación de 
servicios deberá ser motivada y resultante de un control permanente del 
desempeño del funcionario o empleado y comprenderá los factores de calidad, 
eficiencia o rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, así: 
 
- Calidad: se evaluará de 1 a 40 puntos. 
- Eficiencia o Rendimiento: se evaluará de 1 a 40 puntos. 
- Organización del Trabajo: se evaluara de 1 a 15 puntos. 
- Publicaciones: se evaluará de 1 a 5 puntos.” 
 
El factor calidad era evaluado por el superior funcional con base en el análisis 
técnico y jurídico de proceso y actuaciones con sentencia o decisión de fondo; el 
factor eficiencia o rendimiento se realizaba respecto de los magistrados de tribunal 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y respecto de los 
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jueces la Sala Administrativa de los Consejos Seccionales de la Judicatura, según 
el artículo 19 del Acuerdo 198 de 1996.  
 
Para medir el rendimiento se tenía en cuenta el índice de evacuación, así: a) Los 
funcionarios que logren un índice de evacuación igual o superior al 90%, obtienen 
40 puntos; b) Los funcionarios cuyo índice de evacuación sea inferior al 90%, 
serían evaluados proporcionalmente al índice de evacuación obtenido, hasta un 
máximo de 39 puntos. 
 
Para obtener el índice de evacuación se dividía el total de egresos durante el 
período por la carga de negocios con trámite en el mismo lapso. Se consideraban 
como egresos los negocios que se encontraran para archivar o hubieran sido 
archivados en forma definitiva por terminación, los remitidos a otros despachos 
con sentencia o decisión definitiva y aquellos en que se hubiera dictado sentencia 
o decisión que resolviera de fondo el asunto en la respectiva instancia, aun 
cuando se encontraran con un trámite posterior a la misma, excepto en primera 
instancia los procesos ejecutivos en que existían bienes embargados y 
secuestrados que debían ser objeto de remate. 
 
A contrario sensu, no se tenían en cuenta para determinar este índice los negocios 
rechazados, retirados o remitidos a otros Despachos por competencia sin 
sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto, los que culminaban con 
decisión inhibitoria excepto en materia penal y disciplinaria, aquellos que durante 
el período no hubieran tenido trámite siempre que no sea posible su impulso 
oficioso y no proceda su terminación por perención y los negocios en los cuales se 
haya proferido en periodos anteriores la sentencia o decisión que resuelva de 
fondo el asunto en la respectiva instancia, a excepción de los ejecutivos en que 




4.6.2.- ACUERDO 1392 DE 2002  
 
Posteriormente la Sala Administrativa expide el Acuerdo 1392 de 1992, “por el 
cual se reglamenta la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y 
empleados de carrera de la Rama Judicial”. 
 
Esta reglamentación se expidió con el propósito de asegurar que se mantuvieran 
niveles de eficiencia, calidad e idoneidad que justificaran la permanencia en el 
cargo, sujetándose al sistema de evaluación y calificación a todos los servidores 
judiciales que pertenecieran al régimen de carrera judicial, calificación que debía 
ser motivada y producto del control permanente del desempeño de sus funciones, 
garantizando que los resultados de la misma serían siempre comunicados al 
respectivo servidor.  
 
Según este acuerdo la calificación insatisfactoria de servicios conlleva la exclusión 
de la carrera judicial y ambas decisiones se contendrán en el mismo acto 
administrativo, contra el cual proceden los recursos de la vía gubernativa. El acto 
administrativo, en firme y debidamente comunicado al respectivo nominador, dará 
lugar al retiro inmediato del servicio.  
 
La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad, eficiencia o 
rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, asignándose un puntaje 
hasta de 40 puntos a los dos primeros, de 18 y 2 puntos al tercer y cuarto factor. 
La calificación de servicios  es excelente si está entre 85 hasta 100, buena entre 
60 y 84 e insatisfactoria de 0 a 59. 
 
La calificación del factor calidad la realiza el superior funcional, se fundamenta en 
el análisis técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del 
período, que sean objeto de recursos ordinarios, o extraordinarios y del grado 
jurisdiccional de consulta y comprende como subfactores y puntajes los de  
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dirección del proceso hasta 24 puntos, estructura y contenido de las providencias, 
hasta 16 puntos. 
 
La calificación del factor eficiencia o rendimiento se efectúa sobre la productividad 
o rendimiento de los funcionarios, durante el período a evaluar, a partir de la carga 
y el egreso efectivos.  
 
El rendimiento de cada funcionario, se determina dividiendo el egreso efectivo por 
la carga efectiva de procesos durante el período a evaluar.  
 
La calificación del factor organización del trabajo comprenderá los siguientes 
subfactores: 
 
1.       Aplicación de las normas de carrera, administración del talento humano y 
cumplimiento del régimen disciplinario: Hasta 6 puntos. 
2. Dirección del despacho: Hasta 8 puntos. 
3.  Administración de los recursos estatales y de los bienes particulares 
confiados al despacho con ocasión de sus funciones: Hasta 4 puntos. 
 
Para la calificación del factor publicaciones  se tiene en cuenta los siguientes 
aspectos: 
 
 1.  Que la publicación se haya realizado durante el período a evaluar. 
 2.  Que se trate de obras científicas de carácter jurídico o relativas a la 
administración de justicia.  
 
La calificación se realizará dentro de la siguiente escala: 
 
1.             Por libros, hasta dos (2) puntos. 




4.6.3.- ACUERDO NO. PSAA10-7636 DE 2010 
 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió el ACUERDO 
No. PSAA10-7636 de 2010 (Diciembre 20), “Por medio del cual se reglamenta el 
sistema de evaluación de servicios de los servidores y servidoras de la Rama 
Judicial vinculados por el sistema de carrera judicial” y en él se establecieron 
nuevos criterios de evaluación del rendimiento de los jueces incluyendo elementos 
sancionatorios implícitos que pudieron y podrían infringir disposiciones de mayor 
jerarquía. Este nuevo estatuto conservó los mismos principios y objetivos de la 
evaluación, ampliando los efectos  de  la calificación integral de servicios, así: 
 
a) Determinar la permanencia o retiro del servicio.  
b) Conceder estímulos y condecoraciones.  
c) Participar en los programas de capacitación y formación.  
d) Evaluar la procedencia o improcedencia de traslados.  
 
La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad; eficiencia o 
rendimiento; organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes puntajes: 
40, 40 y 20. 
 
La calificación de servicios se estableció según los resultados, así:  
 
Excelente: de 90 hasta 100  
Buena: de 75 hasta 89  
Aceptable con plan de mejoramiento: de 60 hasta 74  
 




Insatisfactoria: de 0 hasta 59. Da lugar al retiro del servicio y a la 
cancelación de la inscripción en el escalafón de carrera.  
 
Los que obtuvieran calificación aceptable debían someterse a un plan de 
mejoramiento que consiste en un programa de actividades y compromisos que 
contiene las acciones que debe ejecutar el servidor judicial en un tiempo 
determinado para mejorar su desempeño durante el siguiente período a evaluar, 
que tenía que formular el funcionario por escrito para consideración y aprobación 
de la Sala Administrativa competente, su incumplimiento total o parcial implicaba 
un descuento de la calificación integral de servicios hasta de cinco (5) puntos. Si el 
funcionario era objeto de un nuevo plan de mejoramiento el descuento se podía 
acumular progresivamente. 
 
La calificación del factor calidad se conservó en condiciones similares al previsto 
en el acuerdo 1392 de 1992, pero con mayores detalles en los subfactores, a 
cargo del superior funcional. 
 
Respecto al factor eficiencia se dijo que se haría sobre el rendimiento de los 
funcionarios durante el período a evaluar, a partir del ingreso, el egreso y la carga 
en comparación con sus pares, es decir, los despachos de su misma jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría, lo cual constituía una gran novedad y progreso 
accediendo al reconocimiento de las diferencias de las especialidades de los 
jueces.  
 
Después de definir carga, ingreso, egreso, el acuerdo trae otros conceptos como 
capacidad máxima de respuesta, ingreso ajustado, cálculo de la calificación base 
del factor, cálculo del complemento, ajuste por capacidad de egresos, demanda de 
justicia no atendida, ajuste por capacidad de egresos, calificación final del factor, 
escalas, resultando matemáticamente complejo el sistema de evaluación y 
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calificación con descuentos multifactoriales en el mismo proceso sin previo 
proceso. 
 
El Acuerdo 7636 de 2010 fue duramente criticado públicamente por algunos 
jueces y magistrados, especialmente por el Tribunal Superior de Bogotá, siendo 
inicialmente suspendido24 y luego revocado o mejor, para expresarlo con un 
término técnico, derogado, razón por la que  la Sala Administrativa ordenó aplicar 





En efecto, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante 
Acuerdo PSAA11-8768 (2 de noviembre de 2011), decidió revocar el Acuerdo 
7636/2010, ordenando la calificación integral de servicios con la metodología 
contenida en el Acuerdo 1392 de 2002 para los periodos correspondientes al año 
2011 y sucesivos, razón por la que se abordará el estudio de legalidad de ambos 
Acuerdos frente a la ley estatutaria de la justicia y a otros preceptos normativos 
básicamente de carácter procesal. 
 
5.-LA NUEVA REGLAMENTACIÓN PARA LOS JUECES  
ADMINISTRATIVOS: ACUERDO 10327 DEL 3 DE OCTUBRE  DE 2014. 
 
Estando elaborando el presente trabajo, la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo 10327 del 3 de octubre de 201425 “por 
                                                             
24
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA, Sala  Administrativa, ACUERDO 
No. PSAA11-7909 DE 2011(Marzo 2) y Acuerdo PSAA11-8154 de 2011 “Por el cual se suspenden 
los efectos del Acuerdo PSAA10-7636 de 2.010 y se integra una comisión”. Suspensión que se 
hizo hasta el pasado 30 de julio 2011. 
25
 GACETA DE LA JUDICATURA, Año XXI - Vol. XXI - Ordinaria No.70 - octubre 3 de 2014, en 
http://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/sala-
administrativa/gaceta-de-la-judicatura.- órgano oficial de divulgación de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, 
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medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los Jueces 
Administrativos vinculados por el sistema de carrera judicial y se adiciona como 
título V del Acuerdo 1392 de 2002”, en el que en el artículo 66 se dispuso como 
factores los siguientes: a)  calidad hasta 42 puntos; b) eficiencia o rendimiento, 
hasta 40 puntos; c) organización del trabajo, hasta 16 puntos y d) publicaciones, 
hasta 2 puntos.   
 
Para el factor calidad – según el art. 67- se consideran como subfactores de 
evaluación la Dirección del proceso, la pertinencia de las pruebas, el manejo de 
audiencias y diligencias, el análisis de la decisión, teniendo en este punto 
incidencia la identificación del problema jurídico, la argumentación normativa y 
jurisprudencial, la argumentación y valoración probatoria y la estructura la 
decisión, entre otros. 
 
En cuanto al factor eficiencia o rendimiento, el art. 68 a 83 desarrollan los 
siguientes subfactores: a) respuesta a la demanda de justicia, hasta 35 puntos; y, 
b) atención de audiencias programadas, hasta 5 puntos.  
 
Para la evaluación de la respuesta a la demanda de justicia, la calificación se 
efectúa sobre el rendimiento de los funcionarios durante  el periodo a evaluar, a 
partir del ingreso, el egreso y la carga en comparación con sus pares. 
 
La carga de cada juzgado está constituida por el inventario al iniciar; los procesos 
que venían sin trámite o inactivos, que fueron reactivados; los proceso ingresados 
y reingresados; los procesos que por disposición legal deban ser tramitados  por el 
mismo despacho judicial a continuación de otro terminado; los incidentes de 
desacato en acción de tutela en trámite sin decisión de fondo que venia del 
periodo anterior o recibido durante el periodo a evaluar. No se tienen en cuenta los 





proceso sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos en virtud del recurso 
de apelación, el decreto de suspensión o interrupción; los proceso enviados a otro 
funcionario por descongestión; los remitidos por competencia o por impedimento a 
otro despacho y las demanda o acciones constitucionales rechazadas o retiradas. 
(artículo 70 del acuerdo10327 del 3 de octubre de 2014). 
 
El egreso está constituido –según el artículo 71 ibídem-, por el número de proceso 
en los cuales se profiera sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto, lo 
cual comprende perención, transacción, allanamiento,  desistimiento y conciliación 
judicial y extrajudicial; también comprende las demanda rechazadas por caducidad 
de la acción y los autos que deciden incidentes de desacato en acciones de tutela 
y los que ordenan seguir adelante con la ejecución. No se tienen en cuenta como 
egreso las demanda y acciones constitucionales rechazadas o retiradas, ni las 
enviadas a otro funcionario por descongestión o por impedimento. 
 
La capacidad máxima de respuesta que es la cifra que resulta de calcular el 
promedio de los egresos del 20% del total de los juzgados administrativos según 
sección y modelo de gestión, que corresponda a los que registren mayores 
egresos dentro del periodo. Este cálculo es el límite de referencia para establecer 
el rendimiento de cada despacho judicial. Este cálculo puede ser ajustado de 
acuerdo con factores que puedan distorsionar la estadística como las reiteraciones 
u otras figuras jurídicas que puedan elevar de manera inusual los egresos  y 
determinar la exclusión de tales cifras.  
 
Se avanzó para este cálculo al tener en cuenta la diferencia en las plantas de 
personal entre diferentes despachos aplicándose de manera proporcional al 
número de empleados, inclusive teniendo en cuenta empleados de descongestión 
y judicantes, según el parágrafo del artículo 73. 
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El articulo 74 contempla el ingreso ajustado estableciéndolo de dos maneras: 
para los despachos con un número de procesos ingresados durante el periodo a 
evaluar igual o superior a la capacidad máxima de respuesta, será igual a la 
capacidad máxima de respuesta; y, para los despachos con un número de 
procesos ingresados inferior a la capacidad máxima de respuesta el ingreso 
ajustado será igual al ingreso durante el periodo. Este cálculo se utiliza para 
ajustar la diferencia entre juzgados pares ubicados en diferentes lugares cuya 
demanda de justicia es variable y a los que no podría exigirles por ejemplo la 
misma capacidad máxima de respuesta que registre una gran ciudad como Cali, 
Medellín o Barranquilla.  
 
La calificación del subfactor respuesta efectiva a la demanda de justicia, se realiza 
estableciendo una calificación base y una definitiva. Para establecer la 
calificación base del factor, se consideran las siguientes situaciones:  
 
“a) Egreso igual o mayor al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo 
egreso durante el período fue igual o mayor al ingreso del despacho, la calificación 
base será de 35 puntos.  
b) Egreso inferior al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso 
durante el período fue inferior al ingreso del despacho, la calificación se establecerá 
proporcionalmente al ingreso ajustado, sobre un total de 35 puntos.” (negrillas son 
mías)  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Base= (Egreso/Ingreso 
Ajustado) X 35. (Artículo 76). 
 
Para los despachos judiciales que obtuvieron una calificación base con un egreso 
inferior a la capacidad máxima de respuesta, se aplicará un ajuste por capacidad 
de egresos, con base en el cálculo de un complemento, de acuerdo con el 




Para determinar el ajuste por capacidad de egresos se establecerá el porcentaje 
de demanda de justicia no atendida, por cada despacho, lo cual se denominará 
complemento.  
 
a) Para los despachos con una carga laboral durante el período a evaluar igual o 
superior a la capacidad máxima de respuesta, el complemento se calculará 
restando de la unidad el resultado de dividir el egreso del despacho por la 
capacidad máxima de respuesta y multiplicarlo por 20.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula. Complemento= [1-
(Egreso/Capacidad Máxima de Respuesta)] X 20.  
 
b) Para los despachos con una carga laboral durante el período, menor a la 
capacidad máxima de respuesta, el complemento se calculará restando de la 
unidad, el resultado de dividir el egreso del despacho por la carga laboral y 
multiplicarlo por 20.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente formula, Complemento=[1-(Egreso/Carga 
Laboral)] X 20. (Artículo 77. – Cálculo del Complemento.) 
 
Para la calificación de este subfactor respuesta efectiva a la demanda de 
justicia, se tendrá también en cuenta lo siguiente:  
 
a) Si el egreso del despacho durante el período fue igual o mayor que la 
capacidad máxima de respuesta para la respectiva sección, o despachos sin 
sección y modelo de gestión, la calificación final del subfactor será de 35 puntos.  
 
b) Para los despachos que no tengan carga, si el egreso es igual o superior al 
ingreso o a la capacidad máxima de respuesta, según corresponda, la calificación 




En cambio, si el egreso fuere inferior al ingreso o a la capacidad máxima de 
respuesta, según corresponda, la calificación final del subfactor, se establecerá 
proporcionalmente sobre un total de 35 puntos.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Final del Subfactor = 
(Egreso/Ingreso Ajustado) X 35. (artículo 78) 
  
En el artículo 79, sobre calificación del subfactor, hasta 35 puntos, prescribe la  
deducción a la calificación base, el complemento.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Final del Subfactor = 
Calificación Base-Complemento.  
 
En el artículo 80 se autoriza a la Sala Administrativa establecer diferentes valores, 
escalas o puntajes por clase de proceso, de acuerdo con la complejidad de los 
diferentes asuntos a cargo de los juzgados administrativos con secciones y sin 
secciones o modelos de gestión para atender las necesidades que demande la 
prestación del servicio de justicia.  
 
Respecto del subfactor atención de audiencias programadas se fija hasta 5 puntos 
(artículo 81), y se obtiene calculando la proporción de audiencias efectivamente 
realizadas a partir de la relación entre el número de audiencias atendidas 
efectivamente y el número de audiencias programadas en el período, multiplicado 
por 5.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias 
programadas y atendidas = (Número de audiencias efectivamente 




Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las 
programadas corresponda al 100%, se asignarán 5 puntos.  
 
De acuerdo con el reporte de las audiencias atendidas efectivamente, para los 
efectos de la asignación de los puntajes aquí previstos, se tendrán por realizadas 
las audiencias que no se llevaron a cabo por causas ajenas al funcionario 
evaluado y las que no se realizaron por causas del funcionario, con justificación 
atendible.  
 
Finalmente, en el artículo 82, para obtener la calificación final del Factor Eficiencia 
o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en los dos subfactores de 
respuesta efectiva a la demanda de justicia y atención de audiencias 
programadas.  
 
Cuando se trate de juzgados administrativos con modelo de gestión escrito y oral 
(mixto), para consolidar la calificación de factor eficiencia o rendimiento, se 
realizarán 2 procedimientos: (i) conforme a lo previsto en este capítulo para la 
calificación del subfactor respuesta efectiva a la demanda de justicia para el 
procedimiento escrito que tendrá una calificación de 0-40 puntos y (ii) el 
procedimiento oral establecido en este capítulo. La calificación del factor 
corresponderá al promedio de los puntajes obtenidos en la aplicación de los dos 
procedimientos.  
 
Cuando un funcionario se haya desempeñado por un lapso inferior al período de 
evaluación, los indicadores de capacidad máxima de respuesta e ingreso ajustado 
y carga, se considerarán en proporción al número de días hábiles laborados. 
(artículo 83) 
 
Sobre el factor organización del trabajo, que tiene hasta 16 puntos,  la calificación 




a) El control de términos.  
b) La programación concentrada de audiencias y el cumplimiento de dicha 
programación.  
c) El cumplimiento de los turnos para decidir los procesos y/o adelantar las 
actuaciones a su cargo, de acuerdo con la normatividad vigente.  
d) Declaratorias de nulidades procesales.  
 
 
Para el efecto, se llevará a cabo el siguiente procedimiento: La evaluación de este 
factor, comprenderá 16 procesos. Para ello, el magistrado de la Sala 
Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, en la visita verificará 16 
procesos fallados durante el periodo, los cuales escogerá de la relación de 
procesos que aparezca en el sistema de gestión Siglo XXI.  En aquellos 
despachos donde no exista el sistema, solicitará al momento de la visita al 
funcionario una relación de los procesos terminados durante el período. Cada 
proceso inspeccionado equivale a un punto y en cada proceso deben analizarse 
los 4 aspectos mencionados. 
 
Para la calificación de cada proceso se tendrá en cuenta que cada uno tendrá un 
puntaje máximo de un (1) punto.  
 
En atención a que cada subfactor equivale al cumplimiento de un deber legal, su 
omisión dentro del proceso inspeccionado, sin causa justificada, acreditada y 
razonable, conlleva la pérdida del porcentaje correspondiente al subfactor, esto es, 
0,25 punto.  
 
En los juzgados con modelo de gestión escrito o mixto (en lo que atañe a los 
procesos escritos, cada subfactor omitido equivale a 0,33, ya que el subfactor 




Sobre el factor publicaciones que tiene hasta 2 puntos se tiene en cuenta las 
normas generales contenidas en el Acuerdo 1392 de 2002. (artículo 85). 
 
El Acuerdo 10327 del 3 de octubre de 2014, se aplicará para las evaluaciones de 
los jueces administrativos de los períodos de calificación que inician a partir del 
primero (1) de enero de dos mil quince (2015) y deroga los Acuerdos y los demás 
que le sean contrarios.  
 
La expedición del anterior Acuerdo 10327 del 3 de octubre de 2014, lo fue en 
virtud a que el Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Bogotá, en sentencia del 
30 de abril de 2012, confirmada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca26, 
mediante fallo del 21 de febrero de 2014 dentro de la Acción Popular No. AP-
2009-00144-01, interpuesta por Camilo Augusto Delgado Rodríguez contra La Nación-
Rama Judicial, ordenó elaborar un Sistema de Evaluación y Calificación especial 
para los Jueces Administrativos. 
 
De ahí que en la nueva reglamentación no se hallan incluido descuentos a la 
evaluación del rendimiento relativos a la aplicación del art. 121 del Código General 
del Proceso (a razón de un punto por cada proceso no fallado en un año en 
primera instancia o 6 meses en segunda instancia), ni los descuentos por 
inexactitud en la estadística, ni por ser objeto de plan de mejoramiento cuando se 
obtenía un puntaje aceptable. Solo se mantiene el descuento al juez que es objeto 
de descongestión,  según lo dispone el parágrafo del art. 66 al fijar tal descuento 
en 6 puntos.  
 
Aunque esta reglamentación tenga aspectos mejorados lo que preocupa es que 
para los demás despachos judiciales del país, esto para toda la jurisdicción 
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ordinaria, el Acuerdo 1392 de 2002, quedo intacto: Capítulo I, Sujetos; Capitulo II, 
Periodicidad; Capitulo III, Efectos; Capitulo IV, Competencia; Capítulo V, Factores; 
Capítulo VI, Factor Calidad; Capitulo VII, Factor Eficiencia o Rendimiento (Art. 26 
A 36); Capitulo VIII, Factor Organización Del Trabajo; Capitulo IX, Factor 
Publicaciones; Titulo III, Regímenes Especiales, Capítulo I, Regla General; 
Capitulo II, Jueces de Ejecución De Penas y Medidas de Seguridad; Capitulo III, 
Jueces de Menores y Promiscuos de Familia, En el Área de Menores; Capitulo IV, 
Funcionarios del Régimen de Carrera En Programas de Descongestión; Titulo IV, 
Calificación De Servicios de los Empleados del Régimen de Carrera de la Rama 
Judicial. 
 
Solo para recordar, la calificación del factor rendimiento queda circunscrita a la 
vetusta clasificación en tres niveles exigiendo rendimientos del 90%  para obtener 
el puntaje máximo de 40 puntos  y para quienes obtengan menos del 50% de 
rendimiento solo alcanzan un máximo de 13 puntos, lo que simplemente significa 
que la jurisdicción ordinaria se sujeta a una calificación del rendimiento que no 
tiene en cuenta el principio de carga razonable.  En efecto,  los artículos 29 a 33 
prescriben lo siguiente:  
 
ARTICULO 29.- Para la calificación de este factor los despachos se clasifican en tres 
niveles, según el número de procesos a su cargo durante todo el período a evaluar, así: 
Primer nivel: con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos.  
Segundo nivel: con carga efectiva superior a 400 procesos e inferior o igual a 700. 
Tercer nivel: con carga efectiva superior a 700 procesos. 
ARTICULO 30.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el primer nivel se establecerá así: 
1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 13 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 13 puntos, proporcionalmente 
al rendimiento logrado. 
ARTICULO 31.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el segundo nivel se establecerá así: 
1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 29 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
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3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 16 y 29 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 16 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
ARTICULO 32.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el tercer nivel se establecerá así: 
1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
Cuando el número de procesos a cargo del funcionario determine la imposibilidad de lograr 
el rendimiento antes indicado, el puntaje se establecerá con base en el rendimiento 
esperado, según se define el artículo 34 del presente Acuerdo.  
2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 31 y 39, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 19 y 31 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 19 puntos, proporcionalmente 
al rendimiento logrado. 
ARTICULO 33.- El rendimiento de cada funcionario, se determinará dividiendo el egreso 
efectivo por la carga efectiva de procesos durante el período a evaluar.  
 
La situación que deben afrontar los jueces y magistrados de la jurisdicción 
ordinaria se complementa con el Acuerdo 10154 del 28 de mayo de 2014, por 
medio del cual se determina el rendimiento esperado o capacidad máxima de 
respuesta para los Jueces de la República, en el que se fija para civil circuito 1268 
procesos, para penal circuito 954, para laboral 1358, para familia 1138, para 
promiscuo de familia 701, para menores 701, para promiscuo del circuito701, para 
civil municipal 1246, para penal municipal 701 y para el promiscuo municipal 781 
procesos. 
Este último acuerdo de expide con fundamento en el artículo 34 del Acuerdo 1392 
de 2002, que dispone: 
 
ARTICULO 34.- La productividad de los funcionarios a cargo de despachos 
ubicados en el tercer nivel, que tengan una carga efectiva igual o superior al 
rendimiento esperado, se determinará dividiendo el egreso efectivo por aquel. 
El rendimiento esperado, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que 
sobre el movimiento de procesos repose en las Unidades de Administración 
de la Carrera Judicial y de Desarrollo y Análisis Estadístico; en ningún caso 
podrá ser inferior al límite superior de la carga correspondiente a los 
despachos ubicados en el segundo nivel. 
Este se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el mes de enero del año 





De la lectura del Acuerdo 10154 del 28 de mayo de 2014, se infiere que no se 
sabe cuál es la estadística que sobre el movimiento de procesos reposa en las 
unidades de administración de la carrera judicial, pues ni se mencionan, 
ignorándose que despachos la reportaron pues para cinco (5) de esos grupos se 
fijó en 701 procesos, la capacidad máxima de respuesta o rendimiento esperado, 
todo lo cual resulta no ajustado a la realidad geográfica del país conforme a la 
estadística de muestreo del 2010 tomada del Sierju en este trabajo.   
Desafortunadamente este Acuerdo no aparece publicado en la Gaceta del 
Consejo Superior de la Judicatura. 
 
6.-LA ÚLTIMA REGLAMENTACION DE LA SALA ADMINSTRATIVA: 
ACUERDO PSAA14-10281 DE FECHA 24 DE DICIEMBRE DE 2014. 
 
Estando en la última revisión de este trabajo la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de 
diciembre de 2014, por el cual se reglamenta el sistema de evaluación de 
servicios de funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial, el cual 
consta de 111 artículos distribuidos en cinco títulos: I.-principios y objetivos; II.-
régimen general para los funcionarios en los sistemas orales; III.-regímenes 
especiales: especialidad penal: (juzgados con funciones de control de garantías – 
Juzgados con función de concomimiento); funcionarios especializados en extinción 
de dominio y lavados de activos y Foncolpuertos y Cajanal (sic); jueces de 
ejecución de penas y medidas de seguridad; jueces de ejecución de sentencias en 
civil y familia; jueces y magistrados especializados en restitución de tierras; jueces 
administrativos; y, funcionarios del régimen de carrera en cargos de 
descongestión; IV.-Empleados y empleadas del régimen de carrera; y V.-Normas 




Este acuerdo rige para las evaluaciones de los periodos de calificación que inician 
a partir del primero de enero de 2015 y deroga los acuerdos 1392 de 2002 y 
10237 de 2014. 
 
Mediante Acuerdo PSAA15-10289 de 29 de enero de 2015 se modificó el art. 38 
del Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de diciembre de 2014, en relación con la 
falta de reporte de estadística y la aplicación supletoria del rendimiento esperado o 
la capacidad máxima de respuesta. 
 
Finalmente mediante Acuerdo PSAA15-10290 del 29 de enero de 2015 se 
determinó la capacidad máxima de respuesta para los cargos de magistrados y 
jueces de la República. 
 
7. MÉTODOS O TÉCNICAS DE EVALUACIÓN 
 
7.1. ENUNCIACIÓN Y CLASIFICACIÓN 
 
En cuanto a los modelos o métodos o técnicas de evaluación se hará una sucinta 
referencia mencionando los de escala, los de selección de comportamiento, los de 
registros observacionales, los de registro de acontecimientos críticos o exitosos y 
el de comparación entre sujetos, entre otros, pero solo como ilustración, por no 
constituir este aspecto el objeto de investigación. 
 
La psicóloga Claudia Patricia Giraldo27, citando a Werther y Davis28 sobre técnicas 
de evaluación las divide entre técnicas basadas en el desempeño durante el 
pasado y las que se apoyan en el desempeño futuro.  
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Las  primeras dice que tienen la ventaja de versar sobre algo que ya ocurrió y que 
puede hasta cierto punto, ser medido, pero la desventaja de no poder cambiar lo 
ocurrido. Entre estas señala las siguientes: 
 
a) Escala de puntuación 
b) Lista de verificación 
c) Métodos de selección forzada 
d) Método de registro de acontecimientos críticos 
e) Escala de calificación conductual 
f) Método de verificación de campo 
g) Métodos de evaluación en grupos 
h) Métodos de categorización 
i) Método de distribución forzada 
j) Método de comparación por parejas 
k) Método de Escalas de calificación con ancla conductual  
 
Entre los métodos de evaluación basados en el desempeño futuro que tienen 
en cuenta el desempeño venidero mediante la evaluación del potencial del 
empleado o el establecimiento de objetivos de desempeño, menciona: 
 
a) El método de autoevaluaciones 
b) El de administración por objetivos 
c) El de evaluaciones psicológicas; y, 
d) Los métodos de los centros de evaluación  
 




Werther William B. Jr., y Davis Heath. Administración de Personal y Recursos Humanos. Ed. 
McGrawhill, pág. 191 a 200. 
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La psicóloga Claudia Giraldo Henao propone un modelo de evaluación del 
desempeño bajo la teoría que denomina de las competencias y que 
básicamente plantea el descubrir “que los factores de éxito de las personas en su 
trabajo les pertenecen, es decir, son el fruto de sus condiciones innatas de sus 
habilidades y de la experiencia laboral que les ha permitido perfeccionarlas y que 
solo basta con descubrir esas formas de actuación exitosas, potencializarlas a su 
mejor nivel y replicarlas con todo el equipo de trabajo, generando sistemas de 
capacitación y entrenamiento que orienten, los perfiles de cada puesto, hacia los 
comportamientos que garanticen el más alto desempeño en el trabajo.”   
 
Los métodos de evaluación se pueden describir, así29:   
 
“1.1.10.1. Métodos de evaluación basados en el desempeño pasado. 
 
“1.1.10.1.1 Escalas de puntuación: 
El evaluador debe conceder una evaluación subjetiva del desenvolvimiento del 
empleado en una escala que vaya de bajo a alto. La evaluación se basa únicamente 
en las opiniones de la persona que confiere la calificación. Se acostumbra conceder 
valores numéricos a cada punto, a fin de permitir la obtención de varios cómputos.  
(…) 
Los factores elegidos pueden estar relacionados con el puesto de trabajo y con las 
características personales. Cada uno de los factores se define para que haya mayor 
precisión y facilidad en la Evaluación del Desempeño del trabajador30. 
1.1.10.1.2 Lista de verificación: 
Requiere que la persona que otorga la calificación seleccione oraciones que 
describan el desenvolvimiento del empleado y sus características. El evaluador 
suele ser el supervisor inmediato.  
(…) 
1.1.10.1.3 Método de selección forzada: 
Obliga al evaluador a seleccionar la frase más descriptiva del desempeño del 
empleado en cada par de afirmaciones que encuentra. Con frecuencia, ambas 
expresiones son de carácter positivo o negativo. En ocasiones, el evaluador debe 
seleccionar la afirmación más descriptiva a partir de grupos de 3 o 4 frases. 
Independientemente de las variantes, os especialistas agrupan los puntos en 
categorías determinadas de antemano, como la habilidad de aprendizaje, el 
desempeño, las relaciones interpersonales.  
 
1.1.10.1.4 Método de registro de acontecimientos críticos: 
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30
 MONDY, Op cit. P. 334 
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Requiere que el evaluador lleve una bitácora diaria (o un archivo en computador), el 
evaluador consigna las acciones más destacadas (positivas o negativas) que lleva a 
cabo el evaluado.  
(…) 
1.1.10.1.5 Escalas de calificación conductual: 
Utilizan el sistema de comparación del desempeño del empleado con determinados 
parámetros conductuales específicos. El objetivo es la reducción de los elementos 
de distorsión y subjetividad. A partir de descripciones de desempeño aceptable y 
desempeño inaceptable obtenidas de diseñadores del puesto, otros empleados y el 
supervisor, se determinan parámetros objetivos que permiten medir el desempeño.  
(…) 
1.1.10.1.6 Método de verificación de campo: 
Un representante calificado del personal participa en la puntuación que conceden 
los supervisores a cada empleado.  
(…) 
La evaluación del desempeño puede basarse en un examen de conocimientos y 
habilidades. Los expertos provienen del área técnica como del departamento de 
personal. Los exámenes pueden ser de muchos tipos y para que sean útiles deben 
ser confiables además de estar validados. 
1.1.10.1.7 Métodos de evaluación en grupos: 
(…)Tienen en común la característica de que se basan en la comparación entre el 
desempeño del empleado y el de sus compañeros de trabajo.  
1.1.10.1.8 Método de categorización: 
Lleva al evaluador a colocar a sus empleados en una escala de mejor a peor.  
(…) 
1.1.10.1.9 Método de distribución forzada: 
Se pide a cada evaluador que ubique a sus empleados en diferentes clasificaciones. 
Por norma general, cierta proporción debe colocarse en cada categoría.  
(…) 
1.1.10.1.10 Método de comparación por parejas: 
El evaluador debe comparar a cada empleado contra todos los que están evaluados 




1.1.10.1.11 Método de Escalas de calificación con ancla conductual: 
Combina elementos de las escalas tradicionales de calificación y el método de 
incidente crítico. Los individuos familiarizados con un puesto específico identifican 
sus principales componentes, luego jerarquizan y validan el comportamiento para 
cada uno de los componentes.  
(…) 
 
1.1.10.2 Métodos de evaluación basados en el desempeño a futuro.Se centran 
en el desempeño venidero mediante la evaluación del potencial del empleado o el 
establecimiento de objetivos de desempeño. 
 
1.1.10.2.1 Autoevaluaciones: 
(…) El aspecto más importante de las autoevaluaciones radica en la participación 
del empleado y su dedicación al proceso de mejoramiento. 
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1.1.10.2.2 Administración por objetivos: 
Consiste en que tanto el supervisor como el empleado establecen conjuntamente 
los objetivos de desempeño deseables. Lo ideal es que estos objetivos se 
establezcan por mutuo acuerdo y que sean mensurables de manera objetiva.  
(…) 
1.1.10.2.3 Evaluaciones psicológicas: 
Cuando se emplean psicólogos para las evaluaciones, su función esencial es la 
evaluación del potencial del individuo y no su desempeño anterior. La evaluación 
consiste en entrevistas en profundidad, exámenes psicológicos, conversaciones con 
los supervisores y una verificación de otras evaluaciones.  
(…) 
1.1.10.2.4 Métodos de los centros de evaluación: 
Son una forma estandarizada para la evaluación de los empleados, que se basa en 
tipos múltiples de evaluación y múltiples evaluadores. Esta técnica suele utilizarse 
para grupos gerenciales de nivel intermedio que muestran gran potencial de 
desarrollo a futuro.” 
 
 
En toda evaluación del rendimiento se requiere del manejo de estándares del 
desempeño de manera que permita medición objetiva previo análisis de aspectos 
multifactoriales que por lo general tienden a ser cuantitativos. En las evaluaciones 
deben eliminarse elementos subjetivos del calificador que distorsionen el principio 
de imparcialidad por prejuicios personales, razones interculturales, etc. 
 
Sobre las metodologías de evaluación, el investigador Roberto Iván Obando31, 
indica algunos de los más comunes al señalar: “Existen variados métodos que 
pueden utilizarse para la evaluación del rendimiento de los jueces. Cada uno de 
los métodos tiene sus ventajas y desventajas. Los mismos no son excluyentes, 
sino que se pueden aplicar varios de manera simultánea. A continuación 
proponemos algunos que pueden ser considerados por las autoridades judiciales.”  
 
En efecto, Obando propone como métodos el de escalas de puntuación (se le 
asignen puntos a quienes son evaluados según su rendimiento); el método de 
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categorización (se colocarían los Jueces de mejor a peor en cada una de las 
categorías a ser verificadas); el método de distribución forzada (se ubica a los 
jueces o magistrados en distintas áreas de una clasificación, por ejemplo según 
número de fallos mensuales); Lista de verificación (se seleccionan oraciones que 
describan el desempeño del juez y sus características, otorgando a cada una de 
estas oraciones una puntuación). 
 
7.2. MÉTODOS DE EVALUACIÓN Y ESTATUTOS DE CARRERA EN 
ALGUNOS PAÍSES LATINOAMERICANOS. 
 
Los métodos de evaluación judicial también pueden hallarse en los estatutos de 
carrera de algunos países latinoamericanos por lo que mencionaré los factores 
utilizados en Guatemala, Perú, República Dominicana y Venezuela para tener idea 
sobre los indicadores de gestión y de rendimiento utilizados y que podrían 
contribuir al estudio sobre evaluación del desempeño de los jueces. Se examinan 
estos países por cuanto siguen el modelo romano germánico y no el anglosajón o 
del common law ni el sistema de los derechos socialistas. Recordemos que 
además podría hablarse del derecho musulmán, del hindú, del judío, entre otros.  
 
El common law32 es un conjunto de principios y practicas no escritas cuya 
autoridad no deriva de una declaración de mandato singular y positivo a través de 
una explicita fuente de origen legislativo o ejecutivo; es un derecho formado por 
los jueces (judge made law); los tribunales inferiores están obligados a seguir las 
decisiones  o precedentes de los tribunales jerárquicamente superiores; los 
principios del common law provenientes de la antigua costumbre, solo pueden ser 
autorizadamente conocidos y aplicados en el contexto de los procedimientos 
judiciales; es preponderantemente práctico, no teórico. En su centro está el 
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 ITURRALDE SESMA, VICTORIA. El Precedente en el common law. Editorial Civiltas s.a., 
primera edición 1995, pág. 16 a 17. 
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Adversay proceeding en los tribunales como una confrontación entre partes 
contendientes; es un derecho no escrito, no codificado; las reglas tratan de dar 
solución a un proceso y no a reglas generales para el futuro; rige en Inglaterra, 
Irlanda y Estados Unidos.  
 
Por el contrario la familia romano germánica se caracteriza por ser un derecho 
positivo o legislado; se basa en la normativa emanada por los poderes legislativo y 
ejecutivo; la jurisprudencia se limita al ámbito de interpretación de la normativa 
vigente; está íntimamente relacionada con el sistema de derecho de la antigua 
Roma y de la influencia germana por lo que se le conoce como derecho 
continental por su expansión en toda Europa y en Latinoamérica.  
 
Consejo de la Carrera Judicial de Guatemala a través del Acuerdo 1-2007 del 26 
de febrero de 2007, fijó los factores de evaluación, dentro de una escala de 
rendimiento que va desde satisfactorio sobresaliente con 90 a 100 puntos, 
satisfactorio muy bueno con 80 a 89.99, bueno con más de 70 e insatisfactorio con 
menos de 70 puntos (art. 8) 
 
El articulo 7 ibídem incluye en los factores de evaluación los siguientes: a.- 
Calidad de autos y/o sentencias: de uno (1) a quince (15) puntos; b.- Evaluación 
jurisdiccional: Comprende la evaluación de los aspectos éticos, personales y 
técnicos del juez uno (1) a diez (10) puntos; c.- Evaluación disciplinaria: 
Representa un máximo de veinte (20) puntos del total de la evaluación, según 
sanciones que registre; d.- Evaluación directa o de entrevista por otro juez y 
representa una puntuación de uno (1) a diez (10) puntos del total de la evaluación; 
e.- Evaluación por preparación académica: representa quince (15) puntos del total 
de la evaluación¸ f.- Méritos extracurriculares tales como investigaciones, 
publicaciones, dominio de idiomas étnicos. La puntuación máxima es de uno (1) a 
cinco (5) puntos; g.-  Calidad en la atención al usuario: comprende la calificación 
otorgada por fiscales, defensores, abogados y/o público usuario y tiene una 
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ponderación de uno (1) a ocho (8) puntos; h. Evaluación interna: calificación 
otorgada por el personal auxiliar que está bajo el cargo del Juez a ser evaluado y 
tiene un valor máximo dos (2) puntos; i. Gerencia del despacho: cinco (5) puntos 
del total de la evaluación y, j. Producción, que es la calificación otorgada en virtud 
de la cantidad de acciones realizadas para agilizar la administración de justicia, o 
bien de la cantidad de resoluciones dictadas y audiencias realizadas, según sea el 
caso. Comprenderá diez (10) puntos del total de la evaluación. 
 
La evaluación de rendimiento, los estándares de desempeño y los indicadores de 
gestión para el sistema de administración de justicia de República Dominicana 
se regula en la Ley de Carrera Judicial, Ley 327 de 1998. En el artículo 27, para 
evaluar el rendimiento de los jueces se toman, entre otros, los siguientes 
elementos33: 
 
- El número de sentencias pronunciadas y la cantidad de incidentes fallados.  
- El número de las sentencias confirmadas, revocadas o anuladas. 
- El número de las audiencias celebradas en cada mes del año. 
- El número de autos dictados y el despacho de asuntos administrativos. 
- La duración para pronunciar las sentencias y para fallar los incidentes  
- El conocimiento de los casos de referimientos y la solución de los mismos. 
- Las recusaciones formuladas y aceptadas contra el juez y el número de 
inhibiciones. 
- Las sanciones impuestas al juez. 
- El movimiento general de trabajo del tribunal, representado por el número de 
asuntos incoados mensualmente, el estado de sustanciación de los 
expedientes, los procesos paralizados y sus causas. 
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- Participaciones en seminarios, congresos nacionales e internacionales. 
- Artículos, libros y monografías publicadas sobre temas jurídicos. 
- Docencia académica. 
 
La Ley de Carrera Judicial dispone que la escala de rendimiento satisfactorio de 
los jueces será determinada por la Suprema Corte de Justicia, pero aun no se han 
establecido los estándares mínimos de cumplimiento de cada uno de los 
indicadores de gestión. 
 
En Perú el modelo de evaluación del desempeño lo contiene la Ley  de carrera 
judicial número 2927734.Se estructura en dos tipos de evaluación: evaluación 
parcial y evaluación integral. La primera tiene por finalidad conocer el rendimiento 
y méritos de los jueces, así como detectar las necesidades de capacitación y 
recomendar mejores prácticas en la administración de justicia. La evaluación del 
desempeño integral tiene por finalidad separar o mantener al juez en el cargo. 
Ambas, miden la eficacia y eficiencia, para lo cual se consideran los siguientes 
factores de calificación: 
 
- Las decisiones o resoluciones finales emitidas por el juez, equivalen al 
treinta por ciento (30%); 
- la gestión del proceso, que equivaldrá al veinte por ciento (20%); 
- la celeridad y rendimiento, que equivaldrá al treinta por ciento (30%); 
- la organización del trabajo, que equivaldrá al diez por ciento (10%) 
- las publicaciones jurídicas y de temas afines, que equivaldrá al cinco por 
ciento (5%) 
- el desarrollo profesional durante el ejercicio de la función, que equivaldrá al 
cinco por ciento (5%). 
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En Venezuela la ley de carrera judicial del 25 de agosto de 1998 establece en el 
artículo 32 que para evaluar el rendimiento de los jueces el Consejo de la 
Judicatura tomará en consideración, entre otros, los siguientes elementos:  
 
1. El número de sentencias definitivas o interlocutorias dictadas 
mensualmente y la calidad de ellas;  
2. El número de audiencias o días de despacho en el tribunal en cada mes del 
año;  
3. La observancia de los plazos o términos legales a que esté sujeto el juez;  
4. Los diferimientos de las sentencias, autos y decretos;  
5. Las inhibiciones y las recusaciones introducidas contra el juez y el número 
de las declaradas con lugar y las desechadas;  
6. Las sanciones a que haya sido sometido el juez;  
7. El movimiento general de trabajo del tribunal, representado por el número 
de asuntos ingresados mensualmente, el número de casos resueltos y en 
tramitación, los procesos paralizados y sus causas, el número de 
sentencias dictadas, definitivas o interlocutorias.  
 
Agrega la misma disposición que la escala de rendimiento satisfactorio de los 
jueces la hará el Consejo de la Judicatura, previa consulta con la Corte Suprema 
de Justicia, cuya opinión será vinculante y que se publicará en la Gaceta Oficial de 
la República de Venezuela y los ascensos se harán con estricta sujeción a ella. Si 
el rendimiento fuere insatisfactorio procederá a la  separación de la Carrera 
Judicial y a convocar el correspondiente concurso de oposición. 
 
CONCLUSION    
 
La evaluación del desempeño de los servidores públicos según la evolución 
normativa inicia con el plebiscito del primero de diciembre de 1957, el cual dio 
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lugar a las leyes 19/58, al D.L. 1732/60, al decreto ley 2400/68 y a la ley 61 de 
1987.  
 
En cuanto a la rama judicial, bajo la constitución de 1886 y el plebiscito de 1957 se 
expidieron el Decreto 250/70, las leyes 15 y 20 de 1972, la ley 16/68, el D.R. 
1660/78 y por último el Decreto 52 de 1987.  
 
Con base en la constitución de 1991, artículos 125, 130 y 256- numerales 1 y 4 y 
257-3, se expidió la ley estatutaria de la administración de justicia o ley 270 de 
1996, la cual ha sido reglamentada por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura a través de los acuerdos 198/96, 1392/02 y 7636/10, estando 
vigente hasta 2 de octubre de 2014, el Acuerdo 1392 de 2002 por derogación que 
hizo el Acuerdo 8768 de 2011.  
 
Finalizando la realización de este trabajo se expidió el Acuerdo 10327 del 3 de 
octubre de 2014, el cual fue derogado por el Acuerdo  PSAA14-10281 de 24 de 
diciembre de 2014, por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de 
servicios de funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial. 
 
Este último acuerdo rige para las evaluaciones de los periodos de calificación que 
inician a partir del primero de enero de 2015 y deroga los acuerdos 1392 de 2002 
y 10237 de 2014. 
 
Mediante Acuerdo PSAA15-10289 de 29 de enero de 2015 se modificó el art. 38 
del Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de diciembre de 2014, en relación con la 
falta de reporte de estadística y la aplicación supletoria del rendimiento esperado o 




Finalmente mediante Acuerdo PSAA15-10290 del 29 de enero de 2015 se 
determinó la capacidad máxima de respuesta para los cargos de magistrados y 
jueces de la República. 
 
En los Acuerdos 1392 de 1992 y 7636 de 2010, objeto de esta investigación, 
como se verá, se utilizan metodologías que combinan el basado en el desempeño 
durante el pasado, básicamente utilizando escalas de puntuación (excelente, 
buena aceptable, insatisfactoria), listas de verificación (tipo de providencias), 
registro de acontecimientos críticos (sentencias) y categorización (especialidades 
de los jueces).  
 
En general, los métodos de evaluación del desempeño son extraordinariamente 
variados de acuerdo a los fines y objetivos que la psicología organizacional se ha 




















ESTUDIO  DE LEGALIDAD E INCONVENIENCIA DEL ACUERDO  
1392 DE 2002 RESPECTO  DEL RENDIMIENTO EN LA 
EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO DE  LOS JUECES 
 
En este capítulo se abordará el estudio de legalidad e inconveniencia del acuerdo 
1392 de 2002, únicamente respecto de la reglamentación en la evaluación del 
desempeño del rendimiento de los jueces, para lo cual, inicialmente se hará 
referencia al principio de jerarquía normativa en Colombia y a las causales 
genéricas de nulidad de los actos administrativos, para luego analizar las razones 
de ilegalidad de algunas disposiciones del mencionado acuerdo en relación con la 




La ilegalidad del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002,  “Por el cual se 
reglamenta la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y 
empleados de carrera de la Rama Judicial”, se abordará conforme a las normas 
que sobre el particular consagra el Código de Procedimiento  Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, en adelante CPACA, o ley 1437 de 2010, cuya 
vigencia inició el pasado 2 de julio de 2011. 
 
1.-PRINCIPIO DE JERARQUIA NORMATIVA Y CAUSALES DE NULIDAD 
 
Al hablar de legalidad o ilegalidad de una norma es necesario hacer referencia al 
principio de jerarquía normativa según el cual las normas tienen diferentes niveles, 
estando unas subordinadas a otras.  El positivista Kelsen fue quien construyó en la 
“teoría pura del Derecho”, la famosa pirámide jurídica.  
 
Al respecto, Rodrigo Uprimny Yepes y Andrés Abel Rodríguez Villabona35, 
comentan que “Según este autor el derecho es un sistema de normas coactivas, 
que debe ser consistente y completo. La esencia de lo jurídico, según su criterio, 
no puede ser captada si se analizan normas aisladas; para el efecto es necesario 
referirse al conjunto ordenado de disposiciones, al orden jurídico, siendo entonces 
el cometido de la jurisprudencia36, como ciencia normativa que es, describir, 
mediante disposiciones jurídicas, el mencionado ordenamiento.  
 
De esta manera, y tomando en cuenta las investigaciones hechas por el tratadista 
de derecho administrativo A. Merkl, Kelsen desarrolla su teoría  sobre al carácter 
gradual del ordenamiento que le ha dado celebridad universal. Es la tesis sobre la 
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 Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa - Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla“-, 
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restringido que se le da a tal término en nuestro país. (…). 
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pirámide jurídica, según la cual, las normas del derecho se ordenan 
jerárquicamente dentro de un sistema cerrado. La validez de cada norma depende 
entonces de la posibilidad de ser imputada a otra norma válida, jerárquicamente 
superior, imputación que es posible por haber sido creada la disposición de rango 
inferior conforme lo estable la superior. Es el carácter autodinámico del derecho, 
dado que regula su propia creación. Estos son puntos esenciales de la concepción 
kelseniana puesto que, además de establecer el método propio de las ciencias 
normativas (imputativo) precisa que una norma solo pude ser deducida de otra 
norma, su validez no puede depender jamás de un hecho porque de ser así se 
derrumbaría la pureza metodológica y la autonomía de la ciencia jurídica, en la 
cual se fundamenta el proyecto normativista.  
 
Sintetizando lo anterior, afirma este autor que “el orden jurídico no es un sistema 
de normas de derecho situadas en un mismo plano, ordenadas equivalentemente, 
sino una construcción escalonada de diversos estratos de normas jurídicas, su 
unidad está configurada por la relación resultante de que la validez de una norma, 
producida conforme a otra, reposa en esa norma, cuya producción a su vez está 
determinada por otra; un regreso que concluye, a la postre, en la norma fundante 
básica presupuesta. La norma fundante básica, hipotética en este sentido, es así 
el fundamento de validez supremo que funda la unidad de esta relación de 
producción.”37 
 
En Colombia por disposición de la carta Política la norma de normas (norma 
fundante) la constituye la Constitución (art. 4) y luego le siguen las leyes 
formalmente expedidas por el Congreso las cuales se encuentran clasificadas 
como se observa en la figura 1, en leyes estatutarias (152), leyes marco o 
cuadro o leyes generales (150-19), leyes orgánicas(151), leyes ordinarias y 
                                                             
37
 Kelsen, Hans. Law, State and Justice in the Pure Theory of Law”, en Yale Law Journal, No. 57, 
1948, pág. 232, Citado por Rodrigo Uprimny Yepes y Andrés Abel Rodríguez Villabona en 
Interpretación Judicial- Módulo de autoformación de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 
Publicación de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, Segunda edición 2006.  
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leyes especiales, como la ley del plan de desarrollo, la ley anual del presupuesto, 
la ley de convocatoria a una asamblea constituyente y la ley de convocatoria a 
referendo. Se ilustra con la siguiente gráfica, así: 
LEYES EN SENTIDO FORMAL O EXPEDIDAS POR EL CONGRESO
LEY
CODIGO




























































Figura 1 .Leyes en sentido formal o expedidos por el congreso. 
 
Al mismo nivel de las leyes se encuentran los decretos con fuerza de ley, que 
aunque son expedidos por el Presidente de la República tienen la fuerza 
normativa de una ley, son leyes en sentido material aunque formalmente no las 
expida el congreso. Hacen parte de este género de decretos, como aparece en la 
figura 2, los decretos extraordinarios cuando el congreso faculta al 
Presidente(150-10); los decretos legislativos que expide el Presidente en estados 
de excepción por guerra exterior, conmoción interior o emergencia económica, 
social o ecológica(212, 213, 215), el Decreto ley del Plan de Desarrollo (341 
inciso 3 in fine), el Decreto ley del presupuesto (348), y los Decretos leyes por 
facultades constitucionales transitorias (art. 5 y 23 transitorios de la C.P.), 
según se ilustra en el siguiente esquema: 
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Figura 2. Decretos del Presidente con fuerza de ley. 
 
Subordinadas a las leyes o a las normas con fuerza de ley, están los decretos 
reglamentarios del Presidente de la República (189-11), las resoluciones y 
órdenes y demás actos administrativos para la cumplida ejecución de las leyes 
que dictan los órganos del nivel central y descentralizado, a nivel nacional, y, le 
siguen los decretos, resoluciones y actos administrativos del orden territorial 
(Departamento, Municipio, Junta Administradora Local, corregimiento), que 
pueden tener diversa denominación tales como decretos, ordenanzas, acuerdos, 
resoluciones, circulares, instrucciones, etc. 
 
Solo a título de mera ilustración presento en la figura 3 los decretos 
administrativos del Presidente de la República:  
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A LOS MIEMBROS DE
LAS FUERZA PÚBLICA
 
Figura 3. Decretos administrativos del Presidente de la República. 
 
Para referirse a ilegalidad es necesario hacer mención de las causales de nulidad 
de los actos administrativos prevista en el CPACA, en el artículo137, que reza: 
 
“Artículo 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, 
que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 
 
Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían 
fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de 
audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones 
propias de quien los profirió. 
 
También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos 
de certificación y registro.(…) 
 
Como puede deducirse son causales de nulidad de los actos administrativos las 
siguientes: 
 
1.-Por infracción de las normas en que deberían fundarse; 
2.-Por falta de competencia; 
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3.-Por expedición en forma irregular; 
4.-El desconocimiento del derecho de audiencia y defensa,  
5.-Por falsa motivación; y, 
6.-Por desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. 
 
Las causales de nulidad de los actos administrativos están fundamentadas en la 
violación de uno o más elementos del mismo: el sujeto, es decir, el órgano 
competente; el objeto, que es el contenido del acto administrativo; los motivos, es 
decir, los supuestos facticos o jurídicos que sirven de fundamento al sujeto para la 
expresión de voluntad; la forma, constituida por las ritualidades externas del acto 
que se exige en cada caso para su validez y; el fin, que es el resultado final que se 
busca al expedir un acto por parte de la entidad.. 
 
Cabe recordar que  acto administrativo es: 
 
- una manifestación o abstención de voluntad (para comprender los actos 
expresos y los tácitos o presuntos o fictos: artículos 83 y 84 CPACA) 
- de una autoridad (sujeto activo o titular: organismos y entidades que 
conforman las ramas del poder público en sus distintos órdenes, sectores y 
niveles, a los órganos autónomos e independientes del Estado, a través del 
servidor público o particular investido de funciones administrativas (art. 1º del 
C.C.A. y el art. 2 del CPACA) 
- que en ejercicio de una competencia (Constitucional, Legal o 
Reglamentaria: art. 123Constitución Política) 
- en cumplimiento de los cometidos estatales, la adecuada prestación de 
servicios públicos, la efectividad de los derechos y libertades de las 
personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las 
autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, 
el funcionamiento eficiente y democrático de la administración y la 
74 
 
observancia de los deberes del estado (objeto o fines - art. 2 de la Carta 
que desarrolla el art. 1º del CPACA) 
- fundado en determinados supuestos fácticos o jurídicos (causa o motivo del 
acto administrativo)  
- de acuerdo con un procedimiento  
- decide un asunto que produce efectos jurídicos generales o particulares (al 
crear, modificar o extinguir derechos y obligaciones)  
- a los administrados (sujeto pasivo) 
 
La primera causal por infracción a normas superiores está referida al principio 
de jerarquía normativa a que he hecho mención y por lo tanto es necesario hacer 
un cotejo entre el acto administrativo o la norma de inferior jerarquía con la(s) 
norma(s) jerárquicamente superior(es) a la que debería estar sujeto a fin de 
establecer su contradicción o incompatibilidad. 
 
La segunda causal se funda en el principio de competencia previsto en el artículo 
122 y 123 de la C.P., según los cuales, no habrá empleo público que no tenga 
funciones y, los servidores públicos ejercerán sus funciones en la forma prevista 
por la constitución, la ley o el reglamento. 
 
Según el tratadista Juan Ángel Palacio H.,38 “Tal falta de competencia puede 
provenir de distintas causas o factores, como la material, la territorialidad, la 
temporalidad, el factor funcional, etc.”, quien agrega: 
 
“Pero puede ocurrir que un órgano con competencia en determinada materia, actúa 
excediéndola, circunstancia que hace que el acto quede viciado. En estos eventos se habla 
del vicio de abuso o exceso de poder. Recuérdese que los funcionarios públicos no pueden 
hacer sino aquello que les está expresamente permitido. El vicio de incompetencia es 
considerado tal vez el más grave, atribuyéndole por la doctrina y la jurisprudencia el carácter 
de insaneable y por lo mismo, el que pueda ser declarado de oficio cuando aparezca 
acreditado en el proceso. Frente a una  actuación que se origine en la ausencia de 
competencia del órgano que produce la voluntad, el juez contencioso no puede acogerse al 
                                                             
38
PALACIO HINCAPIE, JUAN ANGEL. Derecho Procesal Administrativo Librería jurídica Sánchez 
R. Ltda,5ª. Edición 2005, Medellín –Colombia. Pag.183. 
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principio de la justicia rogada de esta jurisdicción y debe procede a declarar la nulidad del 
acto, aunque el actor no la haya solicitado. 
 
La incompetencia puede originarse en los fenómenos de descentralización, 
delegación y desconcentración de funciones conforme a la ley 489 de 1998 
artículos 5-14.  
 
La tercera causal se refiere a los procedimientos o formalidades que deben 
observar los actos administrativos bien sean reglados o discrecionales. 
 
El mismo tratadista39 antes mencionado afirma que “la forma hace relación a los 
requisitos externos que debe revestir el acto en su expedición pues existen 
formalismos establecidos por el legislador que tienen como finalidad garantizar a 
los administrados sus derechos, tanto  a la defensa como al debido proceso, 
aspectos propios de procedimiento.  
 
La cuarta causal se funda en el derecho constitucional al debido proceso que 
consagra el art. 29 de la C.P. y que comprende los principios de legalidad, de juez 
natural competente, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho de defensa, 
cosa juzgada, non bis in ídem, derecho a pedir pruebas, contradicción probatoria, 
publicidad y derecho de impugnación. La violación de estas garantías procesales 
acarrea la nulidad de los actos administrativos. El derecho de audiencia es una 
garantía de que la persona sea escuchada en sus cargos o descargos y pueda 
ejercer el derecho a controvertir las pretensiones, los hechos y las pruebas de la 
contraparte. Este derecho se garantiza oyendo al inculpado o investigado, 
otorgándole el derecho de impugnar las decisiones a pedir pruebas, a 
controvertirlas y a su valoración integral además de la debida publicidad a través 
de la práctica de las notificaciones que permita el ejercicio de la impugnación y de 
la doble instancia. 
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PALACIO HINCAPIE, JUAN ANGEL. Derecho Procesal Administrativo Librería jurídica Sánchez 





La quinta causal –por falsa motivación- obedece a que el acto administrativo no 
tiene concordancia con los supuestos fácticos o jurídicos que le dieron origen. 
 
El doctor Juan Ángel Palacio, sobre esta causal afirma que “es un vicio que 
invalida el acto administrativo cuando no existe correspondencia entre la decisión 
que se adopta y la expresión de los motivos que en el acto se aduce como 
fundamento de la decisión”40. Agrega: “los motivos son los antecedentes de hecho 
y de derecho que conducen a la expedición del acto, por lo cual podemos decir 
que los motivos están constituidos por todas las circunstancias que llevan a la 
administración a expresar su voluntad y por lo tanto que la existencia real de esos 
motivos fundamenta la legalidad de la misma;  habrá falsa motivación cuando hay 
ausencia real de los motivos expresados.” 
 
El requisito de los motivos se consagra en el artículo 42 del CPACA, cuando dice 
que la decisión será motivada resolviendo todas las peticiones planteadas tanto 
por el peticionario como por terceros; el artículo 44 ibídem, exige que las 
decisiones discrecionales de carácter general o particular sean adecuadas a los 
fines de la norma que la autoriza y proporcional a los hechos que le sirven de  
causa.  
 
La última causal –por desviación de poder o de atribuciones- se predica de los 
actos administrativos que no cumplen con los fines constitucionales, legales o 
reglamentarios, es decir, cuando se persiguen fines distintos a los esenciales del 
Estado previstos en el art. 2 de la Carta y que desarrolla el art. 1º del CPACA, al 
consagrar que la finalidad de los procedimientos administrativos es “proteger y 
garantizar los derechos y libertades de las personas, la primacía de los intereses 
generales, la sujeción de las autoridades a la Constitución y demás preceptos del 
ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines estatales, el funcionamiento 
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Ob. Cit. pág. 185.  
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eficiente y democrático de la administración, y la observancia de los deberes del 
Estado y de los particulares.” 
 
Este vicio se origina, cuando el funcionario que expide el acto lo hace con 
competencia, dentro de la órbita de sus funciones pero por motivos diferentes a 
los establecidos por la constitución, la ley o el ordenamiento, es decir, con una 
intención diferente a la perseguida en la norma que le atribuye esa competencia. 
Para la prueba de esta casual se requiere prueba indirecta,  de los indicios, los 
cuales deben ser concurrentes, serios y suficientes para probar la intención torcida 
del servidor público . Para garantizar que no se incurra en esta causal la ley y la 
jurisprudencia han exigido que todos los actos expresen la motivación que origina 
el acto administrativo.  
 
Los requisitos de procedibilidad para el examen de legalidad son los mismos que 
la Corte Constitucional ha exigido formalmente para el examen de 
constitucionalidad de las normas con fuerza material de ley, pero referidas a las 
normas superiores que infringe el acto administrativo, si el cargo es por la primera 
causal. Dicha Corporación, exige41: 
 
“3.10. En ese orden de ideas, el pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de una ley que ha sido sometida a juicio, está condicionado a que quien 
presenta la demanda, (i) no solo identifique en ella la preceptiva legal que acusa y las 
disposiciones constitucionales que considera violadas, sino además, (ii) a que formule por lo 
menos un cargo concreto de inconstitucionalidad en contra la preceptiva impugnada y lo 
sustente en razones claras, ciertas, específicas, pertinentes y suficientes. De acuerdo con 
ello, si la demanda no cumple las condiciones de procedibilidad mencionadas, la misma es 
sustancialmente inepta, estando obligado el juez constitucional a abstenerse de fallar de 
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2.-NATURALEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS OBJETO DEL 
ANÁLISIS DE LEGALIDAD. 
 
Hecho este repaso, es necesario establecer la naturaleza del acto administrativo 
objeto de análisis de legalidad, para lo cual cabe precisar que para el efecto se 
examinan las normas que le sirvieron de base para su expedición. El Acuerdo 
1392 de 2000, cita el artículo 170 de la Ley 270 de 1996, que establece: 
 
ARTÍCULO 170. FACTORES PARA LA EVALUACIÓN. La evaluación de servicios de 
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño 
del funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y 
organización del trabajo y Publicaciones.  
 
En todo caso se le informará al funcionario acerca de los resultados de la evaluación.  
 
Es menester analizar la competencia de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, conforme a los artículos 256 y 257 de la Constitución 
Política, que rezan: 
 
ARTICULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos 
Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones:  
1. Administrar la carrera judicial.  
 
(…)4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales.  
 
ARTICULO 257. Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las 
siguientes funciones:  
 
(…) 3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas 
asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos 
que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el 
legislador.  
 
Sin embargo, esta no es la única norma que habilita a la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura para expedir la reglamentación sobre la 
evaluación del desempeño, pues también debe citarse los artículos 85, 169, 170, 
171, 172, 173 y 175 de la ley Estatutaria de Administración de Justicia, que rezan: 
 
ARTÍCULO 85. FUNCIONES ADMINISTRATIVAS. Corresponde a la Sala Administrativa del 





17. Administrar la Carrera Judicial de acuerdo con las normas constitucionales y la presente 
ley.  
 
18. Realizar la calificación integral de servicios de los Magistrados de Tribunal.  
 
19. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de 
rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y 
empleados judiciales con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación 
correspondientes.  
 
El Consejo adoptará como mínimo los siguientes indicadores básicos de gestión: 
congestión, retraso, productividad y eficacia. 
 
22. Reglamentar la carrera judicial.  
 
ARTÍCULO 169. EVALUACIÓN DE SERVICIOS. La evaluación de servicios tiene como 
objetivo verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus 
funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en 
el cargo.  
 
Las Corporaciones y los Despachos Judiciales, presentarán el apoyo que se requiera para 
estos efectos y suministrarán toda la información que posean sobre el desempeño de los 
funcionarios que deban ser evaluados. 
 
ARTÍCULO 170. FACTORES PARA LA EVALUACIÓN. La evaluación de servicios de 
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño 
del funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y 
organización del trabajo y Publicaciones.  
 
En todo caso se le informará al funcionario acerca de los resultados de la evaluación.  
 
ARTÍCULO 171. EVALUACIÓN DE EMPLEADOS. Los empleados de carrera serán 
evaluados por sus superiores jerárquicos anualmente, sin perjuicio de que, a juicio de 
aquéllos, por necesidades del servicio se anticipe la misma.  
 
La calificación insatisfactoria de servicios dará lugar al retiro del empleado. Contra esta 
decisión proceden los recursos de la vía gubernativa.  
 
ARTÍCULO 172. EVALUACIÓN DE FUNCIONARIOS. Los funcionarios de carrera serán 
evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. 
Los superiores funcionales del calificado, remitirán de conformidad con el reglamento, el 
resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación 
integral.  
 
La evaluación de los Jueces se llevará a cabo anualmente y la de los Magistrados de los 
Tribunales cada dos años.  
 
La calificación insatisfactoria en firme dará lugar al retiro del funcionario. Contra esta 




ARTÍCULO 173. CAUSALES DE RETIRO DE LA CARRERA JUDICIAL. La exclusión de la 
Carrera Judicial de los funcionarios y empleados se produce por las causales genéricas de 
retiro del servicio y la evaluación de servicios no satisfactoria. 
 
PARÁGRAFO. El retiro de la Carrera Judicial lleva consigo el retiro del servicio y se 
efectuará mediante acto motivado, susceptible de los recursos de la vía gubernativa.  
 
ARTÍCULO 175. ATRIBUCIONES DE LAS CORPORACIONES JUDICIALES Y LOS 
JUECES DE LA REPÚBLICA. Corresponde a las Corporaciones Judiciales y a los Jueces 
de la República con relación a la administración de la Carrera Judicial, cumplir las siguientes 
funciones:  
(…) 2. Realizar la evaluación de servicios de los empleados de su despacho, y remitir a la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el resultado de las evaluaciones 
sobre el factor calidad de los funcionarios de carrera judicial que sean, desde el punto 
de vista funcional, jerárquicamente inferiores.  
 
3. Cuando se le requiera, previo reparto que realice el calificador, revisar los informes sobre 
el factor calidad. 
 
De estas normas se colige que el Acuerdo 1392 de 2002 es un acto 
administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, con cobertura en todo 
el territorio nacional, expedido con fundamento en facultades constitucionales 
(256-3) que desarrolla el legislador en la ley estatutaria de la administración de 
justicia (ley 270 de 1996) y, que por lo mismo está sujeta y subordinada a ella y a 
otras de carácter legal, razón por la que el análisis se legalidad se limitará a las 
normas de carácter constitucional, a la estatutaria de la justicia (ley 270/96) y otras 
de orden legal, siendo estas últimas relativas a códigos, especialmente  a los 
procesales, donde se fijan las competencias de los distintos organismos judiciales. 
 










3. ESTUDIO DE LEGALIDAD E INCONVENIENCIA DEL ACUERDO 1392 
DEL 2002. 
 
3.1. INFRACCIÓN DEL ART. 174  DE LA LEY 270 DE 1996 CON LA 
EXPEDICIÓN DEL ACUERDO 1392 DE 2002. 
  
3.1.1.-Derecho constitucional y estatutario de participación de los 
magistrados y jueces en la administración de la carrera judicial.  
 
La sentencia C-179/0242, al analizar el elemento participación en la constitución de 
1991, entre otras cosas concluyó que el principio democrático cobra vigencia en 
espacios que no se restringen a lo electoral, sino en todos aquellos asuntos que 
implican la toma de decisiones que afecten a la comunidad o a la persona y 
que aparejan el ejercicio del poder. Esos espacios –agregó-, los comprende 
también la administración de la carrera judicial. En efecto, esa Corporación 
precisó: 
 
“4. El preámbulo de la Carta enuncia que el régimen constitucional colombiano se 
desarrolla “dentro de un marco jurídico, democrático y participativo”. Esta idea es reiterada 
por el artículo primero superior, que afirma que “Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República... democrática y participativa”, y por el artículo 
segundo ibídem que señala entre los fines del Estado el de “facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación”.  (negrilla fuera de texto) 
(…) 
“La democracia participativa supone la existencia de mecanismos de participación del 
pueblo, que revisten diversas modalidades. A ellos se refieren los artículos 40 y 103 
constitucionales
43
. Estos mecanismos de participación significan que no todas las decisiones 
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 por la cual se hizo la revisión constitucional del proyecto de ley número 58/00 Senado y 219/01 
Cámara, “Por la cual se reforman las leyes 131 y 134 de 1994, reglamentarias del voto 
programático”, Magistrado ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA. 
43
 ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control 
del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede:  
1. Elegir y ser elegido.   
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 
participación democrática.   
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar parte de 
ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
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se dejan a los representantes elegidos democráticamente, sino que algunas pueden ser 
adoptadas, complementadas o modificadas directamente por el pueblo o con su 
intervención, a través de figuras como el plebiscito, el referendo, la consulta popular, la 
iniciativa popular y el cabildo abierto. Y, además, que las decisiones que adopten dichos 
representantes pueden ser controladas a través de la revocatoria del mandato
 
(mecanismos 
de participación - decisión).  De otro lado, otras formas de participación democrática se 
presentan en la posibilidad de acceder a los cargos públicos (participación - gestión), de 
ejercer las acciones públicas (participación - fiscalización) y de prestar los servicios 
públicos o controlar su prestación (participación - gestión, participación- control)”. 
(negrilla fuera de texto) 
(…) 
En otros fallos, la Corporación ha hecho ver cómo el principio democrático que fundamenta 
la democracia participativa, es esencialmente universal y expansivo.  Así por ejemplo, en la 




“La breve relación anterior de las normas constitucionales sobre las que se edifica la 
democracia participativa, es suficiente para comprender que el principio democrático 
que la Carta prohija es a la vez universal y expansivo. Se dice que es universal en la 
medida en que compromete variados escenarios, procesos y lugares tanto públicos 
como privados y también porque la noción de política que lo sustenta se nutre de todo lo 
que vitalmente pueda interesar a la persona, a la comunidad y al Estado y sea por tanto 
susceptible de afectar la distribución, control y asignación del poder social. El principio 
democrático es expansivo pues su dinámica lejos de ignorar el conflicto social, lo 
encauza a partir del respeto y constante reivindicación de un mínimo de democracia 
política y social que, de conformidad con su ideario, ha de ampliarse progresivamente 
conquistando nuevos ámbitos y profundizando permanentemente su vigencia, lo que 
demanda por parte de los principales actores públicos y privados un denodado esfuerzo 
para su efectiva construcción.” (Negrillas fuera del original)
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4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la Constitución y 
la ley. 
5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas.   
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley.  
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o 
por adopción, que tengan  doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará 
los casos a los cuales ha de aplicarse. 
Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles 
decisorios de la Administración Pública. 
ARTICULO 103. Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, 
el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la 
revocatoria del mandato. La ley los reglamentará.  
El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones 
profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no 
gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos 
democráticos de representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control 
y vigilancia de la gestión pública que se establezcan. 
44
 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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En esta Sentencia la Corte estudió la constitucionalidad del proyecto de Ley estatutaria por el 
cual se dictaba el Estatuto Básico de los Partidos y Movimientos Políticos. 
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El recuento jurisprudencial muestra cómo los criterios de universalidad y de 
fuerza expansiva del principio participativo han irradiado la interpretación 
del ordenamiento jurídico a fin de hacer real el nuevo modelo democrático 
que propone la Constitución Política.  
 
De otro lado, los mecanismos de participación ciudadana ideados por el 
legislador, en cuanto hacen posible la vigencia del mencionado modelo, deben 
respetar los postulados básicos de la democracia, en especial el principio de las 
mayorías.  
 
La democracia participativa y los mecanismos de participación tales como el voto, 
el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa 
legislativa y la revocatoria del mandato, se erigen en una redefinición de los 
derechos políticos, que persiguen permitir el acceso de todo ciudadano a los 
procesos de toma de decisiones políticas, donde el ciudadano tenga canales 
efectivos de expresión. 
 
La proyección universal del principio democrático ha cobrado su práctica en los 
asuntos sobre prestación de los servicios públicos (artículos 78 y 369 de la 
Constitución Política),  la educación (Sentencias T-524 de 1992 y T-235 de 1998) 
y la carrera administrativa y judicial (artículo 125 de la Carta política y artículos 
174 y 175 de la ley 270 de 1996).  
 
Se registra entonces un cambio conceptual de la democracia participativa, una 
revaloración del ciudadano y de su papel en la vida nacional y local con incidencia 
que no recae exclusivamente en el terreno electoral, es decir, no comprende 
simplemente mecanismos para toma de decisiones en los mecanismos de 
participación ciudadana que regula la ley estatutaria a través del voto sino que 
implica involucrarse permanentemente en los procesos decisorios no electorales 
que afectan su vida personal o familiar o social.  Uno de estos escenarios es el de 
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los cargos de carrera y particularmente el que tiene que ver con la administración 
y evaluación del desempeño, en que la ley estatutaria ha incluido aspectos que 
garantizan la participación de los jueces en los aspectos referidos. 
 
El art. 174 de la ley estatutaria de la justicia, dice: 
 
ARTICULO 174. COMPETENCIA PARA ADMINISTRAR LA CARRERA. La Carrera Judicial 
será administrada por las Salas Administrativas de los Consejos Superior o Seccionales de 
la Judicatura, con la participación de las Corporaciones Judiciales y de los Jueces de 
la República en los términos de la presente ley y los reglamentos. 
 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará y definirá, 
conforme a lo dispuesto en esta ley, los mecanismos conforme a los cuales habrá de 
llevarse a efecto la administración de la carrera y la participación de qué trata el inciso 
anterior.(negrilla no es del texto). 
 
El Acuerdo expedido no contó con la participación ni de las Corporaciones 
Judiciales ni de los jueces, con lo cual se eludió un requisito previsto en la ley, el 
cual tiene fundamento en el art. 1º de la Constitución Política que consagra a 
Colombia como un Estado social de derecho democrático y participativo. 
 
La Carrera Judicial solo está administrada por las Salas Administrativas de los 
Consejos Superior o Seccionales de la Judicatura sin la participación de las 
Corporaciones Judiciales  ni de los Jueces, en lo que tiene que ver con la 
calificación del desempeño al no reglamentarse la existencia de comisiones de 
personal con representación de los empleados, jueces y magistrados que 
permitieran algún control a los actos de calificación del rendimiento, la calidad y 
los factores de organización y publicaciones de manera que se observaran los 
principios de imparcialidad e independencia de los jueces. 
 
La mencionada intervención de los magistrados y los jueces no puede estar 
circunscrita a la realización de la evaluación de servicios de los empleados del 
despacho y la remisión a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura de la evaluación sobre el factor calidad de los funcionarios de carrera 
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judicial que sean funcionalmente inferiores conforme al art. 175 de la LEAJ o ley 
270 de 1996, pues esta es una competencia simplemente administrativa pero no 
corresponde al elemento esencial del estado constitucional participativo como el 
que opera a nivel de la carrera administrativa con la ley 909 de 2004,  según el 
cual,  las comisiones de personal son conformadas por dos (2) representantes de 
la entidad u organismo designados por el nominador y dos (2) representantes de 
los empleados, quienes deben ser de carrera administrativa y, elegidos por 
votación directa de los empleados, encargadas, entre otras funciones, de resolver 
las reclamaciones que en materia de procesos de selección y evaluación del 
desempeño les sean atribuidas por el procedimiento especial.  
 
En efecto, el art. 175 de la ley 270/96, limita la intervención de los magistrados y 
jueces a esas dos funciones en relación con la evaluación del desempeño, lo que 
no garantiza la efectiva participación de los empleados y funcionarios en la 
administración y evaluación de la carrera judicial. Dice dicho precepto: 
 
ARTÍCULO 175. ATRIBUCIONES DE LAS CORPORACIONES JUDICIALES Y LOS 
JUECES DE LA REPÚBLICA. Corresponde a las Corporaciones Judiciales y a los Jueces 
de la República con relación a la administración de la Carrera Judicial, cumplir las siguientes 
funciones:  
(…) 
2.-Realizar la evaluación de servicios de los empleados de su despacho, y remitir a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el resultado de las evaluaciones sobre 
el factor calidad de los funcionarios de carrera judicial que sean, desde el punto de vista 
funcional, jerárquicamente inferiores.  
3. Cuando se le requiera, previo reparto que realice el calificador, revisar los informes sobre 
el factor calidad.  
 
La administración de la carrera comprende la garantía de igualdad en la 
posibilidad de acceso a la función judicial para los ciudadanos aptos en 
consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, la 
permanencia y la promoción en el servicio, además de que debe estar orientado a 
atraer y retener los servidores más idóneos, a procurarles una justa remuneración, 
a brindar  programas adecuados de bienestar y salud ocupacional, capacitación 
continua que incluya la preparación de funcionarios y empleados en técnicas de 
86 
 
gestión y control necesarias para asegurar la calidad del servicio, exigiéndoles, al 
mismo tiempo, en forma permanente conducta intachable y un nivel satisfactorio 
de rendimiento, según se desprende de los artículos 156 y 157 de la ley 270/96.  
 
Por lo tanto la intervención de los funcionarios judiciales (magistrados de altas 
cortes y tribunales y jueces) no puede estar limitada por el ejercicio de 
competencias de evaluación descritas en el artículo 175 ibídem, sino que debió 
reglamentarse las Comisiones Judiciales de Personal, asignarse funciones 
estatutarias, de manera que efectivicen los derechos y garantías en la 
administración de la carrera judicial incluyendo los concursos de méritos, la 
conformación del Registro Nacional de Elegibles, la elaboración de listas de 
candidatos, nombramiento y confirmación y los procesos de evaluación del 
desempeño.   
 
Se encuentra en conclusión que el acuerdo 1392/2002 viola las normas citadas de 
la LEAJ, por omisión o inaplicación de los artículos 174 y 175, al no contar en su 
expedición, en la administración de la carrera y en la evaluación del desempeño, 
con la participación ni de las Corporaciones Judiciales ni de los jueces y al no 
establecer una organización básica que dé efectiva participación a empleados y 
funcionarios en la administración de la carrera judicial.    
 
Como corolario de lo anterior, debió darse aplicación a la Ley 909 de 2004, 
publicada en el Diario Oficial No. 45.680, de 23 de septiembre de 2004, “Por la 
cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, 
gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, que en su artículo 3 y 16 
establecen la aplicación supletoria de esta ley  a los servidores públicos de la 
rama judicial del poder público y a la existencia de una  Comisión de Personal, 
conformada por dos (2) representantes de la entidad u organismo designados por 
el nominador  y dos (2) representantes de los empleados (léase funcionarios) 
quienes deben ser de carrera y elegidos por votación directa de los mismos. En 
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igual forma, ordena que se integren Comisiones de Personal en cada una de las 
dependencias regionales o seccionales de las entidades. El último precepto de la 
ley 909 de 2004 se ocupa de la toma de decisiones en las comisiones de 
personal, la periodicidad de las reuniones, su organización interna, fijando entre 
sus funciones, las relativas a la evaluación del desempeño y a la participación en 
la resolución de las reclamaciones respecto de estas46. 
 
Al no haberse observado la normatividad antes transcrita (art. 3 y 16 de la ley 
909/04), por el Acuerdo 7636 de 2010, la totalidad del acuerdo resulta ilegal no 
solo por la causal de infracción a norma superior sino por expedición irregular, ya 
que en el proceso de expedición del acuerdo y en el procedimiento de calificación 
inserto en él, no tuvo ninguna participación ni los funcionarios ni los empleados, 
son inexistentes a nivel normativo y en la organización actual de la rama judicial, 
las comisiones de personal, tanto a nivel nacional como a nivel seccional, de 
acuerdo con la aplicación supletiva de las normas transcritas de la ley 909 de 
2004. 
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 a) Velar porque los procesos de selección para la provisión de empleos y de evaluación del 
desempeño se realicen conforme con lo establecido en las normas y procedimientos legales y 
reglamentarios (…) 
b) Resolver las reclamaciones que en materia de procesos de selección y evaluación del 
desempeño y encargo les sean atribuidas por el procedimiento especial; 
c) Solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil la exclusión de la lista de elegibles de las 
personas que hubieren sido incluidas sin reunir los requisitos exigidos en las respectivas 
convocatorias, o con violación de las leyes o reglamentos que regulan la carrera administrativa. En 
el caso de no atenderse la solicitud, deberán informar de esta situación a la Comisión Nacional del 
Servicio Civil para que adopte las medidas pertinentes; 
d) Conocer, en primera instancia, de las reclamaciones que formulen los empleados de carrera que 
hayan optado por el derecho preferencial a ser vinculados, cuando se les supriman sus empleos, 
por considerar que han sido vulnerados sus derechos; 
e) Conocer, en primera instancia, de las reclamaciones que presenten los empleados por los 
efectos de las incorporaciones a las nuevas plantas de personal de la entidad o por 
desmejoramiento de sus condiciones laborales o por los encargos; 
f) Velar porque los empleos se provean en el orden de prioridad establecido en las normas legales 
y porque las listas de elegibles sean utilizadas dentro de los principios de economía, celeridad y 
eficacia de la función administrativa; 
g) Velar porque en los procesos de selección se cumplan los principios y reglas previstas en esta 
ley; 






En efecto, actualmente no existe ninguna representación de los funcionarios y 
empleados de carrera en la administración de la misma y por lo tanto no se 
cumple con la participación en ninguna de las funciones enunciadas en el artículo 
16 de la ley 909 de 2004. 
 
3.2. LA VIOLACIÓN DE LA LEY ESTATUTARIA Y DE LAS NORMAS 
PROCESALES POR CLASIFICACIÓN EN TRES NIVELES DE LOS 
DESPACHOS JUDICIALES. 
 
El artículo 29 del Acuerdo 1392/02, dispone: 
 
ARTICULO 29.- Para la calificación de este factor los despachos se clasifican en tres 
niveles, según el número de procesos a su cargo durante todo el período a evaluar, así: 
 
Primer nivel: con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos.  
Segundo nivel: con carga efectiva superior a 400 procesos e inferior o igual a 700. 
Tercer nivel: con carga efectiva superior a 700 procesos. 
 
ARTICULO 30.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el primer nivel se establecerá así: 
1.     Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2.     Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3.     Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 13 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.     Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 13 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
ARTICULO 31.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el segundo nivel se establecerá así: 
1.     Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2.     Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 29 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3.     Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 16 y 29 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
 4.     Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 16 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
ARTICULO 32.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados 
en el tercer nivel se establecerá así: 
1.     Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
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Cuando el número de procesos a cargo del funcionario determine la imposibilidad de lograr 
el rendimiento antes indicado, el puntaje se establecerá con base en el rendimiento 
esperado, según se define el artículo 34 del presente Acuerdo.  
2.     Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 31 y 39, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
3.     Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 19 y 31 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.     Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 19 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
La clasificación de los despachos en 3 niveles que establece el artículo 29 del 
Acuerdo 1392/02, no tiene ninguna correspondencia con las normas de carácter 
superior (Ley 270/96), específicamente con los artículos 21 (que establece la 
planta mínima de un Juzgado como organización judicial); 22 (creación de 
juzgados promiscuos; 42 (creación de juzgados administrativos); 50 (división en 
distritos y circuitos); 51 (organización básica interna de cada despacho); 85 
Numerales 9 y 19 (sobre indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 
89 (reglas para la división del territorio: circuitos, distritos y municipios; 90 
(redistribución territorial y funcional); 91 (reglas sobre creación, fusión y 
supresión de despachos); 94 (demanda de justicia no satisfecha, cargas de 
trabajo, costo y afectaciones a la convivencia pacífica), de la ley estatutaria de 
la justicia, al no comprender dicha taxonomía, entre otros, los siguientes 
parámetros: 
 
a) Competencias asignadas por la ley  
b) Volumen promedio de los asuntos 
c) Nivel estimado de rendimiento  
d) Necesidades en asistencia y asesoría en cada disciplina 
e) Requerimientos reales de personal auxiliar. 
 
Veamos: al tomar como parámetro “las competencias asignadas por la Ley”, 
de acuerdo con el art. 11 de la ley 270 de 1996 y los códigos de procedimiento 
civil (hoy código general del proceso –ley 1564/12-), los códigos de procedimiento 
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penal, administrativo, laboral, de infancia y adolescencia, etc., encontramos por lo 
menos la siguiente clasificación: 
 
1. Juzgados Promiscuos Municipales  
2. Juzgados Civiles Municipales  
3. Juzgados Penales Municipales  
4. Juzgados Promiscuos del Circuito  
5. Juzgados Civiles del Circuito  
6. Juzgados Penales del Circuito  
7. Juzgados Laborales del Circuito 
8. Juzgados Administrativos del Circuito  
9. Juzgados de Familia  
10. Juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad 
11. Juzgados penales del circuito especializados 
12. Penales para adolescentes  
13. Tribunales Superiores  
14. Tribunales Administrativos 
15. Tribunales Militares  
16. Consejos Seccionales de la Judicatura –Sala Disciplinaria. 
17. Salas de asuntos penales para adolescentes de los tribunales superiores 
 
La propia ley estatutaria de la justicia en el artículo 1147 al establecer por quienes 
está constituida la rama judicial menciona los órganos que integran las distintas 
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 ARTÍCULO 11. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1285 de 2009. La Rama Judicial 
del Poder Público está constituida por: 
I. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones: 
a) De la Jurisdicción Ordinaria: 
1. Corte Suprema de Justicia. 
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de ejecución de 
penas, de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás especializados y promiscuos 
que se creen conforme a la ley;  
b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo: 
1. Consejo de Estado 
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jurisdicciones (ordinaria, contenciosa, constitucional y de paz), así como la Fiscalía 
General y el Consejo Superior de la judicatura.  
 
En la ordinaria menciona a la Corte Suprema, los tribunales y los jueces civiles, 
laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de ejecución de penas, 
de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás especializados y 
promiscuos que se creen conforme a la ley;  
 
En la contenciosa menciona al Consejo de Estado, a los tribunales y a los jueces 
administrativos.  
 
En la constitucional, solo se mencionó únicamente a la Corte Constitucional, pero 
según sentencia C-713-08 129 de 15 de julio de 2008, al declarar 
condicionalmente exequible el literal “c” numeral 1 del art. 11, aclaró  "... en el 
entendido de que también integran la jurisdicción constitucional los jueces y 
corporaciones que deban proferir las decisiones de tutela o resolver acciones o 
recursos previstos para la aplicación de los derechos constitucionales". 
 
                                                                                                                                                                                         
2. Tribunales Administrativos 
3. Juzgados Administrativos 
c) <Literal CONDICIONALMENTE exequible> De la Jurisdicción Constitucional: 
1. Corte Constitucional; 
Corte Constitucional 
d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz. 
2. <sic, II.> La Fiscalía General de la Nación. 
3. <sic, III.> <Punto CONDICIONALMENTE exequible> El Consejo Superior de la Judicatura. 
Corte Constitucional - Punto 3 declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE mediante Sentencia 
C-713-08 de 15 de julio de 2008, M.  Clara Inés Vargas Hernández, "... en el entendido de que 
también comprende los Consejos Seccionales de la Judicatura".  
PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y el 
Consejo Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio nacional. Los Tribunales 
Superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos Seccionales de la Judicatura tienen 
competencia en el correspondiente distrito judicial o administrativo. Los jueces del circuito tienen 
competencia en el respectivo circuito y los jueces municipales en el respectivo municipio; los 
Jueces de pequeñas causas a nivel municipal y local. 
Los jueces de descongestión tendrán la competencia territorial y material específica que se les 




El parágrafo primero de dicho precepto fijó la competencia territorial general de 
dichos despachos. 
 
El Título III desarrolla lo relativo a las corporaciones y despachos judiciales, 
comenzando por la Corte Suprema de Justicia (art. 15 a 17), luego se refiere a los 
tribunales superiores para el cumplimiento de las funciones que determine la 
ley procesal en cada distrito judicial (art. 19) y terminando con los juzgados 
(Civiles, Penales, de Familia, Laborales, de Ejecución de Penas, y de Pequeñas 
Causas que de conformidad con las necesidades de la administración de justicia 
determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura), para el 
cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en cada circuito o 
municipio (art.21 y 22) 
 
Agrega el art. 22 que “Cuando el número de asuntos así lo justifique, los 
juzgados podrán ser promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, 
penales, laborales o de familia.”  
 
Adiciona el mismo precepto que “De conformidad con las necesidades de cada 
ciudad y de cada municipio habrá jueces municipales de pequeñas causas y 
competencia múltiple sobre asuntos de Jurisdicción Ordinaria, definidos 
legalmente como conflictos menores. La localización de sus sedes será 
descentralizada en aquellos sectores de ciudades y municipios donde así se 
justifique en razón de la demanda de justicia. Su actuación será oral, sumaria y en 
lo posible de única audiencia.” 
 
El Capítulo III desarrolla los órganos de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, refiriéndose primero al Consejo de Estado  (art. 34 a 39) luego a 
los tribunales administrativos para el cumplimiento de las funciones que 
determine la ley procesal en cada distrito judicial administrativo. (art.41) y los 




El Capítulo IV desarrolla la estructura de la Jurisdicción Constitucional (art. 43 a 
49). 
 
El artículo 50 de la LEAJ relativo a la desconcentración y división  del territorio 
para efectos judiciales dispone que el territorio de la nación se divide en 
distritos judiciales o distritos judiciales administrativos y éstos en circuitos. 
En la jurisdicción ordinaria, los circuitos estarán integrados por jurisdicciones 
municipales. Agrega que la división judicial podrá no coincidir con la división 
político administrativa y se hará procurando “realizar los principios de fácil acceso, 
proporcionalidad de cargas de trabajo, proximidad y fácil comunicación entre los 
distintos despachos, cercanía del juez con los lugares en que hubieren ocurrido 
los hechos, oportunidad y celeridad del control ejercido mediante la segunda 
instancia y suficiencia de recursos para atender la demanda de justicia.” 
 
El Título IV, sobre la administración, gestión y control de la rama judicial, 
desarrolla en el capítulo I,  las competencias del Consejo Superior de la Judicatura 
(art.75 a 81) y de los Consejos Seccionales de la Judicatura (art. 82 a 84). 
  
En el capítulo II del mismo Título IV, sobre la administración de la rama judicial, 
en el art. 85 fija las funciones administrativas de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, dentro de las cuales cabe resaltar las afines 
con la estructura organizacional de los despachos judiciales y la carrera judicial: 
  
5. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las 
Salas de éstos y los Juzgados, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz 
administración de justicia, así como crear Salas desconcentradas en ciudades 
diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con las necesidades de 
éstos.  
6. Fijar la división del territorio para efectos judiciales, tomando en consideración para 
ello el mejor servicio público.  
9. Determinar la estructura y las plantas de personal de las Corporaciones y Juzgados. 
Para tal efecto podrá crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en la Rama Judicial, 
determinar sus funciones y señalar los requisitos para su desempeño que no hayan 
sido fijados por la ley.  
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10. Enviar a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado listas superiores a 
cinco candidatos para proveer las vacantes de Magistrados que se presenten en estas 
Corporaciones.  
11. Elaborar y presentar a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado listas 
para la designación de Magistrados de los respectivos Tribunales, de conformidad 
con las normas sobre carrera judicial.  
12. Dictar los reglamentos relacionados con la organización y funciones internas 
asignadas a los distintos cargos.  
13. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos 
judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador.  
14. Cuando lo estime conveniente, establecer servicios administrativos comunes a los 
diferentes despachos judiciales.  
17. Administrar la Carrera Judicial de acuerdo con las normas constitucionales y la 
presente ley.  
18. Realizar la calificación integral de servicios de los Magistrados de Tribunal.  
19. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de 
rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y 
empleados judiciales con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación 
correspondientes.  
El Consejo adoptará como mínimo los siguientes indicadores básicos de gestión: 
congestión, retraso, productividad y eficacia.  
22. Reglamentar la carrera judicial.  
23. Elaborar y desarrollar el plan de formación, capacitación, y adiestramiento de los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial.  
27. Aprobar los reconocimientos y distinciones que se otorguen a los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial por servicios excepcionales prestados en favor de la 
administración de justicia.  
28. Llevar el control del rendimiento y gestión institucional de la Corte Constitucional, de 
la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Fiscalía General de la 
Nación. Para tal efecto, practicará visitas generales a estas corporaciones y dependencias, 
por lo menos una vez al año, con el fin de establecer el estado en que se encuentra el 
despacho de los asuntos a su cargo y procurar las soluciones a los casos de congestión que 
se presenten.  
 
A su vez, el artículo 89 de la ley 270 de 1996 establece las reglas para la 
división  judicial del territorio, así: 
  
1. Son unidades territoriales para efectos judiciales los Distritos, los Circuitos y los 
Municipios.  
2. La División del territorio para efectos judiciales puede no coincidir con la división político 
administrativa del país.  
3. El Distrito Judicial está conformado por uno o varios circuitos.  
4. El Circuito Judicial está conformado por uno o varios municipios, pertenecientes a uno o 
varios Departamentos.  
5. Una determinada unidad judicial municipal podrá estar conformada por varios 
municipios, con sede en uno de ellos.  
6. Por razones de servicio podrá variarse la comprensión geográfica de los Distritos 
Judiciales, incorporando a un Distrito, municipios que hacían parte de otro. Así mismo podrá 
variarse la distribución territorial en el distrito, creando suprimiendo o fusionando circuitos, o 
cambiando la distribución de los municipios entre estos.  
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7. La ubicación geográfica de las cabeceras de tribunal y de circuito podrá variarse 
disponiendo una nueva sede territorial en un municipio distinto dentro de la respectiva 
unidad territorial.  
  
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura evaluará cuando menos cada 
dos años la división general del territorio para efectos judiciales y hará los ajustes que sean 
necesarios, sin perjuicio de las facultades que deba ejercer cada vez que sea necesario.  
  
El artículo 90 de la ley 270 de 1996 permite la redistribución de los despachos 
judiciales territorial o funcionalmente, pudiendo concurrir en una sola operación  
las dos modalidades, al establecer:  
  
“Por virtud de la redistribución territorial, la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura podrá disponer que uno o varios juzgados de Circuito o Municipales se 
ubiquen en otra sede, en la misma o en diferente comprensión territorial.  
  
En ejercicio de la redistribución funcional, la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura puede disponer que los despachos de uno o varios magistrados de tribunal, o 
de uno o varios juzgados se transformen, conservando su categoría, a una especialidad 
distinta de aquella en la que venían operando dentro de la respectiva jurisdicción.  
 (…).”  
 
De otro lado, el artículo 91 de la ley estatutaria de la justicia, fija las reglas de 
creación, fusión  y supresión  de despachos judiciales (Tribunales o de sus 
Salas y de los juzgados), en función de áreas de geografía uniforme, los 
volúmenes demográficos rural y urbano, la demanda de justicia en las 
diferentes ramas del derecho y la existencia de vías de comunicación y medios de 
transporte que garanticen a la población respectiva un fácil acceso al órgano 
jurisdiccional. La facultad de supresión se sujeta a disminución de la demanda 
de justicia en una determinada especialidad o comprensión territorial. 
 
La división del territorio para efectos judiciales, la ubicación y redistribución de 
despachos judiciales, la creación, supresión, fusión y traslado de cargos en la 
administración de justicia está supeditada a estudios especiales  de orden 
sociológico, que debe realizar anualmente el Consejo Superior de la Judicatura, 
según el artículo 94 de la LEAJ, a fin de establecer la demanda de justicia no 
satisfecha, las cargas de trabajo en términos de tiempos y movimientos, el costo 




Finalmente el artículo 101 de la ley 270 de 1996 establece las funciones de las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, entre las 
que vale destacar: 
 
1. Administrar la Carrera Judicial en el correspondiente distrito con sujeción a las 
directrices del Consejo Superior de la Judicatura.  
2. Llevar el control del rendimiento y gestión de los despachos judiciales mediante los 
mecanismos e índices correspondientes.  
3. Practicar visita general a todos los juzgados de su territorio por lo menos una vez al año, 
con el fin de establecer el estado en que se encuentra el despacho de los asuntos a su 
cargo y procurar las soluciones a los casos de congestión que se presenten.  
4. Elaborar y presentar a los Tribunales las listas de candidatos para la designación de 
Jueces en todos los cargos en que deba ser provista una vacante definitiva, conforme a las 
normas de carrera judicial y conceder o negar las licencias solicitadas por los jueces.  
5. Elaborar e impulsar planes y programas de capacitación, desarrollo y bienestar personal 
de la Rama Judicial conforme a las políticas del Consejo Superior.  
6. Ejercer la vigilancia judicial para que la justicia se administre oportuna y eficazmente, y 
cuidar del normal desempeño de las labores de funcionarios y empleados de esta Rama.  
8. Realizar la calificación integral de servicios de los jueces en el área de su 
competencia.  
9. Presentar al Consejo Superior de la Judicatura proyectos de inversión para el 
desarrollo armónico de la infraestructura y adecuada gestión de los despachos judiciales.  
(…) 
 
Las normas de la ley 270 de 1996, antes referidas, no solo fijan normas generales 
de competencia sino que remiten a los códigos procesales para especificarlas. 
 
De toda esa prolija reglamentación no se deduce una clasificación en tres niveles 
sino que para determinarla establece unidades territoriales que denomina Distritos,  
Circuitos y los Municipios, además de áreas de geografía uniforme, volúmenes 
demográficos, demanda de justicia, las cargas de trabajo y otros factores como las 
vías de comunicación y medios de transporte para establecer distribución de 
competencias territorial o funcional.  Lo anterior, “para el cumplimiento de las 
funciones que determine la ley procesal”, por lo tanto, estas mismas reglas han 
de aplicarse para la taxonomía de los despachos judiciales para efectos de la 




En efecto, las normas que regulan la competencia resultan de especial relevancia 
en el análisis que se hará en la evaluación del factor rendimiento, ya que 
particularmente, el Acuerdo 1392 de 2002, no tiene en cuenta las normas 
procesales que asignan funciones específicas a cada uno de las distintas 
categorías de juzgados para efectos de diferenciar los criterios de evaluación, 
pues como se verá solo establece tres categorías de despachos judiciales según 
el número de procesos, así:  
 
Primer nivel: con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos. 
Segundo nivel: con carga efectiva superior a 400 procesos e inferior o igual a 700. 
Tercer nivel: con carga efectiva superior a 700 procesos…” 
 
El recién expedido Código Único del Proceso (ley 1564 de 2012) establece en 
sus artículos 17 a 22, las competencias de los jueces civiles municipales, de los 
jueces civiles del circuito y de los jueces de familia, en única, primera y segunda 
instancia, respectivamente, lo cual sirve para una diferenciación funcional, que 
obliga a que la evaluación debe prever estas especificidades de manera que se 
haga entre sus pares y no respecto de todos los jueces en general.  
 
A su vez, el código de infancia y adolescencia (ley 1098 de 2006), fija  y 
complementa las competencias del juez de familia, del juez municipal, de los 
juzgados penales para adolescentes, de los juzgados promiscuos de familia y de 
las salas de asuntos penales para adolescentes de los tribunales superiores. 
 
Así mismo, el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo (CPACA o ley 1437/11) fija en los artículos 154 y 155, la 
competencia de los jueces administrativos del circuito. 
 
 
De otra parte, la ley 906 DE 2004 "Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal” fija las competencias de los juzgados penales del circuito 
especializados, de los penales del circuito, de los penales municipales y de 




La función de control de garantías está regulada en el art. 39 de la ley 906 de 
2004, modificado por el art. 3 de la Ley 1142 de 2007 y por el art. 48 de la Ley 
1453 de 2011. 
 
Finalmente, los juzgados laborales conocen de las competencias según lo dispone 
el art. 2 del código de procedimiento laboral y de la seguridad social (Decreto-ley 
2158 de 1948):  
 
En efecto, el recién expedido Código Único del Proceso (ley 1564 de 2012) 
establece en sus artículos 17 a 22 las competencias de los jueces civiles 
municipales, de los jueces civiles del circuito y de los jueces de familia, en única, 
primera y segunda instancia, respectivamente, lo cual servirá para una 
diferenciación funcional. 
 
Artículo 17. Competencia de los jueces civiles municipales en única instancia. Los  
jueces civiles municipales conocen en única instancia:  
1. De los procesos contenciosos de mínima cuantía, incluso los originados en relaciones de  
naturaleza agraria, salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa.  
(…) 
9. De las controversias que se susciten en los procedimientos de insolvencia de personas  
naturales no comerciantes y de su liquidación patrimonial, sin perjuicio de las funciones  
jurisdiccionales otorgadas a las autoridades administrativas.  
(…) 
Artículo 18. Competencia de los jueces civiles municipales en primera instancia.  Los 
jueces civiles municipales conocen en primera instancia:  
1. De los procesos contenciosos de menor cuantía, incluso los originados en relaciones de  
naturaleza agraria o de responsabilidad médica, salvo los que correspondan a la jurisdicción 
contenciosa administrativa.  
(…) 
7. A prevención con los jueces civiles del circuito, de las peticiones sobre pruebas  
extraprocesales, sin consideración a la calidad de las personas interesadas, ni a la autoridad  
donde se hayan de aducir.  
 
Artículo 19. Competencia de los jueces civiles del circuito en única instancia. Los  
jueces civiles del circuito conocen en única instancia:  
1. De los procesos relativos a propiedad intelectual previstos en leyes especiales como de  
única instancia.  
2. De los trámites de insolvencia no atribuidos a la Superintendencia de Sociedades y, a  
prevención con ésta, de los procesos de insolvencia de personas naturales comerciantes.  
3. De la actuación para el nombramiento de árbitros, cuando su designación no pudo 




Artículo 20. Competencia de los jueces civiles del circuito en primera instancia. Los  
jueces civiles del circuito conocen en primera instancia de los siguientes asuntos:  
1. De los contenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en relaciones de naturaleza  
agraria y responsabilidad médica salvo los que le correspondan a la jurisdicción contencioso  
administrativa.  
(…) 
10. A prevención con los jueces civiles municipales, de las peticiones sobre pruebas  
extraprocesales, sin consideración a la calidad de las personas interesadas, ni a la autoridad  
donde se hayan de aducir.  
11. De los demás procesos o asuntos que no estén atribuidos a otro juez.  
 
Artículo 21. Competencia de los jueces de familia en única instancia. Los jueces de  
familia conocen en única instancia de los siguientes asuntos:  
1. De la protección del nombre de personas naturales.  
2. De la suspensión y restablecimiento de la vida en común de los cónyuges y la separación  
de cuerpos y de bienes por mutuo acuerdo, sin perjuicio de la competencia atribuida a los  
notarios.  
(…) 
20. Resolver sobre el restablecimiento de derechos de la infancia cuando el defensor de  
familia o el comisario de familia hubiere perdido competencia.  
 
Artículo 22. Competencia de los jueces de familia en primera instancia. Los jueces  de 
familia conocen, en primera instancia, de los siguientes asuntos:  
1. De los procesos contenciosos de nulidad, divorcio de matrimonio civil, cesación de efectos 
civiles del matrimonio religioso y separación de cuerpos y de bienes.  
2. De la investigación e impugnación de la paternidad y maternidad y de los demás asuntos  
referentes al estado civil que lo modifiquen o alteren.  
(…) 
23. De la restitución internacional de niños, niñas y adolescentes y de la restitución de  
menores en el país.  
 
A su vez el código de infancia y adolescencia (ley 1098 DE 2006), fija  y 
complementa las competencias del juez de familia, del juez municipal, de los 
juzgados penales para adolescentes, de los juzgados promiscuos de familia y de 
las salas de asuntos penales para adolescentes de los tribunales superiores, así: 
 
Artículo 119.Competencia del juez de familia en única instancia. Sin perjuicio de las 
competencias asignadas por otras leyes, corresponde al juez de familia, en única instancia: 
1. La homologación de la resolución que declara la adoptabilidad de niños, niñas o 
adolescentes. 
4. Resolver sobre el restablecimiento de derechos cuando el defensor o el Comisario de 
Familia haya perdido competencia. 
(…) 
Artículo 120.Competencia del juez municipal. El Juez Civil Municipal o Promiscuo 
Municipal conocerá de los asuntos que la presente ley atribuye al juez de familia, en única 
instancia en los lugares donde no exista este. 
 
Artículo 165.Competencia de los jueces penales para adolescentes. Los jueces penales 
para adolescentes conocerán del juzgamiento de las personas menores de dieciocho (18) 
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años y mayores de catorce (14) años acusadas de violar la ley penal. Igualmente conocerán 
de la función de control de garantías en procesos de responsabilidad penal para 
adolescentes que no sean de su conocimiento. 
 Artículo 166.Competencia de los jueces promiscuos de familia en materia penal. En 
los sitios en los que no hubiera un juez penal para adolescentes el Consejo de la Judicatura 
dispondrá que los Jueces Promiscuos de Familia cumplan las funciones definidas para los 
jueces penales para adolescentes en el Artículo anterior relativas al juzgamiento y control de 
garantías en procesos de responsabilidad penal para adolescentes. A falta de juez penal 
para adolescentes o promiscuo de familia, el juez municipal conocerá de los procesos por 
responsabilidad penal para adolescentes. 
Artículo 167.Diferenciación funcional de los jueces. Se garantizará que al funcionario que 
haya ejercido la función de juez de control de garantías en un determinado proceso de 
responsabilidad penal juvenil respecto por determinado delito, no se le asigne el juzgamiento 
del mismo. 
Para la eficacia de esta garantía, el Consejo Superior de la Judicatura y, por delegación, los 
Consejos Seccionales de la Judicatura, adoptarán las medidas generales y particulares que 
aseguren una adecuada distribución de competencias entre los jueces penales para 
adolescentes, Jueces Promiscuos de Familia y jueces municipales. 
 
Artículo 168.Composición y competencias de las salas de asuntos penales para 
adolescentes. Los Tribunales Superiores de Distrito Judicial contarán con Salas de Asuntos 
Penales para adolescentes, especializadas en los asuntos que versen sobre responsabilidad 
penal adolescente. Estas Salas estarán integradas por un (1) Magistrado de la Sala Penal y 
dos (2) Magistrados de la Sala de Familia o en su defecto de la sala Civil, del respectivo 
Tribunal Superior. 
En los procesos de responsabilidad penal para adolescentes la segunda instancia se surtirá 
ante las Salas de Asuntos Penales para Adolescentes de los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial. 
Nota de Vigencia* Según lo dispuesto en el artículo 216 de la presente ley, los artículos 
correspondientes a la ejecución del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, se 
implementarán de manera gradual en el territorio nacional empezando el primero de enero 
de 2007 hasta su realización total el 31 de diciembre de 2009. 
 
Así mismo, el CPACA (ley 1437/1/) fija en los artículos 154 y 155, la competencia 
de los jueces administrativos del circuito.  
 
De otra parte, la Ley 906 de 2004 "Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal” fija las competencias de los juzgados penales del circuito 
especializados, de los penales del circuito, de los penales municipales y de los 
ejecución de penas y medidas de seguridad. 
 
Artículo  35.De los jueces penales de circuito especializados. Los jueces penales de 
circuito especializado conocen de: 
1. Genocidio. 




30. Delitos señalados en el artículo 382 del Código Penal cuando su cantidad supere los 
cien (100) kilos o los cien (100) litros en caso de ser líquidos. 
31. Existencia, construcción y utilización ilegal de pistas de aterrizaje. 
32. Adicionado por el art. 22, Ley 985 de 2005 
 
Artículo 36.De los jueces penales del circuito. Los jueces penales de circuito conocen: 
1. Del recurso de apelación contra los autos proferidos por los jueces penales municipales o 
cuando ejerzan la función de control de garantías. 
(…) 
Artículo  37.De los jueces penales municipales.  Modificado por el art. 2, Ley 1142 de 
2007. Los jueces penales municipales conocen: 
1. De los delitos de lesiones personales. 
2. De los delitos contra el patrimonio económico (…) 
4. De la función de control de garantías. 
6. Adicionado por el art. 3, Ley 1273 de 2009 
 
Artículo  38.De los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad. Los jueces 
de ejecución de penas y medidas de seguridad conocen: 
1. De las decisiones necesarias para que las sentencias ejecutoriadas que impongan 
sanciones penales se cumplan. 
(…) 
9. Del reconocimiento de la ineficacia de la sentencia condenatoria cuando la norma 
incriminadora haya sido declarada inexequible o haya perdido su vigencia. 
(…) 
Artículo  39.De la función de control de garantías.  Modificado por el art. 3, Ley 1142 de 
2007, Modificado por el art. 48, Ley 1453 de 2011. La función de control de garantías será 
ejercida por un juez penal municipal del lugar en que se cometió el delito. 
(…) 
Declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-591 de 2005, 
por el cargo analizado, en el entendido que se refiere a los casos previstos en el 
numeral 4 del artículo 235 de la Constitución. 
(…) 
 
Finalmente los juzgados laborales conocen de las siguientes competencias 
según lo dispone el art. 2 del código de procedimiento laboral y de la seguridad 
social (Decreto-ley 2158 DE 1948):  
 
Artículo 2°. Competencia general. *Modificado por la Ley 712 de 2001, nuevo texto:* La 
Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo. 
2. Las acciones sobre fuero sindical, cualquiera sea la naturaleza de la relación laboral. 
(…) 
7. La ejecución de las multas impuestas a favor del Servicio Nacional de Aprendizaje, por 
incumplimiento de las cuotas establecidas sobre el número de aprendices, dictadas 
conforme al numeral 13 del artículo 13 de la Ley 119 de 1994. 
 
La clasificación en tres niveles por parte acuerdo 1392 de 2000 viola las 
disposiciones parcialmente transcritas de los códigos procesales al no establecer 
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diferencialmente las competencias y funciones, que precisan de una taxonomía 
que refleje la diversidad de fines y metas y que atienda las profundas diferencias 
de los despachos judiciales, de manera que la evaluación debe comprender la 
complejidad y particularidad de cada categoría de despachos. 
 
En consecuencia, los criterios de evaluación del factor rendimiento debe tener en 
consideración las específicas funciones de cada grupo de jueces de acuerdo con 
los códigos procesales, ya que la clasificación en tres niveles según el número de 
procesos (400, entre 400 y 700 y más de 700 procesos) desconoce las 
especificidades funcionales, siendo simplista y arbitraria la clasificación 
cuantitativa pues habrá despachos que no dictan sentencias pero vigilan su 
cumplimiento como ocurre con los jueces de ejecución de penas y medidas de 
seguridad; habrá jueces que atienden asuntos complejos como las acciones de 
grupo en la que pueden concurrir un número indeterminado de personas con 
pretensiones individuales y cuya carga procesal merece especial atención, a 
veces exclusiva, no siendo justo tener dicho proceso como uno solo cuando deben 
atenderse cientos o miles de accionantes.  En materia penal no es lo mismo tener 
un proceso de lesiones personales que un secuestro extorsivo siendo entonces la 
complejidad de los asuntos un criterio valido para determinar la evaluación del 
rendimiento y no solo el aspecto meramente cuantitativo. 
 
Son entonces distintas y muy específicas las competencias, las funciones y las 
responsabilidades de cada categoría de juzgados, a tal punto, que existen, por 
ejemplo, los de ejecución de penas y medidas de seguridad, que no pueden ser 
medidos sus egresos por sentencias, precisamente por tener solo funciones de 
ejecución de las condenas mas no la decisión de fondo en los asuntos penales.  
 
Así mismo puede inferirse que las funciones que cumple el juez penal 
especializado implican mayor riesgo al haberse asignado el juzgamiento de los 




La clasificación en tres niveles no refleja la organización básica de cada despacho 
judicial (unipersonal o colegiado), ordenado por el legislador estatutario en los 
artículos 21 y 51, que establecen: 
 
“ARTÍCULO 21. INTEGRACIÓN. La célula básica de la organización judicial es el juzgado, 
cualquiera que sea su categoría y especialidad y se integrará por el juez titular, el 
secretario, los asistentes que la especialidad demande y por el personal auxiliar 
calificado que determine el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
ARTÍCULO 51. ORGANIZACIÓN BASICA DE LOS DESPACHOS JUDICIALES. La 
organización básica interna de cada despacho judicial será establecida por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, con sujeción a los siguientes 
parámetros:  
 
1. Las competencias asignadas por la Ley, el volumen promedio de los asuntos y el 
nivel estimado de rendimiento.  
2. Las necesidades que existan en materia de asistencia y asesoría en distintas 
disciplinas.  
3. Los requerimientos reales de personal auxiliar calificado.  
Para estos efectos se considerarán los informes y estudios presentados por los respectivos 
Consejos Seccionales y Direcciones Seccionales de Administración Judicial.”. 
 
En relación con Las competencias asignadas por la Ley, como ya se expuso el 
Acuerdo 1392/00, se limitó a establecer tres categorías, según número de 
procesos, sin tener en cuenta las diferentes competencias asignadas por los 
códigos procesales. 
 
Al tomar parámetro “volumen promedio de los asuntos” en cada uno de los 
anteriores despachos judiciales, la ley exige que el Acuerdo acusado debe estar 
precedido de una información estadística que dé lugar a una consecuente 
clasificación, la cual diferirá de acuerdo con situación geográfica, población, 
problemas de orden público, actividad económica, etc. 
 
Para determinar “el nivel estimado de rendimiento” exige la ley, en cada género 
de despachos según “las competencias asignadas por la ley” una información 
estadística que permita establecer cuál es el nivel esperado, el cual no podrá ser 
superior al promedio obtenido en cada género de despachos judiciales, según 
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la especialidad y de acuerdo con las estadísticas oficiales de cada circuito o 
distrito judicial. 
 
En el Acuerdo 1392/02 no se soporta en estadísticas de ninguna naturaleza ni de 
los Consejos Seccionales ni de las Direcciones Seccionales de Administración 
Judicial, lo que a su vez significa que tal clasificación debe hacerse 
separadamente por distritos y circuitos Judiciales ya que no puede hacerse una 
misma clasificación y medición, por ejemplo, según la información estadística en 
Leticia –Amazonas para un juez municipal que para un juez de la misma categoría 
de Bogotá, Medellín, Cali o Barranquilla, que sin duda arrojará resultados 
estadísticos distintos. 
 
Al examinar el parámetro “necesidades en asistencia y asesoría en cada 
disciplina” la ley 270/96 o LEAJ exige estudios previos: así por ejemplo unos son 
los requerimientos de un juez de familia que difiere de los de un juez penal 
municipal o del circuito que funge como juez de garantías en el sistema 
acusatorio, o del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad que no dicta 
sentencias pero que concede subrogados penales a través de autos 
interlocutorios. El número de procesos también incide en los requerimientos de 
asistencia y asesoría al igual que la complejidad de los temas que aborde cada 
despacho como ocurre con las acciones de grupo que en muchas ocasiones sus 
miembros pueden superar miles de demandantes.  
 
El parámetro “requerimientos reales de personal auxiliar” también exige 
estudios previos sobre cargas de trabajo de acuerdo al volumen y competencias 
de cada género de despachos y conforme al apoyo tecnológico y la 
sistematización de procesos, entre otros factores. 
 
La diversidad de jurisdicciones y competencias, exige de acuerdo con específicas 
funciones, tareas, actividades y cargas de trabajo que la evaluación comprenda 
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tales especificidades so pena de incurrir en injusticias que van en detrimento de la 
efectividad de los derechos, obligaciones y libertades protegidas por la Carta 
Política y los más elementales criterios de justicia y equidad en la calificación de 
servicios de los funcionarios judiciales. La clasificación en tres únicos niveles, 
según el número de procesos, contravienen normas constitucionales que dan 
especial protección al trabajo en condiciones dignas y justas (art. 25 de la carta), 
con derecho al descanso (art. 53 de la Carta) y de acuerdo con los índices de 
rendimiento de sus pares (los juzgados de su especialidad), conforme al numeral 4 
del art. 256 de la Constitución Política.  
 
Los artículos 28, 30, 31 y 32 del Acuerdo 1392/02, al hacer ésta clasificación de 
los Despachos (niveles I, II y III) no tuvo en cuenta ninguno de esos parámetros  
estatutarios y legales-procesales sino que lo hizo en forma caprichosa, sin 
sujeción a la ley, lo cual constituye violación directa de la ley estatutaria por falta 
de aplicación de los artículos 11, 21, 22, 42, 50, 85, 89, 90, 91, 94 y 101 de la 
LEAJ o ley 270/96 y de las disposiciones parcialmente transcritos de los códigos 
procesales o de procedimiento por la misma causa. 
 
Si bien la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura tiene la 
facultad constitucional administrar la carrera judicial (art. 256-1) llevar el control 
del rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales (256-4) y la de dictar 
los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de 
justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a 
los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos 
que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por 
el legislador (art. 267-3), tal potestad reglamentaria es con sujeción a la ley y 
por esta ha de entenderse no solo la estatutaria de la justicia sino la 




El mismo precepto indica que las funciones de fijar la división del territorio para 
efectos judiciales, ubicar y redistribuir los despachos judiciales, crear, suprimir, 
fusionar y trasladar cargos, se debe ejercer con sujeción a la ley. 
 
La clasificación de los despachos en tres (3) niveles que establece el artículo 29 
del Acuerdo 1392/02, no guarda correspondencia con la estatutaria de la justicia 
específicamente con los artículos 21 (que establece la planta mínima de un 
Juzgado como organización básica); 22 (creación de juzgados promiscuos; 42 
(creación de juzgados administrativos); 50 (división en distritos y circuitos); 51 
(organización básica interna de cada despacho); 85 Numerales 9 y 19 (sobre 
indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 89 (reglas para la división del 
territorio: circuitos, distritos y municipios; 90 (redistribución territorial y funcional); 
91 (reglas sobre creación, fusión y supresión de despachos); 94 (demanda de 
justicia no satisfecha, cargas de trabajo, costo y afectaciones a la convivencia 
pacífica), 
 
Como se comentó en el primer capítulo de este trabajo,  la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 
24 de diciembre de 2014, por el cual se reglamenta el sistema de evaluación de 
servicios de funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial, el cual 
consta de 111 artículos distribuidos en cinco títulos: I.-principios y objetivos; II.-
régimen general para los funcionarios en los sistemas orales; III.-regímenes 
especiales: especialidad penal: (juzgados con funciones de control de garantías – 
Juzgados con función de concomimiento); funcionarios especializados en extinción 
de dominio y lavados de activos y Foncolpuertos y Cajanal (sic); jueces de 
ejecución de penas y medidas de seguridad; jueces de ejecución de sentencias en 
civil y familia; jueces y magistrados especializados en restitución de tierras; jueces 
administrativos; y, funcionarios del régimen de carrera en cargos de 
descongestión; IV.-Empleados y empleadas del régimen de carrera; y V.-Normas 




Como puede colegirse de la simple estructura de este nuevo Acuerdo, se 
adoptaron regímenes especiales para los distintos clases de jueces acogiendo, en 
parte las críticas hechas en esta tesis respecto de la clasificación de los 
despachos en tres (3) niveles que establecía el artículo 29 del Acuerdo 1392/02. 
 
3.3. NULIDAD E INCONVENIENCIA DE LOS ARTÍCULOS 26 A 28 y 33 
a 36 DEL ACUERDO 1392/02 AL OMITIR EVALUAR DENTRO DEL 
FACTOR RENDIMIENTO ACTIVIDADES QUE CONSTITUYEN GRAN 
PARTE DEL TRABAJO DIARIO DE CADA DESPACHO JUDICIAL.   
 
El Acuerdo 1392 de 2002, reguló en los artículos 26 a 36 lo relativo al factor 
eficiencia y rendimiento de los jueces, en los siguientes términos: 
 
CAPITULO VII. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTICULO 26.- La calificación de este factor se efectuará sobre la productividad o 
rendimiento de los funcionarios, durante el período a evaluar, a partir de la carga y el egreso 
efectivos.  
 
ARTÍCULO 27.-La carga efectiva está constituida por: 
 1.  El inventario al iniciar el período a evaluar de los procesos con trámite o activos 
sin sentencia o decisión que resuelva el fondo del asunto en la respectiva instancia y de las 
solicitudes de conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
 2.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la 
respectiva instancia, que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron 
reactivados durante el período a evaluar.  
 3.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la 
respectiva instancia, las solicitudes de conciliación extrajudicial y de la aprobación o 
improbación del acta que la contenga, ingresados durante el período a evaluar.  
 4.  Los procesos que, por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo 
despacho judicial a continuación de otro terminado.  
 5.  Los procesos cuyos recursos deban ser conocidos por el mismo funcionario. 
 
PARÁGRAFO.- No se tendrán (sic) en cuenta para determinar la carga efectiva los 
siguientes procesos: 
 
 1.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la 
respectiva instancia, cuando han estado suspendidos o interrumpidos los últimos seis 
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meses del período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del 
decreto de suspensión y de la interrupción.  
 2.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la 
respectiva instancia, que no tuvieron tramite los últimos seis meses del período, siempre 
que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la perención. 
 3.  Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de 
programas de descongestión para fallo, en el porcentaje que no se tiene en cuenta como 
egreso efectivo. 
 4.  Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en 
cumplimiento de programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para 
sustanciación. 
 5.  Los procesos remitidos por competencia a otro despacho dentro del período, sin 
sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia.  
 6.  En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales, 
rechazadas o retiradas, siempre que se haya dado cumplimiento a la reglamentación sobre 
el régimen de reparto, para la correspondiente compensación.  
7.  En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de 
consulta hayan sido devueltos o inadmitidos. 
 
ARTÍCULO 28.- El egreso efectivo está constituido por: 
 1.  El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que 
resuelva el fondo del asunto en la instancia, dentro del período a evaluar.  
 2.  La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que 
la contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
 3.  La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta 
termine el proceso.  
 4.  Los procesos remitidos a otro funcionario en programas de descongestión 
para fallo, los cuales serán tenidos en cuenta como egreso en un 0,80% cada uno, siempre 
y cuando la congestión no sea imputable al funcionario a evaluar.  
 5.  Los procesos en los cuales se profirió, dentro del período, la sentencia o decisión 
que resuelva el fondo del asunto en la instancia, que en cumplimiento de programas de 
descongestión hayan sido sustanciados por otro funcionario, serán tenidos en cuenta como 
egreso en un 0.20% cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al 
funcionario a evaluar.  
 
PARAGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso efectivo los siguientes 
procesos: 
 
 1.  En primera instancia, las denuncia, las demandas y acciones constitucionales, 
rechazadas o retiradas. 
 2.  En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de 
consulta hayan sido devueltos o inadmitidos. 
 
ARTICULO 33.- El rendimiento de cada funcionario, se determinará dividiendo el egreso 
efectivo por la carga efectiva de procesos durante el período a evaluar.  
 
PARAGRAFO.- Para determinar el rendimiento de los funcionarios que se hubieren 
desempeñado en un despacho por un lapso inferior al período a evaluar, se dividirá el 
egreso efectivo por la carga efectiva o por el rendimiento esperado proporcional al lapso 
laborado, según el caso. El nivel en que se encuentra ubicado el despacho se establece con 




ARTICULO 34.- La productividad de los funcionarios a cargo de despachos ubicados en el 
tercer nivel, que tengan una carga efectiva igual o superior al rendimiento esperado, se 
determinará dividiendo el egreso efectivo por aquel. 
El rendimiento esperado, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que sobre el movimiento de 
procesos repose en las Unidades de Administración de la Carrera Judicial y de Desarrollo y 
Análisis Estadístico; en ningún caso podrá ser inferior al límite superior de la carga 
correspondiente a los despachos ubicados en el segundo nivel. 
Este se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el mes de enero del año 
correspondiente a la iniciación del período a evaluar. 
 
ARTICULO 35.- La calificación de este factor se realizará con base en la información que, en 
cumplimiento del artículo 104 de la Ley 270 de 1996,
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 reportará anualmente el funcionario 
a evaluar, para lo cual diligenciará tantos formularios cuantos cargos haya desempeñado 
durante el período a evaluar, y los remitirá, debidamente diligenciados, a la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial, o a la sala administrativa del correspondiente consejo 
seccional de la judicatura, según en el caso, a más tardar el último día hábil del mes de 
enero de cada año.  
(…) 
Cuando se establezca que los datos reportados por el funcionario para realizar la calificación 
de este factor son inexactos, sin perjuicio de las acciones a que hubiere lugar, se le 
asignarán cero (0) puntos en el mismo, salvo que se demuestre la ausencia de culpa.  
 
 
Los artículos 26 a 28 y 33 a 34 del Acuerdo 1392/02, al establecer que “el 
rendimiento de cada funcionario se determinará dividiendo el egreso efectivo por 
la carga efectiva”, de acuerdo con las definiciones consagradas en los artículos 27 
(carga efectiva) y 28 (egreso efectivo), del mismo Acuerdo, quebranta los 
siguientes artículos de la ley estatutaria: 85 Numeral 19 (indicadores de gestión, 
rendimiento y desempeño), 169 (evaluación de servicios según idoneidad, calidad 
y eficiencia) y, 170 (factores de evaluación), al omitir evaluar dentro del factor 
eficiencia o rendimiento las siguientes actividades de los despachos judiciales: 
 
1. Autos interlocutorios 
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LEY 270 DE 1996. ARTICULO 104. INFORMES QUE DEBEN RENDIR LOS DESPACHOS 
JUDICIALES. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la 
Fiscalía General de la Nación, la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, los 
Tribunales y los Juzgados deberán presentar, conforme a la metodología que señalen los 
reglamentos de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, los informes que ésta 
solicite para el cabal ejercicio de sus funciones. 
Dichos informes, que se rendirán cuando menos una vez al año, comprenderán entre otros 





2. Autos de trámite  
3. Audiencias de práctica de pruebas: declaración de terceros; interrogatorios 
de parte; admisión, decreto, práctica y contradicción de dictámenes 
periciales e informes de representantes legales. 
4. Práctica de pruebas por fuera del despacho judicial  
5. Diligenciamiento de Despachos Comisorios 
6. Admisión, trámite y resolución de incidentes: nulidades procesales, 
amparos de pobreza, cobro de honorarios, de sentencias en abstracto, etc. 
7. Incidentes de desacato en acciones de tutela; 
8. Incidentes de desacato en acción populares; 
9. Ejecución de sentencias en acciones constitucionales; 
10. Realización formal de notificaciones por estado, por edicto, personales  y 
otras diligencias conexas como emplazamientos, designación de curadores, 
etc. 
 
En efecto, el artículo 28 del Acuerdo sólo consagra como egreso efectivo las 
providencias que pongan fin al proceso tales como sentencias, conciliaciones y un 
porcentaje (80%) de procesos remitidos a otros despachos en programas de 
descongestión para fallo, por lo que, la admisión, inadmisión y rechazo de 
demandas, el trámite y resolución de incidentes, la resolución de recursos e 
intervenciones de terceros, etc., no tienen ninguna evaluación, y éstas 
actividades representan no menos del cincuenta por ciento (50%) de la carga 
laboral que deben adelantar tanto funcionarios como empleados judiciales.  
 
Al examinar el artículo 27 (carga efectiva), en él se incluye el inventario inicial y 
todos los procesos ingresados en el período a evaluar, pero no se contemplan 
como egreso, en ningún porcentaje, los autos interlocutorios y de impulsión del 
proceso, lo cual quebranta el principio de evaluación integral (Artículo 41 Numeral 
3 in fine de la LEAJ). En efecto, éste término indica que la evaluación comprende 
todos los aspectos de la actividad del juez, no solo los que ponen término al 
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proceso como la sentencia, la conciliación, el desistimiento tácito, la perención, la 
terminación anticipada por transacción o por la prosperidad de excepciones 
previas o mixtas, sino que también debe comprender todos los actos iniciales e 
intermedios desde la admisión de la demanda, pues sin estas actuaciones 
judiciales no es posible llegar a la meta del juez que es la terminación del litigio. 
 
Los artículos 30, 31 y 32 del Acuerdo 1392/02 han establecido el puntaje de 
rendimiento de los funcionarios que se desempeñan el primero, segundo y tercer 
nivel, con base únicamente en el “egreso efectivo” lo que resulta contrario al 
principio de “proporcionalidad de las cargas de trabajo” (artículo 50 LEAJ), 
pues no resulta razonable que el máximo puntaje (40) sólo se obtenga con 
rendimiento igual al 90%, es decir con egresos efectivos – léase: sentencia,  
conciliación, transacción, desistimiento tácito, perención -, sin tener en cuenta los 
autos interlocutorios y de trámite y la práctica de pruebas a las que nos hemos 
venido refiriendo. 
 





























obtener  40 
puntos en 
2o. Nivel 
+90% 40 40 40 360 360 
70 - 90% 27– 39 29 – 39 31– 39 280-360 280-630 
50 - 70% 13– 27 16 – 29 19 – 31 200-280 200-630 
-50% Máximo 13 Máximo 16 Máximo 19 -200 200 o -350 
Figura 4. Hipótesis normativas sobre el factor rendimiento. 
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Lo anterior significa que en un año el Juez para obtener el máximo puntaje por 
rendimiento (40 puntos), cuando tiene 400 procesos, esté obligado a proferir 
sentencia o conciliación en no menos de 360 procesos, lo cual objetivamente no 
es posible, atendiendo el procedimiento legal de cada proceso y la dependencia 
de respuesta a oficios y pruebas a cargo de las entidades y de personas naturales 
y jurídicas para la efectiva producción o aportación de medios probatorios.  
 
De otra parte tampoco resulta proporcional a las cargas de trabajo y a los 
indicadores de gestión, de rendimiento y de desempeño que necesariamente han 
de estar soportados en estadísticas reales preexistentes de todos los despachos 
judiciales atendiendo las especialidades establecidas por el legislador y la 
clasificación que con base en ésta haga el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Los artículos 26 a 34 del Acuerdo 1392/02 son ilegales por omisión, al no incluir en 
el factor rendimiento otras actuaciones en los despachos judiciales tales como 
autos interlocutorios, autos de trámite, práctica de pruebas, audiencias públicas de 
diversa naturaleza, auxilio de comisiones, admisión y resolución de incidentes, 
elaboración de estadísticas, cumplimiento de las formalidades de diversas formas 
de notificación de providencias, etc., las cuales constituyen trabajo, pero que no 
resulta evaluado por no considerarse “egreso efectivo”, quebrantando el principio 
estatutario de la evaluación integral. 
 
Los artículos 26 a 34 del acuerdo 1392/02 son contrarios a los derechos a la 
igualdad e ilegales cuando en su ejecución genérica no distingue las diferentes 
competencias de los diferentes despachos judiciales49, pues unos son los 
                                                             
49
 Sobre igualdad aplicado a personas jurídicas y por analogía a los juzgados y a los jueces que los 
presiden la sentencia SU.182/98, preciso:  “Hay derechos de las personas jurídicas, que ellas 
pueden reclamar dentro del Estado Social de Derecho y que las autoridades se obligan a respetar 
y a hacer que les sean respetados. Y, claro está, entre la inmensa gama de derechos que les 
corresponden, los hay también fundamentales, en cuanto estrechamente ligados a su existencia 
misma, a su actividad, al núcleo de las garantías que el orden jurídico les ofrece y, por supuesto, al 
ejercicio de derechos de las personas naturales afectadas de manera transitiva cuando son 
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municipales en sus diferentes modalidades (civiles, penales, promiscuos), otros 
los del circuito en sus modalidades especificas (penales, laborales, civiles, 
administrativos, de ejecución de penas, de familia), otros los  especializados y 
otros los de pequeñas causas, etc.. 
 
Unos despachos judiciales pueden tener asignada una jurisdicción territorial que 
comprenda únicamente un municipio y otros pueden comprender todos los 
municipios de un Distrito o incluso comprender los municipios de un Departamento 
como entidad territorial, o en algunos casos municipalidades de dos o más 
departamentos o de la nación.  
 
Los jueces colegiados también tienen competencias distintas, pues unos son solo 
tribunales de segunda instancia o de apelación y otros instruyen procesos –como 
los administrativos-, desde la admisión de la demanda hasta su culminación en 
primera o única instancia. 
 
Solo como ejemplo, al contabilizar los términos en un proceso ordinario 
contencioso administrativo, en un año de 224 hábiles, en primera instancia, siendo 
perfecto el proceso, ocuparía no menos de 150 días hábiles, pero si tiene 
inadmisión implicaría 167 días y si tiene llamamiento en garantía duraría 248 días 
y si  hay un incidente habría que sumarle 61 días para un total de 309;  si hay 
pruebas fuera del despacho habría que sumar 30 días adicionales y si solo se 
presenta un recurso reposición debe tenerse en cuenta 18 días más, por lo que el 
cálculo de duración a un periodo anual del proceso, tanto bajo el anterior Código 
                                                                                                                                                                                         
vulnerados o desconocidos los de aquellos entes en que tienen interés directo o indirecto. La 
naturaleza propia de las mismas personas jurídicas, la función específica que cumplen y los 
contenidos de los derechos constitucionales conducen necesariamente a que no todos los que se 
enuncian o se derivan de la Carta en favor de la persona humana les resulten aplicables. Pero, de 
los que sí lo son y deben ser garantizados escrupulosamente por el sistema jurídico en cuanto de 
una u otra forma se reflejan en las personas naturales que integran la población, la Corte 
Constitucional ha destacado derechos fundamentales como el debido proceso, la igualdad, la 
inviolabilidad de domicilio y de correspondencia, la libertad de asociación, la inviolabilidad de los 
documentos y papeles privados, el acceso a la administración de justicia, el derecho a la 
información, el habeas data y el derecho al buen nombre, entre otros. 
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Contencioso Administrativo (decreto 01 de 1984) no resulta ajustado a la realidad, 
menos si se contabilizan términos bajo el nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en adelante CPACA o ley 1437 
de 2011, cuyos términos se extendieron excesiva e innecesariamente: para 
corregir la demanda, 10 días; traslado de la demanda, 30 días, los cuales se 
contabilizan una vez pasados 25 días comunes a partir de la última notificación, 
según el art. 199 del CPACA, sin contar con 30 días adicionales en caso que 
decidan presentar prueba pericial, según el artículo 175-5;  para contestar llamado 
en garantía, 15 días; traslado de documentos 5 días; traslado de excepciones 3 
días; para interponer recurso de apelación contra la sentencia 10 días; más los 
términos adicionales que se requieren para surtirse apelaciones en relación con 
excepciones previas, medidas cautelares y otros asuntos, todo lo cual, sumado a 
los términos de notificación de las providencias arroja un proceso de más de 324 
días hábiles, en primera instancia. 
 
En la práctica judicial todos sabemos que surgen incidentes de diversa índole, 
recursos de providencias interlocutorias, demoras en la sola contestación de los 
oficios, complicaciones en las diligencias de notificación cuando se requiere hacer 
notificación por aviso, emplazamientos, designación de curador ad litem y en 
general trámites que impiden cumplir con egreso definitivo en un año de 224 días 
hábiles.  
 
Ahora bien, el artículo 13 del ordenamiento constitucional impone al Estado el 
deber de tratar a los individuos de tal modo que las cargas y ventajas sociales se 
distribuyan equitativamente entre ellos.  Ese deber se concreta, según la Corte 
Constitucional en cuatro mandatos: 1. Trato idéntico a destinatarios que se 
encuentren en circunstancias idénticas, 2. Trato diferenciado a destinatarios cuyas 
situaciones no compartan ningún elemento común, 3. Trato paritario a 
destinatarios cuyas situaciones presenten similitudes y diferencias, pero las 
similitudes sean más relevantes que las diferencias (trato igual a pesar de la 
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diferencia), y 4. Trato diferenciado a destinatarios que se encuentren también en 
una posición entre parte similar y en parte diversa, pero en caso que las 
diferencias sean más relevantes que las similitudes (trato diferente a pesar de la 
similitud)50.   
 
Es necesario precisar que la igualdad a la que se hace referencia en los renglones 
precedentes se predica entre los jueces, para lo cual es necesario incluir un nuevo 
concepto denominado “carga razonable de trabajo” y que puede definirse como 
la cantidad de trabajo que puede evacuar con excelente calidad un servidor 
público o grupo de servidores.  Carga razonable tiene relación con la capacidad 
del servidor o del trabajador o de un equipo de trabajo para cumplir las 
competencias asignadas de manera óptima. Carga razonable mira entonces que 
las actividades laborales esté limitada a las que puedan llevarse a cabo dentro de 
un plazo prudencial, en forma expedida y con altos estándares de calidad.  No 
habrá carga razonable cuanto la cantidad es tanta que el producto o servicio 
terminado se entregue con defectos que afecten al destinatario o usuario final del 
mismo.  
 
Por considerarlo inconveniente51 el Consejo Superior de la Judicatura decidió no 
utilizar este concepto como criterio para la calificación de los funcionarios 
                                                             
50
 C-022 de 1996. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
51
 Banco Mundial –Colombia 2015. Modelo de gestión y estudio de cargas razonables para la 
implementación del Código General del Proceso. Véase en 
 http://www.modelodegestionbm.com/#!estudio-de-cargas-razonables/c1p64/02/06/2015 Definición 
de Carga Razonable de Trabajo (CRT). Por carga razonable de trabajo se entiende el volumen de 
inventario que un despacho puede manejar sujeto a su capacidad de evacuación. Esta definición 
es producto de un acuerdo generado en la reunión del 21 de noviembre de 2013 en las 
instalaciones del Consejo Superior de la Judicatura, entre los funcionarios de la Rama Judicial y el 
equipo del Banco Mundial. El tiempo estándar en el que se deben tramitar los procesos es aquel 
establecido en el artículo 121 del CGP: un año para procesos de primera instancia, contados a 
partir de la notificación del auto admisorio o del mandamiento de pago, o seis meses para procesos 
de segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría.  Finalidad 
de las estimaciones de CRT. Se estableció que la finalidad de las estimaciones de CRT es contar 
con un parámetro idealizado que permita generar alertas con el fin de evaluar si es necesaria la 
creación o no de nuevos despachos judiciales. Dado que la CRT es un número “ideal” se acordó 
entonces que no se utilizará como criterio para la calificación de los funcionarios 
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judiciales, sin embargo, resulta útil para concluir, por primera vez, mediante una 
novedosa metodología, cuál es el número de procesos que debe conocer un 
equipo de trabajo de cada tipo de juzgado, lo que corrobora la necesidad de un 
trato diferente a pesar de la similitud entre los diferentes tipos de despachos 
judiciales.  Y resulta entendible que el Consejo Superior de la judicatura haya 
desechado el estudio del Banco Mundial52 sobre “carga razonable” por cuanto 
implica la creación de nuevos despachos judiciales que alivien la irracionalidad de 
las cargas en la mayoría de las principales capitales del país. Los resultados 
parciales del estudio son los que se transcriben a continuación: 
 
“8. Valores de referencia para las Cargas Razonables de Trabajo  
 
97. Resumen. Los valores de referencia presentados en esta sección son una primera 
estimación para la Carga Razonable de Trabajo de los despachos. No obstante debido a 
las características de la información que ya fueron reseñadas y a la novedad misma del 
sistema, se sugiere que estos valores de referencia sean tomados dentro de un intervalo 
(ver tabla 16): 
 
Tabla 16. Carga Razonable de Trabajo – Valores de referencia e intervalos 
 







679  747 
Juzgados Civiles del 308  342  376 
                                                                                                                                                                                         
judiciales. Metodología para determinar las CRT. Se diseñó una metodología de estimación de 
cargas razonables de trabajo con base en Dinámica de Sistemas la cual utiliza como plataforma de 
conceptualización y análisis la construcción de modelos operacionales de simulación de 
evacuación de procesos. El análisis considera la información histórica de ingresos, egresos e 
inventarios, para representar en modelos computacionales las operaciones de las unidades 
judiciales y así estimar su carga de trabajo en términos operacionales.  Esta se convierte en el 
insumo principal para calcular las cargas razonables de trabajo. Igualmente dado lo reciente de la 
implementación de la oralidad y la consecuente incertidumbre sobre su verdadero impacto se 
establecieron unos escenarios de variabilidad para las CRT alrededor de un valor de referencia 
central. Estos escenarios se simularon con los modelos mencionados. 
 
52
 http://www.modelodegestionbm.com/02/06/2015. El Acuerdo de Cooperación Técnica, celebrado 
entre el Banco Mundial y la Rama Judicial, tuvo como propósito el diseño de los modelos de 
gestión para la implementación del Código General del Proceso (CGP), especialmente para los 
despachos judiciales especializados en Civil y Familia. Estos modelos de gestión se enfocaron en 
facilitar la operación de las unidades de gestión (despachos judiciales y dependencias de apoyo) y 
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“El objetivo general de este estudio lo fijo el Banco Mundial así: “La implementación del 
nuevo Código General del Proceso (CGP) implica la definición de un nuevo modelo de 
gestión para los despachos judiciales y de criterios para la creación, redistribución y 
desconcentración de despachos judiciales. Como parte de esta tarea se requiere 
establecer el volumen de inventario que un despacho puede manejar de manera efectiva 
de acuerdo con su capacidad de evaluación y la demanda que atiende. Esta estimación 
es un insumo para determinar qué tan adecuada es la cantidad de despachos del país 
para enfrentar el volumen de trabajo que tienen que atender.” 
 
Para el presente estudio, no cabe duda de que el Acuerdo 1392/02 es 
discriminatorio frente a la calificación de los jueces, pues si bien existe similitud en 
cuanto a la función de administrar justicia, las diferencias son más relevantes, en 
cuanto a categoría, especialidad, procedimientos, tipo de procesos, demanda de 
justicia y planta de personal,  de donde resulta claro que el acto acusado conculca 
estos parámetros y el derecho fundamental a la igualdad entre los jueces.  
 
En síntesis, un juez con 400 procesos, de acuerdo con los artículos 26 a 36 del 
Acuerdo 1392  de 1992, tendría que sacar para obtener en el factor rendimiento un 
90%, que le daría un puntaje de 40 puntos, un fallo diario, es decir, para obtener 
ese resultado (360 procesos evacuados) tendría que trabajar todos los días del 
año incluyendo sábados, domingos, festivos y la totalidad de las vacaciones, lo 
cual constituye una exigencia de una productividad que excede el principio de 
cargas proporcionales de trabajo, vulnera el derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas y, el derecho al descanso necesario, máxime cuando esos índices 
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de rendimiento se hacen imperativos en despachos que no tienen la estructura 
básica en su planta de personal de acuerdo con la ley 270 de 1996. 
 
Las estadísticas reales en los despachos difieren incluso de esta calificación pues 
hay juzgados en Bogotá que pueden tener una carga no solo exagerada sino 
descomunal, por ello a continuación se hace un breve análisis de las estadísticas 
de la Unidad de Carrera Judicial para el 2010. 
 
En la figura 5 que aparece a continuación es resultado de aplicar a los resultados 
estadísticos del Sierju53 correspondientes al año 2010, las reglas previstas en los 
acuerdos 7636/10 y 1392 de 2002, para 1071 despachos judiciales. 
 
Evaluación integral jueces Totales Porcentajes 
ACUERDO 7636/10     
EXCELENTE 444 41.456 
BUENO 479 44.724 
ACEPTABLE CON PLAN 123 11.484 
INSATISFACTORIO 25 2.334 
Total 1071 100 
ACUERDO  1392/02     
EXCELENTE 324 30.252 
BUENO 653 60.971 
INSATISFACTORIO 94 8.776 
Total 1071 100 
Figura 5. Resultados estadísticos de evaluación año 2010. 
 
Del cuadro precedente se concluye que al evaluar 1071 despachos judiciales 
(unipersonales y colegiados) bajo el Acuerdo 7636/10, 444 obtuvieron una 
calificación EXCELENTE que corresponde al 41,45%; 479 obtuvieron un resultado 
                                                             
53
 RAMA JUDICIAL. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. SALA ADMINISTRATIVA. 
Acuerdo 2915 de 4 de mayo  2005, “Por medio del cual se reglamenta el Sistema de Información 
Estadística de la Rama Judicial (Sierju). El acuerdo define el sistema, adopta formulario único de 
recolección, señala los funcionarios responsables,, el diligenciamiento, establece la periodicidad, la 
distribución, recepción y control, la verificación de la información, el procesamiento y consolidación 
de la información, las sanciones y la información de altas Cortes. 
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BUENO que corresponde al 44,724; 123 despachos registraron una calificación 
ACEPTABLE CON PLAN DE MEJORAMIENTO, lo que corresponde al 11,484% y 
25 despachos registraron un calificación INSATISFACTORIA, lo que corresponde 
al 2,334%.   
 
El mismo número de despachos evaluados (1071)  bajo el Acuerdo 1392/02, 324 
despachos obtuvieron una calificación EXCELENTE, lo que corresponde al 
30,252%; 653 obtuvieron calificación BUENA, lo que corresponde al 60,971%; 94 
despachos obtuvieron una calificación INSATISFACTORIA, lo que corresponde al 
8.776%.   
 
Sin embargo, los jueces que registraron calificación insatisfactoria, según el 
Acuerdo 1392/02, corresponde a los civiles municipales de Bogotá (13 jueces), 
que presentan una capacidad máxima de respuesta de 3191 egresos; los 
juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad (11 jueces) que registran 
una capacidad máxima de respuesta de 1282 egresos y los juzgados civiles del 
circuito de Bogotá (11 jueces) que presentan una capacidad máxima de respuesta 
de 858 egresos. Esto significa que los que juzgados con una carga laboral 
exagerada son los que resultan afectados con calificación insatisfactoria, lo que no 
resulta absurdo, pues en el primer caso los jueces civiles municipales de Bogotá 
para obtener una calificación BUENA deben acreditar un número egresos 
definitivos igual o superior al de la capacidad máxima de respuesta, esto es, 3191 
sentencias o providencias equivalentes. 
 
En consecuencia al analizar la capacidad máxima de respuesta (CMR) en el gran 
cuadro de resumen, para los juzgados civiles municipales de Bogotá, los jueces de 
familia de Bogotá y los de ejecución de penas y medidas de seguridad de Bogotá, 
resulta en la práctica, con un régimen que irrespeta el principio de cargas 





Al examinar, por ejemplo, el cuadro de calificación de los juzgados civiles 
municipales de Bogotá54, se encuentra que el Juzgado 6º Civil Municipal de 
Bogotá presenta un inventario inicial con tramite de 2.410 procesos, un inventario 
inicial sin tramite de 4894, uno ingresos de 1790, unos egresos de 2660, una 
carga laboral de 9094, 11 procesos reactivados, un inventario final con tramite de 
1951 procesos, y un inventario final sin tramite de 4883 procesos.  
 
El Juzgado 9 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite 
de 4.250 procesos, un inventario inicial sin trámite de 3.234, uno ingresos de 872, 
unos egresos de 860, una carga laboral de 8.356, 0 procesos reactivados, un 
inventario final con trámite de 4.256 procesos, y un inventario final sin trámite de 
3.234 procesos.  
 
El Juzgado 23 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite 
de 3.013 procesos, un inventario inicial sin tramite de 2.490, uno ingresos de 
2.932, unos egresos de 2.440, una carga laboral de 8.435, 363 procesos 
reactivados, un inventario final con tramite de 2216 procesos, y un inventario final 
sin tramite de 3.775  procesos.  
 
El Juzgado 30 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite 
de 3.266 procesos, un inventario inicial sin tramite de 11.065, uno ingresos de 
1.956, unos egresos de 3.219, una carga laboral de 16.287, 1586 procesos 
reactivados, un inventario final con tramite de 3.589 procesos, y un inventario final 
sin tramite de 9.479 procesos.  
 
El Juzgado 34 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite 
de 1.251 procesos, un inventario inicial sin tramite de 6.370, uno ingresos de 
1.561, unos egresos de 2772, una carga laboral de 9.182, 1.624 procesos 
                                                             
54
 Cuadro 3. Páginas 109 a 111 
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reactivados, un inventario final con tramite de 1.664 procesos, y un inventario final 
sin tramite de 4.746 procesos.  
 
El Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite 
de 4.643 procesos, un inventario inicial sin trámite de 4123, uno ingresos de 1130, 
unos egresos de 660, una carga laboral de 9896, 269 procesos reactivados, un 
inventario final con trámite de 5382 procesos, y un inventario final sin trámite de 
3854 procesos.  
 
El Juzgado 60 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite 
de 3629 procesos, un inventario inicial sin tramite de 7310, uno ingresos de 1369, 
unos egresos de 934, una carga laboral de 12308, 876 procesos reactivados, un 
inventario final con tramite de 4940 procesos, y un inventario final sin tramite de 





Acuerdo 7636/10 Acuerdo 1392/02 
Excelente 6 5 





Insatisfactorio 8 13 
Total 73 73 
Figura 6. Calificación de los 73 juzgados civiles municipales de Bogotá. 
 
De la figura 6, de los Juzgados Civiles Municipales de Bogotá, al comparar la 
evolución bajo los modelos del acuerdo 7636 de 2010 y 1392 de 2002 se tiene que 
son mejores los resultados con el primero ya que con el segundo, que es el que 
actualmente está en vigencia, son 13 despachos los que obtienen calificación 
insatisfactoria, esto es inferior a 60 puntos, mientras que con el modelo 
matemático del acuerdo 7636 de 2010, 32 juzgados obtienen un puntaje aceptable 
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con plan de mejoramiento ( lo que implica descuento automático en la evaluación 
en el siguiente periodo de calificación) y 8 obtienen una calificación insatisfactoria. 
Los puntajes de calificación integral son superiores bajo el modelo del derogado 
acuerdo 7636 de 2010, lo que significa que este acuerdo es más benigno que el 
1392 de 2002, donde se registran 13 calificaciones insatisfactorias lo que 
representa un 17.80% de los Jueces Civiles Municipales de Bogotá, siendo este 
porcentaje altísimo.  
 
Como ya se dijo la capacidad máxima de respuesta es de estos Jueces es de  
3191, lo que dividido entre los 224 días hábiles del año implica un egreso definitivo 
de 14,24 procesos por día (sentencia, conciliación, perención), lo que confirma 
que para cada sentencia el juez no le puede dedicar más de 1.78 horas, siendo 
este resultado a todas luces absurdo, pues al juez también le corresponde expedir 
a diario no menos de 50 providencias y atender diligencias de pruebas en su 
Despacho, todo lo cual, confirma la ruptura del principio de proporcionalidad de las 
cargas de trabajo. 
 
Respecto a la “Evolución y Crecimiento de La Rama Judicial”, en reciente 
estudio hecho por el Consejo Superior de la Judicatura55, se afirmó: 
 
“Un análisis sobre el comportamiento de las cifras del servicio de justicia, muestra 
que la demanda en las últimas dos décadas (de 1993 al 2014) ha tenido un 
incremento del 274%, sin embargo, el crecimiento de despachos judiciales sólo ha 
sido del 22%. Lo anterior se traduce en una clara asimetría entre lo que requieren los 
ciudadanos en materia de justicia y la oferta de que dispone la Rama Judicial para 
atender esas necesidades, presentándose un desequilibrio por escasez de oferta. 
Paralelo a este crecimiento deficitario en la cantidad de despachos, el egreso creció 
                                                             
55
 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa-Colombia.  PROPUESTA DE 
RACIONALIZACIÓN DE LA OFERTA DE JUSTICIA. PERMANENTES Y DESCONGESTIÓN. 
BOGOTÁ, D.C., FEBRERO 26 DE 2015. El presente Plan Nacional de Racionalización de la Oferta 
de Justicia (PNROJ), analiza las necesidades de planta de personal de la administración de justicia 
para todas las jurisdicciones y especialidades, en todos los niveles de atención a nivel nacional, 
considerando las labores de implementación de los sistemas procedimentales orales, consultando 
el comportamiento de la demanda de justicia y la productividad de los despachos judiciales y 
haciendo un ejercicio comparativo con la planta de personal actual. 
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en el mismo periodo un 339%, que obedece en buena medida al establecimiento de 
medidas transitorias de descongestión.” 
 
De ahí que en el mismo estudio, dentro de los criterios del Plan Nacional de 
racionalización de la oferta de justicia (PNROJ)56, se haya fijado el de “Optimizar 
la oferta de justicia, de un lado mediante la creación de cargos, a partir de la 
evaluación de inventarios e ingresos, teniendo en cuenta los parámetros definidos 
por especialidad y nivel, considerando la acumulación en el inventario de 
procesos como necesidades de descongestión y el aumento en el volumen de 
ingresos como referencia a medidas permanentes y, de otro lado, a partir del 
reordenamiento judicial.” (negrilla es mía) 
 
En este estudio se presentó como avance de las necesidades en cargos en cargos 
permanentes y de descongestión la tabla 1: 
 
“Como una primera aproximación se ha estimado que se requieren 3819 cargos 
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 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa-Colombia.  PROPUESTA DE 
RACIONALIZACIÓN DE LA OFERTA DE JUSTICIA. PERMANENTES Y DESCONGESTIÓN. 









Como el objeto de la investigación era establecer las probables causales de 
nulidad que permitirían predicar la ilegalidad de algunas de las disposiciones del 
acuerdo 1392 de 2002, por medio de los cuales el Consejo Superior de la 
Judicatura en Colombia ha reglamentado la evaluación del desempeño de los 
jueces y magistrados, relacionadas únicamente con la evaluación del 
rendimiento, fuerza concluir que las normas de los Acuerdos analizadas, son 
ilegales e inconvenientes al violar el principio de jerarquía normativa, 
específicamente por contradecir normas superiores a las que debieron estar 
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sujetas, al no observar que en la ley estatutaria de la administración de justicia los 
artículos 85, 89 90, 91, 94, 101, 156, 157, 169, 170, 171, 172, 173, 174 y 175, 
además de las normas procesales relacionadas en el estudio específico de 
legalidad.  
 
La clasificación de los despachos en tres (3) niveles que establece el artículo 29 
del Acuerdo 1392/02, no tiene ninguna correspondencia con las normas de 
carácter superior (Ley 270/96), específicamente con los artículos 21 (que 
establece la planta mínima de un Juzgado como organización judicial); 22 
(creación de juzgados promiscuos; 50 (división en distritos y circuitos del territorio 
nacional); 51 (organización básica interna de cada despacho); 85 Numerales 9 y 
19 (sobre indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 89 (reglas para la 
división del territorio: circuitos, distritos y municipios; 90 (redistribución territorial y 
funcional); 91 (reglas sobre creación, fusión y supresión de despachos); 94 
(demanda de justicia no satisfecha, cargas de trabajo, costo y afectaciones a la 
convivencia pacífica), de la ley estatutaria de la justicia, al no comprender dicha 
taxonomía, entre otros, los siguientes parámetros:  i.-Competencias asignadas por 
la ley; ii.-Volumen promedio de los asuntos; iii.-Nivel estimado de rendimiento; iv.-
Necesidades en asistencia y asesoría en cada disciplina; v.-Requerimientos reales 
de personal auxiliar. 
 
Si a las anteriores circunstancias se le suma que la planta de personal de todos 
los despachos no resulta ajustada a lo ordenado  en la ley estatutaria
57
 (art. 21 y 
51), la meta exigida por el Acuerdo 1392/2000 resulta contrario al principio de 
“proporcionalidad de las cargas de trabajo” (art. 50 LEAJ), contraria al derechos 
constitucionales a la igualdad (art. 13), al derecho al descanso necesario (art. 53), 
al principio de la función administrativa que exige la efectividad de los derechos, 
                                                             
57 como ocurre con la de los juzgados administrativos en que la planta no cuenta 
sino con un (1) funcionario y dos (2) empleados. 
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deberes y libertades (art. 209), y al impedir el acceso real y eficaz a la 




































ESTUDIO DE LEGALIDAD Y CONVENCIENCIA DEL ACUERDO 
7636 DE 2010 RESPECTO DEL RENDIMIENTO EN LA 
EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO DE  LOS JUECES 
 
 
En este capítulo se abordará el estudio de legalidad del Acuerdo 7636 de 2010, 
únicamente respecto de la reglamentación del rendimiento en la evaluación del 
desempeño de los jueces, en que se analizará las razones de ilegalidad de 
algunas disposiciones de dicha reglamentación. 
 
La importancia de este análisis radica en que las normas sobre el factor 
rendimiento de este acuerdo fueron reproducidas en el Acuerdo 10327 del 3 de 
octubre de 201458 “por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de 
servicios de los Jueces Administrativos vinculados por el sistema de carrera 
judicial y se adiciona como título V del Acuerdo 1392 de 2002”, en el que en el 
artículo 66 se dispuso como factores los siguientes: a)  calidad hasta 42 puntos; 
b) eficiencia o rendimiento, hasta 40 puntos; c) organización del trabajo, hasta 
16 puntos y d) publicaciones, hasta 2 puntos.  En cuanto al factor eficiencia o 
rendimiento, el art. 68 a 83 desarrollan los siguientes subfactores: a) respuesta a 
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 GACETA DE LA JUDICATURA, Año XXI - Vol. XXI - Ordinaria No.70 - octubre 3 de 2014, en 
http://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/sala-
administrativa/gaceta-de-la-judicatura.- órgano oficial de divulgación de la Sala Administrativa del 





la demanda de justicia, hasta 35 puntos; y, b) atención de audiencias 
programadas, hasta 5 puntos. Para la evaluación de la respuesta a la demanda de 
justicia, la calificación se efectúa sobre el rendimiento de los funcionarios durante  
el periodo a evaluar, a partir del ingreso, el egreso y la carga en comparación con 
sus pares. Igualmente en el Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de diciembre 
de 2014, por el cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de 
funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial, siendo esta 
reglamentación la actualmente vigente para la calificación correspondientes al año 
2015, reproduce las mismas disposiciones sobre el factor eficiencia o rendimiento 
al consagrar  como variables la respuesta efectiva a la demanda de justicia (los 
conceptos de carga, egreso, capacidad máxima de respuesta y como novedad la 
evaluación en la atención de audiencias programadas). 
 
Con posterioridad al Acuerdo 1392 de 2002, la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura expidió el ACUERDO No. PSAA10-7636 de 
2010(Diciembre 20), “Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación 
de servicios de los servidores y servidoras de la Rama Judicial vinculados por el 
sistema de carrera judicial” y en él se establecieron nuevos criterios de evaluación 
del rendimiento de los jueces incluyendo elementos sancionatorios implícitos que 
pudieron y podrían infringir disposiciones de mayor jerarquía. Este nuevo estatuto 
conservó los mismos principios y objetivos de la evaluación, ampliando los efectos  
de  la calificación integral de servicios, así: 
 
a) Determinar la permanencia o retiro del servicio.  
b) Conceder estímulos y condecoraciones.  
c) Participar en los programas de capacitación y formación.  




La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad; eficiencia o 
rendimiento; organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes puntajes: 
40, 40 y 20, respectivamente. 
 
La calificación de servicios se estableció según los resultados, así:  
 
Excelente: de 90 hasta 100  
Buena: de 75 hasta 89  
Aceptable con plan de mejoramiento: de 60 hasta 74  
 
Las anteriores calificaciones se consideran satisfactorias.  
 
Insatisfactoria: de 0 hasta 59. Da lugar al retiro del servicio y a la 
cancelación de la inscripción en el escalafón de carrera.  
 
Los que obtuvieran calificación aceptable debían someterse a un plan de 
mejoramiento que consiste en un programa de actividades y compromisos que 
contiene las acciones que debe ejecutar el servidor judicial en un tiempo 
determinado para mejorar su desempeño durante el siguiente período a evaluar, 
que tenía que formular el funcionario por escrito para consideración y aprobación 
de la Sala Administrativa competente, su incumplimiento total o parcial implicaba 
un descuento de la calificación integral de servicios hasta de cinco (5) puntos. Si el 
funcionario era objeto de un nuevo plan de mejoramiento el descuento se podía 
acumular progresivamente. 
 
La calificación del factor calidad se conservó en condiciones similares al previsto 
en el acuerdo 1392 de 1992, pero con mayores detalles en los subfactores, a 




Respecto al factor eficiencia se dijo que se haría sobre el rendimiento de los 
funcionarios durante el período a evaluar, a partir del ingreso, el egreso y la carga 
en comparación con sus pares, es decir, los despachos de su misma jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría, lo cual constituía una gran novedad y progreso 
accediendo al reconocimiento de las diferencias de las especialidades de los 
jueces.  
 
Después de definir carga, ingreso, egreso, el acuerdo trae otros conceptos como 
capacidad máxima de respuesta, ingreso ajustado, cálculo de la calificación base 
del factor, cálculo del complemento, ajuste por capacidad de egresos, demanda de 
justicia no atendida, ajuste por capacidad de egresos, calificación final del factor, 
escalas, resultando matemáticamente complejo el sistema de evaluación y 
calificación con descuentos multifactoriales en el mismo proceso sin previo 
proceso. 
 
El Acuerdo 7636 de 2010 fue duramente criticado públicamente por algunos 
jueces y magistrados, especialmente por el Tribunal Superior de Bogotá, siendo 
inicialmente suspendido59y luego revocado o mejor, para expresarlo con un 
término técnico, derogado, razón que provisionalmente llevo a la Sala 
Administrativa a aplicar el Acuerdo 1392 de 1992.  
 
En efecto, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante 
Acuerdo PSAA11-8768 (2 de noviembre de 2011), decidió revocar el Acuerdo 
7636/2010, ordenando la calificación integral de servicios con la metodología 
contenida en el Acuerdo 1392 de 2002 para los periodos correspondientes al año 
2011 y sucesivos, razón por la que se abordará el estudio de constitucionalidad y 
                                                             
59
COLOMBIA. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA, Sala  Administrativa, 
ACUERDO No. PSAA11-7909 DE 2011(Marzo 2) y Acuerdo PSAA11-8154 de 2011 “Por el cual se 
suspenden los efectos del Acuerdo PSAA10-7636 de 2.010 y se integra una comisión”. Suspensión 
que se hizo hasta el pasado 30 de julio 2011. 
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legalidad del Acuerdo 7636/10 frente a la constitución, a la ley estatutaria de la 
justicia y a otros preceptos normativos. 
 
Para el efecto se tendrá en cuenta la reiterada jurisprudencia del Consejo de 
Estado que permite demandar y obtener la nulidad de los actos derogados, en 
razón a los efectos que pudo producir durante su vigencia, sin atender la teoría de 
la sustracción de materia.60 
 
1. INFRACCIÓN POR EL ACUERDO 7636 DE 2010 DEL ART. 174 DE LA 
LEY 270 DE 1996.  
 
Para la Corte Constitucional “El concepto de democracia participativa no 
comprende simplemente la consagración de mecanismos para que los ciudadanos 
tomen decisiones en referendos, consultas populares, revocación del mandato de 
quienes han sido elegidos, sino que implica adicionalmente que el ciudadano 
puede participar permanentemente en los procesos decisorios que incidirán 
significativamente en el rumbo de su vida. Se busca así fortalecer los canales de 
representación, democratizarlos y promover un pluralismo más equilibrado y 
menos desigual.”(Sentencia No. C-180 de 1994, M.P. Dr. Hernando Herrera 
Vergara). 
 
La misma sentencia, agrega: “El artículo 40 de la Carta Política consagra como un 
derecho fundamental de todo ciudadano el de participar "en la conformación, 
ejercicio y control del poder político", lo cual lo faculta para tomar parte en 
elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 
                                                             
60
 COLOMBIA. Consejo de Estado, Sección Primera. M.P. Rafael Enrique Ostau de Lafont, 
Sentencia del 21 de octubre de 2010, actor: Diego Muñoz y otro. Demandado: Ministerio de 
Protección Social, exp. 2006-00038-00. 
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participación ciudadana, situación que corresponde al ámbito propio de la 
democracia participativa.” 61 
 
Sobre esta característica esencial del Estado, el art. 174 de la ley estatutaria de la 
justicia, consagra: 
 
ARTICULO 174. COMPETENCIA PARA ADMINISTRAR LA CARRERA. La Carrera Judicial 
será administrada por las Salas Administrativas de los Consejos Superior o Seccionales de 
la Judicatura, con la participación de las Corporaciones Judiciales y de los Jueces de 
la República en los términos de la presente ley y los reglamentos. 
 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará y definirá, 
conforme a lo dispuesto en esta ley, los mecanismos conforme a los cuales habrá de 
llevarse a efecto la administración de la carrera y la participación de que trata el inciso 
anterior.(negrilla no es del texto). 
 
El Acuerdo 7636/10, no contó con la participación ni de las Corporaciones 
Judiciales (conformadas por los magistrados de altas cortes y los magistrados de 
los tribunales superiores, de los tribunales administrativos y los magistrados de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura) ni de los jueces, con lo cual se eludió un 
requisito previsto en la ley estatutaria (art. 174), el cual tiene fundamento en el art. 
1º de la Constitución Política que consagra a Colombia como un Estado social de 
derecho democrático y participativo, el artículo 40 de la Carta que consagra el 
derecho a participar "en la conformación, ejercicio y control del poder 
político", y el artículo 103 ibídem, en cuanto consagra mecanismos 
democráticos de representación en las diferentes instancias de 
participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública. 
 
Por lo anterior, debió darse aplicación a la Ley 909 de 200462, que en su artículo 3 
y 16 establecen: 
 
                                                             
61
COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-585/95.Magistrado Ponente: HERNANDO 
HERRERA VERGARA 
62
Publicada en el Diario Oficial No. 45.680, de 23 de septiembre de 2004, “Por la cual se expiden 




ARTÍCULO 3o. CAMPO DE APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY. 
1. Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en su integridad a los 
siguientes servidores públicos: 
(…) 
2. Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán, igualmente, con carácter 
supletorio, en caso de presentarse vacíos en la normatividad que los rige, a los 
servidores públicos de las carreras especiales tales como: 
- Rama Judicial del Poder Público. 
(…)” 
ARTÍCULO 16. LAS COMISIONES DE PERSONAL. 
1. En todos los organismos y entidades reguladas por esta ley deberá existir una Comisión 
de Personal, conformada por dos (2) representantes de la entidad u organismo designados 
por el nominador o por quien haga sus veces y dos (2) representantes de los empleados 
quienes deben ser de carrera administrativa y elegidos por votación directa de los 
empleados. En igual forma, se integrarán Comisiones de Personal en cada una de las 




Las Comisiones de Personal cumplen entre otras  las siguientes funciones, velar 
porque los procesos de evaluación del desempeño se realicen conforme con lo 
establecido en las normas y procedimientos legales y reglamentarios; resolver las 
reclamaciones que en materia de evaluación del desempeño les sean atribuidas 
por el procedimiento especial; informar de todas las incidencias que se produzcan 
en los procesos de selección y evaluación del desempeño  
 
Como ya se dijo en el capítulo anterior en relación con el acuerdo 1392 de 2002, al 
cual me remito al no haberse observado la normatividad antes transcrita (art. 3 y 
16 de la ley 909/04), por el Acuerdo 7636 de 2010, la totalidad del acuerdo resulta 
ilegal no solo por la causal de infracción a norma superior sino por expedición 
irregular, ya que en el proceso de expedición del acuerdo y en el procedimiento de 
calificación inserto en él, no tuvo ninguna participación ni los funcionarios ni los 
empleados, siendo inexistentes a nivel normativo y en la organización de la rama 
judicial, las comisiones de personal, tanto a nivel nacional como a nivel seccional, 
de acuerdo con la aplicación supletiva de las normas transcritas. En efecto, 
actualmente no existe ninguna representación de los funcionarios y empleados de 
carrera en la administración de la misma y por lo tanto no se cumple con la 
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participación en ninguna de las funciones enunciadas en el artículo 16 de la ley 
909 de 2004. 
 
2. ESTUDIO SOBRE LA DE ILEGALIDAD DEL ARTÍCULO 15, parágrafo 
del ARTICULO 19 Y ARTICULO 23 DEL ACUERDO 7636/10. 
 
El Art. 15 del acuerdo 7636/10, establece: 
 
ARTÍCULO 15.- Inexistencia o inexactitud de los reportes. Cuando se establezca que la 
información estadística reportada por el funcionario para realizar la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento es inexacta, esto es, cuando se verifiquen mayores egresos y/o 
procesos sin trámite o cualquiera otra información inexacta que se traduzca en índices 
superiores de rendimiento, previo requerimiento escrito por parte de la Sala Administrativa 
competente, el funcionario evaluado procederá a la verificación, corrección o justificación en 
el término de cinco (5) días. Vencido este término sin respuesta, se procederá a la 
asignación del puntaje en la forma establecida en el inciso tercero de este artículo.  
 
Lo anterior, sin perjuicio de la adopción de medidas administrativas y correctivas, como la 
orden de corrección o modificación de formularios e informes y la práctica de visitas de 
verificación de información, entre otras.  
 
El despacho judicial que no rinda la información completa en la forma y términos 
establecidos al momento de consolidar la evaluación integral de servicios, recibirá 
una asignación igual al puntaje mínimo del factor eficiencia o rendimiento obtenido en 
la misma jurisdicción, especialidad o sección y categoría en el respectivo período 
evaluado. La Sala Administrativa competente deberá reportar al correspondiente funcionario 
para la adopción de las medidas administrativas o disciplinarias a que hubiere lugar.  
 
Sobre sanciones puntualizadas en descuentos en la calificación integral a 
funcionarios por ser objeto de medidas de descongestión y por no dictar sentencia 
dentro del término de un año o seis meses, en primera y segunda instancia, 
respectivamente, el parágrafo del artículo 19 del acuerdo 7636/10, reza:. 
 
“PARAGRAFO. Así mismo, se descontarán hasta seis (6) puntos de la calificación 
integral del funcionario que sea objeto de descongestión, en las jurisdicciones 
contencioso administrativa, jurisdiccional disciplinaria y en la ordinaria en las especialidades 
penal y laboral, cuando la causa de la medida sea que su egreso se encuentre por 
debajo en un 25% o más de la capacidad máxima de respuesta de los despachos de su 
misma categoría, especialidad y función. Lo anterior se aplicará en forma proporcional de 





Para las demás especialidades se descontarán hasta tres (3) puntos de la calificación 
integral del funcionario que sea objeto de descongestión, cuando la causa de la medida 
sea que su egreso se encuentre por debajo en un 25% o más de la capacidad máxima de 
respuesta de los despachos de su misma categoría, especialidad y función. Lo anterior, se 
aplicará en forma proporcional, de tal suerte que entre mayor sea el porcentaje anterior, 
mayor será el número de puntos a descontar. Para quienes se aplique el parágrafo del 
artículo 9º de la Ley 1395 de 2010, se descontarán tres (3) puntos más en los casos en 
que el funcionario hubiere permitido el vencimiento del término para dictar la 
sentencia de primera o segunda instancia, siempre y cuando su egreso sea inferior a la 
capacidad máxima de respuesta.  
 
Sobre plan de mejoramiento al consagrar sanciones automáticas de descuento y 
reducción del puntaje de calificación integral de servicios, consagraba el artículo 
23 del acuerdo 7636 de 2010, lo siguiente: 
 
ARTÍCULO 23.- Calificación del Plan de Mejoramiento. Para los funcionarios y empleados 
que fueron sujeto de Plan de Mejoramiento conforme a este capítulo, el incumplimiento 
total del mismo dará lugar a descontar de la calificación integral de servicios cinco (5) 
puntos. En caso de que el incumplimiento fuere parcial, el descuento se aplicará 
proporcionalmente.  
Cuando en los siguientes períodos de evaluación sea necesario formular nuevos Planes de 
Mejoramiento, la reducción de puntaje se aumentará hasta cinco (5) puntos 
adicionales, respecto al máximo deducible del periodo inmediatamente anterior.  
La Sala Administrativa competente realizará la calificación del plan de mejoramiento, la cual 
tendrá incidencia en la evaluación del período siguiente al que se formuló el Plan de 
Mejoramiento y elaborará y remitirá con las calificaciones del respectivo período, un informe 
final de cumplimiento a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial. (negrilla y 
subrayado es mío) 
 
Los preceptos antes transcritos, tienen en común los descuentos en la 
calificación integral, así: (i) asignación igual al puntaje mínimo del factor 
eficiencia o rendimiento; (ii), descuento  de tres (3) hasta seis (6) puntos cuando 
sea objeto de descongestión; (iii) Descuento de tres (3) puntos más en los casos 
en que el funcionario hubiere permitido el vencimiento del término para dictar la 
sentencia de primera o segunda instancia; y, (iv) el descuento de cinco (5) puntos 






2.1. DERECHO DISCIPLINARIO Y PRINCIPIO DE NON BIS IN IDEM 
 
Uno de los puntos centrales de esta tesis es mostrar como esos descuentos se 
constituyen en posibles sanciones disciplinarias siendo inexorable abordar algunos 
aspectos de esta especialidad del derecho administrativo sancionatorio incluido el 
de prohibición del non bis in ídem. 
 
La discusión sobre la naturaleza del derecho disciplinario ha llevado a una relación 
de diferencia con el derecho penal. En su configuración el derecho disciplinario se 
distingue del derecho penal en que renuncia en gran medida a tipos exactamente 
descritos63. En igual sentido la Corte Constitucional ha señalado que “…como 
peculiaridad propia del derecho disciplinario, la posibilidad de que las conductas 
constitutivas de faltas disciplinarias se encuentran en la forma de tipos abiertos. A 
diferencia de la material penal, en donde la descripción de los hechos punibles es 
detallada, en la disciplinaria el fallador cuenta con un mayor margen de valoración 
e individualización de las faltas sancionables por la diversidad de comportamientos 
que pugnan contra los propósitos de la función pública y del régimen 
disciplinario“.64 
 
El código único disciplinario (ley 734/02), frente a la estructura de la falta 
disciplinaria acoge como hecho constitutivo de la falta disciplinaria,  la incursión en 
cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en el código, que 
conlleven incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflictos de interés, sin estar amparado por 
cualquiera de las causales de exclusión de la responsabilidad contempladas en el 
artículo 28 de dicha ley (art. 23).  
 
                                                             
63
Claus Roxin. Derecho Penal, Parte General “. Ed. Civitas. Capitulo II. Pág. 75 
64
Sentencia C-427/94 M.P. Fabio Morón D. 
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El derecho disciplinario se ocupa de la conducta del servidor público en relación 
con la función que cumple (deber funcional), y cualquier quebrantamiento del 
deber funcional constituye un desvalor de acción que la ley 734 de 2002 en su 
artículo 5 denomina “ilicitud sustancial”. En consecuencia, para poder 
responsabilizar la conducta de un servidor público por comisión de un ilícito 
disciplinario, su conducta tiene que ser típicamente antijurídico y culpable. 65 
 
En el caso concreto “Cuando se establezca que la información estadística 
reportada por el funcionario para realizar la calificación del factor eficiencia o 
rendimiento es inexacta, esto es, cuando se verifiquen mayores egresos y/o 
procesos sin trámite o cualquiera otra información inexacta…” la conducta 
disciplinable es por el comportamiento omisivo del servidor público, lo que 
constituye falta por  incumplimiento de deberes y funciones, que se sanciona con 
la asignación de un puntaje mínimo en la calificación del factor rendimiento. El 
procedimiento se reduce a un requerimiento de la Sala Administrativa y a la 
respuesta dentro del término de cinco días, lo cual simplifica el procedimiento 
disciplinario previsto en la ley 734 de 2002, a un trámite sumario.   
 
La sanción establecida de “puntaje mínimo del factor eficiencia o rendimiento 
obtenido en la misma jurisdicción, especialidad o sección y categoría en el 
respectivo período evaluado”, por la inexactitud en la información estadística 
reportada por el funcionario judicial, es a mi juicio excesiva, desproporcionada, 
pues conduce, en la práctica, al retiro del servicio y a la exclusión automática del 
funcionario judicial de carrera, puesto que el factor eficiencia tiene un porcentaje 
de cuarenta (40) puntos y para tener una calificación satisfactoria que permita la 
continuidad en la carrera judicial se requiere tener un puntaje en la calificación 
integral no inferior a sesenta (60) puntos, y es prácticamente imposible obtener 
una calificación de servicios por el factor calidad de cuarenta (40) puntos en todas 
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Procuraduría General de la Nación Fallo de primea instancia del 13 de enero de 2006, gaceta 




y cada una de las providencias evaluadas en dicho factor por el superior 
jerárquico. La proporcionalidad de la sanción esta erigido como principio rector 
disciplinario (art. 18), que exige correspondencia con la gravedad de la falta y 
graduación, conforme a los criterios del Código Único Disciplinario (art. 47 y  57). 
 
Las expresiones subrayadas en negrilla configuran una típica sanción disciplinaria 
y como sanción establece la asignación del “puntaje mínimo del factor 
eficiencia o rendimiento obtenido en la misma jurisdicción, especialidad o 
sección y categoría”, es decir, el más bajo obtenido por un juez o magistrado de 
la misma jurisdicción o especialidad, lo cual deviene en ilegal, al arrogarse el 
Consejo Superior de la Judicatura una competencia que la ley no le ha conferido, 
pues la creación de faltas disciplinarias y su sanción está reservada al legislador. 
 
En efecto de la simple lectura de los artículos 6, 29, 124 y 150-2 de la Constitución 
Política se infiere que lo relacionado con la responsabilidad de los servidores 
públicos –penal, disciplinaria, fiscal, civil o administrativa- está reservada al 
congreso de la República. 
 
Por “inexactitud” puede entenderse en materia de rendimiento cualquier error en 
la estadística mensual, trimestral o anual, y por la expresión “no rendir la 
información completa”, denota que cualquier falencia estadística conlleva a la 
sanción, sin seguir ningún procedimiento administrativo disciplinario, lo que hace 
que la norma viole principios constitucionales y legales del debido proceso 
administrativo sancionatorio, procedimiento que está regido como lo ha reiterado 
la jurisprudencia de las altas cortes, inclusive la de la Sala Disciplinaria, por los 
mismos principios garantistas tales como los de legalidad, ilicitud sustancial, 
debido proceso disciplinario, presunción de inocencia, aplicación de la duda 
razonable a favor del disciplinado, culpabilidad, derecho de defensa, prevalencia 
de la justicia, efectividad del derecho sustantivo, búsqueda de la verdad material, 
prevalencia de los principios rectores disciplinarios, entre otros.   Estos principios 
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se hayan consagrados en los artículos 4, 5, 6, 9, 13, 17, 20, 21, 193 a 196 de la 
ley 734 de 2002 que establecen: 
 
 
ARTÍCULO 4o. LEGALIDAD. El servidor público y el particular en los casos previstos en 
este código sólo serán investigados y sancionados disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su 
realización. 
 
ARTÍCULO 5o. ILICITUD SUSTANCIAL. La falta será antijurídica cuando afecte el deber 
funcional sin justificación alguna. 
 
ARTÍCULO 6o. DEBIDO PROCESO. El sujeto disciplinable deberá ser investigado por 
funcionario competente y con observancia formal y material de las normas que 
determinen la ritualidad del proceso, en los términos de este código y de la ley que 
establezca la estructura y organización del Ministerio Público. 
 
ARTÍCULO 9o. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. A quien se atribuya una falta disciplinaria 
se presume inocente mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado. 
Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del investigado cuando no 
haya modo de eliminarla. 
 
ARTÍCULO 13. CULPABILIDAD. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o 
culpa. 
ARTÍCULO 17. DERECHO A LA DEFENSA. Durante la actuación disciplinaria el 
investigado tiene derecho a la defensa material y a la designación de un abogado. 
Si el procesado solicita la designación de un defensor así deberá procederse. 
Cuando se juzgue como persona ausente deberá estar representado a través de 
apoderado judicial, si no lo hiciere se designará defensor de oficio, que podrá ser 
estudiante del Consultorio Jurídico de las universidades reconocidas legalmente. 
 
ARTÍCULO 19. MOTIVACIÓN. Toda decisión de fondo deberá motivarse. 
 
ARTÍCULO 20. INTERPRETACIÓN DE LA LEY DISCIPLINARIA. En la interpretación y 
aplicación de la ley disciplinaria el funcionario competente debe tener en cuenta que la 
finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho 
sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y 
garantías debidos a las personas que en él intervienen. 
 
ARTÍCULO 21. APLICACIÓN DE PRINCIPIOS E INTEGRACIÓN NORMATIVA. En la 
aplicación del régimen disciplinario prevalecerán los principios rectores contenidos en 
esta ley y en la Constitución Política. En lo no previsto en esta ley se aplicarán los tratados 
internacionales sobre derechos humanos y los convenios internacionales de la OIT 
ratificados por Colombia, y lo dispuesto en los códigos Contencioso Administrativo, Penal, de 
Procedimiento Penal y de Procedimiento Civil en lo que no contravengan la naturaleza del 
derecho disciplinario. 
 




ARTÍCULO 193. ALCANCE DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA. 
Mediante el ejercicio de la función jurisdiccional disciplinaria, se tramitan y resuelven los 
procesos que, por infracción al régimen disciplinario contenido en el presente estatuto, se 
adelanten contra quienes ejerzan funciones jurisdiccionales de manera permanente, 
transitoria u ocasional, excepto quienes tengan fuero especial. 
 
ARTÍCULO 194. TITULARIDAD DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. La acción disciplinaria 
contra los funcionarios judiciales corresponde al Estado y se ejerce por la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y por las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales. 
ARTÍCULO195. INTEGRACIÓN NORMATIVA. En la aplicación del régimen disciplinario 
para los funcionarios judiciales prevalecerán los principios rectores de la Constitución 
Política, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, las normas aquí contenidas y las 
consagradas en el Código Penal y de Procedimiento Penal. 
 
ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e 
imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y 
prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y 
conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las 
contempladas en este código.(negrilla y subrayado es mío) 
 
 
De las normas transcritas se concluye que no puede un reglamento sobre 
evaluación del desempeño, siendo de carácter administrativo, convertir 
determinadas conductas en faltas disciplinarias, siendo competencia exclusiva del 
legislador y, además de esa usurpadora función, sancionarlas sin observancia del 
procedimiento disciplinario y de los principios rectores anotados, lo que implica 
violación fragrante y ostensible de la ley 734/02.  
 
Si bien esta ley no se aparta de las consideraciones doctrinales y jurisprudenciales 
frente a la estructura de la falta disciplinaria – que se diferencia del derecho penal 
en torno a la tipicidad al no exigir tipos exactamente descritos, sino que las 
conductas se encuadran en la forma de tipos abiertos-  pues acoge como 
hecho constitutivo de falta disciplinaria la incursión en cualquiera de las conductas 
o comportamientos previstos en el código que conlleven incumplimiento de 
deberes, extralimitación en ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 
conflicto de intereses , sin estar amparado por cualquiera de las causales de 
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exclusión de la responsabilidad disciplinaria contemplado en el art. 28 de este 
estatuto, un reglamento no puede configurar ni en normas de textura abierta 
conductas sancionables disciplinariamente, por ser de reserva legal. 
 
2.1.1. DERECHO DISCIPLINARIO Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
 
Sobre el principio de legalidad en materia disciplinaria, el profesor José Rory 
Forero  Salcedo, ha expresado66: 
 
La Corte Constitucional ha sido reiterativa al señalar que el principio de legalidad impide que 
por reglamento se creen prohibiciones con efectos disciplinarios, pero permite que la ley se 
refiera a las funciones detalladas en el reglamento para determinar el incumplimiento de los 
deberes de los servidores públicos.  
 
Agrega el máximo intérprete de la constitución que en el campo del derecho sancionatorio 
de los servidores públicos, el principio de legalidad está consagrado en varias normas 
constitucionales. Primero, en los incisos 2º de los artículos 6 y 29 establecen que los 
servidores públicos no pueden “ser juzgados sino conforme a las leyes preexistentes”, y que 
“solo son responsables por infringir las constitución y la ley por omisión o extralimitación en 
el ejercicio de sus funciones”. 
(…) 
Tercero, en cuanto a la responsabilidad de los servidores públicos el art. 124 dictamina que 
“la ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos”. 
Surge entonces la pregunta para la Corte, de si el término “ley” contenido en las 
disposiciones anteriores excluye o no la consagración de prohibiciones en lso “reglamentos” 
(…) 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que, con excepción de ciertos casos 
específicos, la consagración de comportamientos reprochables disciplinariamente es materia 
que exclusivamente compete al legislador. 
 
Trae a colación la sentencia C-1076 de 2002 que declaró exequible la expresión “decreto” 
contenida tanto en le art. 54 como en el numeral 4 del art. 61 del actual Código Disciplinario 
Único, en el entendido de que la expresión mencionada “trata de decretos con fuerza de ley”.  
(…) 
Igualmente,  recuerda la sentencia C-488 de 1998 en la que la Corte declaró inexequible la 
expresión “y los reglamentos administrativos” contenida en el art. 42 de la ley 200 de 1995, 
que disponía lo siguiente: “se entienden incorporadas a este código las incompatibilidades e 
inhabilidades previstas en la Constitución, la ley y los reglamentos administrativos”. 
 
Por lo dicho, el art. 4 de la ley 734 de 2002, consagra  que los servidores “sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos 
que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su 
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realización”67. De ahí que el no rendir “la información completa en la forma y 
términos establecidos al momento de consolidar la evaluación integral de 
servicios”, no puede ser sancionada con “una asignación igual al puntaje mínimo 
del factor eficiencia o rendimiento obtenido en la misma jurisdicción, especialidad 
o sección y categoría”, ya que en la forma que está redactado dicho precepto se 
constituye arbitrariamente la Sala Administrativa en legislador para tipificar una 
falta disciplinaria en el reglamento, para luego, sin seguir el procedimiento 
administrativo disciplinario, imponer una sanción que consiste en colocar el 
puntaje mínimo al factor rendimiento obtenido en la misma jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría en el respectivo período evaluado, lo que 
podría implicar calificación insatisfactoria y la consecuente declaración de 
insubsistencia. El ejercicio de estas facultades de reserva legal por la Sala 
Administrativa permite deducir la nulidad del precepto por falta de competencia.  
 
De otra parte, los despachos judiciales están integrados por una planta de 
personal en la que se destaca el Secretario encargado del ingreso, salida y 
notificación y control de términos de las providencias, además de las estadísticas 
trimestrales que se reportan al Consejo Seccional de la Judicatura. No obstante, 
los cargos pueden ser desempeñados por empleados en provisionalidad y en todo 
caso tienen la movilidad obvia por las diferentes situaciones administrativas de 
licencias, vacaciones, renuncias, etc., lo que unido al hecho de que las 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA C-653/01. ”Tanto en materia penal como disciplinaria, 
la garantía constitucional del principio de legalidad impone al legislador la obligación de definir previa, 
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estadísticas deben reportarse conforme al software siglo XXI implica que toda 
estadística judicial esté sujeta a un margen de error, bien por la omisión en la 
cancelación definitiva del proceso o por la reactivación por causas legales o por 
digitación de errores en los inventarios de entrega de un funcionario a otro o de un 
secretario a otro. Esos márgenes de error pueden resultar imputables entonces a 
uno o más empleados o a uno o más funcionarios, lo que obliga a establecer 
mediante un procedimiento breve el origen de los mismos y su imputabilidad a 
quien resulte responsable. 
 
2.1.2. DESCUENTOS POR MEDIDAS DE DESCONGESTION JUDICIAL Y 
PROHIBICION DEL NON BIS IN IDEM 
 
Se concluye que al no observar el artículo 15 del Acuerdo 7636/10 lo previsto en 
los artículos 6, 29, 124 y 150-2 de la Constitución Política y en los artículos 4, 5, 6, 
9, 13, 17, 20, 21, 193 a 196 de la ley 734 de 2002, deviene en nulo, por falta de 
competencia y por violación a los principios y reglas consagrados en dicho 
estatuto, al configurar faltas y sanciones disciplinarias para las cuales no está 
facultado el Consejo Superior de la Judicatura.  
 
EL parágrafo del art. 19 del acuerdo 7636/10, establece que se descontarán 
hasta seis (6) puntos de la calificación integral del funcionario que sea objeto de 
descongestión y además, que se descontarán tres (3) puntos más en los casos en 
que el funcionario hubiere permitido el vencimiento del término para dictar la 
sentencia de primera o segunda instancia 
 
Las anteriores expresiones contienen una sanción adicional a quien sea objeto 
de descongestión lo cual viola el principio non bis in ídem, pues además de 
soportar un bajo puntaje en la calificación se obtiene una reducción en la 
calificación real (de 3 a 6 puntos) por simple hecho de ser objeto de descongestión 
u obtener un egreso por debajo de la capacidad máxima de respuesta, las cuales 
pueden tener origen en diferentes circunstancias de cada despacho. Se obtiene 
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además un descuento de tres puntos de la calificación integral cuando no se 
vence el término para dictar sentencia (un año o seis meses).  
 
La consagración en la constitución política y en instrumentos internacionales del 
Principio non bis in ídem, su evolución doctrinal en sus distintas modalidades, 
según la Corte Suprema de justicia y la Corte Constitucional, es como sigue68: 
 
“El Art. 29 de la Constitución Política, al regular el principio del debido proceso, consagra que 
quien sea sindicado tiene derecho "a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho". 
Este principio se conoce como la prohibición de doble incriminación ha sido reconocido 
ampliamente por la jurisprudencia y la doctrina jurídica y tiene una estrecha relación con la 
institución procesal de la cosa juzgada. 
En el campo internacional se destaca su consagración en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Nueva York 
el 16 de Diciembre de 1966 y aprobado mediante la Ley 74 de 1968, Art. 14-7, en virtud del 
cual "Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o 
absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país", 
y en la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto dé San José de Costa 
Rica, firmada el 22 de noviembre de 1969 y aprobada mediante la Ley 16 de 1972, Art. 8-4, 
según el cual "el inculpado absuelto por sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio 
por los mismos hechos". 
Acerca del citado principio la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha 
expresado que comprende varias hipótesis, así: 
"Una. Nadie puede ser investigado o perseguido dos o más veces por el mismo hecho, por un 
mismo o por diferentes funcionarios. 
Se le suele decir principio de prohibición de doble o múltiple incriminación. 
Dos. De una misma circunstancia no se pueden extractar dos o más consecuencias en contra 
del procesado o condenado. 
Se le conoce como prohibición de la doble o múltiple valoración. 
Tres. Ejecutoriada una sentencia dictada respecto de una persona, ésta no puede ser juzgada 
de nuevo por el mismo hecho que dio lugar al primer fallo. 
Es, en estricto sentido, el principio de cosa juzgada. 
Cuatro. Impuesta a una persona la sanción que le corresponda por la comisión de una conducta 
delictiva, después no se le puede someter a pena por ese mismo comportamiento. Es el 
principio de prohibición de doble o múltiple punición. 
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Revista de Leyer No. 43 Enero-Febrero de 2011. Bogotá Colombia.  
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Cinco. Nadie puede ser perseguido, investigado, juzgado ni sancionado pluralmente por un 
hecho que en estricto sentido es único.  
Se le denomina non bis in ídem material" 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 26 de Marzo de 2007, 
Proceso N° 25629, M. P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón). 
Esa misma corporación manifestó en otra ocasión: "Doctrinal y jurisprudencialmente se tiene 
dicho que el principio non bis in ídem envuelve tres presupuestos, a saber: identidad de 
sujeto, identidad de objeto e identidad de causa o, como se les conoce por su expresión latina, 
eadem persona, eadem res y eadem causa. 
La significación de estos elementos ha sido comentada por la Sala, así: 
La identidad en la persona significa que el sujeto incriminado debe ser la misma persona 
física en dos procesos de la misma índole. 
La identidad del objeto está construida por la del hecho respecto del cual se solicita la 
aplicación del correctivo penal. 
Se exige entonces la correspondencia en la especie fáctica de la conducta en dos procesos de 
igual naturaleza. 
La identidad en la causa se refiere a que el motivo de la iniciación del proceso sea el mismo 
en ambos casos". (Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 22 de noviembre de 1990). 
Ahora bien, sobre la identidad de causa, débese señalar lo siguiente: 
"Para la Corte, en el ámbito punitivo ese elemento, también denominado identidad de 
fundamento, está necesariamente vinculado con el concepto de bien jurídico tutelado, de 
manera que no resultará jurídicamente viable la doble incriminación por un mismo hecho, 
cuando las conductas punibles reprochadas lesionan o ponen en peligro idéntico interés jurídico 
(...)"(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 6 de Septiembre de 
2007, Proceso N° 26591, M. P. María del Rosario González de Lemos). 
Por su parte, la Corte Constitucional ha expresado sobre dicho principio, en el mismo sentido: 
"El conocido principio denominado non bis in ídem, según el cual nadie puede ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho, se encuentra consagrado en nuestro Estatuto Supremo como un 
derecho fundamental, que hace parte de las garantías del debido proceso, contempladas en el 
artículo 29 de la Carta.(Sentencia C-244 de 1996, M. P. Carlos Gaviria Díaz. Salvamento de 
Voto de Eduardo Cifuentes Muñoz. Salvamento Parcial de Voto de Julios Ortiz Gutiérrez). Corte 
constitucional, Sentencia C-037 de enero del 2008)”. (negrilla es mía) 
 
En Colombia, rige el principio de responsabilidad integral del servidor público, 
siendo independiente la responsabilidad penal de la disciplinaria, de la fiscal, de la 
civil o patrimonial, pues un mismo sujeto puede ser investigado por el mismo 
hecho y fundamento en un proceso penal, en un proceso disciplinario, en un 
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proceso fiscal y en uno de responsabilidad civil o patrimonial, siendo los fines 
distintos en cada uno de ellos.  
 
En efecto, en materia disciplinaria el art. 2 de la ley 734 de 2002 establece que la 
acción disciplinaria es independiente de cualquier otra que pueda surgir de la 
comisión de la falta, pero el art. 11 del mismo estatuto establece que no será 
sometido a nueva investigación o juzgamiento por el mismo hecho, aun cuando a 
éste se le dé una denominación distinta. 
 
En síntesis, pueden coexistir sanciones penales, disciplinales y fiscales por 
una misma conducta irregular, cuando hay identidad de sujeto, hecho y 
fundamento. Ósea que, “la acción disciplinaria al ser independiente de cualquier 
otra que pueda surgir en la comisión de la falta, hace que se aplique de manera 
estricta el principio pero tan solo en ámbito disciplinario (disciplinario –
disciplinario), mas no respecto del penal (disciplinario – penal), o del administrativo 
sancionador (disciplinario – administrativo sancionador - fiscal)”69.  
 
En  el caso concreto, el art. 42 del acuerdo 7636/10 establece que “si el egreso 
fuere inferior al ingreso o a la capacidad máxima de respuesta, según corresponda, la 
calificación final del factor, se establecerá proporcionalmente sobre un total de 40 
puntos”, lo que significa que se tendrá una calificación por debajo de 40 puntos y 
si, simultáneamente, se es objeto de descongestión, cuando la causa de la medida 
sea que su egreso se encuentre por debajo en un 25% o más de la capacidad 
máxima de respuesta de los despachos de su misma categoría, especialidad y 
función, se descontarán hasta seis (6) puntos de la calificación integral, en las 
jurisdicciones contencioso administrativa, jurisdiccional disciplinaria y en la 
ordinaria en las especialidades penal y laboral o de tres (3) puntos para las 
demás especialidades, constituyendo tales descuentos una sanción por la misma 
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conducta irregular, contra el mismo sujeto y con el mismo fundamento, 
contraviniendo la prohibición del non bis in ídem que se erige como garantía de la 
proporcionalidad de las sanciones, situación que resulta evidentemente nula por 
falta de competencia para establecer sanciones administrativas disciplinarias.    
 
El non bis in ídem se aplica en general en materia, penal, en materia 
disciplinaria y en general en materia administrativa-sancionatoria. Por ello, 
dentro de la reglamentación de estos últimos no puede violarse la prohibición de 
doble o múltiple incriminación, ni la de doble o múltiple valoración ni la de 
prohibición de doble o múltiple punición, pues en este caso la autoridad –Consejo 
Superior de la Judicatura- no tiene la competencia para establecer procedimientos 
administrativos sancionatorios, por ser de reserva legal y menos violar dicho 
principio, el cual es garantía del debido proceso administrativo.  
 
En parte, las observaciones de este estudio han servido para que al expedir el 
Acuerdo 10281 del 24 de diciembre de 2014, que actualmente esta vigente 
suprimiría el descuento en la calificación por plan de mejoramiento, por ser objeto 
de descongestión o por egreso por debajo de la capacidad máxima de respuesta, 
conservándose únicamente la asignación de cero puntos en el caso de 
inexistencia o inexactitud de los reportes estadísticos (véase art. 18).  
 
2.1.3. DESCUENTO POR VENCIMIENTO DE TERMINOS PARA DICTAR 
SENTENCIA. 
 
Ahora bien, si a los anteriores descuentos se le acumula el previsto en la parte 
final del parágrafo del art. 19 del Acuerdo 7636/10, que dice: “Para quienes se 
aplique el parágrafo del artículo 9º de la Ley 1395 de 2010,se descontarán tres 
(3) puntos más en los casos en que el funcionario hubiere permitido el 
vencimiento del término para dictar la sentencia de primera o segunda 
instancia, siempre y cuando su egreso sea inferior a la capacidad máxima de 
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respuesta.”, la infracción a la prohibición de la doble sanción también resulta 
evidente por el mismo hecho, el mismo sujeto y con el mismo fundamento.  
 
Respecto a la aplicación del art. 9 de la ley 1395 de 2010, también resulta 
doblemente lesivo, al recibir un descuento de tres (3) puntos más, por no proferir 
sentencia en el término de un año, pues es bien sabido que la oralidad en los 
procesos no ha podido adoptarse por falta de medios tecnológicos y la adecuación 
de los despachos judiciales que permita la aplicación plena de los procedimientos 
de descongestión, no pudiendo aplicarse una sanción cuando existen 
interpretaciones variadas sobre la entrada en vigencia de dicha disposición. 
 
Teniendo en cuenta que el art. 9 de la ley 1395 de 2010 comienza a regir a partir 
de su promulgación, es decir el 12 de julio de 2010, es evidente que se aplica a 
todas las demandas presentadas a partir de esa fecha. Por lo tanto todos los 
procesos cuya litis fue trabada antes de esa fecha no están cobijados por los 
plazos preclusivos de un año en primera instancia y seis meses en segunda. Se 
establece un desequilibrio injustificado en contra de los usuarios que tenían en 
curso procesos judiciales antes del 12 de julio de 2010, porque al conminar a los 
funcionarios judiciales a tramitar los nuevos procesos en un año o seis meses, 
resulta natural y obvio que se dejen de lado los procesos sobre los cuales no pesa 
la sanción y son precisamente los que deberían beneficiarse de las medidas de 
descongestión. Se genera entonces una desigualdad de trato respecto de las 
personas con procesos anteriores al 12 de julio de 2010 (arts. 13 y 228 de la 
Constitución Política). 
 
Al consultar los antecedentes legislativos del precepto lo pretendido por el 
legislador era conminar y sancionar a los jueces y magistrados mediante multas y 
destitución del cargo70. Por lo mismo, se trataba de una norma de contenido 
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disciplinario, más no procesal. Nada interesa a las partes de un litigio que se 
sancione al Juez o Magistrado con la pérdida automática de competencia y menos 
que se le imponga deducción a su evaluación de tres puntos. Si los tres puntos de 
la sanción es por cada proceso en que pierda competencia, a un juez le bastarán 
10 procesos para obtener una baja calificación por rendimiento y muy 
seguramente un calificación insatisfactoria de servicios con la consecuencia 
insubsistencia del cargo y la pérdida de los derechos de carrera, ya que la 
redacción del precepto no resultó precisa, al disponer: “Para quienes se aplique 
el parágrafo del artículo 9º de la Ley 1395 de 2010, se descontarán tres (3) 
puntos más en los casos en que el funcionario hubiere permitido el 
vencimiento del término para dictar la sentencia de primera o segunda 
instancia, siempre y cuando su egreso sea inferior a la capacidad máxima de 
respuesta.”. 
 
El art. 9 de la ley 1395 de 2010, en concordancia con el parágrafo del art. 19, in 
fine, establece que“… se descontarán tres (3) puntos más en los casos en que 
el funcionario hubiere permitido el vencimiento del término para dictar la 
sentencia de primera o segunda instancia, siempre y cuando su egreso sea 
inferior a la capacidad máxima de respuesta.”, se aplica a todo tipo de procesos, 
bien de trate de la jurisdicción ordinaria civil, laboral o agraria o contencioso 
administrativa o de las acciones constitucionales que protegen derechos colectivos 
o de clase (populares y de grupo).  
 
Los términos de un año o 6 meses, no resultan coherentes con el resto de la 
legislación que prevén diversos trámites que hacen imposible cumplirlos 
razonablemente pues sería necesario negar incidentes procesales, 
emplazamientos, medidas cautelares, práctica de pruebas etc., para poder fallar 
dentro de esos límites temporales. Se incurre entonces en violación de las 
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normas propias de cada juicio (Arts. 29, 150 numerales 1 y 2 de la Constitución 
Política).  
 
La Corte Constitucional ha dicho que el proceso “se concibe y estructura como un 
instrumento para la realización de la justicia y con la finalidad superior de lograr la 
convivencia pacífica (Preámbulo y artículo 1° de la Carta)71de los asociados. De 
allí que las normas procesales, propendan por asegurar la celeridad, oportunidad y 
eficacia de las respuestas jurisdiccionales, y por la protección de los derechos e 
intereses de las partes, intervinientes y demás sujetos vinculados al proceso. Los 
plazos resultan en consecuencia irrazonables y constituyen violación de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el formal y violación al derecho a la 
práctica de pruebas (Art. 29).  
 
El art. 13 del C.G.P. ordena la observancia de normas procesales por ser de orden 
público y de obligatorio cumplimiento.  Con posterioridad al auto admisorio de la 
demanda se puede presentar la intervención de terceros (litisconsortes 
facultativos, necesarios, cuasinecesarios, intervención excluyente, llamamiento en 
garantía, llamamiento al poseedor o tenedor, sucesión procesal, intervención en 
incidentes o para trámites especiales, coadyuvancias o llamamiento de oficio por 
colusión o fraude) según se deduce de los artículos 60 a 72 del mismo estatuto. 
Estos trámites implican notificaciones personales o por aviso, emplazamientos, 
designación de curadores ad litem, etc.  
 
También pueden presentarse causales de interrupción y  suspensión del proceso 
(art. 159, 161, 163 y 145 del  C.G.P).  
 
Los incidentes (nulidad procesal, tacha de falsedad, fijación de honorarios, 
liquidación de condenas en abstracto, fijación del valor de las mejoras, oposición a 
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la restitución, a la entrega o a las medidas cautelares, etc) también pueden dilatar 
el trámite normal del proceso (artículos 127 a 131 ibídem). Finalmente la 
acumulación de procesos y demandas (art.148 a 150 del C.G.P.) y las nulidades 
procesales (art. 132 a 138 ibídem) inciden en la duración del proceso. 
 
Con la norma no se adopta como una medida eficaz contra la congestión judicial, 
sino que se establece un “carrusel” de expedientes que terminan perjudicando a los 
funcionarios y usuarios de la administración de justicia. Al cumplirse el año o los seis 
meses, según el caso, el funcionario judicial pierde automáticamente la competencia 
y se crea un procedimiento administrativo adicional que no contribuye en nada a la 
descongestión: primero, el funcionario judicial debe presentar un informe al Consejo 
Superior de la Judicatura; luego, como los jueces solamente se pronuncian mediante 
autos y sentencias, debe proferir una providencia declarando la pérdida de 
competencia; contra dicha providencia judicial proceden los recursos legales, que 
deberán ser resueltos por el servidor judicial; cuando finalmente se encuentre en 
firme la providencia deberá efectuarse el trámite secretarial y material de envío del 
expediente al  funcionario que le sigue en turno; el funcionario que lo recibe debe 
proferir un nuevo auto avocando conocimiento, pero si el proceso todavía está en 
práctica de pruebas o con intervención de terceros o pendiente de otro tramite, muy 
probablemente no podrá proferir sentencia en los dos (2) meses siguientes; vencido 
este término debe repetirse el tramite anterior lo que haría que el proceso pase de 
despacho en despacho de acuerdo con su estado procesal hasta que pueda ingresar 
para fallo. 
 
Por lo anterior, no hay razonabilidad de las medidas adoptadas por el legislador 
respecto de este precepto al no atender  los principios y fines del Estado tales 
como la justicia y la igualdad, no guarda coherencia con el debido proceso, el de 
defensa y acceso a la administración de justicia (artículos 13, 29 y 229C.P.);No 
obra conforme a los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la definición 
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de las formas y no permite la realización material de los derechos y del principio 
de la primacía del derecho sustancial sobre las formas (artículo 228 C.P.)72.” 
 
Cabe agregar que el cumplimiento del año para dictar sentencia de primera 
instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio, resulta en la 
práctica imposible, en la mayoría de los procesos, por las siguientes razones: 
 
 Al contabilizar los términos en un proceso ordinario contencioso 
administrativo, en un año de 224 hábiles, en primera instancia, siendo 
perfecto el proceso, ocuparía no menos de 150 días hábiles, pero si tiene 
inadmisión implicaría 167 días y si tiene llamamiento en garantía duraría 248 
días y si  hay un incidente habría que sumarle 61 días para un total de 309; si 
hay pruebas fuera del despacho habría que sumar 30 días adicionales y si 
solo se presenta un recurso reposición debe tenerse en cuenta 18 días más, 
por lo que el cálculo anual no resulta ajustado a la realidad.  
 
 En la práctica judicial con frecuencia ocurre que surgen incidentes de diversa 
índole, recursos de providencias interlocutorias, demoras con la sola 
contestación de los oficios, complicaciones en las diligencias de notificación 
cuando se requiere hacer emplazamientos y en general trámites que impiden 
cumplir con egreso definitivo en un año de 224 días hábiles. 
 
 Con la expedición de la ley 1437 de 2011 los términos se ampliaron: el 
traslado de la demanda paso de 10 a 30 días, el traslado del llamamiento en 
garantía paso de 10 a 15 días; la solicitud de un prueba pericial permite 
ampliar el término a 30 días más, además de la posibilidad de presentar 
excepciones previas y medidas cautelares e interponer recurso de alzada 
contra estas decisiones, a lo que cabe agregar la modificación introducida 
por el código general del proceso (ley 1564/12) con la suspensión del 
                                                             
72
  COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002.  M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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proceso por intervención de la Agencia Nacional de Defensa jurídica del 
Estado por el término de 30 días (art. 611), la orden de que no comenzará a 
correr el término de traslado sino al vencimiento común de 25 días después 
de surtida la última notificación (art. 612), todo lo cual, impide que en la 
práctica se pueda dictar sentencia en el término de un año en primera 
instancia.  
 
 Si a las anteriores circunstancias se le suma que la planta de personal de 
todos los despachos no resulta ajustada a lo ordenado  en la ley estatutaria 
(art. 21 y 51), como ocurre con la de los juzgados administrativos en que la 
planta no cuenta sino con un (1) funcionario y dos (2) empleados. 
 
El Código General del Proceso en el art. 121 estableció una regulación similiar al 
prescribir que “Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no 
podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o 
única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la 
demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo 
modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) 
meses, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del 
juzgado o tribunal.”   
 
No obstante en la reglamentación  contenida en el Acuerdo PSAA!4-10281 del 24 
de diciembre de 2014 (última reglamentación de evaluación del desempeño) se 
eliminó  el descuento de tres (3) puntos más en los casos en que el funcionario 
hubiere permitido el vencimiento del término para dictar la sentencia de primera o 
segunda instancia, aceptando de este modo que no era lega ni conveniente,  de 
acuerdo con las cargas razonables de trabajo, acumular tal descuento en la 
calificación, pues ello implicaba que dejar de dictar 10 sentencias dentro del 





2.1.4. DESCUENTOS POR PLAN DE MEJORAMIENTO 
 
El artículo  23 del acuerdo 7636 de 2010 autoriza por el incumplimiento total del 
plan de mejoramiento un descuento de la calificación integral de servicios hasta de  
cinco (5) puntos  y si se formulan nuevos Planes de Mejoramiento, la reducción de 
puntaje se puede aumentar hasta cinco (5) puntos adicionales,. 
 
El Plan de Mejoramiento consiste en un programa de actividades y compromisos 
que contiene las acciones que debe ejecutar el servidor judicial en un tiempo 
determinado para mejorar su desempeño durante el siguiente período a evaluar, 
mejorar sus prácticas y lograr aumentar los niveles de eficiencia, idoneidad, 
calidad y productividad respecto de las actividades y/o tareas bajo su 
responsabilidad y comprende los siguientes aspectos: i) el objetivo general del 
plan de mejoramiento, (ii) determinación de las observaciones o hallazgos, las 
causas de los mismos y los efectos que constituyan la base de las acciones de 
mejoramiento, (iii) registro de las acciones de mejora e incorporar las mejores 
prácticas para subsanar las debilidades de la gestión judicial o administrativa, que 
dependan del servidor teniendo en cuenta la observación a la que corresponde y 
la posible causa (iv) determinación de la unidad de medida de las metas y su 
dimensión, y (v) definición del plazo de ejecución, esto es, fecha de inicio y 
fecha de finalización de las metas, el cual no podrá exceder el siguiente período 
de evaluación (art. 21  y 22 del Acuerdo 7636/10). 
 
Mientras el art. 21 del acuerdo establece en qué consiste el Plan de Mejoramiento 
y el art. 22 obliga a su adopción a quienes obtengan calificación aceptable (entre  
60 hasta 74 puntos), reglamentando su contenido, plazo de ejecución y otros 
aspectos, el art. 23 establece sanciones que consisten en descuentos por 
incumplimiento total o parcial o por nuevos planes de mejoramiento, que pueden 
alcanzar en periodos siguientes hasta diez puntos, lo cual resulta violatorio de 
las disposiciones del código único disciplinario o ley 734/02 e incompatible con lo 
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dispuesto en el artículo 172 de la ley 270 de 1996 que establece la evaluación 
anual para los jueces y bianual para los magistrados, según su texto que reza: 
 
ARTICULO 172. EVALUACION DE FUNCIONARIOS. Los funcionarios de carrera serán 
evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. 
Los superiores funcionales del calificado, remitirá de conformidad con el reglamento, el 
resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación 
integral. 
La evaluación de los Jueces se llevará a cabo anualmente y la de los Magistrados de los 
Tribunales cada dos años. 
(…) 
 
El anterior precepto significa que cada calificación es independiente y no puede 
sancionarse con descuentos adicionales la calificación de un periodo subsiguiente 
so pena de vulnerar el principio non bis in ídem contrariando el de anualidad o 
bianualidad de la evaluación de los jueces y magistrados según la norma 
transcrita.  
 
La calificación de “aceptable” anual o bianual de un funcionario, si bien puede o 
podría ser objeto de planes de mejoramiento, no puede estar sujeto a “descuento–
sanción” o,  a “reducción–sanción” para los periodos subsiguientes, pues se rompe 
el principio de anualidad o bianualidad de la calificación del desempeño, siendo 
cada calificación independiente. 
 
Si un juez o magistrado no logra durante tres periodos consecutivos sino una 
calificación aceptable, tendría para el cuarto periodo un descuento de 15 puntos 
que seguramente conduciría a una calificación insatisfactoria con la consecuencia 
de la declaración de insubsistencia y la pérdida del empleo de carrera. 
 
El éxito o el fracaso de un plan de mejoramiento, que en principio puede tener 
origen multifactorial, está en relación directa con la carga efectiva (inventario inicial 
más ingresos) de cada despacho. A si por ejemplo, no es lo mismo para el juez 
civil municipal de Bogotá, con carga de más de 3000 procesos, tener éxito en los 
egresos sino se disminuye los ingresos en el respectivo periodo. Al contrario 
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sensu, la situación de un juez de la misma categoría en un municipio con baja 
demanda de justicia como el de Leticia que como carga registre 100 procesos, 
puede resultar más fácil de obtener unas mejoras prácticas y productividad al final 
del plan de mejoramiento. 
 
Se concluye que al no observar el artículo 15, el parágrafo del artículo 19 y el 
articulo 23 del acuerdo 7636/10,  los artículos, 2 4, 5, 6, 9, 11, 13, 17, 20, 21, 193 
a 196 de la ley 734 de 2002, deviene en nulo, por falta de competencia y por 
violación a los principios y reglas consagrados en dicho estatuto, al configurar 
faltas y sanciones disciplinarias, con denominación falaz de “descuentos” por 
inexactitud, por descongestión, por plan de mejoramiento y por no resolver en el 
plazo de un año o 6 meses, en primera y segunda instancia, respectivamente, 
para las cuales no está facultado la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura y por no dar aplicación a lo previsto en el art. 172 de la ley 270 de 
1996, ya que contraviene el principio de anualidad de la calificación para los 
jueces y el de bianualidad para los magistrados de tribunales, 
 
Este descuento fue eliminado en el acuerdo vigente de calificación del desempeño 
(Acuerdo PSAA!4-10281 del 24 de diciembre de 2014, artículo 24). 
 
3.-ANALISIS DE LEGALIDAD DE LOS CONCEPTOS POR CARGA 
JUDICIAL, INGRESOS Y EGRESOS ART. 33 A 35 ACUERDO 7636/10. 
 
Establecen los preceptos: 
 
“ARTÍCULO 33.-CARGA. La carga de cada despacho judicial está constituida por:  
 
a) El inventario al iniciar el período a evaluar de los procesos con trámite o activos sin 
sentencia o decisión de fondo que resuelva el asunto en la respectiva instancia, y de las 
solicitudes de conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
b) Los procesos que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron 
reactivados durante el período a evaluar.  
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c) Los procesos ingresados durante el período a evaluar.  
d) Los procesos que por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho 
judicial a continuación de otro terminado.  
 
PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos:  
a) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos durante los últimos seis (6) 
meses del período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del 
decreto de suspensión, por la interrupción del proceso o cuando por disposición legal deban 
permanecer suspendidos o en archivo temporal o provisional por el mismo término.  
b) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia y las demandas no notificadas, que no tuvieron trámite durante los últimos seis 
(6) meses del período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la 
perención.  
c) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión. 
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
e) En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales 
rechazadas o retiradas.  
f) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta 
hayan sido devueltos o inadmitidos, declarados desiertos y aquellos en que hubiere 
desistimiento del recurrente.  
 
ARTÍCULO 34. EGRESO. El egreso está constituido por:  
a) El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva de 
fondo el asunto en la instancia dentro del período a evaluar. Se considerarán igualmente 
los procesos en los que se haya decretado la perención y aquellos en los que se profirió 
auto de terminación del proceso por desistimiento y desistimiento tácito.  
b) La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la 
contenga que por disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
c) La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el 
proceso.  
PARÁGRAFO.- No se tendrán(sic) en cuenta para determinar el egreso los siguientes 
procesos:  
a) En primera instancia, las solicitudes provenientes de Fiscalía o de la Policía, las 
denuncias, las demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas durante el 
período.  
b) Los procesos que hayan sido enviados en el período a otro funcionario en 
cumplimiento de programas de descongestión.  
c) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
d) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta 
hayan sido devueltos, declarados desiertos o inadmitidos y aquellos en que hubiere 
desistimiento del recurrente, durante el período.  
 
ARTÍCULO 35.- INGRESO DEL DESPACHO. El ingreso está constituido por todos los 
asuntos recibidos durante el período a evaluar, incluso los procesos reactivados. No se 
tendrán en cuenta para establecer el ingreso los asuntos a que se refiere el parágrafo del 




Las consideraciones hechas en torno al art. 29 del Acuerdo 1392 numeral 3 del 
Capítulo II de este trabajo, sirven para sustentar la ilegalidad de los preceptos 
transcritos, a los cuales me remito, para no reiterarlos. 
 
El inciso primero del art. 33 no merece reparo alguno, a excepción de que en la 
carga no se tienen en cuenta procesos pequeños dentro del proceso, conocidos 
con el nombre de incidentes procesales, siendo los más comunes los de nulidad 
procesal, tacha de falsedad, fijación de honorarios, liquidación de condenas en 
abstracto, fijación del valor de las mejoras, oposición a la restitución, a la entrega o 
a las medidas cautelares, etc.  
 
Si bien estos incidentes estarán sujetos a un trámite expedito –según los artículos 
127 a 130 del Código General del Proceso (ley 1564/2012), en caso de que 
requieran del decreto, práctica, traslado de pruebas y decisión interlocutoria final, 
se constituyen en una labor que debe ser evaluada o por lo menos tenida en 
cuenta para efectos de determinar la carga efectiva de cada despacho. No puede 
tener la misma calificación un proceso sin ningún incidente procesal que otro en 
que se formulen uno o más. 
 
Bajo idéntico raciocinio cabe referirnos a los incidentes de desacato en acciones 
constitucionales de tutela y popular, los cuales resultan casi una consecuencia 
necesaria e ineludible frente a entidades como Acción Social, hoy Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, Cajanal e Instituto de Seguro Social que 
en adelante será Colpensiones.     
 
Se reprocha el parágrafo del art. 33 al excluir de los egresos los procesos que 
hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de programas de 
descongestión; los procesos remitidos por competencia o impedimento a otro 
despacho dentro del período; En primera instancia, las demandas y acciones 
constitucionales rechazadas o retiradas; En segunda instancia, los procesos cuyos 
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recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan sido devueltos o inadmitidos, 
declarados desiertos y aquellos en que hubiere desistimiento del recurrente.  
 
Se puntualiza el reproche en el hecho de que todas estas actividades requieren 
tiempo, revisión y dedicación, pero no constituyen carga para el juez o magistrado 
según el parágrafo del art. 33.  
 
Así es como los procesos enviados en cumplimiento de programas de 
descongestión muchas veces se remiten cuando ya están para dictar sentencia, 
es decir cuando se ha ejecutado el 70 o el 80% del trámite y no se tiene en cuenta 
para la calificación del remitente en ningún porcentaje. 
 
De otra parte, las demandas rechazadas implican el estudio de admisión 
(jurisdicción, competencia, caducidad, legitimación en activa y pasiva, requisitos 
formales de la demanda, anexos) que muchas veces requieren de auto 
inadmisorio y de un estudio del escrito de subsanación de la demanda para que 
proceda el rechazo, y,  luego, si apelan el rechazo, un estudio sobre los requisitos 
de procedencia del recurso de alzada, también merecen ser valoradas en la 
calificación del factor rendimiento. Lo mismo puede afirmarse en la segunda 
instancia cuando el juez personal o colegiado debe examinar los requisitos que el 
impugnante debe reunir respecto al recurso, la verificación de los efectos en que 
se concede y la revisión de las piezas procesales que se envían para su decisión. 
 
Estas disposiciones van en contravía del espíritu de las siguientes normas legales, 
que obligan al juez desde la presentación de la demanda, a rechazar las 
demandas que estén caducadas o a remitirlos a los despachos judiciales que sean 
competentes, omisión que constituye una falta a los deberes de celeridad, 
eficiencia, economía procesal y saneamiento del proceso, tal como pasa a 




El art. 143 del C.C.A., que regula la inadmisión y el rechazo de la demanda en los procesos 
contencioso administrativos, en su inciso tercero, señala: “Se rechazará de plano la 
demanda cuando haya caducado la acción”; en su inciso cuarto, dispone: “En caso de falta 
de jurisdicción o de competencia mediante decisión motivada el juez ordenará remitir el 
expediente al competente, a la mayor brevedad posible. 
 
El art. 118 del C.P.C., aplicable a los procesos contenciosos administrativos por remisión del 
art. 267 del C.C.A., establece que “los términos y oportunidades señalados en este código 
para la realización de actos procesales de las partes y de los auxiliares de justicia son 
perentorios e improrrogables (…)”. 
 
El numeral 1° del art. 37 C.P.C., aplicable a los procesos contenciosos administrativos por 
remisión del art. 267 del C.C.A., indica que “Son deberes del juez: 1° dirigir el proceso, velar 
por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y 
procurar la mayor economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad por las 
demoras que ocurran”. (negrilla es mía) 
 
El numeral 4° del art. 37 C.P.C., aplicable a los procesos contenciosos administrativos por 
remisión del art. 267 del C.C.A., reza que “Son deberes del juez: 4° emplear los poderes que 
este código le concede en materia de pruebas siempre que lo considere conveniente para 
verificar los hechos alegados por las partes y evitar nulidades y providencias 
inhibitorias”. (negrilla es mía) 
 
El inciso final del art. 144 del C. de P. C., aplicable a los procesos contenciosos 
administrativos por remisión del art. 267 del C.C.A., señala que “No podrán sanearse las 
nulidades de que tratan los numerales 3° y 4° del art. 140 ni la proveniente de falta de 
jurisdicción o de competencia funcional.”(negrilla es mía) 
 
El art. 145 del C. P. C., aplicable a los procesos contenciosos administrativos por remisión 
del art. 267 del C.C.A., establece que “En cualquier estado del proceso antes de dictar 
sentencia el juez deberá declarar de oficio las nulidades insaneables que observe (…)”, 
 
El art. 4° de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, prescribe: 
“Celeridad: La administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos 
procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios 
judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones 
penales  a que haya lugar (…)”.(negrilla es mía) 
 
El art. 7° de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, estatuye: 
“Eficiencia: La administración de justicia debe ser eficiente. Los funcionarios y empleados 
judiciales deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos a su cargo, sin perjuicio de 
la calidad de los fallos que deban proferir conforme a la competencia que le fije la ley”. 
(negrilla es mía) 
 
El art. 25 de la Ley 1285 de 2009, que reformó la Ley Estatutaria de Administración de 
Justicia, ordena: “Agotada cada etapa del proceso, el juez ejercerá el control de legalidad 
para sanear los vicios que acarrean nulidades dentro del proceso, los cuales, salvo que se 
trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en etapas siguientes en aras de evitar 
dilaciones injustificadas”.(negrilla es mía) 
 
El rechazo de plano de la demanda (por caducidad, acción indebida, falta de 
legitimación por activa, falta de agotamiento del requisito de la conciliación 
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prejudicial) o por falta de requisitos de procedibilidad en acciones de 
repetición(como inexistencia de sentencia condenatoria, conciliación o  pago 
previo o acta del comité de conciliación),  son providencias que impiden que se 
presente nuevamente la demanda, sin embargo, se incentiva a los funcionarios 
judiciales que la admitan para declarar la falta de esos presupuestos procesales 
en la sentencia. En efecto, si en la oportunidad de la admisión de la demanda, el 
juez  no rechaza de plano la demanda, el demandado deberá proponerla como 
excepción y puesto que en el proceso contencioso administrativo –Decreto 01/84- 
no existen excepciones previas, las que se propongan se decidirán en la sentencia 
de conformidad con lo dispuesto en el inciso 2° del art. 164 del C.C.A., que 
dispone: “en la sentencia definitiva se decidirá sobre las excepciones propuestas y 
sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada”.  
 
La aplicación del precepto transcrito, conduce a castigar al juez que ejerce un 
control temprano del proceso.  Si rechaza de plano la demanda por las situaciones 
antes mencionadas en cumplimiento de los deberes de celeridad, eficiencia y 
economía procesal, dicha carga judicial no le es reconocida. Por el contrario, 
premian al juez que omite cumplir con dichos deberes, y sólo declara la falta de 
estos presupuestos procesales en la sentencia, o lo que es peor, que no la declara 
y espera que el juez de segunda instancia lo haga.  
 
Estos deberes se encuentran básicamente en el actual C.P.C., en el nuevo Código 
General del Proceso, en las normas que regulan la admisión, inadmisión y rechazo 
de la demanda, requisitos procesales de procedibilidad de las acciones o de los 
medios de control y en requisitos como el de prejudicialidad y agotamiento de la 
vía administrativa, caducidad de la acción, prescripción o extinción del derecho, 
entre otros. 
 
Si el juez o magistrado omite ejercer un control temprano de los 
presupuestos procesales desde la admisión de la demanda, es decir, si admite 
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todas las demandas, sin verificar el cumplimiento de dichos presupuestos, y sólo 
se pronuncia sobre ellos en la sentencia, genera una pérdida considerable de 
tiempo, de recursos físicos, humanos y materiales, tanto para el aparato judicial 
como para las partes del proceso.   
 
El juez cauto ejerce el control temprano del proceso, si tiene dudas sobre la 
procedibilidad de la acción, inadmite la demanda y, luego, si la encuentra indebida, 
la rechaza. Por el contrario, un juez incauto admite la demanda y tramita el 
proceso en su integridad, y sólo en la sentencia declara la ineptitud sustantiva de 
la misma o dicta sentencia inhibitoria, por ejemplo, por considerar que no se 
demandaron todos los actos administrativos causantes del daño, de conformidad 
con el art. 138 del C.C.A.(Decreto 01/84), caso en el cual también se atenta contra 
los principios de economía procesal, celeridad y eficiencia. 
 
El simple hecho que la remisión del proceso por falta de jurisdicción o 
competencia no se considere como un egreso efectivo ni se le dé ninguna 
valoración, incentiva a los funcionarios judiciales que admitan una demanda para 
la cual no tienen competencia o jurisdicción, llegando incluso a dictar sentencia, 
para que sea la segunda instancia la que declare la nulidad del proceso, de 
conformidad con lo previsto en el inciso final del art. 144 y el art. 145 del C. de P. 
C.  Esta conducta constituye por sí misma una pérdida de tiempo, de recursos 
físicos, humanos y materiales, tanto para el aparato judicial como para las partes 
del proceso, y atenta contra los principios de celeridad, eficiencia, economía 
procesal y saneamiento del proceso. Esta situación es bastante frecuente en los 
procesos contencioso administrativos de reparación directa y contractuales, que 
son de competencia de los tribunales administrativos cuando la cuantía sea 
superior a 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, puesto que la 
cuantía se establecía por la suma de las pretensiones, de cada demandado,  
(numeral 2° del art. 20 del C. P. C.), y que las pretensiones deben individualizarse 
por cada demandado que no sea litisconsorte necesario (art. 50 del C. de P. C.) y 
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por cada factor de indemnización (numeral 1° art. 20 del C. de P. C. y art. 138 del 
C.C.A.), frecuentemente los abogados suman las pretensiones de varios 
demandantes para que el proceso sea tramitado ante los tribunales 
administrativos, y si pierden el proceso en primera instancia, en la segunda 
instancia alegan la nulidad.  
 
El criterio que los autos que rechazan la demanda o que remiten por competencia 
a otros despachos no deben tenerse en cuenta para determinar la carga, por 
cuanto constituyen actuaciones de menor esfuerzo intelectual y de menor 
dedicación no puede considerarse válido, pues el resultado de dichas providencias 
es el egreso efectivo del asunto litigioso, pues ya no podrá presentarse 
nuevamente demanda ante la jurisdicción sobre ese asunto. La remisión por 
competencia implica el saneamiento del proceso, pues ya no puede alegarse una 
nulidad insaneable cuando el juez natural o su superior ha definido de entrada la 
jurisdicción y competencia. En suma, lo importante no es el esfuerzo intelectual 
que tenga que hacer el magistrado o juez para elaborar la providencia judicial sino 
la atención efectiva y pronta de la demanda de justicia, y el ahorro y la economía 
tanto para los usuarios como para los despachos judiciales.    
 
Estas labores constituyen trabajo y merecen su evaluación para que se cumpla 
con el principio de la evaluación integral. 
 
5.-ANALISIS DE LEGALIDAD DE LA CAPACIDAD MÁXIMA DE 
RESPUESTA, ART. 36 DEL ACUERDO 7636/10. 
 
Dice el precepto: 
 
ARTÍCULO 36.- Capacidad Máxima de Respuesta. Para efectos de la calificación del 
factor eficiencia o rendimiento de los funcionarios judiciales, deberá determinarse la 
capacidad máxima de respuesta para cada jurisdicción, especialidad o sección y categoría.  
Se entenderá como capacidad máxima de respuesta, la cifra que resulte de calcular el 
promedio de los egresos del diez por ciento(10%) del total de los despachos de cada 
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jurisdicción, especialidad o sección y categoría, que corresponda a los que registran 
mayores egresos dentro del período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura con anterioridad a la consolidación de la evaluación, 
con base en las estadísticas reportadas del período de calificación, a más tardar, el primer 
día hábil del mes de abril siguiente a su vencimiento.  
 
Dicho cálculo es la capacidad máxima de respuesta de un despacho judicial de cada 
jurisdicción, especialidad o sección y categoría y será el límite máximo de referencia para 
establecer el rendimiento de cada despacho judicial.  
 
En caso de que el cálculo del 10% sobre el número de despachos en la especialidad no 
corresponda a un número entero, se aproximará al entero siguiente y cuando sea inferior a 
5, se considerarán la totalidad de despachos. En este evento, la capacidad máxima de 
respuesta no podrá fijarse en una cifra inferior a la señalada el período inmediatamente 
anterior, reducida en un diez por ciento (10%).  
 
 
En la tabla 2 que aparece a  continuación,  se examina la capacidad máxima de 
respuesta de toda la muestra, tomando como el 100% la más elevada del país 
que se concentra en los juzgados civiles municipales de Bogotá, con 3191 
procesos en promedio para cada uno de los 73 jueces civiles municipales de 
Bogotá, lo que sirve para examinar las cargas laborales y la necesidad de 
flexibilizar la creación de despachos transitorios para garantizar la prestación 
oportuna del servicio de justicia. Así mismo es útil para establecer diferenciación 
específica en la evaluación del rendimiento. 
 
 







Tribunal Superior Sala  Civil Bogotá 387,7 20 12,1497963 
Tribunal Superior Sala  Civil Medellín 302,5 12 9,479786901 
Tribunal Superior Sala Familia Cundinamarca 403,2 5 12,63553745 
Tribunal Superior Sala Familia Barranquilla  362,2 8 11,35067377 
Tribunal Superior Sala Familia Bogotá 325,6 6 10,2036979 
Tribunal Superior Sala Familia Medellín 429,8 5 13,46913193 
Tribunal Superior Sala Laboral Bogotá 568 14 17,79692886 
Tribunal Superior Sala Laboral de Oralidad Bta 511,4 5 16,02632404 
Tribunal Superior Sala Laboral Cundinamarca 284 3 8,900031338 
Tribunal Superior Sala Laboral Medellín 799,8 18 25,06424318 
Tribunal Superior Sala Laboral Barranquilla 667,2 9 20,90880602 
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Tribunal Superior Sala Penal Bogotá 300,1 26 9,404575368 
Tribunal Superior Sala Penal Cundinamarca 365,8 5 11,46349107 
Tribunal Superior Sala Penal Medellín 448,3 14 14,0488875 
Tribunal Superior Sala Penal Barranquilla 539,3 3 16,9006581 
Tribunal Administrativo Sección Primera 
Cundinamarca 409,8 6 12,84236916 
Tribunal Administrativo Sección Segunda 
Cundinamarca 1103,2 12 34,57223441 
Tribunal Administrativo Sección tercera 
Cundinamarca 414,5 6 12,98965841 
Tribunal Admtivo Sección Cuarta Cund. 284,6 6 8,918834221 
Tribunal Admtivo Sección Única Antioquia 626,5 10 19,63334378 
Tribunal Admtivo Sección Única Atlántico 495 6 15,51237856 
CS de la J - Sala Disciplinaria Cundinamarca 929,3 8 29,12253212 
CS de la J - Sala Disciplinaria Antioquia 655,3 3 20,53588217 
CS de la J - Sala Disciplinaria Atlántico 388,3 3 12,16859919 
CS de la J - Sala Disciplinaria Guajira 307,2 31 9,627076152 
Juzgado Mpal Adolescentes Control Bogotá 1116,8 8 34,99843309 
Juzgado Mpal Adolescentes Control Medellín 593 6 18,58351614 
Juzgado Mpal Adolescentes Control B/quilla 311,8 4 9,771231589 
Juzgado Civil Municipal Bogotá 3191 73 100 
Juzgado Civil Municipal Medellín 1663,5 28 52,13099342 
Juzgado Civil Municipal Barranquilla 2670,4 22 83,68536509 
Juzgado Mpal Control Garantías Bogotá 1570,6 65 49,21968035 
Juzgado Mpal Control Garantías Medellín 1226,7 27 38,44249452 
Juzgado Mpal Control Garantías Barranquilla 751,6 5 23,55374491 
Juzgado Penal Municipal Bogotá 246,1 36 7,712315888 
Juzgado Penal Municipal Medellín 1097,5 11 34,39360702 
Juzgado Penal Municipal Barranquilla 548,3 11 17,18270135 
Juzgado Municipal de Conocimiento Bogotá 237,1 28 7,430272642 
Juzgado Municipal de Conocimiento Medellín 407 6 12,75462238 
Juzgado Cto Adolescentes Conocimiento Bogotá 500,3 6 15,6784707 
Juzgado Cto Adolescentes Conoc. Medellín 678,2 5 21,25352554 
Juzgado Cto Adolescentes Conoc. B/quilla 415 2 13,00532748 
Ejecución de penas y medidas de Seguridad 
Bogotá 1282,7 18 40,19743027 
Ejecución de penas y medidas de Seguridad 
Medellín 2257,5 6 70,7458477 




Juzgado Civil Circuito Bogotá 858,2 44 26,89439047 
Juzgado Civil Circuito Medellín 971,4 17 30,44186775 
Juzgado Civil Circuito Barranquilla 781,8 14 24,50015669 
Juez Familia Bogotá 1110 22 34,78533375 
Juez Familia Medellín 1230 14 38,54591037 
Juez Familia Barranquilla 865,9 9 27,13569414 
Juez laboral Circuito Bogotá 907,4 32 28,43622689 
Juez laboral Circuito Medellín 1613,5 21 50,56408649 
Juez laboral Circuito Barranquilla 788,9 15 24,72265747 
Juez Menores Medellín 515,8 4 16,16421185 
Juez Penal circuito Bogotá 402,3 36 12,60733312 
Juez Penal circuito Medellín 926,6 9 29,03791915 
Juez Penal circuito Barranquilla 813,3 8 25,48730805 
Juez Penal circuito conocimiento Bogotá 310,2 31 9,721090567 
Juez Penal circuito conocimiento Medellín 121,5 22 3,80758383 
Juez Penal Especializado Bogotá 62,3 12 1,952366029 
Juez Penal Especial. Extinción de dominio  Bogotá 39   1,222187402 
Juez Penal Especializado Cundinamarca 115,5   3,619554998 
Juez Penal Especializado Medellín 454,6 5 14,24631777 
Juez Penal Especializado Barranquilla 235 1 7,364462551 
Juzgado Administrativo Sección Primera  339 6 10,62362896 
Juzgado Administrativo Sección Segunda 776,4 24 24,33093074 
Juzgado Administrativo Sección Tercera 335,6 8 10,51707929 
Juzgado Administrativo Sección Cuarta  217 6 6,800376058 
Juzgado Administrativo Medellín 616 30 19,30429332 
Juzgado Administrativo Barranquilla 450,2 12 14,10842996 
Corte Suprema sala Civil 919 7 28,79974929 
Cortes Suprema Sala Laboral 1078,2 6 33,78878095 
Corte Suprema Sala Penal 928,8 9 29,10686305 
Corte Constitucional 94 6 2,94578502 
Consejo Superior Sala Disciplinaria 1226,1 7 38,42369163 
Consejo de Estado Sección Primera  472,5 2 14,80727045 
Consejo de Estado Sección Segunda 749,6 6 23,49106863 
Consejo de Estado Sección Tercera 970,5 2 30,41366343 








Del cuadro se puede concluir que la mayor carga laboral se concentra en las 
grandes ciudades, en los juzgados de primera instancia, específicamente los 
juzgados civiles municipales, los de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
los de familia y los laborales. 
 
La capacidad máxima de respuesta no puede determinarse con base en un 
porcentaje tan reducido (promedio de los egresos del 10% de los despachos de 
cada especialidad, sección o categoría) sino que tal indicativo debe corresponder 
al promedio de los egresos de por lo menos el sesenta por ciento (60%) del total 
de despachos de cada jurisdicción, especialidad, sección o categoría, que 
corresponda a los que registran los mayores egresos dentro del periodo, pues se 
trata de un servicio público de justicia que exige no solo cantidad sino calidad. 
 
Al fijar dicho porcentaje en el diez por ciento (10%) se excede el principio de 
cargas proporcionales de trabajo (art. 50 LEAJ), el derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas y el derecho al descanso necesario (art. 53), máxime 
cuando esos índices de rendimiento se hacen imperativos en despachos que no 
tienen la estructura básica en su planta de personal de acuerdo con la ley 270 de 
1996 ni cuentan con las ayudas tecnológicas adecuadas.   
 
Se han hecho consideraciones sobre la prohibición non bis in ídem –punto 2.1.2., 
de este capítulo-, por cuanto dicho principio se aplica en materia administrativa 
sancionatoria derivado el principio constitucional de la cosa juzgada y se hace 
referencia a la falta de competencia, por cuanto, se reitera, la Sala Administrativa 
no tiene competencia para tipificar conductas disciplinarias ni para imponer 
sanciones, pues dicha competencia se radica en el congreso, a través de la 
expedición de una ley. Ambos temas están relacionados e inescindiblemente 
cohesionados: la falta de competencia implica violación de la prohibición del non 




Además de estas consideraciones especificas se considera que en la fijación de la 
capacidad máxima de respuesta debe prever normas para aquellos casos 
específicos en los que ha de tenerse en cuenta la infraestructura con la que 
cuenta el juez o magistrado, pues existen despachos de provincia, que siendo 
promiscuos deben atender diversidad de materias o servir de juez de control de 
garantías, generalmente sin oficina de apoyo, con planta de personal de dos o 
tres empleados, sin internet, sin computadores, sin software de gestión 
judicial y sin logística adecuada para trabajar, razones que implican 
consideraciones especiales al momento de evaluar sus servicios con base en la 
capacidad máxima de respuesta tomada de jueces de la misma categoría y 
especialidad en circunstancias distintas. 
 
El anterior precepto, el artículo 36, sobre capacidad máxima de respuesta, está 
directamente relacionados con los artículos 37, 38 y 39 del Acuerdo 7636/10, 
sobre los que hare una brevísima alusión, los cuales disponen: 
 
ARTÍCULO 37.- Ingreso Ajustado. Para efectos de la calificación del factor eficiencia o 
rendimiento, el ingreso ajustado se establecerá así:  
a) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar 
igual o superior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual a la 
capacidad máxima de respuesta.  
b) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar 
inferior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual al ingreso 
del despacho durante el período. 
 
ARTÍCULO 38.- Determinación de los indicadores de evaluación del factor eficiencia o 
rendimiento. La calificación del factor eficiencia o rendimiento se realizará estableciendo 
una calificación base y una definitiva, en la forma señalada en este Capítulo.  
 
ARTÍCULO 39.- Cálculo de la Calificación Base del Factor. Para establecer la calificación 
base del factor, se consideran las siguientes situaciones:  
a) Egreso igual o mayor al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso 
durante el período fue igual o mayor al ingreso del despacho, la calificación base será de 40 
puntos.  
 
b) Egreso inferior al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso durante el 
período fue inferior al ingreso del despacho, la calificación se establecerá proporcionalmente 




Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación Base= (Egreso/Ingreso 
Ajustado) X 40.  
 
 
Se examinarán estos preceptos teniendo en consideración la tabla 3 que aplica en 
la práctica el modelo matemático cuyas fórmulas aparecen simulando los factores 
calidad y publicaciones73, para los Juzgados Civiles Municipales del Circuito de 




 Para el factor calidad se usa un simulador estadístico entre 25 y 40 
Para el factor publicaciones se usa un simulador estadístico entre 10 y 20 
            
             
                   
             
























































































1 365 1586 475 1768 2382 3829 0 0 968 1940 -493 
 
3191 1768 40,000 10,141 29,8590 30 
2 275 415 0 704 776 1119 0 0 0 343 0 
 
3191,0 704 40,000 12,261 27,7391 28 
3 365 1693 2209 2318 2631 6220 0 1 156 1535 2053 
 
3191,0 2318 40,000 7,020 32,9803 33 
4 365 2072 2733 2015 3029 6820 324 0 246 980 2811 
 
3191,0 2015 40,000 2,031 37,9693 38 
5 273 2263 1284 1604 1841 5151 0 0 338 2364 946 
 
3191,0 1604 40,000 16,923 23,0774 23 
6 365 2410 4894 1790 2260 9094 0 0 11 1951 4883 
 
3191,0 1790 40,000 11,670 28,3297 28 
7 365 1126 1129 3030 3098 5285 46 0 977 1989 198 
 
3191,0 3030 40,000 1,166 38,8342 39 
8 365 1664 2881 2191 1360 6736 349 0 91 2237 3139 
 
3191,0 2191 24,829 14,247 10,5820 11 
9 181 4250 3234 872 860 8356 0 6 0 4256 3234 
 
3191,0 872 39,450 28,818 10,6320 11 
1
0 261 1522 2414 1350 1055 5286 435 0 252 1634 2597 
 
3191,0 1350 31,259 20,924 10,3349 10 
1
1 275 367 0 887 976 1254 0 0 0 278 0 
 
3191,0 887 40,000 8,868 31,1324 31 
1
2 365 2656 3981 1850 1999 8487 0 0 262 2769 3719 
 
3191,0 1850 40,000 14,942 25,0580 25 
1
3 306 2704 2463 1716 2470 6883 0 0 901 2851 1562 
 
3191,0 1716 40,000 9,038 30,9621 31 
1
4 273 1614 2262 1338 1897 5214 0 0 1122 2177 1140 
 
3191,0 1338 40,000 16,221 23,7794 24 
1
5 365 2123 435 2329 2976 4887 0 0 266 1742 169 
 
3191,0 2329 40,000 2,695 37,3049 37 
1
6 365 2736 1739 2081 1554 6556 0 0 0 3263 1739 
 
3191,0 2081 29,870 15,324 14,5467 15 
1 90 3135 3324 426 145 6885 0 0 16 3432 3308 
 
3191,0 426 13,615 12,996 0,6187 1 
                                                             
73
 El factor calidad con simulador estadístico entre 25 y 40 puntos; el puntaje por organización de 





8 365 1313 996 1827 1945 4136 1 0 9 1203 988 
 
3191,0 1827 40,000 15,619 24,3811 24 
1
9 273 547 3105 1518 1466 5170 0 0 530 1129 2575 
 
3191,0 1518 38,630 20,883 17,7472 18 
2
0 263 2148 677 1208 1687 4033 0 0 494 2163 183 
 
3191,0 1208 40,000 18,853 21,1470 21 
2
1 365 805 2976 1678 3109 5459 0 0 1112 486 1864 
 
3191,0 1678 40,000 1,028 38,9721 39 
2
2 365 1957 1539 2358 2590 5854 0 0 1008 2733 531 
 
3191,0 2358 40,000 7,534 32,4663 32 
2
3 365 3013 2490 2932 2440 8435 1648 5 363 2215 3775 
 
3191,0 2932 33,288 7,834 25,4536 25 
2
4 181 2487 2136 934 1267 5557 0 0 413 2567 1723 
 
3191,0 934 40,000 24,118 15,8822 16 
2
5 306 2360 3474 2140 2047 7974 0 14 195 2634 3279 
 
3191,0 2140 38,262 13,717 24,5446 25 
2
6 273 3502 1775 1339 1286 6616 214 0 402 3743 1587 
 
3191,0 1339 38,417 22,934 15,4823 15 
2
7 365 4091 796 1735 1438 6622 0 0 286 4674 510 
 
3191,0 1735 33,153 18,213 14,9400 15 
2
8 365 3649 2323 3645 6460 9617 771 0 1485 1548 1609 
 
3191,0 3191 40,000 -40,978 80,9777 40 
2
9 365 2831 2315 1722 3190 6868 565 0 1046 1844 1834 
 
3191,0 1722 40,000 0,013 39,9875 40 
3
0 365 3266 11065 1956 3219 16287 0 0 1586 3589 9479 
 
3191,0 1956 40,000 -0,351 40,3510 40 
3
1 365 675 1249 1702 1562 3626 0 0 512 1327 737 
 
3191,0 1702 36,710 18,740 17,9695 18 
3
2 365 2578 531 1840 2331 4949 0 0 417 2504 114 
 
3191,0 1840 40,000 10,780 29,2197 29 
3
3 365 1771 2516 1860 2506 6147 36 10 308 1387 2244 
 
3191,0 1860 40,000 8,587 31,4134 31 
3
4 365 1251 6370 1561 2772 9182 0 0 1624 1664 4746 
 
3191,0 1561 40,000 5,252 34,7477 35 
3
5 365 2054 2044 2752 1823 6850 0 0 0 2983 2044 
 
3191,0 2752 26,497 11,359 15,1376 15 
3
6 334 2114 1751 1883 2645 5748 0 0 1096 2448 655 
 
3191,0 1883 40,000 6,844 33,1558 33 
3
7 365 3311 985 3141 3675 7437 0 0 0 2777 985 
 
3191,0 3141 40,000 -6,067 46,0671 40 
3
8 365 2032 1802 1758 2436 5592 0 10 855 2199 947 
 
3191,0 1758 40,000 9,464 30,5359 31 
3
9 365 2117 0 1722 2169 3839 0 0 0 1670 0 
 
3191,0 1722 40,000 12,811 27,1890 27 
4
0 273 1059 770 1366 1469 3195 25 13 52 970 743 
 
3191,0 1366 40,000 21,586 18,4143 18 
4
1 365 2509 493 1819 2642 4821 0 0 0 1686 493 
 
3191,0 1819 40,000 6,882 33,1181 33 
4
2 365 1954 3220 1702 1736 6876 0 0 296 2216 2924 
 
3191,0 1702 40,000 18,239 21,7612 22 
4
3 365 3481 1358 1705 1432 6544 0 76 353 4031 1005 
 
3191,0 1705 33,595 18,519 15,0763 15 
4
4 365 1007 3223 1765 1921 5995 0 8 1496 2339 1727 
 
3191,0 1765 40,000 15,920 24,0802 24 
4
5 365 2664 1593 2199 2777 6456 0 1 56 2141 1537 
 
3191,0 2199 40,000 5,190 34,8104 35 
4
6 365 1237 2838 3612 1841 7687 1514 0 780 2274 3572 
 
3191,0 3191 23,077 9,763 13,3142 13 
4
7 365 1204 1073 1308 1301 3585 0 0 72 1283 1001 
 
3191,0 1308 39,786 23,565 16,2211 16 
4
8 365 2645 3913 1714 2398 8272 0 0 698 2659 3215 
 
3191,0 1714 40,000 9,940 30,0595 30 
4
9 365 1242 2683 1709 2447 5634 34 0 1153 1623 1564 
 




0 365 2071 1410 1226 1633 4707 0 0 236 1900 1174 
 
3191,0 1226 40,000 19,530 20,4701 20 
5
1 210 3467 3200 1278 1118 7945 335 0 804 4096 2731 
 
3191,0 1278 34,992 22,732 12,2599 12 
5
2 365 4643 4123 1130 660 9896 0 0 269 5382 3854 
 
3191,0 1130 23,363 18,531 4,8322 5 
5
3 275 1496 1773 1353 1521 4622 0 0 897 2225 876 
 
3191,0 1353 40,000 20,934 19,0661 19 
5
4 365 2114 3729 1740 1530 7583 0 0 329 2653 3400 
 
3191,0 1740 35,172 18,308 16,8642 17 
5
5 275 1830 1421 1718 2804 4969 162 0 1106 1688 477 
 
3191,0 1718 40,000 4,851 35,1489 35 
5
6 183 392 2346 1510 1843 4248 0 0 17 76 2329 
 
3191,0 1510 40,000 16,898 23,1025 23 
5
7 275 1816 2948 3073 2259 7837 0 0 80 2710 2868 
 
3191,0 3073 29,404 8,588 20,8163 21 
5
8 275 2110 3242 1232 2099 6584 0 0 1007 2250 2235 
 
3191,0 1232 40,000 13,688 26,3115 26 
5
9 275 1014 3946 3343 3823 8303 0 0 1942 2476 2004 
 
3191,0 3191 40,000 -7,922 47,9223 40 
6
0 275 3629 7310 1369 934 12308 0 0 876 4940 6434 
 
3191,0 1369 27,290 19,302 7,9877 8 
6
1 275 1758 2229 1605 1532 5592 0 0 1937 3768 292 
 
3191,0 1605 38,181 19,850 18,3306 18 
6
2 275 2820 1458 1264 1120 5542 0 0 3 2967 1455 
 
3191,0 1264 35,443 23,003 12,4401 12 
6
3 365 972 488 1788 2153 3248 0 0 314 921 174 
 
3191,0 1788 40,000 13,012 26,9884 27 
6
4 275 2291 0 1284 1547 3575 0 0 0 2028 0 
 
3191,0 1284 40,000 20,608 19,3920 19 
6
5 275 1475 458 1357 2162 3290 1 0 290 959 169 
 
3191,0 1357 40,000 12,899 27,1012 27 
6
6 365 1531 1166 1735 2565 4432 686 0 1070 1085 782 
 
3191,0 1735 40,000 7,847 32,1529 32 
6
7 275 1378 0 1346 2040 2724 0 0 0 684 0 
 
3191,0 1346 40,000 10,044 29,9559 30 
6
8 365 2260 378 1758 2556 4396 441 0 69 1090 750 
 
3191,0 1758 40,000 7,960 32,0401 32 
6
9 365 1904 174 1917 2584 3995 0 0 66 1303 108 
 
3191,0 1917 40,000 7,609 32,3911 32 
7
0 275 329 1668 1245 1470 3242 0 0 2 106 1666 
 
3191,0 1245 40,000 21,573 18,4268 18 
7
1 260 733 216 2670 2164 3619 1024 0 365 580 875 
 
3191,0 2670 32,419 10,434 21,9855 22 
7
2 275 3489 312 1749 1988 5550 0 0 88 3338 224 
 
3191,0 1749 40,000 15,080 24,9201 25 
7
3 365 228 0 1005 966 1233 0 0 0 267 0 
 
3191,0 1005 38,448 8,326 30,1221 30 
Tabla 3. Juzgados Civiles Municipales del Circuito de Bogotá D.C -Calificación 
integral bajo el acuerdo 7636/10. 
 
 
En este cuadro lo que se examina es la calificación final del factor rendimiento de 
los 73 juzgados civiles municipales de Bogotá, para lo cual se da aplicación a los 




En la primera parte, se determina la carga laboral teniendo en cuenta el inventario 
inicial con trámite, el inventario inicial sin trámite, los ingresos, los egresos, la 
carga laboral de los procesos en trámite, los acumulados, los procesos 
reactivados, el inventario final con trámite y el inventario final sin trámite. 
 
En la segunda parte después de establecer la capacidad máxima de respuesta 
que corresponde al promedio de los mayores egresos del 10% de los 73 juzgados 
se sigue con el ingreso ajustado conforme al art. 37, el cálculo de la calificación 
base del factor conforme al art. 39, el cálculo del complemento conforme al art. 40, 
el ajuste por capacidad de ingresos conforme al art. 41, para así obtener la 
calificación final del factor rendimiento. 
 
Las fórmulas contenidas en los artículos citados implica para los despachos que 
tienen menores egresos frente a los ingresos una disminución en la calificación, en 
el cálculo del complemento, que corresponde a la justicia no atendida e incide 
proporcionalmente en la calificación final del factor rendimiento el cual es menor 
cuando menores son los egresos respecto a los ingresos.  
 
Así por ejemplo al examinar el juzgado 8 que presenta unos ingresos de 2191 
procesos y unos egresos de 1360 la calificación base del factor registra 24,829 un 
cálculo del complemento de 14,247 un ajuste por capacidad de egresos del 10,58 
para una calificación final del factor rendimiento de 11 puntos de 40 posibles, no 
obstante que dicho despacho reporta 365 días, un inventario inicial con trámite de 
1664, un inventario inicial sin trámite de 2881, con una carga laboral de 6736, un 
inventario con trámite de 2237 y un inventario final sin trámite de 3139. 
 
Por los egresos de 1360 procesos muy inferior a la capacidad máxima de 
respuesta (3191) permite inferir que para el volumen altísimo de trabajo la 
calificación final del rendimiento resulta prácticamente reducido a una cuarta parte 
(11) puntos de cuarenta posibles, no obstante haber impulsado 2237 procesos 
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cuya evaluación no es tenida en cuenta por no haberse culminado con sentencia, 
conciliación, perención, desistimiento o cualquier forma de terminación anormal 
del proceso, por lo que se concluye que las fórmulas matemáticas aplicadas por el 
Acuerdo 7636 de 2010 solo se tiene en cuenta los egresos efectivos frente a los 
ingresos, pero sin consideración alguna respecto de la carga razonable y del 
trabajo de impulso de los demás procesos, lo cual constituye contravención al 
principio de evaluación integral del rendimiento ( Art. 85-18, 101-8 y 172 de la ley 
270 de 1996).. 
 
Al examinar, el juzgado once (11), en parangón con el juzgado 8,  encontramos 
que teniendo ingresos 887 y egresos de 976, para una carga de 1254, obtiene 
una calificación final de factor rendimiento  de 31 puntos sobre cuarenta, 
simplemente por cuanto sus egresos superaron los ingresos, no obstante que el 
número de egresos del juez 8 fue de 1360, lo que indica que la calificación más 
alta obtenida por el juzgado 11 no se justifica teniendo en consideración lo que 
puede considerarse como una carga razonable de trabajo. 
 
El artículo 36 del Acuerdo 7636/10 al definir la capacidad máxima de respuesta  
como -la cifra que resulte de calcular el promedio de los egresos del diez por 
ciento(10%) del total de los despachos de cada jurisdicción, especialidad o 
sección y categoría, que corresponda a los que registran mayores egresos dentro 
del período-, quebranta los artículos 85 y 89 de la ley 270 de 1996, al no observar 
indicadores de gestión, los índices de rendimiento y los indicadores de desempeño 
ni los indicadores básicos de gestión (congestión, retraso, productividad y 
eficacia),ni las reglas para la división judicial del territorio (comprensión geográfica 
de los Distritos Judiciales; creación, supresión o fusión de circuitos, o cambio de la 
distribución de los municipios, entre estos, ni la ubicación geográfica de las 
cabeceras de tribunal y de circuito), generalizando la clasificación de los 
despachos aplicando reglas iguales para todos los jueces o magistrados donde 
hay diferencias, que para efectos de la evaluación del rendimiento es necesario 
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tener en cuenta, so pena de incurrir en aplicaciones genéricas que implican 
ruptura del principio de igualdad frente a las cargas razonables de trabajo de cada 
despacho.  
 
Finalmente por tener relación con el tema de la capacidad máxima de respuesta y 
solo a manera de ilustración transcribo “el estado de la demanda de justicia”74 
para el año 2014 hecho en Documento Ejecutivo por la Sala Administrativa que 
resume los ingresos efectivos por Distrito Judicial, así: 
 
“En el cuadro 2 se consolidan los ingresos efectivos que durante el periodo enero a 
diciembre de 2014 se presentaron en los despachos de todas las categorías y 
especialidades. Para este ejercicio, se incluyen los procesos que ingresaron a las Altas 
Cortes cuyos despachos tienen competencia nacional. 
 









ADMINISTRATIVA CONSTITUCIONAL DISCIPLINARIA ORDINARIA 
Altas Cortes Altas cortes 18.350 677 7.061 25.200 51.288 1,94% 
Antioquia 
Antioquia 62.365   3.930 94.633 160.928 6,08% 
Medellín       378.651 378.651 14,30% 
Atlántico 
Atlántico 9.886   1.276   11.162 0,42% 
Barranquilla       102.837 102.837 3,88% 
Bogotá 
Bogotá     5.886 401.347 407.233 15,38% 




437     4.276 4.713 0,18% 
Bolívar 6.352   1.236   7.588 0,29% 
Cartagena       57.497 57.497 2,17% 
Boyacá 
Boyacá 7.414   1.341   8.755 0,33% 
Casanare 1.157       1.157 0,04% 
Sta. Rosa de 
Viterbo 
      18.564 18.564 0,70% 
                                                             
74
 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa-Colombia.  PROPUESTA DE 
RACIONALIZACIÓN DE LA OFERTA DE JUSTICIA. PERMANENTES Y DESCONGESTIÓN. 











ADMINISTRATIVA CONSTITUCIONAL DISCIPLINARIA ORDINARIA 
Tunja       32.722 32.722 1,24% 
Yopal       14.440 14.440 0,55% 
Caldas 
Caldas 4.465   738   5.203 0,20% 
Manizales       66.836 66.836 2,52% 
Caquetá 
Caquetá 3.027   673   3.700 0,14% 
Florencia       24.564 24.564 0,93% 
Cauca 
Cauca 5.620   1.239   6.859 0,26% 
Popayán       37.858 37.858 1,43% 
Cesar 
Cesar 4.105   461   4.566 0,17% 
Valledupar       45.340 45.340 1,71% 
Chocó 
Chocó 4.462   398   4.860 0,18% 
Quibdó       10.425 10.425 0,39% 
Córdoba 
Córdoba 4.495   447   4.942 0,19% 
Montería       42.289 42.289 1,60% 
Cundinamarca Cundinamarca 19.885   1.815 84.261 105.961 4,00% 
Huila 
Huila 6.548   1.006   7.554 0,29% 
Neiva       63.738 63.738 2,41% 
La Guajira 
La Guajira 1.975   212   2.187 0,08% 
Riohacha       12.950 12.950 0,49% 
Magdalena 
Magdalena 3.725   443   4.168 0,16% 
Santa Marta       34.634 34.634 1,31% 
Meta 
Meta 6.803   548   7.351 0,28% 
Villavicencio       59.854 59.854 2,26% 
Nariño 
Mocoa       17.748 17.748 0,67% 
Nariño 6.693   861   7.554 0,29% 
Pasto       47.654 47.654 1,80% 
Norte de 
Santander 
Arauca 1.004     9.298 10.302 0,39% 
Cúcuta       58.538 58.538 2,21% 
Nte. Santander 12.978   1.035   14.013 0,53% 
Pamplona       5.179 5.179 0,20% 
Quindío 
Armenia       35.079 35.079 1,33% 
Quindío 6.488   405   6.893 0,26% 
Risaralda 
Pereira       64.304 64.304 2,43% 











ADMINISTRATIVA CONSTITUCIONAL DISCIPLINARIA ORDINARIA 
Santander 
Bucaramanga       113.606 113.606 4,29% 
San Gil       19.215 19.215 0,73% 
Santander 13.286   1.490   14.776 0,56% 
Sucre 
Sincelejo       30.583 30.583 1,16% 
Sucre 4.092   668   4.760 0,18% 
Tolima 
Ibagué       84.280 84.280 3,18% 
Tolima 13.307   1.419   14.726 0,56% 
Valle del 
Cauca 
Buga       85.497 85.497 3,23% 
Cali       142.801 142.801 5,39% 
Valle del 
Cauca 
20.380   3.285   23.665 0,89% 
Total general 281.306 677 38.564 2.326.698 2.647.245 100% 
Fuente: CSJ-UDAE-SIERJU, con fecha de corte de Enero 26 de 2015 
 
“Un análisis sobre el comportamiento de las cifras del servicio de justicia, muestra que la 
demanda en las últimas dos décadas (de 1993 al 2014) ha tenido un incremento del 
274%, sin embargo, el crecimiento de despachos judiciales sólo ha sido del 22%.” 
 
 
6.- ILEGALIDAD DE LOS ART. 40 Y 41 DEL ACUERDO 7636/10 SOBRE 
CÁLCULO DEL COMPLEMENTO Y DEDUCCIÓN A LA CALIFICACIÓN. 
 
Enuncian los preceptos: 
 
ARTÍCULO 40.- Cálculo del Complemento. Para los despachos judiciales que obtuvieron 
una calificación base con un egreso inferior a la capacidad máxima de respuesta, se 
aplicará un ajuste por capacidad de egresos, con base en el cálculo de un complemento, de 
acuerdo con el siguiente procedimiento:  
Complemento. Para determinar el ajuste por capacidad de egresos se establecerá el 
porcentaje de demanda de justicia no atendida, por cada despacho, lo cual se 
denominará complemento.  
Para calcular el complemento, se realizarán según el caso, las siguientes operaciones:  
 
a) Para los despachos con una carga laboral durante el período a evaluar igual o superior a 
la capacidad máxima de respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad el 
resultado de dividir el egreso del despacho por la capacidad máxima de respuesta y 
multiplicarlo por la calificación base.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula, Complemento= [1-(Egreso/Capacidad 




b) Para los despachos con una carga laboral durante el período, menor a la capacidad 
máxima de respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad, el resultado de 
dividir el egreso del despacho por la carga laboral y multiplicarlo por la calificación base.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula, Complemento= [1-(Egreso/Carga Laboral)] 
X Calificación Base.  
 
ARTÍCULO 41.- Ajuste por capacidad de egresos. El ajuste por capacidad de egresos se 
hará al momento de realizar la calificación final del factor, deduciendo a la calificación 
base el complemento.  
 
Como puede apreciarse de la simple lectura, el cálculo del ingreso ajustado (art. 
37), el cálculo de la calificación base del factor (art. 39), que sirven para 
desarrollar el cálculo del complemento o porcentaje de demanda de justicia 
no atendida (art. 40), culminan con la deducción del complemento a la calificación 
base (art. 41) y con la deducción en la calificación final del factor (art. 42). 
 
La gradualidad del complemento prevista en el art. 45 no le resta la ilegalidad, 
pues finalmente se aplicará sin ninguna gradualidad a partir del 2014. 
 
Estos cálculos previstos en los artículos 40 y 41 del Acuerdo 7636/10 (del 
complemento y ajuste por capacidad de egresos) castigan doblemente al 
funcionario con la deducción del complemento a su calificación final como 
porcentaje de demanda de justicia no atendida, lo cual, unido a las 
deducciones en la calificación por plan de mejoramiento conllevan a que se 
obtenga con seguridad calificación insatisfactoria por el rigorismo excesivo en el 
sistema de evaluación, constituyendo la forma de calificación un 
procedimiento automático de descuentos acumulados al puntaje de 
rendimiento, por lo que el procedimiento de calificación se convierte en un 
complejo cálculo matemático que abandona los criterios de congestión, retraso, 
productividad y eficacia de que trata el numeral 19 del art. 85 de la ley estatutaria. 
 
Con el fin de examinarla metodología del Acuerdo 7636/10 en la calificación se 
tomaron estadísticas oficiales Sierju de 2010 y se aplicó el modelo matemático 
para examinar preliminarmente los resultados, colocando simulación aleatoria 
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estadística en el factor calidad, con puntuación entre 25 y 40 y al factor 
organización y publicaciones entre 10 y 20, obteniendo los siguientes 
resultados: 
 
Del gran cuadro–resumen, se concluye, que al evaluar 1071 despachos judiciales 
(unipersonales y colegiados) bajo el Acuerdo 7636/10, 444 obtuvieron una 
calificación EXCELENTE que corresponde al 41,45%; 479 obtuvieron un resultado 
BUENO que corresponde al 44,724; 123 despachos registraron una calificación 
ACEPTABLE CON PLAN DE MEJORAMIENTO, lo que corresponde al 11,484% y 
25 despachos registraron un calificación INSATISFACTORIA, lo que corresponde 
al 2,334%.   
 
El mismo número de despachos evaluados (1071)  bajo el Acuerdo 1392/02, 324 
despachos obtuvieron una calificación EXCELENTE, lo que corresponde al 
30,252%; 653 obtuvieron calificación BUENA, lo que corresponde al 60,971%; 94 
despachos obtuvieron una calificación INSATISFACTORIA, lo que corresponde al 
8.776%.   
 
Sin embargo, los jueces que registraron calificación insatisfactoria, según el 
Acuerdo 1392/02, corresponde a los civiles municipales de Bogotá(13 jueces), que 
presentan una capacidad máxima de respuesta de 3191 egresos; los juzgados de 
ejecución de penas y medidas de seguridad (11 jueces) que registran una 
capacidad máxima de respuesta de 1282 egresos y los juzgados civiles del circuito 
de Bogotá (11 jueces) que presentan una capacidad máxima de respuesta de 858 
egresos. Esto significa que los que juzgados con una carga laboral exagerada son 
los que resultan afectados con calificación insatisfactoria, lo que no resulta 
absurdo, pues en el primer caso los jueces civiles municipales de Bogotá para 
obtener una calificación BUENA deben acreditar un número egresos definitivos 
igual o superior al de la capacidad máxima de respuesta, esto es, 3191 sentencias 




En consecuencia al analizar la capacidad máxima de respuesta (CMR) en el gran 
cuadro de resumen, para los juzgados civiles municipales de Bogotá, los jueces de 
familia de Bogotá y los de ejecución de penas y medidas de seguridad de Bogotá, 
resulta en la práctica, con un régimen que infringe, irrespeta y quebranta el 
principio de cargas proporcionales de trabajo, ya que registran en el mismo orden 
3191, 1110, 1282 procesos.  
 
Al examinar, por ejemplo, el cuadro de calificación No. 5 de los juzgados civiles 
municipales de Bogotá, encuentro que el Juzgado 6 Civil Municipal de Bogotá 
presenta un inventario inicial con tramite de 2.410 procesos, un inventario inicial 
sin tramite de 4894, uno ingresos de 1790, unos egresos de 2660, una carga 
laboral de 9094, 11 procesos reactivados, un inventario final con tramite de 1951 
procesos, y un inventario final sin tramite de 4883 procesos.  
 
El Juzgado 9 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite 
de 4.250 procesos, un inventario inicial sin trámite de 3.234, uno ingresos de 872, 
unos egresos de 860, una carga laboral de 8.356, 0 procesos reactivados, un 
inventario final con trámite de 4.256 procesos, y un inventario final sin trámite de 
3.234 procesos.  
 
Juzgado 23 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite de 
3.013 procesos, un inventario inicial sin tramite de 2.490, uno ingresos de 2.932, 
unos egresos de 2.440, una carga laboral de 8.435, 363 procesos reactivados, un 
inventario final con tramite de 2216 procesos, y un inventario final sin tramite de 
3.775  procesos.  
 
Juzgado 30 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite de 
3.266 procesos, un inventario inicial sin tramite de 11.065, uno ingresos de 1.956, 
unos egresos de 3.219, una carga laboral de 16.287, 1586 procesos reactivados, 
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un inventario final con tramite de 3.589 procesos, y un inventario final sin tramite 
de 9.479 procesos.  
 
El Juzgado 34 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite 
de 1.251 procesos, un inventario inicial sin tramite de 6.370, uno ingresos de 
1.561, unos egresos de 2772, una carga laboral de 9.182, 1.624 procesos 
reactivados, un inventario final con tramite de 1.664 procesos, y un inventario final 
sin tramite de 4.746 procesos.  
 
Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con trámite de 
4.643 procesos, un inventario inicial sin trámite de 4123, uno ingresos de 1130, 
unos egresos de 660, una carga laboral de 9896, 269 procesos reactivados, un 
inventario final con trámite de 5382 procesos, y un inventario final sin trámite de 
3854 procesos.  
 
Juzgado 60 Civil Municipal de Bogotá presenta un inventario inicial con tramite de 
3629 procesos, un inventario inicial sin tramite de 7310, uno ingresos de 1369, 
unos egresos de 934, una carga laboral de 12308, 876 procesos reactivados, un 
inventario final con tramite de 4940 procesos, y un inventario final sin tramite de 
6434 procesos.  
 
Del cuadro de los Juzgados Civiles Municipales de Bogotá al comparar la 
evolución bajo los modelos del acuerdo 7636 de 2010 y 1392 de 2002 se tiene que 
son mejores los resultados con el primero ya que con el segundo, que es el que 
actualmente está en vigencia, son 13 despachos los que obtienen calificación 
insatisfactoria, esto es inferior a 60 puntos, mientras que  con el modelo 
matemático del acuerdo 7636 de 2010, 32 juzgados obtienen un puntaje aceptable 
con plan de mejoramiento y 8 obtienen una calificación insatisfactoria. Los 
puntajes de calificación integral son superiores bajo el modelo del derogado 
acuerdo7636 de 2010, lo que significa que este acuerdo es más benigno que el 
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1392 de 2010, donde se registran 13 calificaciones insatisfactorias lo que 
representa un 17.80% de los Jueces Civiles Municipales de Bogotá, siendo este 
porcentaje altísimo. 
 
La aseveración de que uno de los acuerdos tenga más ventajas en su estructura 
global no significa que algunos de sus preceptos no estén incursos en causales de 
nulidad por no observar el ordenamiento superior. 
 
Como ya se dijo la capacidad máxima de respuesta es de estos Jueces es de  
3191, lo que dividido entre los 224 días hábiles del año implica un egreso definitivo 
de 14,24 procesos por día (sentencia, conciliación, perención), lo que confirma 
que para cada sentencia el juez no le puede dedicar más de 1.78 horas, siendo 
este resultado a todas luces absurdo, pues al juez también le corresponde expedir 
a diario no menos de 50 autos diarios y atender diligencias de pruebas en su 
Despacho, todo lo cual, confirma la ruptura del principio de proporcionalidad de las 
cargas de trabajo. 
 
Esta diferenciación en las cargas de trabajo, siendo excesivas en la mayoría de 
los Despachos, invita a reflexionar en torno a la necesidad de creación de nuevos 
despachos para resolver el problema de crecimiento de la demanda de justicia. 
 
En cada una de las hojas en excel que se anexan en este capítulo, por cada grupo 
de despachos, se examina la aplicación del modelo matemático del acuerdo 7636 
de 2010, discriminando capacidad máxima de respuesta, ingreso ajustado, cálculo 
de la calificación base del factor, cálculo del complemento, ajuste por capacidad 
de egresos, calificación final del factor rendimiento y con simuladores estadísticos 
los ítems relacionados con la calificación por el factor calidad y por el factor 
organización de trabajo y publicaciones a fin de obtener resultados muy acercados 
a la realidad de la calificación final integral que acabamos de analizar y que 
comprenderá una muestra aproximada de 900 despachos judiciales de un total de 
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4.500 en todo el país, muestra que representa un 20 por ciento, siendo suficiente 
para apreciar el comportamiento de los modelos de calificación.  
 
De los resultados de la muestra (1071 despachos) bajo el acuerdo 7636/10, se 
concluye, que 444 obtuvieron calificación de excelente (41.45%), 479 una 
calificación buena   (44.72%),123 registraron una calificación aceptable con plan 
de mejoramiento (11.48%), y 25 fueron insatisfactorios (6.22%). Lo que se 
considera una evaluación aceptable, en virtud básicamente de que la calificación 
se hizo entre pares, es decir, por jurisdicción, especialidad, sección y categoría.  
 
De los resultados de la muestra (1071 despachos) bajo el acuerdo 1392/02, se 
concluye, que 324 obtuvieron calificación de excelente (30.25%), 653 una 
calificación buena  (60.97%), 94 registraron una calificación insatisfactoria 
(8.77%), lo que se considera una evaluación inaceptable, pues significa que 94 
jueces de 1071 pierden el derecho a la carrera, siendo un porcentaje escandaloso 
e injustificada pues al examinar los resultados se encuentra que los que reciben 
esta calificación generalmente son los que tienen más alta carga laboral (más de 
1000 procesos), según puede verificarse en la siguiente tabla:  
 
Los resultados de la evaluación no son tan catastróficos por cuanto se 
simula la calificación de calidad y la de publicación, los que sumados 




Calificación integral jueces Totales Porcentajes 
ACUERDO 7636/10     
EXCELENTE 444 41.456 
BUENO 479 44.724 
ACEPTABLE CON PLAN 123 11.484 
                                                             
75
 La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad; eficiencia o rendimiento; 
organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes puntajes: 40, 40 y 20, respectivamente. 
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INSATISFACTORIO 25 2.334 
Total 1071 100 
ACUERDO  1392/02 
  EXCELENTE 324 30.252 
BUENO 653 60.971 
INSATISFACTORIO 94 8.776 
Total 1071 100 
Tabla 4. Síntesis calificación integral bajo acuerdos 7636/10 y 1392/02. 
 
 
Las causas de la congestión ya han sido identificadas en el reciente trabajo del 
Banco Mundial sobre “Inventario clasificado de procesos de la jurisdicción 
contencioso administrativa “un instrumento de política judicial”76.  
 
En este trabajo se señala como causas de congestión las actividades a cargo de 
los despachos judiciales entre las que se señalan, gestión de gastos procesales, 
aprestamiento del expediente, recepción de correspondencia, carga de datos al 
sistema Siglo XXI, redacción de documentos para impulsar el proceso, consulta de 
procesos por parte de los usuarios externos y elaboración de estadísticas77. El 
mismo estudio sugiere definición de cargas laborales mediante la realización de 
estudios empíricos a fin de sugerir la creación de cargos de asistentes 
administrativos, tanto en los despachos judiciales como en las oficinas de apoyo.78  
Se indica así mismo la disminución de tiempos en las diligencias procesales que 
involucran a las entidades públicas sugiriendo la creación de comisiones 
interadministrativas para asuntos de trámites de procesos y la implementación del 
expediente electrónico.79 Respecto de la congestión por la función llevada a cabo 
por los peritos el estudio analiza los retrasos en la posesión en la rendición del 
                                                             
76
Banco Mundial Inventario clasificado de procesos de la jurisdicción contencioso administrativa “un 
instrumento de política judicial, Consejo superior de la Judicatura, Sala Administrativa, Colombia 
2012. 
77
Op. Cit, Pág. 71- 72. 
78
Op. Cit Pág. 107  
79
Op. Cit Pág. 142-171. 
184 
 
dictamen y en el pago de honorarios.80 En relación con recursos humanos y de 
infraestructura física y tecnológica disponibles el estudio se refiere a la planta tipo, 
de despachos en juzgados, a criterios geográficos y dependencias de apoyo, las 
funciones jurisdiccionales y administrativas de los funcionarios de los juzgados y a 
las deficiencias en la infraestructura física y tecnológica. 81. 
 
La Sala Administrativa en el “documento ejecutivo”82 publicado en febrero de 2015,  
asevero sobre la problemática general de la rama lo siguiente: 
 
“La congestión judicial, la mora, la impunidad y los trámites interminables en los 
diferentes procesos judiciales son algunas de la deficiencias detectadas, que han 
generado en la sociedad Colombiana insatisfacción, falta de credibilidad en la 
justicia y en su estructura judicial, lo que pretende ser intervenido con la 
implementación de la oralidad en el trámite procesal, como el Modelo de Gestión 
para todas las jurisdicciones de la Rama Judicial. 
 
Con la oralidad se busca obtener resultados favorables en términos de reducción de 
tiempos procesales, con un incremento en la tasa de producción promedio por 
despacho y la reducción de inventarios; mayor visibilidad de las actuaciones 
procesales al interior de los despachos judiciales y modernización de la justicia en 
términos de infraestructura, tecnología, entre otros.  
 
Es así como dentro de la Política de Rediseños Organizacionales del Plan Sectorial 
de Desarrollo de la Rama Judicial 2015-2018, se ha definido dentro de sus objetivos 
específicos el “Eliminar la congestión judicial en todas las jurisdicciones y 
especialidades” 
 
Los resultados de cada grupo de despachos pueden examinarse en los cuadros 
anexos en 77 folios, los cuales fueron elaborados conjuntamente con el 
matemático y estadístico JULIÁN MAURICIO CRUZ PULIDO83. 
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En cada una de las hojas en Excel que se anexan en este capítulo, por cada grupo 
de despachos, se examina la aplicación del modelo matemático del acuerdo 7636 
de 2010, discriminando capacidad máxima de respuesta, ingreso ajustado, cálculo 
de la calificación base del factor, cálculo del complemento, ajuste por capacidad 
de egresos, calificación final del factor rendimiento y con simuladores estadísticos 
los ítems relacionados con la calificación por el factor calidad y por el factor 
organización de trabajo y publicaciones a fin de obtener resultados muy acercados 
a la realidad de la calificación final integral que acabamos de analizar y que 
comprenderá una muestra aproximada de 900 despachos judiciales de un total de 
4.500 en todo el país, muestra que representa un 20 por ciento, siendo suficiente 
para apreciar el comportamiento de los modelos de calificación.  
 
Así mismo en cada una de las hojas en Excel que se anexan en este capítulo, por 
cada grupo de despachos, se examina la aplicación del modelo matemático del 
acuerdo 1392/02 se examina el nivel de clasificación; el porcentaje mayor a 90%; 
El porcentaje de rendimiento para el nivel uno (1): el porcentaje entre 70 y 90%, el 
porcentaje ente 50 y 70%, el porcentaje entre 0 y 50%; el porcentaje para el nivel 
dos (2): el porcentaje entre 70 y 90%, el porcentaje ente 50 y 70%, el porcentaje 
entre 0 y 50%; el porcentaje para el nivel tres(3): el porcentaje entre 70 y 90%, el 
porcentaje ente 50 y 70%, el porcentaje entre 0 y 50%; la clasificación final del 
factor rendimiento; la clasificación del factor calidad con simulador estadístico 
entre 25 y 40 puntos; el puntaje por organización de trabajo y publicaciones con 
simulador estadístico entre 10 y 20 puntos y la calificación final integral. 
 
Sin embargo, al examinar la capacidad máxima de respuesta se puede apreciar 
que mientras los Juzgados civiles municipales de Bogotá registran 3191 procesos 
(100%), la Sala de consulta presenta un guarismo de 15 solicitudes de concepto 
(0.40%), los Juzgados civiles municipales de Medellín 1663.5 procesos (44.9%), 
los Civiles municipales de Barranquilla 3.516.5 procesos (95.04%), lo cual permite 
diferenciar las cargas de trabajo, siendo excesivas en la mayoría de los 
186 
 
Despachos, lo que invita a reflexionar en torno a la necesidad de creación de 
nuevos despachos para resolver el problema de crecimiento de la demanda de 
justicia. 
 
Si se examina los resultados de los juzgados civiles Municipales de Bogotá 
encontramos que de los 73 jueces solo 2 obtienen un nivel de excelencia, 21 
registran una buena calificación, 42 son aceptables con plan de mejoramiento y 8 
terminan con calificación insatisfactoria, sin embargo, la capacidad máxima de 
respuesta de estos despachos es la más alta del país por lo que resulta injusto 
para los calificados insatisfactoriamente la insubsistencia y pérdida de los 
derechos de carrera, si se compara con otros despachos del país en que los 
egresos resultan irrisorios o muy reducidos cuantitativamente frente a los 
registrados por los que obtuvieron esa calificación integral por debajo de 59 
puntos. 
 
7.- ILEGALIDAD DEL PARÁGRAFO TRANSITORIO DEL ART. 43 DEL 
ACUERDO 7636/10 SOBRE DISMINUCIÓN Y EXCLUSIÓN DE EGRESOS 
POR TUTELA, GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA Y PROCESOS 
EJECUTIVOS SIN OPOSICIÓN. 
 
Dice el precepto: 
 
ARTÍCULO 43.- Escalas. Para la determinación de todas las variables de calificación del 
factor eficiencia o rendimiento, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
podrá establecer para cada período de evaluación, diferentes valores, escalas o puntajes 
por clase de proceso, de acuerdo con la complejidad de los diferentes asuntos a cargo 
de los funcionarios de la respectiva especialidad o para atender las necesidades que 
demande la prestación del servicio de justicia.  
PARÁGRAFO TRANSITORIO.-Para el primer período de evaluación(2011), los egresos del 
despacho por acciones de tutela tendrán una incidencia del treinta por ciento (30%) sobre 
el total de los egresos reales registrados respecto a estas acciones. Lo mismo se aplicará en 
relación con las sentencias proferidas en virtud del grado jurisdiccional de consulta. 
 
Las sentencias o decisiones definitivas que le pongan fin a la instancia dentro de los 





El parágrafo transitorio transcrito tiene en cuenta como egreso solo el 30% de las 
sentencias de tutela y de las sentencias en grado de jurisdiccional de consulta y, 
solo el 15% de las providencias en ejecutivos sin oposición, estableciendo para el 
2011, una reducción como egreso muy significativo en los despachos judiciales lo 
cual reduce sin justificación alguna la calificación integral del desempeño.  
 
La acción de tutela es la forma más exitosa de justicia por su accesibilidad e 
inmediatez; requiere la intervención activa de los jueces y garantiza la más 
efectiva presencia de la Constitución Política en la sociedad.  
 
El trabajo por la acción de tutela representa  entre el veinte por ciento (20%) hasta 
el veinticinco por ciento (25%) del total de ingresos de un despacho judicial en 
ciudades capitales84. Ese volumen no depende de la voluntad de los jueces sino 
de la demanda de servicio. No cumplir con sus términos perentorios es fuente de 
responsabilidad disciplinaria. Desde la constitución de 1991 se han tramitado más 
de cuatro millones de tutelas.85 
 
No encuentro que las facultades asignadas por la Constitución y la ley otorgue al 
Consejo Superior  de la Judicatura y a los Consejos Seccionales para descalificar 
la importancia de una acción constitucional, ni de ninguna labor que efectivamente 
realicen los jueces en cumplimiento de sus funciones. En el art. 256-4 le atribuye 
la Carta Política a dicho organismo “Llevar el control de rendimiento de las 
corporaciones y despachos judiciales” y la faculta reglamentaria residual del art. 
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257-3 del mismo estatuto superior tampoco le autoriza no considerar los fallos de 
tutela como egreso, ni reducir su incidencia  al 30% del total de egresos. 
 
Si hay casos repetitivos de tutela, que de hecho implican un menor esfuerzo 
intelectual, ello no depende de la voluntad de los jueces, y dado que el reparto es 
homogéneo y progresivo no tiene por qué pensarse que algunos jueces escogen 
indebidamente resolver sólo tutelas y abandonar sus demás funciones, pues la 
prelación en la resolución de los procesos está fijada en la constitución política y 
en la ley que ordena resolver en su orden primero el habeas corpus (art. 3 
ley1095/06: 36 horas) y luego las acciones de tutela (art. 86 Constitución Política: 
diez días), cumplimiento ( art. 13 ley 393/97: 20 días),popular (ley 472 de 1998, 
art. 6: trámite preferencial ) y grupo (art. 84 ley 472 de 1998: plazos perentorios e 
improrrogables). 
 
En efecto, el art. 15 del Decreto Ley. 2591 de 1991 ordena que sea sustanciada 
con prelación para lo cual “se pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente, 
salvo el de habeas corpus. Agrega esta disposición: “los plazos son perentorios e 
improrrogables.” 
 
Resulta entonces ilegal el parágrafo transcrito del artículo 43 del acuerdo 7636/10 
al no considerar el 70%  del egreso por sentencias en acción de tutela o por grado 
jurisdiccional de consulta y el 85% por ejecutivos en los que no haya oposición al 
quebrantar los siguientes artículos de la ley estatutaria: 85 Numeral 19 
(indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 169 (evaluación de servicios 
según idoneidad, calidad y eficiencia) y, 170 (factores de evaluación).  
 
Este artículo resulta contrario al principio de evaluación integral (Artículo 41 núm. 3 
in fine de la LEAJ) y al principio de “proporcionalidad de las cargas de trabajo” 
(artículo 50 LEAJ), pues no resulta razonable que las acciones de tutela, el grado 
jurisdicción de consulta y los ejecutivos sin oposición se les reduzca su incidencia 
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quitándose el 70% a los dos primeros  y el 85% al último, en los egresos reales 
registrados de cada despacho judicial. 
 
El acuerdo reglamentario resulta incompatible con los artículos 41, 85 y 101 de la 
ley 270/96, los cuales consagran “la calificación integral” como el fundamento de la 
evaluación del desempeño, al sujetarla a los indicadores de gestión y desempeño, 
estableciendo como indicadores básicos la congestión, el retraso, la productividad 
y la eficacia. Nótese como el art.104  obliga a los despacho judiciales a efectuar 
una “relación de los procesos iniciados, los pendientes de decisión y los que 
hayan sido resueltos”, sin especificar si se trata de acciones constitucionales o del 
grado jurisdiccional de consulta o de ejecutivos sin oposición. 
 
Tal evaluación integral, como principio, comprende la calidad, la eficiencia o 
rendimiento y organización del trabajo y publicaciones, sin entrar a discriminar si 
algunos egresos pueden o no constituir un menor porcentaje de rendimiento.  De 
ahí que en donde el legislador no distingue no le es permitido al intérprete hacerlo 
usurpando la competencia asignada directamente por la constitución Política. 
 
Tales disposiciones consagran expresamente: 
 
ARTÍCULO 41. SALA PLENA. La Sala Plena de los Tribunales administrativos, conformada 
por la totalidad de los Magistrados que integran la Corporación ejercerá las siguientes 
funciones:  
3. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los jueces del 
respectivo Distrito Judicial, que servirá de base para la calificación integral.  
 
ARTÍCULO 85. FUNCIONES ADMINISTRATIVAS. Corresponde a la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura:  
18. Realizar la calificación integral de servicios de los Magistrados de Tribunal.  
19. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de 
rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y 
empleados judiciales con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación 
correspondientes.  
El Consejo adoptará como mínimo los siguientes indicadores básicos de gestión: 




ARTÍCULO 101. FUNCIONES DE LAS SALAS ADMINISTRATIVAS DE LOS CONSEJOS 
SECCIONALES. Las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura 
tendrán las siguientes funciones:  
2. Llevar el control del rendimiento y gestión de los despachos judiciales mediante los 
mecanismos e índices correspondientes.  
8. Realizar la calificación integral de servicios de los jueces en el área de su 
competencia.  
ARTÍCULO 104. INFORMES QUE DEBEN RENDIR LOS DESPACHOS JUDICIALES. (…) 
Dichos informes, que se rendirán cuando menos una vez al año, comprenderán entre otros 
aspectos, la relación de los procesos iniciados, los pendientes de decisión y los que 
hayan sido resueltos. 
ARTÍCULO 169. EVALUACIÓN DE SERVICIOS. La evaluación de servicios tiene como 
objetivo verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus 
funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el 
cargo.(…) 
ARTÍCULO 170. FACTORES PARA LA EVALUACIÓN. La evaluación de servicios de 
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño del 
funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y organización del 
trabajo y Publicaciones. (…) 
 
 
Tal valoración reducida del trabajo de tutela resulta arbitraria al no considerarse 
cada providencia como un egreso efectivo, sin atender el tramite preferencial que 
por disposición constitucional está previsto en la protección de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, no obstante la efectividad demostrada por esta 
acción constitucional. 
 
El art. 86 de la Constitución Política, consagra la acción de tutela como un 
procedimiento preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos 
fundamentales, siendo el fallo de inmediato cumplimiento cuya decisión debe 
hacerse en un término máximo de 10 días. A su vez el Decreto Ley 2591 de 1991 
establece en el art. 15 el trámite preferencial al disponer que será sustanciada con 
prelación, para lo cual se pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente 
salvo el de habeas corpus, siendo los plazos perentorios e improrrogables. De ahí 
que el art. 46 del Acuerdo viole estas disposiciones al establecer que en el 2011 
los egresos del despacho por acciones de tutela tengan una incidencia del 30% 




El grado jurisdiccional de consulta lo consagra el art. 184 del C.C.A.-Decreto 
01/84, cuando una sentencia de primera instancia no es apelada a fin de proteger 
a quienes hayan estado representados por curador ad litem y a las entidades 
públicas cuando de la actuación se deduzca que no se ejerció defensa alguna de 
sus intereses. Se trata de un segundo grado de competencia funcional en que se 
revisa oficiosamente una sentencia. 
 
El grado jurisdiccional de consulta está consagrado en el art. 386 del C.P.C., para 
las sentencias de primera instancia adversas a la nación, a los departamentos, a 
los distritos y a los municipios cuando no fueren apeladas. También procede 
cuando se decrete la interdicción y cuando fueren adversas al representado por 
curador ad litem, excepto en los procesos ejecutivos. 
 
Esta revisión del juez ad quem implica el trabajo de revisión del proceso 
efectuando un control de legalidad de la sentencia de primera instancia y del 
debido proceso, implica en consecuencia una labor que debe ser evaluada y 
debería ser parte del egreso judicial. 
 
La exclusión de egresos por tutela, grado jurisdiccional de consulta y procesos 
ejecutivos sin oposición, fue eliminado en el acuerdo vigente de calificación del 
desempeño, Acuerdo PSAA!4-10281 del 24 de diciembre de 2014, artículo 24, y 
por el contrario se incluyó como egreso los incidentes de desacato en acción de 
tutela tal como puede corroborarse en el art. 36 literal “e”, lo cual constituye un 
avance en la calificación del rendimiento. 
 
8.- INFRACCIÓN DE LOS ARTÍCULOS 57 A 62 DEL ACUERDO 7636/10 
DE LA LEY ESTATUTARIA AL REDUCIR LA CALIFICACIÓN DE LAS 




Los artículos 58 a 62 y 66, para los juzgados con función de control de garantías y 
juzgados con función de conocimiento, textualmente consagraban: 
 
ARTÍCULO 58.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento.- Para realizar la 
calificación del factor eficiencia o rendimiento de los jueces de control de garantías, se 
tendrán en cuenta los siguientes subfactores:  
a) Proporción de audiencias efectivamente realizadas.  
b) Relación entre el tiempo promedio y el tiempo estándar. 
 
ARTÍCULO 59.- Proporción de audiencias efectivamente realizadas. Se calcula la 
proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el número de 
audiencias atendidas efectivamente y el número de audiencias solicitadas en el período, 
multiplicado por 20.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor proporción de 
audiencias efectivamente realizadas = (Número de audiencias efectivamente 
atendidas/número de audiencias solicitadas en el período) X 20.  
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las solicitadas 
corresponda al 100%, se asignarán 20 puntos.  
 
ARTÍCULO 60.- Determinación del tiempo estándar. Se entenderá como estándar el 
tiempo que resulte de calcular el promedio de las menores duraciones de audiencia del 
diez por ciento (10%) del total de los despachos que corresponda a los que registran 
menores duraciones dentro del período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura, con anterioridad a la consolidación de la evaluación, 
con base en la información reportada del período de calificación, a más tardar, el primer día 
hábil del mes de abril siguiente a su vencimiento.  
 
ARTÍCULO 61.- Relación tiempo promedio y tiempo estándar. La evaluación de este 
subfactor se realizará estableciendo para cada tipo de solicitud la relación entre el tiempo 
estándar y el tiempo promedio en el respectivo despacho multiplicado por 20.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo 
estándar = (Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho) X 
20.  
Cuando la duración promedio del despacho por solicitud sea inferior al estándar, se 
asignarán 20 puntos.  
Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de solicitud y se divide entre el 
número de solicitudes de audiencia consideradas, para obtener el puntaje.  
 
ARTÍCULO 62.- Calificación factor eficiencia o rendimiento para control de garantías. 
Para obtener la calificación final del factor eficiencia o rendimiento, se suma el puntaje 
obtenido por la relación entre tiempo promedio y tiempo estándar de las solicitudes de 
audiencia para cada despacho, el cual no puede ser superior a 20, más la proporción de 
audiencias efectivamente atendidas, multiplicado por 20. En este caso, cuando la proporción 
corresponda al 100%, se asignarán 20 puntos.  
ARTÍCULO 66.- Calificación para el tiempo de audiencias. La evaluación de este 
subfactor se realizará estableciendo para cada tipo de audiencia la relación entre el tiempo 
estándar y el tiempo promedio en el respectivo despacho multiplicado por 12.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo 
estándar = (Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho)X12.  
Cuando la duración promedio del despacho por tipo de audiencia sea inferior al estándar, se 
asignarán 12 puntos.  
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Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de audiencia y se divide entre 
el número de audiencias consideradas, para obtener el puntaje.  
 
 
En relación con los juzgados con función de control de garantías y de 
conocimiento, regulados en los artículos 58 a 62 y 66 del Acuerdo, no se 
entiende como la calificación por el factor eficiencia o rendimiento se mida con 
base en la relación entre el tiempo promedio y el tiempo estándar de las 
audiencias, como si las audiencias pudieran medirse como un simple ejercicio 
matemático sin entender la complejidad de cada caso concreto, es decir, 
reduciendo la metodología de la calificación únicamente a la cantidad numérica de 
segundos o minutos o de horas, olvidando la calidad del servicio de justicia.   
 
La determinación del tiempo estándar (art. 60) no puede estar sujeto al 10% del 
total de despachos que registren menores duraciones de las audiencias, pues este 
criterio meramente cuantitativo no tiene en cuenta para nada la complejidad penal 
de cada caso, convirtiéndose en una medición arbitraria de evaluación.  
 
Estos preceptos del acuerdo 7636/10 no observan el art. 94 de la ley estatutaria 
que ordena hacer estudios anuales, especialmente de orden sociológico que 
incluyan tanto al interior de la rama como entre los usuarios, a fin de establecer, 
en forma concreta, “la demanda de justicia no satisfecha, las cargas de trabajo 
en términos de tiempos y movimientos, el costo de operación y los sectores donde 
se presenten los mayores problemas para gozar de una convivencia pacífica.” 
 
En la evaluación de las audiencias no se tiene en cuenta el contenido de los 
artículos 169 y 170 de la ley estatutaria por cuanto en ellas ha de evaluarse 
también los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia.  Consagran estas 
normas: 
 
ARTÍCULO 169. EVALUACIÓN DE SERVICIOS. La evaluación de servicios tiene como 
objetivo verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus 
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funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el 
cargo.  
 
ARTÍCULO 170. FACTORES PARA LA EVALUACIÓN. La evaluación de servicios de 
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño del 
funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y organización 
del trabajo y Publicaciones.  
 
Además el factor calidad, que también comprende las audiencias está a cargo de 
los superiores funcionales del calificado según se desprende del art. 172 de la ley 
270/96, que reza: 
 
ARTÍCULO 172. EVALUACIÓN DE FUNCIONARIOS. Los funcionarios de carrera serán 
evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. 
Los superiores funcionales del calificado, remitirán de conformidad con el reglamento, el 
resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación 
integral.  
 
Por lo tanto, a las Salas Administrativas le corresponde evaluar el factor eficiencia 
o rendimiento y a los superiores funcionales el factor calidad, luego resulta extraño 
que se fije para rendir el primer factor, el puntaje obtenido por la relación entre 
tiempo promedio y tiempo estándar, cuando quien debe evaluar la calidad de la 
audiencia es el superior funcional. Es decir, la calidad no puede medirse 
únicamente por la duración promedio de la audiencia o por un tiempo estándar 
pues es menester analizar el tema de las competencias de cada categoría de 
jueces o tribunales para establecer la complejidad de los asuntos de cada 
jurisdicción. 
 
CONCLUSIONES SOBRE LOS ACUERDOS 1392/2002 Y 7636/10 
 
La administración de justicia es la parte de la función pública que cumple el Estado 
encargado por la Constitución Política y la ley de hacer efectivos los derechos, 
obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de realizar la 





La función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente 
por las corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según 
se precisa en la Constitución Política y en la Ley Estatutaria. Dicha función se 
ejerce por la jurisdicción constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, las jurisdicciones especiales tales 
como: la penal militar, la indígena y la justicia de paz, y la jurisdicción ordinaria que 
conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos expresamente por la 
Constitución o la ley a otra jurisdicción. (art. 12 ibídem) 
 
En Colombia existen 76 magistrados en las Altas Cortes (9 en la corte 
Constitucional; 31 en el Consejo de Estado; 23 en la Corte Suprema de Justicia y 
13 en el Consejo Superior de la Judicatura), 679 magistrados de tribunales (430 
en 33 tribunales superiores; 144 magistrados en 26 tribunales administrativos y 
105 en los Consejos Seccionales de la Judicatura -49 en Salas Administrativas y 
56 en Salas disciplinarias-; 3887 jueces (257 en la jurisdicción contenciosa y 3.630 
en la jurisdicción ordinaria).86 
 
Según la ley estatutaria de la justicia la evaluación de servicios tiene como objetivo 
verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de 
sus funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifiquen la 
permanencia en el cargo, debe ser motivada y resultante de un control 
permanente del desempeño del funcionario o empleado y comprende calidad, 
eficiencia o rendimiento y organización del trabajo y publicaciones según el 
reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura (artículos 7, 169, 170, y 172 de la ley 270 de 1996); la calificación 
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insatisfactoria en firme da lugar al retiro del funcionario de la carrera judicial (art. 
173 ibídem) 
 
Actualmente la calificación de servicios de los jueces está previsto en el Acuerdo 
1392 de 2002, “Por el cual se reglamenta la evaluación y calificación de servicios 
de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial”. 
 
Con la expedición del Acuerdo No. PSAA10-7636 de 2010 (Diciembre 20), “Por 
medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los 
servidores y servidoras de la Rama Judicial vinculados por el sistema de carrera 
judicial” por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se 
establecieron nuevos criterios de evaluación del rendimiento de los jueces 
incluyendo elementos sancionatorios implícitos que violan el debido proceso 
administrativo. 
 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo 
PSAA11-8768 (2 de noviembre de 2011), decidió revocar el Acuerdo 7636/2010, 
ordenando la calificación integral de servicios con la metodología contenida en el 
Acuerdo 1392 de 2002 para los periodos correspondientes al año 2011 y 
sucesivos, razón por la que se ajustó el presente proyecto de investigación al 
estudio de legalidad de los dos acuerdos, únicamente respecto de la calificación 
del rendimiento. 
 
Los acuerdos 1392/2002 y 7636/10 violan las normas citadas de la LEAJ, por 
omisión o inaplicación del artículo 174, al no contar en su expedición con la 
participación ni de las Corporaciones Judiciales ni de los jueces y al no establecer 
una organización básica que dé efectiva participación a empleados y funcionarios 
en la administración de la carrera judicial, siendo inexistente a nivel normativo y en 
la organización de la rama judicial la comisión de personal tanto a nivel nacional 




Los artículos 28, 30, 31 y 32 del Acuerdo 1392/02, al hacer la clasificación de los 
Despachos en los niveles I, II y III, no tuvo en cuenta ninguno de esos parámetros 
legales sino que lo hizo en forma caprichosa, sin sujeción a la ley, lo cual 
constituye violación directa de la ley estatutaria por falta de aplicación de los 
artículos 21 y 51 de la LEAJ o ley 270/96 y de las disposiciones parcialmente 
transcritos de los códigos procesales o de procedimiento. La diversidad de 
jurisdicciones y competencias, exige de acuerdo con específicas funciones, tareas, 
actividades y cargas de trabajo que la evaluación comprenda tales especificidades 
so pena de incurrir en injusticias que van en detrimento de la efectividad de los 
derechos, obligaciones y libertades protegidas por la Carta Política y los más 
elementales criterios de justicia y equidad en la calificación de servicios de los 
funcionarios judiciales. La clasificación en tres únicos niveles, según el número de 
procesos, contravienen normas constitucionales que dan especial protección al 
trabajo en condiciones dignas y justas (art. 25 de la carta), con derecho al 
descanso (art. 53 de la Carta) y de acuerdo con los índices de rendimiento de sus 
pares (los juzgados de su especialidad), conforme al numeral 4 del art. 256 de la 
Constitución Política. 
 
Al no observar el artículo 19 del Acuerdo 7636/10 lo previsto en los artículos 6, 29, 
124 y 150-2 de la Constitución Política y en los artículos, 2 4, 5, 6, 9, 11, 13, 17, 
20, 21, 193 a 196 de la ley 734 de 2002, deviene en nulo, por falta de competencia 
y por violación a los principios y reglas consagrados en dicho estatuto, al 
configurar faltas y sanciones disciplinarias, con denominación falaz de 
“descuentos” por descongestión y por no dictar sentencia dentro del término de un 
año o seis meses, en primera y segunda instancia, respectivamente, para las 
cuales no está facultado el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
El art. 41 del acuerdo 7636/10 establece que “si el egreso fuere inferior al ingreso 
a la capacidad máxima de respuesta, según corresponda, la calificación final del 
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factor, se establecerá proporcionalmente sobre un total de 40 puntos.”, lo que 
significa que se tendrá una calificación por debajo de 40 puntos y si, 
simultáneamente, se es objeto de descongestión, cuando la causa de la medida 
sea que su egreso se encuentre por debajo en un 25% o más de la capacidad 
máxima de respuesta de los despachos de su misma categoría, especialidad y 
función, se descontarán hasta seis (6) puntos de la calificación integral, en las 
jurisdicciones contencioso administrativa, jurisdiccional disciplinaria y en la 
ordinaria en las especialidades penal y laboral o de tres (3) puntos para las demás 
especialidades, constituyen tales descuentos una sanción por la misma conducta 
irregular, contra el mismo sujeto y con el mismo fundamento, contraviniendo la 
prohibición del principio non bis in ídem que se erige como garantía de la 
proporcionalidad de las sanciones, situación que resulta evidentemente nula por 
falta de competencia para establecer sanciones administrativas disciplinarias.  
 
Ahora bien, si a los anteriores descuentos se le acumula el previsto en la parte 
final del parágrafo del art. 19 del Acuerdo 7636/10, que dice: “Para quienes se 
aplique el parágrafo del artículo 9º de la Ley 1395 de 2010, se descontarán tres (3) 
puntos más en los casos en que el funcionario hubiere permitido el vencimiento 
del término para dictar la sentencia de primera o segunda instancia, siempre y 
cuando su egreso sea inferior a la capacidad máxima de respuesta.”, la infracción 
a la prohibición de la doble sanción también resulta evidente por tratarse del 
mismo hecho, el mismo sujeto y con el mismo fundamento.  
 
Los cálculos previstos en los artículos 40 y 41 del Acuerdo 7636/10 ( cálculo del 
complemento y ajuste por capacidad de egresos) castigan doblemente al 
funcionario con la deducción del complemento a su calificación final como 
porcentaje de demanda de justicia no atendida, lo cual, unido a las deducciones 
en la calificación por plan de mejoramiento conllevan a que se obtenga con 
seguridad calificación insatisfactoria por el rigorismo excesivo en el sistema de 
evaluación, constituyendo la forma de calificación un procedimiento automático de 
199 
 
descuentos acumulados al puntaje de rendimiento, por lo que el procedimiento de 
calificación se convierte en un complejo cálculo matemático que abandona los 
criterios de congestión, retraso, productividad y eficacia de que trata el numeral 19 
del art. 85 de la ley estatutaria. 
 
Resulta ilegal el parágrafo del artículo 43 del Acuerdo 7636/10 al no considerar el 
70% del egreso por sentencias en acción de tutela o por expedición de 
providencias en grado jurisdiccional de consulta y el 85% por ejecutivos en los que 
no haya oposición, al quebrantar los siguientes artículos de la ley estatutaria: 85 
Numeral 19 (indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 169 (evaluación 
de servicios según idoneidad, calidad y eficiencia) y, 170 (factores de evaluación), 
ya que simplemente resulta incompatible con el principio de evaluación integral del 
desempeño. 
 
Como el objeto de la investigación era establecer las causales de nulidad que 
permitirían predicar la ilegalidad de algunas de las disposiciones de los acuerdos 
1392 de 2002 y 7636 de 2010, por medio de los cuales el Consejo Superior de la 
Judicatura en Colombia ha reglamentado la evaluación del desempeño de los 
jueces y magistrados, relacionadas únicamente con la evaluación del rendimiento, 
fuerza concluir que las normas de los Acuerdos analizadas, son ilegales al violar el 
principio de jerarquía normativa, específicamente por contradecir normas 
superiores a las que debieron estar sujetas, al no observar que en la ley 
estatutaria de la administración de justicia se exige participación de los jueces en 
su expedición reglamentaria; al no ser la evaluación integral, esto es, no 
comprender todos los aspectos que ocupan la tarea del operador judicial y no solo 
los egresos definitivos; y, al incluir en la evaluación sanciones disciplinarias 





Finalmente el Banco Mundial ha sugerido en la evaluación del rendimiento tener 
en cuenta la media nacional en la duración de las diferentes etapas del 
proceso.87 
 
Los acuerdos objeto de estudio deben ajustarse a las normas de la Ley estatutaria 
de administración de justicia prevista en los arts. 85, 89 90, 91, 94, 101, 156, 157, 
169, 170, 171, 172, 173, 174 y 175, que se refieren a las funciones de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en relación con la estructura 
organizacional de los despachos judiciales y la carrera judicial observando las 
reglas para la división del territorio, teniendo en cuenta la redistribución territorial y 
funcional, los estudios especiales sobre la demanda de justicia no satisfecha, las 
cargas de trabajo en términos de tiempos y movimientos, coordinando las 
funciones de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales, respetado los 
fundamentos de la carrera judicial, ciñéndose a los objetivos de la evaluación de 
servicios, con sujeción a los factores de evaluación integral, con participación de 
las corporaciones judiciales y de los jueces en la administración de la carrera para 
lograr que la justicia como valor superior consagrado en la Constitución Política 
guie la acción del Estado a fin de garantizar la efectividad de los derechos 
fundamentales, dentro del marco del Estado Social  y Democrático de Derecho, y 
a lograr la convivencia pacífica entre los colombianos, dada la trascendencia de su 
misión de generar responsabilidad de quienes están encargados de ejercerla. 
 
Solo con una evaluación integral del desempeño del rendimiento de los jueces se 
podrá hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades 
consagrados en la Constitución Política y en las leyes, con el fin de realizar la 
convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional, garantizando la 
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independencia y autonomía de los jueces en el ejercicio de la función 
constitucional y legal de administrar justicia.  
 
El Banco Mundial88 ha sugerido un sistema de puntos para medir la evaluación de 
desempeño entre los que cabe destacar la puntuación de los procesos por su 
complejidad teniendo en cuenta el tipo de acción, el número de demandantes, si 
hay o no acumulación de procesos, número de oficios, número de pruebas 
periciales a practicar y antigüedad del proceso.  Agrega el estudio que una 
puntuación diferenciada implicaría unas metas diferenciadas, permitiendo medir 
mejor el desempeños de los jueces pues si bien se debe tener las metas de fallos 
y de impulsos es importante construir un sistema de puntación que permita 
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El objetivo de este trabajo fue demostrar que algunas disposiciones de la 
reglamentación sobre evaluación del  desempeño de los jueces, particularmente 
en relación con el rendimiento estaban afectadas de nulidad señalando aspectos 
relacionados con la omisión de la participación de los jueces en la reglamentación; 
la clasificación de los despacho en tres niveles; la inclusión de descuentos o 
deducciones por descongestión, por no dictar sentencias dentro de los términos 
legales, por inexactitud en las estadísticas, por plan de mejoramiento; y la carencia 
de evaluación de actividades iniciales e intermedias del juez que comprendían 
más de la mitad de la jornada ordinaria. 
Las críticas a la reglamentación contenidas en los capítulos iniciales de este 
trabajo sirvieron para obtener, en la socialización que hizo la Sala Administrativa, 
la expedición de un nuevo Acuerdo, el 10281 del 24 de diciembre de 2014, que 
acogió algunas de las observaciones en el “Régimen General para funcionarios en 
los Sistemas de Oralidad – Factor Eficiencia o  Rendimiento” (artículos 33 a 44) 
incluyendo, por ejemplo, en la carga de cada despacho, los procesos que por 
disposición legal, debían ser tramitados por el mismo despacho judicial a 
continuación de otro terminado y los incidentes de desacato en acción de tutela.  
En el acuerdo 10281  se contempló como egreso las conciliaciones extrajudiciales 
aprobadas o improbadas y los autos que decidan incidentes de tutela. Se 
consagro que en procesos de tutela acumulados se computan como egreso tantas 
sentencias como acciones acumuladas y los procesos de complejidad excepcional 
(art. 37). 
Igualmente se dispuso tener en cuenta la diferencia en las plantas de personal 




Con respecto al subfactor audiencias programadas y atendidas se aceptó que no 
se tuvieran en cuenta aquellas que por causas ajenas al funcionario no se llevaran 
a cabo ni las que no se realizaran por causa justificada (art. 41). 
Se reconoció puntaje adicional  hasta de 4 puntos en la calificación integral  por 
participación en programas de descongestión (art. 44).  
En el mismo acuerdo se fijó además del régimen general para los sistemas de 
oralidad, reglas específicas para los regímenes especiales: juzgados con función 
de control de garantías, juzgados con función de conocimiento, juzgados 
especializados, jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, jueces de 
ejecución de sentencias en civil y familia, jueces y magistrados en restitución de 
tierras, jueces administrativos y funcionarios en cargos de descongestión, con lo 
cual se rompió con la caduca clasificación de los despachos en tres categorías 
prevista en el acuerdo 1392 de 2002. 
En el artículo 18 se estableció un procedimiento previo a la sanción por 
inexistencia o inexactitud de los reportes, que garantiza el debido proceso,  al 
permitir verificación, corrección o justificación por el término de cinco (5) días al 
servidor judicial. 
Adicionalmente a los jueces de ejecución de sentencias en civil y familia se les 
incluyó en la carga las acciones constitucionales e incidentes de desacato en 
acciones de tutela y el número de actuaciones que den lugar a resolver durante el 
período, recursos; decidir objeciones al dictamen pericial; decidir objeciones a la 
liquidación de costas y de crédito; decidir cualquier incidente u oposición; disponer 
la citación a terceros acreedores; decretar la práctica o el levantamiento de 
medidas cautelares; ordenar la entrega de títulos de depósito judicial; resolver 
sobre cesión de créditos y aprobar el remate (art. 76).  
En cuanto a los jueces administrativos se les tuvo en cuenta como carga las 
demandas rechazadas por caducidad de la acción, los procesos que por 
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disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho judicial a 
continuación de otro terminado, los incidentes de desacato en acciones de tutela  
y las demandas rechazadas por caducidad de la acción en materia contencioso 
administrativa. Igualmente se tuvo en cuenta los procesos de complejidad 
excepcional (art. 84), las variables de evaluación al distinguir entre juzgados con y 
sin secciones, en sistema escrito o con gestión mixta (art. 86) y,  la diferencia en 
plantas de personal (parágrafo del art. 91). 
 
Todos estos aspectos de la nueva reglamentación constituyen avances 
cualitativos que harán de la evaluación del rendimiento un sistema más ajustado a 
la realidad de las diferencias de los despachos judiciales. 
 
Hay aspectos que serán objeto de ajustes como el de “la carga razonable de 
trabajo”, cuyo estudio adelantó el Banco Mundial para los despachos de la 
jurisdicción ordinaria, para lo cual el mismo acuerdo 10281/2014 previó en el art. 
109 al establecer las mesas de trabajo de calificación de servicios como 
mecanismo de seguimiento al sistema de evaluación y de ser el caso, para 
presentar propuestas a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, a través de la Unidad de Administración de la Carrera Judicial, 
integradas por un juez y un magistrado de cada jurisdicción, especialidad, nivel o 
categoría escogidos entre los que estén en carrera judicial, ocupando su cargo en 
propiedad y tengan la calificación más alta.   
 
Y es que la carga razonable de trabajo (CRT) entendida como “el volumen de 
inventario que un despacho puede manejar sujeto a la capacidad de 
evacuación”89, siendo su finalidad contar con un parámetro real que permita 
generar alertas con el fin de evaluar si es necesario la creación de nuevos 
despachos judiciales utilizándolo como criterio para la calificación de servicios de 
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los funcionarios judicial de acuerdo con la información estadística disponible en el 
Sierju. 
 
El Banco Mundial diseño una metodología de estimación de cargas razonables de 
trabajo con base en dinámica de sistemas fundados en la ley de Little que permite 
encontrar el nivel de inventario ideal  en equilibrio dinámico para un despacho. 
Dicha ley establece que en condiciones de equilibrio dinámico la cantidad de 
unidades acumuladas es igual a la tasa de ingreso (la cantidad de unidades que 
entran por unidad de tiempo) multiplicada por el tiempo promedio que se demoran 
en la evacuación90. 
 
De otra parte, preocupa lo consignado en el art. 121 del Código General del 
Proceso que fijo un término de un año de duración del proceso en primera 
instancia y seis meses para la segunda instancia so pena de pérdida de 
competencia, siendo este criterio obligatorio en la calificación de servicios, lo cual 
fue reglamentado en el parágrafo del art. 22 del Acuerdo 10281 de 2014, al 
establecer el descuento de un (1) punto por cada caso en que se produzca 
pérdida de competencia por vencimiento del término para resolver los procesos 
dentro del periodo de calificación, de lo que fuerza concluir que con cuarenta o 
más procesos en los que no se profiera sentencia de primera o segunda instancia 
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“Es decir, sea: 
L = cantidad de unidades acumuladas  
W = tiempo promedio de demora de las unidades para ser evacuadas  
 
Entonces esta ley establece que:  L = *W (Little & Graves, 2008)  
Esta formulación es muy utilizada en ingeniería, en particular en investigación de operaciones, pues permite resolver 
diversos problemas típicos pues conociendo cualesquiera dos de los términos de la ecuación permite estimar el tercero 
sin necesidad de conocer o estimar otras cantidades que usualmente serían necesarias de calcular como por ejemplo la 
distribución de probabilidad del flujo de salida, la capacidad máxima de evacuación, la cantidad de servidores, entre 
otras (Little, 2011; Little & Graves, 2008). Además, dado que tiene la cualidad de teorema implica que no es necesario 
hallar empíricamente las cantidades involucradas para demostrarla (Little & Graves, 2008). Este último punto es 
particularmente relevante para este estudio dado el objetivo de construir un parámetro que se ajuste a condiciones 
ideales. Su demostración es relativamente sencilla a partir de la ecuación de una acumulación presentada previamente.”  
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son suficientes para obtener una calificación insatisfactoria. Esta reglamentación 
resulta ilegal si no se tiene en cuenta la carga razonable de trabajo. 
 
A todo lo anterior cabe agregar que la falta de calificación de servicios a jueces 
designados en provisionalidad rompe el principio de igualdad con los jueces 
designados en carrera y va en contravía a los principios de eficacia y eficiencia en 
el rendimiento judicial ya que actualmente para los provisionales no tiene 
consecuencia alguna en la continuidad de la prestación de los servicios de justicia. 
 
Por último, es necesario que se implementen mecanismos permanentes de 
participación de los jueces en la reglamentación de la calificación del desempeño 
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ANEXO 1 A LOS CAPITULOS II y III.  
ACTIVIDADES DE UN JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
DURANTE UNA SEMANA DE LABORES DEL 25 AL 29 DE AGOSTO DE 2014. 
 
Fundado en las providencias expedidas por el Juzgado 37 Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá y en la notificación del estado fijado el 27 de agosto de 
2014, los cuales sirven de soporte a este capítulo, se hará un sucinto análisis de la 
rutina de un juez durante una semana, a fin de establecer las que son objeto de 
calificación del desempeño y las que no lo son,  con el objeto de contribuir a la 
construcción de una nueva reglamentación sobre la evaluación de los jueces que 
se ajuste a la realidad del nuevo sistema de oralidad previsto tanto en la ley 1437 
de 2011 y el nuevo Código General del Proceso, en que habrá de erigirse en  
principio del sistema de evaluación del desempeño del juez, el de “carga 
razonable”91, que permita un servicio de justicia en que el operador disponga del 
tiempo necesario para garantizar con imparcialidad los fines del estado, entre los 
que se destaca la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución Política encaminados al respecto de la dignidad humana y la 
prevalencia del interés general.  
 
Las siguientes son las actividades de un juez administrativo del Circuito de 
Bogotá, juzgados que a diferencia de los del resto del país, están divididos por 
secciones, al igual que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, perteneciendo 
el juzgado 37 a la Sección Tercera que básicamente conocen de medios de 
control o acciones de reparación directa, contractuales, repeticiones y ejecutivos 
                                                             
91
 Banco Mundial –Colombia 2015. Modelo de gestión y estudio de cargas razonables para la 
implementación del Código General del Proceso. Véase en 
 http://www.modelodegestionbm.com/#!estudio-de-cargas-razonables/c1p64/02/06/2015 Definición 
de Carga Razonable de Trabajo (CRT). Por carga razonable de trabajo se entiende el volumen de 
inventario que un despacho puede manejar sujeto a su capacidad de evacuación. 
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durante una semana de labores del 25 al 29 de agosto de 2014 además de las 
acciones constitucionales de tutela, popular, cumplimiento, grupo y habeas corpus.  
 
 
1. ACTIVIDADES LUNES 25 DE AGOSTO DE 2014 
 
1.1. REVISIÓN DE ACCIONES DE TUTELA PARA SU ADMISIÓN 
 
1. Exp.- 2014-00299-00. Se inadmite acción de tutela de Julio Cesar Rodríguez 
contra Colpensiones; 
2. Exp.- 2014-00297-00. Se admite acción de tutela de Nelcy Yaneth Sánchez  
contra Colpensiones; 
 
1.2. CORRECCION DEL ESTADO PARA EL DÍA 26 DE AGOSTO DE 2014 
 
1.-Expediente 1100133 36 037 2012 00148, ACCION DE REPARACION 
DIRECTA actor  MARCOS LUNA ROMERO contra FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION. AUTO corre traslado de documentales-ordena oficiar-reconoce 
personería-requiere parte actora 
 
2.- Expediente 1100133 36 037 2012 00325 ACCION DE REPARACION 
DIRECTA actor LUIS ALFREDO MARTINEZ MORALES contra MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL- EJERCITO NACIONAL. AUTO concede apelación 
sentencia  se verifica términos y sustentación del recurso. 
 
3.- Expediente 1100133 36 037 2013 00092 ACCION DE REPARACION 
DIRECTA actor ARGENIDAS INES BRAVO MORALES contra  MINISTERIO DE 
DEFENSA-EJERCITO NACIONAL AUTO ordena oficiar al Comandante el Ejército  




4.- Expediente 1100133 36 037 2013 00161 REPARACION DIRECTA actor RUBY 
SILVANA JAIMES GUEVARA Y OTROS contra MINISTERIO DE DEFENSA - 
POLICIA NACIONAL  AUTO no sanciona por inasistencia a audiencia inicial -
requiere apoderado de la parte actora para que retire y diligencia oficios 
 
5.-Expediente 1100133 36 037 2013 00174 ACCION CONTRACTUAL actor 
INSTITUTO PEDAGOGICO NUEVA GENERACION contra MUNICIPIO 
DESOACHA-CUNDINAMARCA AUTO concede apelación de la sentencia, se 
verifica términos y sustentación del recurso  
 
6..-Expediente 1100133 36 037 2013 00332 REPARACION DIRECTA actor 
RUBEN NARCISO RODRIGUEZ CARDENAS contra  HOSPITAL MEISSEN II 
NIVEL ESE AUTO previo desistimiento tácito se requiere la parte demandada, 
ordena oficiar. 
 
7.-Expediente 1100133 36 037 2013 00430 REPARACION DIRECTA actor DIEGO 
FABIAN RICO CASTRO contra  MINISTERIO DE DEFENSA  EJERCITO 
NACIONAL    AUTO fija fecha - audiencia de conciliación de la sentencia el día 17 
de septiembre de 2014 a las 8:30 am. Se verifica que el recurso de alzada haya 
sido interpuesto dentro de los diez días siguientes a la notificación.              
 
8.-Expediente 1100133 36037 2014 00183 CONCILIACION convocante 
CONSERJES INMOBILIARIOS LTDA convocado SERVICIO NACIONAL DE 
APRENDIZAJE SENA AUTO aprueba conciliación. Se verifican hechos, el acta de 
conciliación ante la procuraduría, el acta de conciliación de la entidad, la 
capacidad y representación de las partes, la caducidad, la inexistencia de lesividad 




9.-Expediente 1100133 36 037 2014 00237 REPARACION DIRECTA LEONOR 
SOFIA MERCADO Y OTRO INPEC AUTO inadmite demanda concede 10 días 
para corrección. Se revisa competencia por los factores funcional, territorial, 
cuantía, requisito prejudicial de la conciliación, la caducidad del medio de control, 
el poder y la legitimación tanto en activa como en pasiva y los requisitos formales 
de la demanda.  
 
10.-Expediente 1100133 36 037 2014 00244 REPARACION DIRECTA LUZ 
MARINA GARCIA INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO-IDU AUTO inadmite 
demanda concede 10 días 
 
11.-Expediente 1100133 36 037 2014 00252 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada LILIANA MARCELA 
ALVAREZ LOPEZ AUTO aprueba conciliación. Se verifican hechos, el acta de 
conciliación ante la Procuraduría, el acta de conciliación de la entidad, la 
capacidad y representación de las partes, la caducidad, la inexistencia de lesividad 
para el erario público, la revisión de causales de nulidad y  el soporte documental. 
La conciliación está relacionada a contratos de prestación de servicios de personal 
médico y paramédico en el que cada convocado es distinto en cuanto al número 
de horas prestadas, sumas conciliadas y profesión contratada y datos del contrato.  
 
12.-Expediente 1100133 36 037 2014 00252 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E convocada CLAUDIA LUCELLY 
VELASCO AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
13.-Expediente1100133 36 037 2014 00252 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada SANDRA TERREROS REY 




14.-Expediente 1100133 36 037 2014 00252 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E.  convocada LYLIANA PLATA AGREDO 
AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
15.-Expediente1100133 36 037 2014 00252 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E.  convocada DEISI RAMIREZ VILLAMIL 
AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
16.-Expediente1100133 36 037 2014 00253 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E.   convocada ANA MARIA VIANA 
SOLORZA AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
17.-Expediente1100133 36 037 2014 00253 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada ISABEL CABRALES 
SEPULVEDA AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
18.-Expediente 1100133 36 037 2014 00253 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada JOHANA RAMIREZ 
SUAREZ AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis anterior. 
 
19.-Expediente 1100133 36 037 2014 00253 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada LUCERO YASMIN 
SILBATO VERGARA AUTO aprueba conciliación. Se hace el mismo análisis 
anterior. 
 
20.-Expediente 1100133 36 037 2014 00253 CONCILIACION PREJUDICIAL 
Convocante HOSPITAL EL TUNAL E.S.E. convocada MATILDE PEREZ GOMEZ 




21.-Expediente 1100133 36 037 2014 00266 ACCION DE REPETICION actor 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES contra MARIA HORTENCIA 
COLMENARES FACCINI Y OTROS. AUTO inadmite demanda concede 10 días 
para corrección. 
 
22.-Expediente 1100133 36 037 2014 00271 ACCION DE REPETICION 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES AURA PATRICIA PARDO 
MORENO Y otros  auto inadmite demanda  concede 10 días para subsanar 
 
23.-Expediente 1100133 36 037 2014 00274  ACCION DE REPARACION 
DIRECTA ANDREA PAOLA MONTAÑEZ LEGUIZAMON Y OTROS 
MINDEFENSA EJERCITO NACIONAL AUTO inadmite demanda concede 10 días 
para corrección. 
 
24.-Expediente 1100133 36 037 2014 00275 ACCION DE REPARACION 
DIRECTA EUGENIO ROBLEDO MORENO MINDEFENSA EJERCITO NACIONAL 
AUTO inadmite demanda concede 10 días para corrección. 
 
25.-Expediente 1100133 36 037 2014 00276 ACCION DE REPARACION 
DIRECTA JOEL ANTONIO USUGA PALACIO Y OTROS MINDEFENSA 
EJERCITO NACIONAL AUTO inadmite demanda concede 10 días para 
corrección. 
 
26.-Expediente  1100133 36 037 2014 00277 CONCILIACION PREJUDCIAL 
convocante LUZ MARINA FIGUEROA SALGADO  convocado INSTITUTO 
NACIONAL DE VIAS INVIAS. AUTO aprueba conciliación  
 
27.-Expediente 1100133 36037 2014 00278 actor BLANCA NELLY REINA 
CARVAJAL demandado MINDEFENSA EJERCITO NACIONAL AUTO inadmite 




28.-Expediente 1100133 36 037 2014 00282 REPARACION DIRECTA  actor 
EFRAIN RAMIREZ QUINTERO contra el HOSPITAL DE KENNEDY III  NIVEL 
E.S.E AUTO admite demanda ordena cancelar gastos 
 
29.-Expediente  1100133 36 037 2014 00285 ACCION DE REPARACION 
DIRECTA actor WLADIMIR SERRANO ADECHINE demandado MINDEFENSA-
ARMADA NACIONAL  AUTO admite demanda ordena cancelar gastos 
 
30.-Expediente 1100133 36 037 2014 00286  ACCION DE REPETICION actor LA 
NACION MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL demandado GUSTAVO 
MONTAÑA MONTAÑA. AUTO remite proceso por competencia al juzgado primero 
administrativo de Yopal Casanare. Se analiza  competencia según la ley 678 de 
2001 que regula esta acción y el CPACA. 
 
31.-Expediente 1100133 36037 2014 00289 CONCILIACION PREJUDICIAL 
convocante HOSPITAL EL TUNAL III NIVEL E.S.E. convocado SANDRA 
PATRICIA MEJIA ZULUAGA AUTO aprueba conciliación 
 
32.-.Expediente 1100133 36 037 2014 00289 CONCILIACION PREJUDICIAL 
convocante HOSPITAL EL TUNAL III NIVEL E.S.E.  convocado DANIEL ANDRES 
CARDENAS AUTO  aprueba conciliación  
 
33.-Expediente 1100133 36 037 2014 00289 CONCILIACION PREJUDICIAL 
convocante HOSPITAL EL TUNAL III NIVEL E.S.E. convocado HUMBERTO 
CUADRADO FONSECA  AUTO  aprueba conciliación 
 
34.-Expediente 1100133 36 037 2014 00289 CONCILIACION PREJUDICIAL 
convocante HOSPITAL EL TUNAL III NIVEL E.S.E. convocado  YUDI PAOLA 




35.-Expediente 1100133 36 037 2014 00289  CONCILIACION PREJUDICIAL 
convocante HOSPITAL EL TUNAL III NIVEL E.S.E. convocado ISABEL CRISTINA 
MILLAN  AUTO  aprueba conciliación 
 
36.-Expediente 1100133 36 037 2014 00290  ACCION DE REPETICION ACTOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES DEMANDADO: AURA PATRICIA 
PARDO MORENO Y OTROS AUTO inadmite demanda concede 10 días para 
corrección. Se examinan normas y requisitos especiales para este medio de 
control específicamente ley 678 de 2001. 
 
37.-Expediente 1100133 36 037 2014 00292 ACCION DE REPARACION  
DIRECTA Actor CRISTIAN CAMILO QUINTERO DIAZ Y OTRO demandado: LA 
NACION POLICIA NACIONAL  auto admite demanda ordena cancelar gastos 
 
1.3. CORRECION DE LOS PROYECTOS DE AUDIENCIAS PROGRAMADAS 
PARA EL DIA  MARTES 26 DE AGOSTO DE 2014. 
 
1.-  Audiencia inicial Exp.  2012- 00301-00 Medio de control Repetición: 
Ministerio  de Defensa –Armada Nacional contra Alexander Muñoz Torres. En esta 
proyecto de audiencia se revisa los siguientes aspectos: 1.) intervinientes en la 
audiencia, partes y apoderados; 2.) aplazamiento, 3.)  saneamiento previo 
recuento de todo el trámite procesal desde la presentación de la demanda, la 
inadmisión, el rechazo, la revocación del rechazo, la remisión por competencia, las 
notificaciones, los términos de 25 días comunes y 30 días de traslado, las 
contestaciones o no de las demandas, la proposición de excepciones, el traslado 
de estas, la contestación a las excepciones y la fecha de fijación para la audiencia 
inicial; 4.) decisión sobre excepciones previas y otras. 5.) fijación del litigio: se 
hace recuento de los hechos relevantes, los aceptados o no en las contestaciones 
y la fijación del litigio propiamente dicho establecimiento los problemas jurídicos a 
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resolver. 6-) La conciliación: se hace propuesta cuando con los elementos 
probatorios es procedente hacerlo para discutirlo con las partes. 7.) Decisión de 
medidas cautelares: aplicación de los artículos 222 a 241 del CAPACA sobre 
caución, procedimiento para su adopción, medidas de urgencia, levantamiento, 
modificación o revocatoria, recursos, reproducción de actos suspendidos o 
anulados, incidentes de responsabilidad por medidas e incidentes de desacato a 
medidas. 8) auto de pruebas: se examina pertinencia, conducencia, eficacia, 
requisitos de cada medio probatorio, cargas a cada parte. 9) Fijación de fecha 
para audiencia de pruebas, o sentencia en audiencia inicial. 
 
2.- Audiencia inicial Exp. 2013- 00488-00 Reparación Directa: actor  Dana 
Valentina Mendieta contra Ministerio de Defensa- Policía Nacional. Además de lo 
anterior se hizo designación de curador ad litem a menores demandantes y se 
decretaron pruebas de oficio. 
 
2.- Audiencia inicial Exp. 2013-00297-00 Reparación Directa: actor Manuel 
Ignacio prieto contra Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y Fiscalía 
General de la Nación.  
 
2.- Audiencia de pruebas Exp. 2012-00254- 00 Reparación Directa: actor Jose 
de Jesús Murillo y otros contra Distrito Capital- Secretaria de Movilidad y Unidad 
Administrativa Especial de Rehabilitación y mantenimiento Vial e IDU.  Se 
proyecta multa por inasistencia a la audiencia inicial de la  apoderado de la Unidad 
Administrativa Especial de Rehabilitación y mantenimiento Vial, se proyecta 
resolver recurso de reposición contra esta decisión, se corre traslado de 
documentales, se reiteran oficios y se espera recepcionar testimonios, se proyecta 
decisión en caso de comparecencia o no de los testigos y se suspende la 





1.4. OTRA DECISIONES. 
 
1.- Sentencia de primera instancia Exp. 2012-00116-00 Reparación Directa. 
Actor Ricardo García Cabrera contra Ministerio de Defensa Ejército Nacional. Se 
niegan pretensiones de la demanda de conscripto por enfermedad congénita. 
 
2.-Fallo en acción de tutela. Exp.  2014-00288-00 actor Lucero Olarte Mahecha 
contra UNIDAD ADMINISTRTIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y 
REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMA UARIV. Se niegan pretensiones  de 
amparo a los derechos de petición e igualdad. 
 
3.-Fallo en acción de tutela. Exp.  2014-000287-00 actor Gloria Esperanza 
Rivera Quintero contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 
ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMA UARIV. Se tutela el 
derecho de petición de la actora. 
 
4.-Auto admisorio de acción de tutela Exp.2014-00300-00 actor Imelda Pérez 
peña contra  UNIDAD ADMINISTRTIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y 
REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMA UARIV. 
 
5.-Auto que rechaza demanda de la acción de cumplimiento. Exp. 2014-
00298-00 Actor José Miguel Suárez Acevedo contra Alcaldía mayor de Bogotá- 
Secretarias General y de Gobierno.  Se analiza ley 393 de 1997, se rechaza de 
plano por improcedencia al perseguir cumplimiento de actos que implican gastos y 
al existir como medio alternativo la acción ejecutiva.  
 
De estas actividades solo se tiene en cuenta en la calificación los autos 
aprobatorios de conciliación (14) y las sentencias (3). Las demás actividades no 





2. ACTIVIDADES DEL MARTES 26 DE AGOSTO DE 2014 
 
2.1. AUDIENCIAS ORALES 
Se presiden 4 audiencias, así: 
 
2.1.1. 9:00 A.M. Audiencia inicial Exp.  2012- 00301-00 Medio de control 
Repetición: Ministerio  de Defensa –Armada Nacional contra Alexander Muñoz 
Torres. En esta proyecto de audiencia se desarrollan aspectos proyectados por el 
profesional a saber: intervinientes, aplazamiento, saneamiento, excepciones 
previas, se fijó el litigio relacionado con lesiones personales accidentales con 
fusil de un conscripto contra otro soldado en a Escuela de Suboficiales de la 
Fuerza Aérea, hechos por los que se pagó una indemnización por $272 millones 
dentro de la acción de reparación directa 2004-1983 condena ordenada por el  
Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Se evacuo la conciliación, medidas 
cautelares y se decretaron las pruebas de las partes, prescindiéndose de la 
audiencia de alegaciones y juzgamiento, procediéndose a dictar sentencia, 
previos alegatos de las partes, accediendo a las pretensiones de la acción de 
repetición. 
 
2.1.2.- 9:45 AM.-Audiencia inicial Exp. 2013- 00488-00 Reparación Directa: actor  
Dana Valentina Mendieta contra Ministerio de Defensa- Policía Nacional. Además 
de desarrollar los puntos comunes previstos para la audiencia inicial se hizo 
designación de curador ad litem a menores demandantes y se decretaron pruebas 
de oficio, fijando fecha para la audiencia de pruebas para el 28 de octubre de 
2014. 
 
2.1.3.- 10:30 AM.-Audiencia inicial Exp. 2013-00297-00 Reparación Directa: 
actor Manuel Ignacio Prieto contra Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
Fiscalía General de la Nación. Además de desarrollar todos los puntos de toda 
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audiencia inicial se liquidó y propuso formula de conciliación por perjuicios 
materiales $5.466858 y por morales para el afectado, su esposa, 6 hijos, dos 
nietas, y 8 hermanos, 152 SMLMV., fijándose para la audiencia de pruebas el 30 
de octubre de 2014. 
 
2.1.4.-3:30 P.M. Audiencia de pruebas Exp. 2012-00254- 00 Reparación Directa: 
actor José de Jesús Murillo y otros contra Distrito Capital- Secretaria de Movilidad 
y Unidad Administrativa Especial de Rehabilitación y mantenimiento Vial e IDU.  
Se multa por inasistencia a la audiencia inicial de la  apoderado de la Unidad 
Administrativa Especial de Rehabilitación y mantenimiento Vial; se  da traslado de 
recurso de reposición contra el auto del 29 de julio de 2014 por tres días a la parte 
contraria., se corre traslado de documentales, se reiteran oficios y se recepciona el  
testimonio de David Alfredo Cárdenas, Daniel German Camargo, Miller Ariel 
Castro y Ramón Antonio Gutiérrez. Se suspende la audiencia sin fijar fecha por 
estar pendiente solo pruebas documentales mediante oficio. Siendo las 5:50 
culmina la audiencia. 
 
Ninguna de las anteriores actividades tiene calificación en la evaluación del 
desempeño. 
 
3. ACTIVIDADES MIERCOLES 27 DE AGOSTO DE 2014. 
 
3.1. AUDIENCIAS ORALES 
 
1.- 8:30 A.M. Audiencia de conciliación de la sentencia del 10 de julio de 2014.   
Proferida dentro del expediente. 2013-00369-00 reparación directa de José David 
Ramírez García contra Ministerio de Defensa-Ejército Nacional. No asiste la 
apoderada de la demandada por lo que declara desierto el recurso de apelación 
conforme al art. 192 de la ley 1437 de 2011. Si dentro los tres días siguientes no 
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presenta excusa por fuerza mayor o caso fortuito, dicha providencia queda en 
firme y ejecutoriada la sentencia de primera instancia. 
 
2.- 9:30 AM. - Audiencia de conciliación de la sentencia del 8 de julio de 2014. 
Exp. 2013-000401-00 reparación directa de John Henry Almanza contra 
Mindefensa-Ejercito Nacional. Programada a las 9:30 Hay solicitud de 
aplazamiento por el apoderado de la demandada con prueba sumaria, razón por la 
que en audiencia pública se acepta aplazar la audiencia pero luego se verifica que 
dicho profesional no está actualmente como apoderado y se presenta la 
apoderada actual quien no presenta conciliación por estar agendada para el 28 de 
agosto, por lo que se declara fracasada la conciliación y se concede el recurso de 
alzada en el efecto suspensivo. 
 
3.- 10:30 A.M. Despacho Comisorio 2011-00656-01 de José Miller Ramírez 
Correa contra Mindefensa Ejército nacional, Juzgado 4º Administrativo de 
Descongestión del circuito de Florencia, para recepción del testimonio de Pedro 
Luis Ruiz Silva dentro del medio de control de reparación directa relativo a soldado 
profesional que sufrió lesiones personales en la operación antorcha en el 
municipio de Unión Peneya de Caquetá y trastornos mentales. Audiencia 
programada para las 10:30, se recepciona el testimonio  y se ordena devolución 
del despacho Comisorio. 
 
4.- 2.30 y 3.00 PM.-Despacho comisorio 2013-000280-01, del juzgado 
Administrativo de Pereira Risaralda para recepción de dos testimonio dentro del 
medio de control reparación directa de Claudia B. Sánchez contra el 
Departamento de Risaralda, la fundación Clínica Cardiovascular del niño, la Nueva 
EPS, la clínica los Rosales  y la llamada en garantía la Previsora S.A., relativo a 
presunta falla del servicio médico en relación con el Señor Guillermo Sánchez 
Coronado, fallecido el 8 de marzo de 2011. Los testimonios fueron decretados a la 
demandada Nueva EPS. Esta diligencia estaba prevista para las 2.30 y 3.00 
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respectivamente. No se hicieron presentes ni los apoderados ni los testigos, por lo 
que se ordena permanecer tres días para efectos de que presenten excusas 
ordenando su devolución. 
 
3.2. OTRAS ACTIVIDADES 
 
1.-Sentencia declarativa y de condena dentro del expediente 2012-00333-00., 
medio de control reparación Directa de Helman Romero contreras y otros contra la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y la Fiscalía General de la Nación. 
Esta providencia comprende: objeto, las pretensiones, los hechos, las 
contestaciones de la demanda, los alegatos de conclusión presentados por cada 
una de las partes, el trámite procesal y las pruebas relevantes, como 
antecedentes. En consideraciones se aborda el o los problemas jurídicos, las 
normas aplicables constitucionales y legales, el análisis jurisprudencias sobre la 
privación injusta de la libertad para luego resolver el caso concreto: daño 
antijurídico, imputabilidad, para culminar con el análisis y liquidación de los 
perjuicios materiales e inmateriales  (morales y daños a la salud) para cada uno de 
los demandantes y la parte resolutiva de la sentencia. La sentencia condenatoria 
comprende 68 páginas.     
 
3.3. REVISION DE PROYECTOS DE AUDIENCIA PÚBLICA PARA EL DIA 28 
DE AGOSTO DE 2014. 
 
1.- Audiencia inicial Expediente 2013-00033-00., reparación directa EPS Sanitas 
contra Ministerio De Salud y Consorcio Fidufosyga 2005. Se proyecta lo relativo a 
intervinientes, reconocimiento de personería jurídica a nuevos apoderados; 
aplazamiento, Saneamiento y en este punto se corrige y adiciona el auto 
admisorio teniendo como demandada a las sociedades que conforman el 
Consorcio SAYP 2011. En virtud de la facultad de saneamiento se proyecta auto 
declarando falta de jurisdicción  y remisión del proceso al Juez Ordinario  laboral 
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del circuito de Bogotá con base en jurisprudencia de la Sala Disciplinaria del 
Consejo superior de la Judicatura que establece que los recobros del Fosyga son 
del sistema de seguridad social integral y corresponde a la jurisdicción ordinaria 
laboral por competencia residual prevista en la ley estatutaria. Se proyecta posible 
recurso de reposición contra esta decisión. 
 
2.- Audiencia inicial Exp. 2013-00058 medio de control reparación directa de 
Edilson Rodríguez Mongui  y otros contra el Ministerio de Defensa Ejército 
Nacional. Es esta audiencia se proyectan todos los aspectos a resolver en 
audiencia inicial y dentro del punto conciliación se liquida y propone conciliación 
únicamente por 65 SMLMV a título de perjuicios morales. El caso se relaciona con 
privación injusta de la libertad imputable a la justicia penal militar. 
 
3.- Audiencia inicial. Expediente 2013-00140 medio de control reparación directa 
de Alejandro Rozo contra Ministerio de Defensa Policía Nacional. El caso se 
circunscribe a lesiones personales de un conscripto - policía bachiller que resulta 
herido por arma de fuego por delincuente común al evitar hurto. Además de 
proyectar lo exigido para esta audiencia se liquida y propone conciliación por 
perjuicios materiales $42.108.982, por perjuicio moral 27 SMLMV y por Daño a la 
salud 27 SMLMV. Se proyecta fallo en audiencia inicial.   
 
4.-Audiencia de pruebas, expediente2012-00170-00.  Medio de control 
Contractual de Liceo Isabel Sarmiento E.U contra el Municipio de Soacha.  Se 
pretende el pago por adición del contrato de servicios educativos celebrado una 
vez terminado el año lectivo. Se revisa lo de intervinientes,  y lo relacionado con 
oficios, interrogatorio de parte, previendo en este último caso la hipótesis de 
comparecencia o no del citado. Sino comparece se dará aplicación al art. 204  y 
205 del C. Gral del P. En caso de que se absuelva el interrogatorio de prescindirá 
de la audiencia de alegaciones y juzgamiento y se dará traslado para alegar.  Se 




5.-Audiencia de pruebas expediente 2013- 00013-00. Medio de control 
reparación directa de Alberdy Peña Ortiz y otros contra el Instituto Nacional de 
Vías. Se trata el caso de un accidente ocurrido en la vía la piscicultura El pepino 
Ruta 10 Tramo vial 1003, municipio de Sibundoy Putumayo, en el que por las 
malas condiciones de la via fallecen 5 pasajeros en camioneta de servicio público. 
Se proyectan decisiones sobre oficios, traslado de documentales y la recepción de 
dos testimonios y la contradicción de dos dictámenes periciales aportado por las 
pates, uno de un ingeniero civil y otro de un investigador criminal. Se revisan 
experticias para interrogar a los peritos.  
 
6.-Audiencia de pruebas Exp. 2012-00260-00 de Juan Camilo Presiga Ramírez 
contra Ministerio de Defensa-Armada Nacional., Se proyecta requerir  a la parte 
actora para el trámite de la junta médica laboral y para que retire oficio14-634, se 
aplaza audiencia de pruebas sin fijar fecha por estar pendiente prueba documental 
únicamente. 
 
Ninguna de estas audiencias tiene calificación. Solo se califica según el acuerdo 
1392 de 2001 la sentencia dentro del medio de control de reparación directa. 
 
4. ACTIVIDADES JUEVES 28 DE AGOSTO DE 2014 
 
4.1. AUDIENCIAS ORALES 
Se presiden 6 audiencias, así: 
1.- 8:30 A.M. Audiencia inicial Exp. 2013-00033 Reparación directa EPS Sanitas 
contra Ministerio De Salud y Consorcio Fidufosyga 2005. Se desarrolla lo relativo a 
intervinientes, reconocimiento de personería jurídica a nuevos apoderados; 
aplazamiento y saneamiento.  En este punto se corrige y adiciona el auto 
admisorio teniendo como demandada a las sociedades que conforman el 
Consorcio SAYP 2011. En virtud de la facultad de saneamiento se profiere auto 
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declarando falta de jurisdicción  y remisión del proceso al Juez Ordinario  laboral 
del circuito de Bogotá con base en jurisprudencia de la Sala Disciplinaria del 
Consejo superior de la Judicatura que establece que los recobros del Fosyga son 
del sistema de seguridad social integral y corresponde a la jurisdicción ordinaria 
laboral por competencia residual prevista en la ley estatutaria. Se resuelven 
recursos de reposición, apelación y de queja contra esta decisión. 
 
2.- 9:30 A.M. Audiencia inicial Exp. 2013-00058 medio de control reparación 
directa de Edilson Rodríguez Mongui  y otros contra el Ministerio de Defensa 
Ejército Nacional. Es esta audiencia se desarrollan todos los aspectos a resolver 
en audiencia inicial y dentro del punto conciliación se liquida y propone 
conciliación únicamente por 65 SMLMV a título de perjuicios morales. El caso se 
relaciona con privación injusta de la libertad imputable a la justicia penal militar. 
 
3.-10:30 A.M. Audiencia inicial Exp. 2013-00140 medio de control reparación 
directa de Alejandro Rozo contra Ministerio de Defensa Policía Nacional. El caso 
se circunscribe a lesiones personales de un conscripto - policía bachiller que 
resulta herido por arma de fuego por delincuente común al evitar hurto. Además 
de desarrollar  lo exigido para esta audiencia se liquida y propone conciliación por 
perjuicios materiales $42.108.982, por perjuicio moral 27 SMLMV y por Daño a la 
salud 27 SMLMV. Se prescinde de audiencia de alegaciones y juzgamiento, se da 
traslado para alegar, y se profiere sentencia condenatoria en audiencia inicial.   
 
4.-11:30 A.M. Audiencia de pruebas. Exp.2012-00170-00.  Medio de control 
Contractual de Liceo Isabel Sarmiento E.U contra el Municipio de Soacha.  Se 
pretende el pago por adición del contrato de servicios educativos celebrado una 
vez terminado el año lectivo. Se desarrolla lo de intervinientes  y lo relacionado 
con oficios. Se practica interrogatorio de parte, se prescinde de la audiencia de 
alegaciones y juzgamiento y se da traslado para alegar por escrito para dictar 




5.-2:30 P.M. Audiencia de pruebas 2013- 00013-00. Medio de control reparación 
directa de Alberdy Peña Ortiz y otros contra el Instituto Nacional de Vías. Se trata 
el caso de un accidente ocurrido en la vía la piscicultura El pepino Ruta 10 Tramo 
vial 1003, municipio de Sibundoy Putumayo, en el que por las malas condiciones 
de la vía fallecen 5 pasajeros en camioneta de servicio público. Se desarrollan 
decisiones sobre oficios, traslado de documentales. Se recepciona el testimonio 
de Milton German Chamorro, funcionario del Invias, se acepta desistimiento del 
testimonio de Oscar Espitia. Se somete a contradicción el dictamen del ingeniero 
civil Carlos Nicolás Bastidas y el dictamen del investigador José Rafael Gurrero. 
Se hace interrogatorio por las partes y el juez a ambos profesionales y no hay 
tramite por aclaración ni por objeción de los dictámenes. Se suspende la audiencia 
de pruebas sin fijar fecha para su continuación por estar pendiente solo 
documentales mediante oficio.  
 
6.-4:30 P.M. Audiencia de pruebas Exp. 2012-00260-00 de Juan Camilo Presiga 
Ramírez contra Ministerio de Defensa-Armada Nacional. Se requiere a la parte 
actora para el trámite de la junta médica laboral y para que retire oficio14-634, se 
aplaza audiencia de pruebas sin fijar fecha por estar pendiente prueba documental 
únicamente. 
 
4.2. OTROS TRÁMITES 
 
Admisión de tutela 2014-00302-00 de Samuel Sánchez Manzanares contra 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION 
INTEGRAL A LAS VICTIMA UARIV. En este tipo de actuaciones se examina que 
existan los documentos mencionados en la demanda según el derecho 
fundamental que se aduce vulnerado. Si actúa a través de apoderado o mediante 




Ninguna de las anteriores actividades judiciales es tenida en cuenta para efectos 
de calificación del rendimiento. 
 
5. ACTIVIDADES VIERNES 29 DE AGOSTO DE 2014 
 
5.1. 8:00 A.M. inspección Judicial  Exp. 2014-00114-00. Medio de control acción 
Popular  de Luis Ernesto López contra el Municipio de Granada-Cundinamarca. El 
desplazamiento hasta el sitio de la diligencia nos demorados dos horas y media. 
Una vez allí se inspeccionó el alcantarillado en la vereda La Veintidós. Se pasa la 
avenida Bogotá – Girardot, se recorre las instalaciones del servicio y luego se 
visita la planta de tratamiento de aguas negras y grises del municipio, se culmina 
en las instalaciones de la inspección de policía de la alcaldía donde se recepciona 
los testimonios de concejales y otros intervinientes según relación hecha en el 
video. Terminamos a las 3 P.M. regresando al juzgado para revisar tutelas que 
vencen hoy 29 de agosto de 2014. 
 
5.2.-Auto admisorio acción de tutela 2014-00304-00. Actor DAVID GUILLERMO 
QUINTERO contra la Superintendencia de Sociedades. 
 
5.3.-Fallo acción de tutela expediente 2014-00291-00 de Wilmer Julia Cuervo 
contra el Inpec y el Establecimiento carcelario la Modelo. Se ampara el derecho de 
petición en relación con contabilización del término de redención de la pena por 
trabajo y estudio por labor como bibliotecario y la protección como persona 
discapacitada. 
 
5.4.-Fallo de acción de tutela 2014-00295-00  De Misael Chaguala Rayo contra 
la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACION 





De las anteriores actividades del Despacho no se tiene en cuenta sino los dos  
fallos de tutela. 
 
En síntesis, al examinar las actividades de la semana al tenor del acuerdo 
1392/02, tenemos que el art. 28 no tiene en cuenta muchas de las actividades 
adelantadas por no constituir egreso efectivo, según su texto que reza: 
 
ARTICULO 28.- El egreso efectivo está constituido por: 
1.  El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión 
que resuelva el fondo del asunto en la instancia, dentro del período a 
evaluar.  
2.  La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación 
del acta que la contenga, que por disposición legal deban tramitar los 
funcionarios. 
3.  La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre 
que ésta termine el proceso.  
4.  Los procesos remitidos a otro funcionario en programas de 
descongestión para fallo, los cuales serán tenidos en cuenta como egreso 
en un 0,80% cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al 
funcionario a evaluar.  
5.  Los procesos en los cuales se profirió, dentro del período, la 
sentencia o decisión que resuelva el fondo del asunto en la instancia, que 
en cumplimiento de programas de descongestión hayan sido sustanciados 
por otro funcionario, serán tenidos en cuenta como egreso en un 0.20% 
cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al funcionario a 
evaluar.  
 
Al no incluir entre los factores de egreso ni de evaluación el trabajo que implica la 
expedición de autos interlocutorios, de trámite, práctica de pruebas, atención de 
despachos comisorios, la preparación de audiencias y la práctica de estas, los 
egresos que se tienen en cuenta son únicamente los autos aprobatorios de las 
conciliaciones (14) y las sentencias (6).  
  
Por lo anterior se insiste en la necesidad de incluir en la evaluación del 
desempeño del factor rendimiento, un puntaje mínimo las tareas que implican 
dedicación del tiempo laboral y que resultan imprescindibles para arribar a la 




El acuerdo 1392 de 2002 no tiene previsto en su reglamentación normas que 
evalúen las nuevas tareas del juez en el nuevo esquema de oralidad previsto tanto 
en la ley 1437 de 2011 como en el Código General del Proceso.  
 
Finalmente cabe mencionar que  la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura expidió el Acuerdo PSAA14-10281 de fecha 24 de diciembre de 
2014, por el cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de 
funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial, el cual consta de 111 
artículos distribuidos en cinco títulos, así:  
 
I.-principios y objetivos;  
II.-régimen general para los funcionarios en los sistemas orales;  
III.-regímenes especiales: especialidad penal: (juzgados con funciones de control 
de garantías – Juzgados con función de concomimiento); funcionarios 
especializados en extinción de dominio y lavados de activos y Foncolpuertos y 
Cajanal (sic); jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad; jueces de 
ejecución de sentencias en civil y familia; jueces y magistrados especializados en 
restitución de tierras; jueces administrativos; y, funcionarios del régimen de carrera 
en cargos de descongestión;  
IV.-Empleados y empleadas del régimen de carrera; y,  
V.-Normas transitorias, vigencia y derogatoria. 
 
Como se puede apreciar esta nueva reglamentación abandona la clasificación en 
tres niveles del acuerdo 1392 de 2002 para adoptar en la evaluación la 
clasificación que se hace en la ley estatutaria y en los códigos procesales.  
En lo relativo al factor eficiencia o rendimiento el nuevo acuerdo establece como 




a) respuesta efectiva a la demanda de justicia, con base en la carga en 
comparación con sus pares y el egreso, asignando un puntaje de 35, y,  
 
b) la atención a audiencias programadas, asignando un puntaje de 5, ajustando 
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 1  
 
ACUERDO No. 1392 de 2002 
(21 de marzo) 
 “Por el cual se reglamenta la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados 
de carrera de la Rama Judicial.” 
LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
En uso de sus facultades constitucionales y especialmente de las conferidas por el artículo 170 de 
la Ley 270 de 1996 y de conformidad con lo aprobado en la sesión ordinaria del 26 de febrero de 
2002  
ACUERDA 
TITULO I. PRINCIPIO GENERAL Y OBJETIVOS 
ARTICULO 1.- Con el propósito de asegurar que se mantengan los niveles de eficiencia, calidad e 
idoneidad que justifiquen la permanencia en el cargo, todos los servidores judiciales deben ser 
evaluados o calificados. 
Los servidores de la Rama que pertenezcan al régimen de carrera judicial serán sujetos de 
calificación, según la regulación que contiene el presente acuerdo, la cual deberá ser motivada y 
producto del control permanente del desempeño de sus funciones. 
Los resultados de la evaluación serán siempre comunicados oportunamente al respectivo servidor.  
   
TITULO II. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE LOS FUNCIONARIOS PERTENECIENTES AL 
RÉGIMEN DE CARRERA EN LA RAMA JUDICIAL 
CAPITULO I. SUJETOS 
 ARTICULO 2.- Todos los funcionarios de la Rama Judicial vinculados al servicio por el sistema de 
carrera, deben ser calificados formal y periódicamente, aun cuando se desempeñen 
transitoriamente en situación distinta de la propiedad, siempre que el cargo pertenezca a dicho 
régimen. 
Los mismos funcionarios también deben ser calificados cuando se desempeñen en programas de 
descongestión. 
Cuando se trate de juez plural, se calificará únicamente al ponente de la providencia aprobada por 
la respectiva sala, sección o subsección. 
CAPITULO II. PERIODICIDAD 
ARTICULO 3.- La calificación de los magistrados de tribunales superiores, administrativos y de la 
sala jurisdiccional disciplinaria de los consejos seccionales de la judicatura se llevará a cabo cada 
dos años. La de los jueces, anualmente, aunque se desempeñen transitoriamente como 
magistrados.  
 El funcionario judicial que estuviere en el cargo por un tiempo inferior al señalado en el inciso 
anterior, se calificará en forma proporcional al lapso laborado, salvo las situaciones contempladas 
en el artículo 6° de este Acuerdo. 
PARÁGRAFO.- No obstante lo dispuesto en este artículo, el lapso mínimo, dentro del respectivo 
período sobre el cual debe recaer la calificación de servicios será de tres meses, contados a partir 
de la fecha de la posesión. 
  
ARTÍCULO 4.- El período de calificación se iniciará el primero de enero y la consolidación de todos 
los factores que la integran se hará en los meses de abril y mayo del año siguiente a la finalización 
del período anual o bienal, respectivamente. 
ARTICULO 5.- Para determinar el número de días hábiles laborados durante el período, la Sala 
Administrativa del Consejo Superior o la correspondiente seccional de la judicatura descontará, 
exclusivamente, los días hábiles que correspondan a vacaciones individuales, incapacidades, 
calamidad doméstica, escrutinios electorales, licencias, cierre extraordinario de los despachos, 
comisiones o permisos para la participación como formador o asistente en los eventos 
programados por la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y los de salud ocupacional autorizados 
por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, siempre que hayan asistido a los 
mismos y cumplido con las cargas académicas. 
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Salvo las situaciones previstas en el inciso anterior, para determinar el número de días laborados, 
no se descontarán los permisos concedidos a los funcionarios, conforme al artículo 104 del 
Decreto 1660 de 1978, como quiera que éstos no deben afectar la prestación del servicio. 
PARÁGRAFO.- Se entiende por calamidad doméstica, todo suceso familiar cuya gravedad afecte 
el normal desarrollo de las actividades del funcionario, como el fallecimiento, enfermedad o lesión 
grave de sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil, del cónyuge, compañero o compañera permanente.  
ARTICULO 6.- Para efectos de la determinación del período laborado, no se tendrán en cuenta los 
tres primeros meses, contados a partir de la consolidación de una de las siguientes situaciones en 
los funcionarios a calificar:  
 1.             Que hayan sido sujetos de redistribución, o de traslados por razones de seguridad o de 
salud, siempre que estos impliquen cambio de especialidad. 
 2.             Que ingresen a un despacho congestionado, en los términos del Acuerdo 738 de 2000, 
excepto en cumplimiento de programas de descongestión.  
CAPITULO III. EFECTOS 
ARTICULO 7.- La calificación de servicios tiene efectos legales respecto del cargo en el cual el 
funcionario está vinculado por el sistema de carrera judicial, así haya desempeñado otros cargos 
durante el respectivo período. 
ARTICULO 8.- La calificación insatisfactoria de servicios conlleva la exclusión de la carrera judicial 
y ambas decisiones se contendrán en el mismo acto administrativo, contra el cual proceden los 
recursos de la vía gubernativa.  
El acto administrativo, en firme y debidamente comunicado al respectivo nominador, dará lugar al 
retiro inmediato del servicio.  
PARÁGRAFO.- La Dirección Ejecutiva o seccionales de administración judicial informarán a la 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura, las novedades de personal por este concepto tan pronto como se produzcan.   
CAPITULO IV.  COMPETENCIA 
ARTICULO 9.- La Sala Administrativas del Consejo Superior y seccionales de la judicatura, en el 
ámbito de su circunscripción territorial, harán la calificación integral de los magistrados y de los 
jueces, respectivamente. 
PARAGRAFO.- Cuando dentro del período a calificar el funcionario se haya desempeñado en 
despachos judiciales ubicados fuera de la circunscripción territorial de la sala administrativa del 
consejo seccional de la judicatura competente para realizarla, ésta solicitará los formularios 
diligenciados sobre los factores de eficiencia o rendimiento y calidad, así como el informe de visita 
sobre el factor de organización del trabajo, a la sala o salas administrativas a las cuales 
pertenezcan los despachos donde el funcionario se hubiere desempeñado. 
ARTICULO 10.- Si la calificación de servicios no se produce por omisión injustificada del 
calificador, se dará traslado a la autoridad competente con el fin de que se adelanten las 
investigaciones a que hubiere lugar.  
Lo anterior no exime al calificador de la responsabilidad de realizarla, por tratarse de una 
obligación a su cargo y de un derecho para el sujeto de la calificación, quien podrá exigirla, toda 
vez que ésta constituye requisito para la concesión de estímulos, oportunidades de capacitación y 
otorgamiento de becas. 
PARAGRAFO.- El carácter del nombramiento del funcionario que deba realizar la calificación de 
servicios, no lo exime de su responsabilidad para llevarla a cabo. 
ARTÍCULO 11.- Cuando no sea posible efectuar la calificación de servicios, por conducta 
injustificada del funcionario que debe ser calificado, se le asignará cero puntos en el respectivo 
factor, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias a que hubiere lugar.  
   
CAPITULO V.  FACTORES 
ARTÍCULO 12.- La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad, eficiencia o 
rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, con el siguiente puntaje: 
- Calidad:  hasta 40 puntos. 
- Eficiencia o rendimiento:  hasta 40 puntos. 
 3  
- Organización del trabajo:  hasta 18 puntos. 
- Publicaciones:  hasta 2 puntos. 
La calificación integral de servicios se dará siempre en números enteros; la aproximación solo se 
hará sobre el resultado final.  
 
ARTÍCULO 13.- La calificación de servicios se hará dentro de la siguiente escala: 
Excelente:  de 85 hasta 100 
Buena:  de 60 hasta 84 
Insatisfactoria: de 0 hasta 59 
  
ARTÍCULO 14.- El concepto procesos a que alude el presente Acuerdo se refiere a las denuncias, 
demandas y acciones constitucionales, desde la fecha en que se recibieron en el respectivo 
despacho judicial. 
ARTÍCULO 15.- La calificación integral y la de cada uno de los factores y en general, el reporte de 
información en aplicación del presente Acuerdo se realizará en los formularios diseñados y 
distribuidos por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial.  
PARÁGRAFO.- Respecto de terceros, el manejo de los formularios de calificación de cada uno de 
los factores es confidencial. En firme la calificación integral, éstos podrán darse a conocer a 
quienes lo soliciten. 
   
CAPITULO VI. FACTOR CALIDAD 
ARTICULO 16.- La calificación de este factor será realizada por el superior funcional, 
simultáneamente con la decisión de la instancia o recurso.  
En caso de que éste sea colegiado, se efectuará por la sala plena de la respectiva corporación, a 
instancia de la sala, sección especializada o subsección, si la hubiere. El ponente, 
simultáneamente con la elaboración del proyecto de decisión, diligenciará el formulario de 
evaluación del factor calidad y lo someterá a consideración en la misma sesión en que sea 
discutido.  
Las decisiones de la sala, sección o subsección serán sometida a la aprobación de la sala plena, al 
menos bimensualmente.  
Para cada proceso se utilizará un formulario, cuyos originales deberán ser enviados 
semestralmente a la Sala Administrativa de los Consejos Superior o seccionales de la judicatura, 
por un medio que garantice su seguridad. 
ARTICULO 17.- Sólo para efectos de información y con el propósito de contribuir a la realización 
de los fines de la calificación, se remitirá a los sujetos de ésta, con el expediente, una copia 
debidamente diligenciada del formulario del factor calidad de cada proceso. Cuando el superior 
funcional sea colegiado, se enviará inmediatamente sea aprobado por la respectiva sala plena.  
El calificado podrá solicitar al superior funcional el envío del formulario del factor calidad, en caso 
de que no se dé cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo.  
ARTICULO 18.- La calificación de este factor se fundamentará en el análisis técnico y jurídico de 
procesos con providencias proferidas dentro del período, que sean objeto de recursos ordinarios, o 
extraordinarios y del grado jurisdiccional de consulta. 
Comprenderá los siguientes subfactores y puntajes: 
a) Dirección del proceso: hasta 24 puntos. 
b) Estructura y contenido de las providencias: hasta 16 puntos. 
ARTÍCULO 19.- La dirección del proceso contiene los siguientes aspectos y puntajes: 
1.  Manejo de términos: hasta 10 puntos. Se examina la oportunidad e impulso de la gestión 
procesal, el control de los términos y el rechazo de las prácticas dilatorias.  
2.  Conducción del debate probatorio: hasta 8 puntos. Se refiere a la procedencia y 
oportunidad en el decreto de las pruebas a instancia de parte o de manera oficiosa y a la 
dirección en la práctica de las mismas.  
3  Manejo de audiencias y diligencias: hasta 6 puntos. Se relaciona con las habilidades y 
destrezas que el funcionario como supremo director de las audiencias y diligencias, 
diferentes a las de la actividad probatoria, debe utilizar para lograr su eficacia.  
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PARÁGRAFO.- Cuando no procedan algunos de los aspectos contenidos en este subfactor, el 
puntaje se distribuirá proporcionalmente entre los restantes.  
ARTÍCULO 20.- La estructura y contenido de las providencias se refiere a los siguientes aspectos y 
puntajes: 
1.  Comprensión fáctica, probatoria y de alegatos: hasta 6 puntos. Se analiza la claridad y 
concreción o síntesis de los hechos objeto de la decisión, del acervo probatorio y de los 
alegatos de las partes o sujetos procesales. 
2.  Juicio jurídico: hasta 8 puntos. Comprende el análisis de los aspectos procedimentales, 
probatorios y sustanciales contenidos en la decisión.  
El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y autonomía 
de los jueces.  
3.  Aspecto formal: hasta 2 puntos. Comprende la estética, la pulcritud del lenguaje, la 
redacción y ortografía de las providencias y demás actuaciones en el proceso. 
PARÁGRAFO.- Si las providencias corresponden a procesos similares, se valorarán por la manera 
como sus contenidos respondan a las directrices de este artículo, sin que dicha circunstancia 
conlleve, por ningún motivo, la disminución del puntaje.  
ARTICULO 21.- La calificación de este factor deberá comprender un mínimo de diez (10) procesos 
y cuando menos seis (6) de éstos deberán corresponder a procesos con sentencia o decisión que 
resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia. 
La evaluación de los magistrados de las salas únicas y de los jueces promiscuos de familia, 
promiscuos del circuito y promiscuos municipales, debe comprender, por lo menos, tres (3) 
calificaciones en el área penal o de menores y tres (3) en cualesquiera de las otras áreas.  
ARTÍCULO 22.- En el evento en que al final del período a calificar los funcionarios no tengan un 
mínimo de diez (10) formularios de evaluación, ni la proporción indicada en el artículo anterior, se 
procederá de la siguiente forma: 
La sala administrativa correspondiente solicitará al funcionario a calificar, una relación de los 
procesos terminados dentro del período, que no hayan sido objeto de calificación, la cual contendrá 
su número de radicación, su clase y los nombres de las partes o sujetos procesales. De la misma, 
seleccionará al azar los procesos que el funcionario a evaluar remitirá al superior funcional 
correspondiente, hasta completar el mínimo requerido y, comunicará lo pertinente a los 
funcionarios respectivos.  
Cuando exista pluralidad de jueces del circuito competentes para calificar el factor calidad de los 
jueces municipales, la sala administrativa del respectivo consejo seccional de la judicatura realizará 
el reparto para tal efecto.  
Si agotado el procedimiento antes descrito no es posible completar el mínimo de formularios 
establecido, la calificación en el factor se obtendrá con los que hubiere. 
Realizada la calificación, los formularios deberán ser enviados a la sala administrativa 
correspondiente, a más tardar el último día hábil del mes de marzo siguiente al vencimiento del 
período respectivo. 
PARÁGRAFO.- Para completar el número mínimo de que trata el presente artículo, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura realizarán la correspondiente calificación del factor calidad, previa 
selección, al azar, de los procesos que se encuentren en dichas corporaciones.  
ARTICULO 23.- Al final de cada período de calificación, la Sala Administrativa de los Consejos 
Superior o seccionales de la judicatura correspondiente, obtendrá la calificación consolidada del 
factor calidad, sumando los puntajes asignados por los respectivos superiores funcionales en la 
evaluación de cada proceso y dividiendo este resultado por el número de calificaciones efectuadas.  
ARTICULO 24.- Cuando un proceso ha sido tramitado por uno o varios funcionarios y la 
providencia emitida por otro, en virtud de cambio del titular del despacho, la dirección del proceso y 
la estructura de las providencias se calificará proporcionalmente sobre 40 puntos, conforme a las 
proporciones contenidas en los artículos 19 y 20, respecto de cada uno de los aspectos a evaluar.  
ARTICULO 25.- En el trámite de los recursos de la vía gubernativa contra las calificaciones 
insatisfactorias, referidos a este factor, la Sala Administrativa del Consejo Superior o seccional de 
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la judicatura pondrá el respectivo escrito en conocimiento del superior funcional, para que se 
pronuncie al respecto en los términos de ley.  
CAPITULO VII. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
ARTÍCULO 26.- La calificación de este factor se efectuará sobre la productividad o rendimiento de 
los funcionarios, durante el período a evaluar, a partir de la carga y el egreso efectivos.   
ARTÍCULO 27.- La carga efectiva está constituida por:  
1.  El inventario al iniciar el período a evaluar de los procesos con trámite o activos sin sentencia o 
decisión que resuelva el fondo del asunto en la respectiva instancia y de las solicitudes de 
conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la contenga, que por 
disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
2.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia, que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron reactivados durante 
el período a evaluar.  
3.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia, las solicitudes de conciliación extrajudicial y de la aprobación o improbación del acta 
que la contenga, ingresados durante el período a evaluar.  
4.  Los procesos que, por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho judicial a 
continuación de otro terminado.  
5.  Los procesos cuyos recursos deban ser conocidos por el mismo funcionario. 
PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga efectiva los siguientes 
procesos: 
1.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia, cuando han estado suspendidos o interrumpidos los últimos seis meses del período 
a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del decreto de 
suspensión y de la interrupción.  
2.  Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia, que no tuvieron tramite los últimos seis meses del período, siempre que no sea 
posible su impulso oficioso y no proceda la perención. 
3.  Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de programas 
de descongestión para fallo, en el porcentaje que no se tiene en cuenta como egreso efectivo. 
4.  Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para sustanciación. 
5.  Los procesos remitidos por competencia a otro despacho dentro del período, sin sentencia o 
decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia.  
6.  En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales, 
rechazadas o retiradas, siempre que se haya dado cumplimiento a la reglamentación sobre el 
régimen de reparto, para la correspondiente compensación.  
7.  En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta 
hayan sido devueltos o inadmitidos. 
 
 ARTÍCULO 28.- El egreso efectivo está constituido por: 
1. -El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva el fondo del 
asunto en la instancia, dentro del período a evaluar.  
2. -La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la contenga, 
que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
  
3. -La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el proceso.  
4. -Los procesos remitidos a otro funcionario en programas de descongestión para fallo, los cuales 
serán tenidos en cuenta como egreso en un 0,80% cada uno, siempre y cuando la congestión no 
sea imputable al funcionario a evaluar.  
5. - Los procesos en los cuales se profirió, dentro del período, la sentencia o decisión que 
resuelva el fondo del asunto en la instancia, que en cumplimiento de programas de descongestión 
hayan sido sustanciados por otro funcionario, serán tenidos en cuenta como egreso en un 0.20% 
cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al funcionario a evaluar.  
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PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso efectivo los siguientes 
procesos: 
1.  En primera instancia, las denuncia, las demandas y acciones constitucionales, 
rechazadas o retiradas. 
2.  En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan 
sido devueltos o inadmitidos. 
 ARTÍCULO 29.- Para la calificación de este factor los despachos se clasifican en tres niveles, 
según el número de procesos a su cargo durante todo el período a evaluar, así: 
 
Primer nivel: con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos.  
 
Segundo nivel: con carga efectiva superior a 400 procesos e inferior o igual a 700. 
 
Tercer nivel: con carga efectiva superior a 700 procesos. 
 
ARTÍCULO 30.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el 
primer nivel se establecerá así: 
 
1.             Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2.             Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3.             Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 13 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.             Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 13 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
ARTÍCULO 31.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el 
segundo nivel se establecerá así: 
 
1.             Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2.             Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 29 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3.             Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 16 y 29 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.             Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 16 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
ARTÍCULO 32.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el 
tercer nivel se establecerá así: 
 
1. -   Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
  Cuando el número de procesos a cargo del funcionario determine la imposibilidad de lograr 
el rendimiento antes indicado, el puntaje se establecerá con base en el rendimiento esperado, 
según se define el artículo 34 del presente Acuerdo.  
2.-     Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 31 y 39, proporcionalmente al 
rendimiento logrado.  
3.    -   Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 19 y 31 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.    -Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 19 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
ARTÍCULO 33.- El rendimiento de cada funcionario, se determinará dividiendo el egreso efectivo 
por la carga efectiva de procesos durante el período a evaluar.  
 7  
PARÁGRAFO.- Para determinar el rendimiento de los funcionarios que se hubieren desempeñado 
en un despacho por un lapso inferior al período a evaluar, se dividirá el egreso efectivo por la carga 
efectiva o por el rendimiento esperado proporcional al lapso laborado, según el caso. El nivel en 
que se encuentra ubicado el despacho se establece con base en el número de procesos a su 
cargo durante todo el período. 
ARTICULO 34.- La productividad de los funcionarios a cargo de despachos ubicados en el tercer 
nivel, que tengan una carga efectiva igual o superior al rendimiento esperado, se determinará 
dividiendo el egreso efectivo por aquel. 
El rendimiento esperado, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que sobre el movimiento de procesos 
repose en las Unidades de Administración de la Carrera Judicial y de Desarrollo y Análisis 
Estadístico; en ningún caso podrá ser inferior al límite superior de la carga correspondiente a los 
despachos ubicados en el segundo nivel. 
Este se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el mes de enero del año correspondiente a 
la iniciación del período a evaluar. 
ARTICULO 35.- La calificación de este factor se realizará con base en la información que, en 
cumplimiento del artículo 104 de la Ley 270 de 1996, reportará anualmente el funcionario a 
evaluar, para lo cual diligenciará tantos formularios cuantos cargos haya desempeñado durante el 
período a evaluar, y los remitirá, debidamente diligenciados, a la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial, o a la sala administrativa del correspondiente consejo seccional de la judicatura, 
según en el caso, a más tardar el último día hábil del mes de enero de cada año.  
Las salas administrativas de los consejos seccionales de la judicatura remitirán, en medio 
magnético, la información contenida en los formularios diligenciados por los funcionarios, a más 
tardar el último día hábil del mes de febrero de cada año, a la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial. 
La Sala Administrativa de los Consejos Superior o seccionales de la judicatura podrá verificar, en 
cualquier momento, y por los medios que estime pertinentes, la exactitud de la información 
reportada. 
Cuando se establezca que los datos reportados por el funcionario para realizar la calificación de 
este factor son inexactos, sin perjuicio de las acciones a que hubiere lugar, se le asignarán cero (0) 
puntos en el mismo, salvo que se demuestre la ausencia de culpa.  
ARTÍCULO 36.- Cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos de complejidad excepcional 
que, por la naturaleza del asunto, número de personas involucradas o por acumulación requieran 
de especial dedicación, tan pronto lo advierta lo reportará a la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial o a la sala administrativa del consejo seccional de la judicatura correspondiente. Si 
es del caso, se verificará la información y se harán los ajustes pertinentes observando criterios de 
equidad.  
 
CAPITULO VIII. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 
 
ARTICULO 37.- La calificación de este factor comprenderá los siguientes subfactores: 
1.- Aplicación de las normas de carrera, administración del talento humano y cumplimiento 
del régimen disciplinario: Hasta 6 puntos.   
Hace relación a:   
a)  La observancia de las normas de carrera en la evaluación del factor calidad de otros 
funcionarios, la designación y calificación integral de sus empleados. Hasta 3 puntos. 
 b)  El manejo de situaciones administrativas, tales como licencias, permisos, vacaciones, 
retiros, etc.; el clima organizacional, el cumplimiento del régimen disciplinario y que el 
funcionario actué y vele por que sus empleados asuman comportamientos acordes con 
la solemnidad y el decoro que imponen las actuaciones judiciales. Hasta 3 puntos. 
2.-Dirección del despacho: Hasta 8 puntos.  
Se refiere a la capacidad para organizar el funcionamiento del despacho, con el propósito de 
alcanzar la eficacia en el cumplimiento de sus funciones. Este aspecto incluye:   
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a)  Procedimientos de trabajo, registro y control de la información, manejo de los 
expedientes, organización del archivo y control de los términos para el ingreso de los 
procesos al despacho y de las actuaciones en general y la verificación de los procesos 
reportados “sin trámite”, en que no haya sido posible su impulso oficioso. Hasta 2 
puntos. 
 b)  Cumplimiento de los acuerdos proferidos por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, sobre la regulación de los trámites judiciales y 
administrativos que se adelanten en los despachos. Hasta 3 puntos.  
 c)  Atención a los usuarios. Para ese efecto, la sala administrativa correspondiente tendrá 
en cuenta la información obtenida durante las visitas, las quejas y reclamos 
presentados por los usuarios en las oficinas habilitadas para el efecto o por los medios 
electrónicos disponibles. Hasta 3 puntos. 
3. -Administración de los recursos estatales y de los bienes particulares confiados al 
despacho con ocasión de sus funciones: Hasta 4 puntos. 
Se refiere a la conservación y utilización racional de los recursos de que dispone el servidor 
para cumplir sus funciones y a la administración y custodia de los bienes privados bajo su 
cuidado.  
 Igualmente, deberá considerarse la presentación del despacho, en lo referente a la pulcritud 
y organización de las instalaciones. 
 ARTICULO 38.- Para la calificación de este factor, la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura practicará visitas, directamente o mediante delegación, en los términos del parágrafo 
del artículo 85 de la Ley 270 de 1996, a los despachos de los magistrados de los tribunales 
superiores de distrito judicial y administrativos y a la sala jurisdiccional disciplinaria de los consejos 
seccionales de la judicatura. 
La sala administrativa de los consejos seccionales de la judicatura, cuando menos una vez durante 
el período a calificar, visitará los juzgados ubicados en el ámbito territorial de su circunscripción.  
PARÁGRAFO.- En los eventos en que por razones de orden público, que constituyan hechos 
notorios o debidamente acreditados, no fuere posible realizar la visita al despacho, la información 
base para la evaluación de este factor podrá solicitarse al funcionario a evaluar. La sala 
administrativa correspondiente podrá verificar, por los mecanismos que considere más idóneos, la 
veracidad de la información.   
CAPITULO IX. FACTOR PUBLICACIONES 
 
ARTICULO 39.- Para la calificación de este factor, los funcionarios que hayan realizado 
publicaciones remitirán un ejemplar de cada una de ellas a la sala administrativa correspondiente, 
a más tardar el último día hábil del mes de enero ulterior al vencimiento de aquel.  
La calificación se hará teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
1. -Que la publicación se haya realizado durante el período a evaluar. 
2. -Que se trate de obras científicas de carácter jurídico o relativas a la administración de justicia.  
 
No se tendrán en cuenta: 
 
-  Las tesis o monografías de pregrado y postgrado, ni los trabajos realizados en cumplimiento 
de las funciones propias del cargo. 
-  La reimpresión y la reedición de obras, excepto que la publicación no haya sido objeto de 
evaluación en períodos anteriores o que contenga un trabajo de corrección o actualización 
que, a juicio de la correspondiente sala administrativa, merezca ser valorado. 
 
PARÁGRAFO.- Cuando una publicación tenga más de un autor en que sea determinable la 
participación del funcionario a evaluar, el puntaje se asignará de acuerdo con la calidad e 
importancia de la misma. En caso contrario se calificará por igual y solo al funcionario a evaluar. 
ARTÍCULO 40.- La calificación consultará, entre otros, los siguientes criterios:  
1.             La originalidad de la obra. 
2.             Su calidad científica, académica o pedagógica. 
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3.             La relevancia y pertinencia de los trabajos. 
4.             La contribución al desarrollo del derecho. 
ARTÍCULO 41.- La calificación se realizará dentro de la siguiente escala: 
1.             Por libros, hasta dos (2) puntos. 
2.             Por investigaciones y ensayos, hasta un (1) punto. 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 12 del presente Acuerdo, la calificación de este factor no 
podrá ser superior a dos puntos, ni valorarse un mismo estudio u obra por más de un concepto de 
los establecidos en el presente artículo.    
 
TITULO III. REGÍMENES ESPECIALES 
CAPITULO I. REGLA GENERAL 
ARTICULO 42.- La calificación de los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, de 
menores, promiscuos de familia - área de menores y de los funcionarios del régimen de carrera 
que se desempeñen transitoriamente en programas de descongestión se realizará con base en las 
normas contenidas en este Acuerdo y las especiales de que trata este título.  
CAPITULO II.  JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 
ARTÍCULO 43.- La calificación del factor calidad de los jueces de ejecución de penas y medidas de 
seguridad se fundamentará en el análisis técnico y jurídico de las actuaciones y decisiones de 
fondo proferidas dentro del período a evaluar, que sean objeto de recursos o de impugnación, y las 
actas de visitas a los establecimientos penitenciarios y carcelarios. 
Comprenderá los siguientes subfactores y puntajes:   
1.  Manejo de términos, ejecución de la pena y de las medidas de seguridad y actos que 
se relacionan con el sistema carcelario y penitenciario: Hasta 30 puntos.   
Implica los siguientes aspectos: 
a)  La oportunidad e impulso de la gestión procesal, el cumplimiento de los términos y las 
actuaciones oficiosas que le correspondan y el control de la ejecución de las penas y 
de los subrogados penales. Si existe actividad probatoria se mirará su pertinencia, 
conducencia y dirección. Hasta 15 puntos 
b)  Ejecución de los actos que se relacionen con el sistema penitenciario y carcelario, para 
lo cual el calificador revisará las respectivas actas de visitas. Hasta 15 puntos.   
2.  Estructura y contenido de las providencias: Hasta 10 puntos.   
Comprende el análisis de los aspectos procedimentales, probatorios y sustanciales 
contenidos en la decisión; la estética, la pulcritud del lenguaje, la redacción y la ortografía de 
las providencias y demás actuaciones.  
ARTÍCULO 44.- La calificación del factor eficiencia o rendimiento se efectuará sobre la 
productividad o rendimiento de los funcionarios durante el período a evaluar, a partir de la carga y 
el egreso efectivos, así:  
 
1.  Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos. 
2.  Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
3.  Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 13 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
4.  Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 13 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO La carga efectiva está constituida por: 
1.  Las actuaciones de oficio o a petición de parte relacionadas con los procesos que 
constituyan el inventario inicial del período a evaluar y las acciones de tutela pendientes de 
decisión a la fecha de iniciación del período. 
2.  Las actuaciones iniciadas de oficio dentro del período, las solicitudes presentadas por los 
interesados y las acciones de tutela ingresadas durante el mismo lapso.   
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Las actuaciones de oficio comprenden las visitas a las cárceles, penitenciarías y establecimientos 
de internación. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO.- El egreso efectivo está constituido por las actuaciones, solicitudes y 
acciones de tutela realizadas o decididas durante el período a evaluar.   
Los procesos que, hayan permanecido sin actividad durante el período a evaluar, siendo posible su 
impulso oficioso, serán considerados como una actuación pendiente de decisión al finalizar el 
período, para efectos de establecer el rendimiento del funcionario. Esta circunstancia será 
verificada por la sala administrativa del consejo seccional de la judicatura correspondiente, en las 
visitas realizadas al despacho.   
 
CAPITULO III. JUECES DE MENORES Y PROMISCUOS DE FAMILIA, EN EL AREA DE 
MENORES 
 
 ARTICULO 45.- El factor calidad de los jueces de menores y promiscuos de familia, en el área de 
menores, se calificará sobre procesos con providencias proferidas dentro del período que sean 
objeto de apelación o mediante visita al juzgado por parte del calificador, quien con observancia del 
artículo 174 del Código del Menor, examinará los expedientes seleccionados al azar, entre los que 
se encuentren en trámite. 
La visita podrá suplirse con la revisión y el análisis de las piezas procesales que el respectivo 
calificado estime pertinentes, como son: la exposición del menor, la entrevista, las audiencias, el 
estudio socio familiar, el auto que resuelva la situación jurídica, el informe de seguimiento. Para tal 
efecto, solicitará una relación de los procesos terminados durante el período, que no hayan sido 
objeto de calificación, con el fin de seleccionar al azar aquellos en los que se deba remitir copia de 
las providencias o actuaciones mencionadas.  
ARTICULO 46.- Esta calificación comprende los siguientes subfactores: 
 
a) Dirección del proceso: hasta 24 puntos. 
b) Estructura y contenido de las providencias: hasta 16 puntos. 
 
PARÁGRAFO.- La dirección del proceso contiene los siguientes aspectos y puntajes: 
 
1.  Manejo de términos: Hasta 10 puntos.  
2.  Conducción del debate probatorio: hasta 8 puntos.  
3.  Manejo de las audiencias y diligencias: Hasta 3 puntos.  
4.  Seguimiento de las medidas: Hasta 3 puntos.  
 
Se analizará el control de las medidas adoptadas con el objeto de que se cumplan los fines de las 
mismas.  
ARTICULO 47.- Cuando menos seis (6) evaluaciones, tratándose de jueces de menores, y tres (3) 
en el área de menores de los jueces promiscuos de familia, deberán corresponder a procesos en 
los cuales se hayan aplicado una o varias de las medidas establecidas en el Código del Menor.  
  
CAPITULO IV. FUNCIONARIOS DEL RÉGIMEN DE CARRERA EN PROGRAMAS DE 
DESCONGESTIÓN 
 
ARTICULO 48.- La calificación del factor eficiencia o rendimiento de los funcionarios del régimen 
de carrera que se desempeñen transitoriamente en programas de descongestión, se determinará 
por el cumplimiento de dichos programas, caso en el cual obtendrán 40 puntos. En caso de 
cumplimiento parcial y sin perjuicio de la exclusión del programa de descongestión, el puntaje se 
determinará así:  
1.  Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 99.99%: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
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2.  Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 7 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
3.  Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 7 puntos, proporcionalmente al 
rendimiento logrado. 
ARTÍCULO 49.- La calificación del factor calidad de los funcionarios que se desempeñen 
transitoriamente en programas de descongestión para la sustanciación de procesos, sólo tendrá en 
cuenta la dirección del proceso. El puntaje se asignará hasta 40 puntos, así:  
1.  Manejo de términos: Hasta 18 puntos.  
2.  Conducción del debate probatorio: Hasta 14 puntos.  
3.  Manejo de las audiencias y diligencias: Hasta 8 puntos.  
 
Las Salas Administrativas de los Consejos Superior o seccionales de la judicatura, solicitarán al 
funcionario una relación de los procesos tramitados durante el respectivo período y seleccionará 
diez (10) de ellos al azar. Cumplido lo anterior, informará al superior funcional, quien deberá 
proceder a la evaluación del factor calidad sobre dichos procesos. 
 
ARTICULO 50. La calificación del factor calidad de los funcionarios que se desempeñen 
transitoriamente en programas de descongestión para fallo, sólo tendrá en cuenta la estructura y 
contenido de las providencias proferidas dentro del período. El puntaje se asignará hasta 40 
puntos, así: 
1.  Comprensión fáctica, probatoria y de alegatos: Hasta 14 puntos.  
2.  Juicio jurídico: Hasta 22 puntos.  
3.  Aspecto formal: Hasta 4 puntos.  
 
ARTICULO 51. La calificación de los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en 
programas de descongestión para sustanciación y fallo, se realizará conforme a lo establecido en 
los capítulos VI, VII, VIII y IX del título II del presente Acuerdo.  
  
TITULO IV. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE LOS EMPLEADOS DEL RÉGIMEN DE 
CARRERA DE LA RAMA JUDICIAL 
 
CAPITULO I. SUJETOS 
ARTÍCULO 52.- Todos los empleados de la Rama Judicial, vinculados al servicio por el sistema de 
carrera, deben ser calificados formal y periódicamente, aun cuando se desempeñen 
transitoriamente en otro cargo en situación distinta a la de la propiedad, siempre que el cargo 
pertenezca a dicho régimen.  
Los mismos empleados también deben ser calificados cuando se desempeñen en programas de 
descongestión.   
CAPITULO II. PERIODICIDAD 
ARTICULO 53.- La calificación de los empleados será anual o proporcional al tiempo laborado, 
siempre que éste sea superior a tres meses y podrá ser anticipada, conforme a la ley, siempre y 
cuando el lapso laborado no sea inferior a tres meses, contados a partir de la fecha de la posesión 
en el pertinente cargo.   
El período de calificación va desde el primero de enero al 31 de diciembre de cada año y la 
consolidación de la calificación integral se hará en los meses de abril y mayo del año siguiente al 
vencimiento de aquél.   
Bajo los criterios establecidos en los artículos 5° y 6° del presente Acuerdo, los superiores 
jerárquicos determinarán el número de días laborados por los empleados de carrera que deban ser 
calificados.   
CAPITULO III.  EFECTOS 
ARTICULO 54.- La calificación de servicios tiene efectos legales respecto del cargo en el cual el 
empleado está vinculado por el sistema de carrera judicial, así haya desempeñado otros cargos.   
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ARTICULO 55.- La calificación insatisfactoria conlleva la exclusión de la carrera judicial y el retiro 
del servicio, que se contendrán en el mismo acto administrativo proferido por el respectivo superior 
jerárquico, contra el cual proceden los recursos de la vía gubernativa.   
En firme este acto administrativo, el calificador comunicará de inmediato, la exclusión del régimen 
de carrera judicial a la Sala Administrativa del Consejo Superior o seccional de la judicatura, según 
el caso, para su anotación en el Registro Nacional del Escalafón de la Carrera Judicial. 
 
CAPITULO IV. COMPETENCIA  
 
ARTICULO 56.- Corresponde al superior jerárquico del despacho en el cual el empleado esta 
nombrado por el régimen de carrera, realizar su calificación integral de servicios, de conformidad 
con los factores establecidos en la ley y desarrollados en el presente Acuerdo.  
Para el caso de empleados vinculados a los centros de servicios su calificación estará a cargo de 
quien señale el respectivo Acuerdo de creación y reglamentación de dichos centros.  
ARTICULO 57.- Si la calificación de servicios no se produce por omisión injustificada del 
calificador, se dará traslado a la autoridad competente con el fin de que se adelanten las 
investigaciones a que hubiere lugar.   
Lo anterior no exime al calificador de la responsabilidad de realizarla, por tratarse de una 
obligación a su cargo y de un derecho para el sujeto de la calificación, quien podrá exigirla, toda 
vez que ésta constituye requisito para la concesión de estímulos, oportunidades de capacitación y 
otorgamiento de becas.  
ARTICULO 58.- Cuando un empleado, durante el periodo a calificar, se haya desempeñado en 
otros despachos, los respectivos superiores remitirán al calificador, a título de informe, el formulario 
correspondiente a las labores desempeñadas, debidamente diligenciado en cuanto a los factores 
de calidad, eficiencia o rendimiento y organización del trabajo.   
El funcionario que haya laborado en un despacho judicial, por lo menos un mes calendario, deberá 
dejar dicho informe en la correspondiente hoja de vida.   
La calificación de los empleados que por extensión de funciones presten sus servicios en otro 
despacho, será realizada por los funcionarios titulares de los despachos para los cuales preste sus 
servicios. 
CAPITULO V. FACTORES 
ARTICULO 59.- La calificación de servicios comprende los factores de calidad, eficiencia o 
rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, con el siguiente puntaje: 
- Calidad:  hasta 40 puntos. 
- Eficiencia o rendimiento:  hasta 40 puntos. 
- Organización del trabajo:  hasta 18 puntos. 
- Publicaciones:  hasta 2 puntos. 
La calificación integral de servicios se dará siempre en números enteros; la aproximación solo se 
hará sobre el resultado final.   
PARÁGRAFO.- La calificación de servicios se realizará en los formularios diseñados y distribuidos 
por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial.   
ARTICULO 60.- La calificación de servicios se hará dentro de la siguiente escala: 
Excelente:  de 85 hasta 100 
Buena:  de 60 hasta 84 
Insatisfactoria: de 0 hasta 59 
 
CAPITULO VI. FACTOR CALIDAD 
 
ARTICULO 61.- La calificación del factor calidad se fundamentará en el análisis del cumplimiento 
de las funciones asignadas al cargo, teniendo en cuenta, el contenido, exactitud, ausencia de 
errores, presentación, manejo gramatical y la ortografía de los trabajos realizados; la atención al 
público; el manejo de los expedientes, archivos, información y demás aspectos anejos a su labor.  
Cuando se trate de empleados que por la naturaleza de sus funciones deban elaborar proyectos de 
providencias, se les tendrá en cuenta para la calificación de este factor, además de lo indicado en 
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el inciso anterior, la comprensión del asunto debatido, el conocimiento del tema, el análisis 
probatorio y la aplicación de las normas sustantivas y de procedimiento.   
 
CAPITULO VII. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
 ARTÍCULO 62.- La calificación del factor eficiencia o rendimiento se realizará con fundamento en 
las tareas, actividades y trabajos en general encomendados a los empleados de acuerdo con las 
funciones asignadas al cargo y la realización de las mismas.   
Para el efecto se tendrá especialmente en cuenta el control de los términos de las actuaciones.    
 
CAPITULO VIII. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 
 
ARTICULO 63.- La calificación de este factor comprenderá los siguientes subfactores: 
1.  Organización de las tareas: Hasta 10 puntos. Abarca los procedimientos de trabajo, el 
registro y control de la información, la observancia de los Acuerdos proferidos por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en lo pertinente sobre la regulación de 
los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos; así mismo se 
tendrá en cuenta que el empleado asuma comportamientos acordes con la solemnidad y el 
decoro que imponen las actuaciones judiciales. 
2.  Administración de los recursos estatales y de los bienes particulares confiados al 
despacho con ocasión de sus funciones: Hasta 8 puntos. En este aspecto se tendrá en 
cuenta la conservación y utilización racional de los recursos de que dispone el empleado 
para cumplir sus funciones y a la administración y custodia de los bienes privados bajo su 
cuidado. Igualmente deberá considerarse la presentación de su sitio de trabajo, en lo 
referente a la pulcritud y organización del mismo.   
 
CAPITULO IX. FACTOR PUBLICACIONES 
 
ARTICULO 64.- Para la calificación de este factor, los empleados que hayan realizado 
publicaciones dentro del período a evaluar, deberán entregar un ejemplar de cada una de ellas al 
calificador, a más tardar el último día hábil del mes de enero de cada año. 
La calificación se establecerá de conformidad con los criterios establecidos en el capítulo IX del 
título II del presente Acuerdo.  
 
CAPITULO X.  VIGENCIA Y DEROGATORIA 
 
ARTICULO 65.- El presente Acuerdo rige a partir del primero de enero de dos mil tres (2003). En 
consecuencia sólo se aplicará en las evaluaciones correspondientes al inicio de su vigencia. 
Deroga los Acuerdos 198 y 313 de 1996, 103 de 1997, 247 de 1998, 516 de 1999 y 1177 de 2001 
y los demás que le sean contrarios, a partir de su aplicación.  
Publíquese en el Diario Oficial y en la Gaceta de la Judicatura. 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. Dado en Bogotá a los veintiún (21) días del mes de marzo del dos 
mil dos (2002)    
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ACUERDO No. PSAA10-7636 de 2010 
(Diciembre 20) 
“Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los servidores y 
servidoras de la Rama Judicial vinculados por el sistema de carrera judicial” 
LA SALA ADMINISTRATIVA DEL 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
En uso de sus facultades constitucionales, especialmente de las conferidas por los artículos 85, 
numerales 17 a 19 y 22, 157, 158, 169 a 174 y numeral 2º del artículo 175 de la Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia y de conformidad con lo aprobado en la sesión del 2 de junio de 2010, 
ACUERDA 
TÍTULO I. PRINCIPIO GENERAL Y OBJETIVOS 
 
ARTÍCULO 1.- Principio y Objetivos de la Evaluación.- Con el propósito de asegurar que se 
mantengan los niveles de eficiencia, calidad e idoneidad que justifiquen la permanencia en el 
cargo, todos los servidores y servidoras judiciales vinculados por el sistema de carrera judicial 
deben ser calificados según la regulación que contiene el presente Acuerdo, la cual deberá ser 
motivada y producto del control permanente del desempeño de sus funciones.  
Los resultados de la evaluación serán siempre notificados oportunamente al respectivo servidor.  
CAPÍTULO I. SUJETOS 
 
ARTÍCULO 2.- Sujetos evaluables. Todos los funcionarios y empleados de la Rama Judicial 
vinculados al servicio por el sistema de carrera, deben ser calificados formal y periódicamente, aun 
cuando se desempeñen transitoriamente en situación distinta de la propiedad, siempre que el 
cargo pertenezca a dicho régimen.  
Los funcionarios y empleados de carrera también deben ser calificados cuando se desempeñen en 
cargos de descongestión.  
Cuando se trate de juez plural, se calificará únicamente al ponente de la providencia aprobada por 
la respectiva Sala, Sección o Subsección.  
 
CAPÍTULO II. PERIODICIDAD 
 
ARTÍCULO 3.- Periodicidad. La calificación integral de servicios de los magistrados de tribunales 
superiores, administrativos y de la sala jurisdiccional disciplinaria de los consejos seccionales de la 
judicatura, se llevará a cabo bienalmente; la de los jueces y empleados, anualmente.  
El período de calificación para magistrados estará comprendido entre el primero (1º) de enero del 
primer año y el treinta y uno (31) de diciembre del segundo año y para jueces y empleados estará 
comprendido entre el primero (1º) de enero y el treinta y uno (31) de diciembre del respectivo año.  
No obstante, la calificación de empleados podrá anticiparse por el evaluador por razones del 
servicio debidamente sustentadas, sin que el lapso de desempeño pueda ser inferior a tres (3) 
meses dentro del respectivo período.  
PARÁGRAFO.- Para los funcionarios la consolidación de todos los factores que integran la 
calificación se hará, a más tardar, el último día hábil del mes de mayo del año siguiente a la 
finalización del correspondiente período. Para los empleados, será el último día hábil del mes de 
julio del año siguiente a la finalización del correspondiente período.  
Sólo cuando se encuentre en firme la calificación de un período, podrá hacerse la consolidación del 
siguiente.  
 
ARTÍCULO 4.- Período mínimo de evaluación. Para efectos de establecer el período mínimo de 
evaluación, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:  
Será sujeto de evaluación el servidor judicial que estuviere en el cargo por un tiempo superior a 
tres (3) meses.  
Cuando el servidor judicial durante el período a evaluar haya desempeñado varios cargos en 
propiedad, en virtud de nombramiento con base en la lista de candidatos del Registro de Elegibles, 
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la evaluación se hará por su desempeño en el último cargo. La calificación del servidor judicial que 
estando en propiedad se desempeñe en provisionalidad en otros cargos de carrera o por traslado 
se desempeñe en varios cargos durante el período, se hará en forma proporcional al lapso 
laborado en cada uno de ellos.  
 
ARTÍCULO 5.- Periodicidad y Excepciones.- Para efectos de la determinación del período a 
evaluar no se tendrán en cuenta los tres primeros meses, contados a partir de la consolidación de 
una de las siguientes situaciones respecto de los funcionarios a calificar:  
a) Que hayan sido sujetos de redistribución de procesos o despachos, o de la transformación o 
fusión del despacho, siempre que éstas impliquen cambio de especialidad.  
 
b) Que ingresen a un despacho con acumulación de inventarios igual o superior a la capacidad 
máxima de respuesta establecida de conformidad con la reglamentación pertinente.  
 
c) Que ingresen por primera vez a la función jurisdiccional, o a una jurisdicción o especialidad 
diferente a la que venían desempeñando.  
 
d) De igual forma, no se tendrán en cuenta los tres primeros meses del período de evaluación 
cuando se presenten situaciones excepcionales que a juicio de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura ameriten tomar una decisión en este sentido, en los casos siguientes: a) 
Cuando se trate de la implementación de reformas normativas; b) Cuando se trate de la adopción 
de medidas de descongestión; c) Cuando se trate de situaciones especiales de reordenamiento o 
mapa judicial; d) Cuando se considere que las condiciones de operación de una categoría o 
especialidad de juzgados, en aplicación del derecho a la igualdad, requieren de un tratamiento 
diferente. En estos casos, la Sala Administrativa dispondrá e informará el descuento en cualquier 
tiempo antes de la consolidación de la evaluación.  
 
En los eventos de este artículo, se aplicará un sólo descuento por todas las situaciones reportadas 
durante el período de evaluación.  
 
ARTÍCULO 6.- Determinación del número de días calificables. Para determinar el número de 
días hábiles laborados durante el período, la Sala Administrativa del Consejo Superior o la 
respectiva Seccional de la Judicatura descontará exclusivamente los días hábiles que 
correspondan a vacaciones; vacancia judicial; incapacidades; calamidad doméstica; escrutinios 
electorales; licencias, salvo para ocupar otros cargos en la Rama Judicial que den lugar a 
calificación; cierre extraordinario de los despachos; comisiones; permisos para adelantar 
actividades de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, o por cualquier otra circunstancia 
previamente autorizada por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  
Quien pretenda invocar el descuento de días hábiles en las situaciones anteriores, salvo 
vacaciones y vacancia judicial, deberá acreditar la causa y allegar el cumplido correspondiente, si 
es del caso, ante la Sala Administrativa competente a más tardar el último día hábil del mes de 
enero siguiente al vencimiento del período de evaluación.  
PARÁGRAFO.- Por comisiones o permisos para la participación como asistente en los eventos 
programados por la Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla" o en los de formación y capacitación 
especiales para el desarrollo de los proyectos de modernización y sistematización de los 
despachos judiciales, o en los de salud ocupacional, autorizados por la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, podrá descontarse un máximo de diez (10) días por año o un 
término superior, en caso de que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura lo 
autorice.  
No será tenido en cuenta dentro de la anterior limitación el tiempo que los servidores judiciales 
inviertan en su capacitación o actuación como formadores de la Escuela Judicial "Rodrigo Lara 
Bonilla", ni el que empleen en su participación en las pasantías dentro de los cursos-concursos, los 
cuales deberán ser debidamente certificados por la misma.  
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CAPÍTULO III. EFECTOS 
 
ARTÍCULO 7.- Efectos de la calificación integral de servicios. La calificación integral de 
servicios tiene efectos para:  
a) Determinar la permanencia o retiro del servicio.  
b) Conceder estímulos y condecoraciones.  
c) Participar en los programas de capacitación y formación.  
d) Evaluar la procedencia o improcedencia de traslados.  
 
ARTÍCULO 8.- Efectos de la calificación insatisfactoria. La calificación integral insatisfactoria de 
servicios de funcionarios y empleados conllevará la exclusión de la carrera judicial y ambas 
decisiones se contendrán en el mismo acto administrativo, contra el cual podrán interponerse los 
recursos que procedan en la vía gubernativa. El acto administrativo en firme dará lugar al retiro 
inmediato del servicio.  
Los nominadores informarán las novedades que por este concepto se produzcan a la Dirección 
Ejecutiva y las Direcciones Seccionales de Administración Judicial, a las Salas Administrativas de 
los Consejos Seccionales de la Judicatura y estas últimas a su vez, informarán inmediatamente a 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura.  
PARÁGRAFO.- La calificación de servicios tiene efectos legales respecto del cargo en el cual el 
funcionario o empleado está vinculado en propiedad por el sistema de carrera judicial.  
 
CAPÍTULO IV. INFORMACIÓN BASE PARA LA CALIFICACIÓN Y FORMULARIOS DE 
EVALUACIÓN 
 
ARTÍCULO 9.- Información base para la calificación. La información base para la calificación 
integral de servicios y la de cada uno de sus factores deberá ser reportada por los servidores 
judiciales en los formularios e instrumentos diseñados y distribuidos por las Unidades de Desarrollo 
y Análisis Estadístico y de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, en la oportunidad y términos previstos en este Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 10.- Sujetos responsables del reporte de información. Los superiores funcionales 
de los jueces y magistrados deberán diligenciar los formularios del factor calidad de acuerdo con la 
metodología prevista en este Acuerdo y los instructivos y manuales diseñados para el efecto.  
 
Los superiores funcionales de los jueces y magistrados deberán remitir el original de cada 
formulario del factor calidad a la Sala Administrativa competente, dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a su aprobación, por un medio que garantice su seguridad. La Sala 
Administrativa remitirá trimestralmente copia informal de los mismos a los funcionarios evaluados 
para efectos informativos.  
 
Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Tribunales Administrativos, Salas 
Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura y Jueces de la 
República son responsables de alimentar el Sistema de Información Estadística de la Rama 
Judicial –SIERJU, para lo cual deben diligenciar en su integridad y remitir los formularios únicos de 
recolección diseñados para cada una de las categorías, áreas, especialidades y jurisdicciones de 
los despachos judiciales en los términos establecidos en los artículos 3º y 5º del Acuerdo 2915 de 
2005 o el que haga sus veces. Dicha información se entenderá rendida y aceptada bajo la 
gravedad del juramento.  
 
Si durante el período a reportar ejercieron dos o más funcionarios en un mismo despacho se 
diligenciarán sendos formularios. Las fechas de corte de la información a reportar deben coincidir 
con las de posesión y/o retiro de los respectivos funcionarios. Los Magistrados de la Sala 
Administrativa competente son los responsables del diligenciamiento durante el período de 
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evaluación de los formularios de informe de las visitas realizadas a los Jueces de la República. Así 
mismo, les corresponderá el diligenciamiento completo, la verificación de la información y la 
remisión oportuna de los informes de las visitas realizadas a los Magistrados de Tribunales 
Superiores, Tribunales Administrativos y Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, en cumplimiento de la delegación que para el efecto les confiera la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Si durante el período de evaluación se 
desempeñaron dos o más funcionarios en propiedad en el mismo despacho se diligenciará un 
formulario por cada uno de ellos.  
 
Los superiores jerárquicos de los empleados son responsables del correcto diligenciamiento de los 
formularios de calificación integral de servicios y de los instrumentos de seguimiento de las labores 
y soportes de la evaluación de los empleados a su cargo.  
 
Las copias de los formularios de calificación de empleados y de los soportes de la misma deberán 
remitirse a la Sala Administrativa competente, una vez ejecutoriados los actos administrativos 
correspondientes.  
 
ARTÍCULO 11.- Formularios de calificación del factor organización del trabajo y 
publicaciones y de calificación integral de servicios. La Sala Administrativa del Consejo 
Superior y las de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de acuerdo con sus competencias, 
tendrán a su cargo el correcto diligenciamiento de los formularios de calificación del factor 
organización del trabajo y publicaciones y del de calificación integral de servicios.  
 
La información atinente a las calificaciones integrales de servicios y a cada uno de sus factores, 
correspondientes a los funcionarios de la Rama Judicial, será publicada por Distrito en la página 
web de la Rama Judicial a más tardar el último día hábil del mes de julio siguiente al vencimiento 
del período de calificación.  
 
ARTÍCULO 12.- Distribución, recepción y control de la información. Las Salas Administrativas 
de los Consejos Seccionales de la Judicatura tendrán las siguientes obligaciones en relación con la 
información base para la evaluación de servicios, para lo cual utilizarán las herramientas 
tecnológicas existentes:  
 
a) Distribuir oportunamente los formularios e instrumentos de recolección de la información base 
para la calificación.  
b) Recibir los formularios diligenciados.  
c) Hacer seguimiento, control y monitoreo de los reportes e informes a cargo de los despachos 
judiciales al vencimiento de la fecha límite para rendirlos, y requerir por escrito a los servidores 
judiciales para que cumplan oportunamente con su obligación de reportar la información.  
d) Verificar el correcto diligenciamiento de los formularios y demás instrumentos y validar la 
información estadística de los despachos judiciales de su distrito de acuerdo con las directrices 
fijadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  
e) Devolver a los funcionarios correspondientes, dentro de los diez días siguientes al vencimiento 
de la fecha de reporte, los formularios que presenten inconsistencias para su corrección u 
ordenarla respecto a los formularios diligenciados en el sistema controlando que las correcciones 
se hagan inmediatamente, dejando evidencia escrita y completa de las solicitudes y autorizaciones 
de corrección o modificación, de los cambios realizados y la fecha de los mismos, con apoyo en la 
tecnología existente.  
f) Remitir la información estadística debidamente validada a la Unidad de Desarrollo y Análisis 
Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, dentro de los quince 
(15) días siguientes a su recepción.  
g) Reportar toda actuación inoportuna e ineficaz de empleado o funcionario judicial determinada en 
desarrollo de la función de vigilancia judicial, la cual será tenida en cuenta por el respectivo 
evaluador para efectos de la calificación del factor eficiencia o rendimiento, así: por cada proceso 
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en el cual se determine una actuación inoportuna e ineficaz se restará sólo un punto en la 
calificación del citado factor.  
ARTÍCULO 13.- Verificación de la información. En los meses de enero y febrero siguientes al 
vencimiento del período de evaluación, las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de 
la Judicatura realizarán visitas por cada una de las jurisdicciones, especialidades o secciones y 
categorías, para verificar la información estadística reportada al siguiente número de despachos:  
 
a) Dos (2) despachos que reporten los mayores inventarios finales de procesos activos.  
b) Dos (2) despachos que reporten los mayores egresos dentro del período.  
c) Dos (2) despachos que reporten el menor número de egresos durante el período.  
d) Dos (2) despachos que reporten el mayor número de procesos sin trámite dentro del período.  
e) Dos (2) despachos que reporten los más altos índices de rendimiento.  
f) Dos (2) despachos que reporten los más bajos índices de rendimiento.  
g) Dos (2) despachos elegidos al azar.  
 
Lo anterior, sin perjuicio de que en cualquier momento, a juicio de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior o de las Seccionales de la Judicatura practiquen visitas para los mismos fines a 
cualquier despacho judicial.  
 
ARTÍCULO 14.- Procesamiento y consolidación de la información. El acopio, procesamiento y 
análisis de la información referente a la calificación integral de servicios y la de cada uno de los 
factores que la componen, respecto a los jueces y empleados de los despachos judiciales de su 
Distrito, estará a cargo de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, 
quienes deberán reportarla a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial en los formatos 
diseñados y distribuidos por la misma.  
Tratándose de funcionarios dicha información deberá reportarse a más tardar el primer día hábil 
del mes de julio del año siguiente al vencimiento del período de evaluación. Para los empleados, a 
más tardar el último día hábil del mes de agosto del año siguiente al vencimiento del período de 
evaluación.  
La Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura es responsable de procesar y consolidar la información estadística a nivel nacional.  
La Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura y las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, según 
su competencia, son responsables de establecer los indicadores requeridos para efectos de la 
calificación de servicios de los funcionarios judiciales.  
 
ARTÍCULO 15.- Inexistencia o inexactitud de los reportes. Cuando se establezca que la 
información estadística reportada por el funcionario para realizar la calificación del factor eficiencia 
o rendimiento es inexacta, esto es, cuando se verifiquen mayores egresos y/o procesos sin trámite 
o cualquiera otra información inexacta que se traduzca en índices superiores de rendimiento, 
previo requerimiento escrito por parte de la Sala Administrativa competente, el funcionario 
evaluado procederá a la verificación, corrección o justificación en el término de cinco (5) días. 
Vencido este término sin respuesta, se procederá a la asignación del puntaje en la forma 
establecida en el inciso tercero de este artículo.  
Lo anterior, sin perjuicio de la adopción de medidas administrativas y correctivas, como la orden de 
corrección o modificación de formularios e informes y la práctica de visitas de verificación de 
información, entre otras.  
El despacho judicial que no rinda la información completa en la forma y términos establecidos al 
momento de consolidar la evaluación integral de servicios, recibirá una asignación igual al puntaje 
mínimo del factor eficiencia o rendimiento obtenido en la misma jurisdicción, especialidad o sección 
y categoría en el respectivo período evaluado. La Sala Administrativa competente deberá reportar 
al correspondiente funcionario para la adopción de las medidas administrativas o disciplinarias a 
que hubiere lugar.  
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CAPÍTULO V. COMPETENCIA 
 
ARTÍCULO 16.- Evaluación de funcionarios. La Sala Administrativa del Consejo Superior y las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura en el ámbito de su 
competencia territorial, harán la calificación integral de servicios de los Magistrados y de los 
Jueces, respectivamente.  
La Sala Administrativa Seccional competente para consolidar la calificación integral de servicios de 
los Jueces, será aquella a la que pertenece el despacho al cual se encuentre vinculado el 
funcionario en propiedad al momento de la consolidación.  
PARÁGRAFO 1°.- Cuando dentro del período a calificar el funcionario haya desempeñado sus 
funciones en despachos judiciales ubicados fuera de la circunscripción territorial de la Sala 
Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competente para realizarla, ésta solicitará la 
información base para efectuar la consolidación de la evaluación a la Sala o Salas Administrativas 
a las cuales pertenezcan los despachos donde el funcionario hubiere laborado.  
PARÁGRAFO 2°.- Cuando dentro del período a calificar un juez vinculado por el sistema de 
carrera judicial se haya desempeñado como magistrado en condición distinta de la propiedad, la 
Sala Administrativa competente para realizarla solicitará la información base para la calificación a 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura.  
 
ARTÍCULO 17.- Evaluación de empleados. Corresponde al superior jerárquico del despacho, 
centro de servicios o dependencia en la cual el empleado de carrera está nombrado en propiedad 
al momento de la consolidación de la evaluación, realizar su calificación integral de servicios.  
Cuando un empleado durante el período a calificar, haya desempeñado funciones en otros 
despachos o dependencias, los respectivos superiores remitirán al calificador a título de informe, el 
formulario de evaluación y los de seguimiento correspondiente a las labores desempeñadas, 
debidamente diligenciados en cuanto a los factores de calidad, eficiencia o rendimiento y 
organización del trabajo y publicaciones.  
Cuando durante el período de evaluación, un empleado haya desempeñado funciones como juez 
en provisionalidad, la consolidación de la calificación de servicios corresponderá a su superior 
jerárquico. Para el efecto, solicitará a la Sala Administrativa del Consejo Seccional respectivo, la 
información base para la calificación de los factores por su desempeño como juez.  
 
ARTÍCULO 18.- Obligatoriedad de la evaluación. El vencimiento del plazo para consolidar la 
calificación no exime al calificador de la responsabilidad de realizarla, por tratarse de una 
obligación a su cargo y de un derecho para el sujeto de la calificación, quien podrá exigirla.  
El funcionario que haya laborado en un despacho judicial o dependencia, deberá diligenciar el 
formulario de calificación y los de seguimiento correspondientes a los empleados del referido 
despacho, por el término de su desempeño, los cuales deberán reposar en cada una de las hojas 
de vida.  
 
PARÁGRAFO.- El carácter del nombramiento del funcionario que deba realizar la calificación de 
servicios, no lo exime de su responsabilidad para llevarla a cabo.  
 
CAPÍTULO VI. FACTORES 
 
ARTÍCULO 19.- Factores. La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad; 
eficiencia o rendimiento; organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes puntajes:  
a) Calidad: hasta 40 puntos.  
b) Eficiencia o rendimiento: hasta 40 puntos.  
c) Organización del trabajo y publicaciones: hasta 20 puntos.  
El resultado de la calificación integral de servicios se dará siempre en números enteros y la 
aproximación sólo se hará sobre el resultado final.  
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PARÁGRAFO.- En la calificación integral se incluirán 3 puntos para estimular el cumplimiento de 
los objetivos de los programas de descongestión en los que se utilice la figura de la redistribución 
de procesos, en la forma que se determina en el artículo 47 de este Acuerdo.  
 
Así mismo, se descontarán hasta seis (6) puntos de la calificación integral del funcionario que sea 
objeto de descongestión, en las jurisdicciones contencioso administrativa, jurisdiccional 
disciplinaria y en la ordinaria en las especialidades penal y laboral, cuando la causa de la medida 
sea que su egreso se encuentre por debajo en un 25% o más de la capacidad máxima de 
respuesta de los despachos de su misma categoría, especialidad y función. Lo anterior se aplicará 
en forma proporcional de tal suerte que entre mayor sea el porcentaje anterior mayor será el 
número de puntos a descontar.  
 
Para las demás especialidades se descontarán hasta tres (3) puntos de la calificación integral del 
funcionario que sea objeto de descongestión, cuando la causa de la medida sea que su egreso se 
encuentre por debajo en un 25% o más de la capacidad máxima de respuesta de los despachos de 
su misma categoría, especialidad y función. Lo anterior, se aplicará en forma proporcional, de tal 
suerte que entre mayor sea el porcentaje anterior, mayor será el número de puntos a descontar. 
Para quienes se aplique el parágrafo del artículo 9º de la Ley 1395 de 2010, se descontarán tres 
(3) puntos más en los casos en que el funcionario hubiere permitido el vencimiento del término 
para dictar la sentencia de primera o segunda instancia, siempre y cuando su egreso sea inferior a 
la capacidad máxima de respuesta.  
 
ARTÍCULO 20.- Resultados. La calificación de servicios se establecerá según los resultados, así:  
Excelente: de 90 hasta 100  
Buena: de 75 hasta 89  
Aceptable con plan de mejoramiento: de 60 hasta 74  
Las anteriores calificaciones se consideran satisfactorias.  
Insatisfactoria: de 0 hasta 59. Da lugar al retiro del servicio y a la cancelación de la inscripción en 
el escalafón de carrera.  
 
CAPÍTULO VII. PLAN DE MEJORAMIENTO 
 
ARTÍCULO.- 21.- Plan de Mejoramiento.- El Plan de Mejoramiento consiste en un programa de 
actividades y compromisos que contiene las acciones que debe ejecutar el servidor judicial en un 
tiempo determinado para mejorar su desempeño durante el siguiente período a evaluar, mejorar 
sus prácticas y lograr aumentar los niveles de eficiencia, idoneidad, calidad y productividad 
respecto de las actividades y/o tareas bajo su responsabilidad, permitiendo la realización de un 
seguimiento de su gestión. Para los funcionarios, en ningún caso el Plan de Mejoramiento podrá 
comprender aspectos que afecten la autonomía e independencia judicial.  
ARTÍCULO 22.- Contenido del Plan de Mejoramiento. Cuando en el período anterior el servidor 
judicial haya obtenido una calificación aceptable, dentro de los quince (15) días siguientes a la 
firmeza de la misma, el funcionario evaluado deberá formular por escrito para consideración y 
aprobación de la Sala Administrativa competente, un Plan de Mejoramiento que comprenderá 
como mínimo los siguientes aspectos: i) el objetivo general del plan de mejoramiento, (ii) 
determinación de las observaciones o hallazgos, las causas de los mismos y los efectos que 
constituyan la base de las acciones de mejoramiento, (iii) registro de las acciones de mejora e 
incorporar las mejores prácticas para subsanar las debilidades de la gestión judicial o 
administrativa, que dependan del servidor teniendo en cuenta la observación a la que corresponde 
y la posible causa (iv) determinación de la unidad de medida de las metas y su dimensión, y (v) 
definición del plazo de ejecución, esto es, fecha de inicio y fecha de finalización de las metas, el 
cual no podrá exceder el siguiente período de evaluación. La Sala Administrativa competente 
deberá revisar, ajustar y aprobar el Plan de Mejoramiento, dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a su formulación y hará el seguimiento permanente del cumplimiento del plan e 
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informará trimestralmente sobre el avance del cumplimiento de las metas a la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial.  
Los funcionarios y empleados involucrados en el plan de mejoramiento deberán participar con 
carácter obligatorio en los cursos de mejoramiento de la gestión judicial que impartirá la Escuela 
Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, los cuales harán parte integral del plan.  
 
ARTÍCULO 23.- Calificación del Plan de Mejoramiento. Para los funcionarios y empleados que 
fueron sujeto de Plan de Mejoramiento conforme a este capítulo, el incumplimiento total del 
mismo dará lugar a descontar de la calificación integral de servicios cinco (5) puntos. En 
caso de que el incumplimiento fuere parcial, el descuento se aplicará proporcionalmente.  
Cuando en los siguientes períodos de evaluación sea necesario formular nuevos Planes de 
Mejoramiento, la reducción de puntaje se aumentará hasta cinco (5) puntos adicionales, 
respecto al máximo deducible del periodo inmediatamente anterior.  
La Sala Administrativa competente realizará la calificación del plan de mejoramiento, la cual tendrá 
incidencia en la evaluación del período siguiente al que se formuló el Plan de Mejoramiento y 
elaborará y remitirá con las calificaciones del respectivo período, un informe final de cumplimiento a 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial.  
 
CAPÍTULO VIII. NOTIFICACIONES, RECURSOS, IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES 
 
ARTÍCULO 24.- Notificación. Las calificaciones integrales de servicios insatisfactorias serán 
siempre notificadas en forma personal, en los términos previstos en el Código Contencioso 
Administrativo. Las demás, se notificarán por correo electrónico o personalmente.  
Las notificaciones de las calificaciones integrales de servicios deberán realizarse a más tardar el 
décimo día hábil siguiente a su consolidación.  
 
ARTÍCULO 25.- Impedimentos y recusaciones. Los impedimentos y recusaciones para efectos 
de la calificación integral de servicios, se tramitarán conforme con lo previsto en el Código 
Contencioso Administrativo.  
 
ARTÍCULO 26.- Recursos. Contra la calificación integral de servicios proceden los recursos en la 
vía gubernativa, conforme lo previsto en el Código Contencioso Administrativo.  
Cuando la impugnación se refiera al factor calidad de la misma, la Sala Administrativa del Consejo 
Superior o Seccional de la Judicatura pondrá el respectivo escrito en conocimiento del superior 
funcional para que se pronuncie al respecto en un término no superior a quince (15) días hábiles.  
 
TITULO II. RÉGIMEN GENERAL PARA FUNCIONARIOS 
 
CAPÍTULO I. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE FUNCIONARIOS FACTOR CALIDAD 
 
ARTÍCULO 27.- Factor calidad. La calificación del factor calidad consistirá en el análisis técnico y 
jurídico de la decisión y el control de términos, así como el cumplimiento del derecho al debido 
proceso.  
La calificación de este factor será realizada por el superior funcional, en todos los casos 
simultáneamente con la decisión del recurso o grado jurisdiccional de consulta.  
En el evento en que el superior funcional sea colegiado, se efectuará por la sala plena de la 
respectiva corporación y en el caso de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, por dicha Sala. La calificación se realizará por iniciativa de la sala, sección 
especializada o subsección, si la hubiere, para lo cual el ponente, simultáneamente con la 
elaboración del proyecto de decisión, en todos los casos diligenciará el formulario de evaluación 
del factor calidad y lo someterá a consideración en la misma sesión en que aquél sea discutido.  
Las decisiones sobre la calificación del factor calidad aprobadas por la sala, sección o subsección 
correspondiente serán sometidas a la aprobación de la sala plena, al menos cada dos meses.  
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ARTÍCULO 28.- Mínimo de procesos a evaluar. La evaluación deberá comprender todos los 
asuntos que lleguen al conocimiento del superior funcional. Cuando la totalidad de procesos 
evaluados fuere inferior a diez (10), se seguirá el siguiente procedimiento:  
Si al último día hábil del mes de enero siguiente al vencimiento del período de evaluación las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura no cuentan con el número mínimo de 
calificaciones del factor calidad solicitarán, en esa misma fecha, al funcionario una relación de los 
procesos terminados dentro del período que no hayan sido objeto de calificación, la cual contendrá 
número de radicación, clase de proceso y los nombres de las partes o sujetos procesales. Cuando 
se trate de Magistrados de Tribunales y Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura el listado será solicitado por su evaluador, quien seleccionará al azar 
los procesos.  
Los funcionarios evaluados deberán remitir el listado a más tardar el 15 de febrero siguiente al 
vencimiento del período de evaluación. La Sala Administrativa competente seleccionará al azar los 
procesos que el funcionario a evaluar deberá remitir al superior funcional correspondiente, hasta 
completar el mínimo requerido y comunicará lo pertinente. Los procesos serán enviados dentro de 
los tres días siguientes al recibo de la comunicación.  
Para el efecto, cuando exista pluralidad de jueces del circuito competentes para calificar el factor 
calidad de los jueces municipales, la Sala Administrativa del respectivo Consejo Seccional de la 
Judicatura realizará el reparto.  
PARÁGRAFO.- En todos los casos, en la calificación de este factor se deberán incluir cuando 
menos seis (6) procesos con sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia. Tratándose de juzgados promiscuos deberán evaluarse todas las especialidades de su 
competencia.  
Si agotado el procedimiento antes descrito, no es posible completar el mínimo de formularios, la 
calificación del factor se obtendrá con los que hubiere.  
 
ARTÍCULO 29.- Subfactores de Evaluación. La calificación de este factor se fundamentará en el 
análisis técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del período a evaluar.  
En este factor se evaluará la dirección del proceso, el control de términos y la decisión. 
Comprenderá las siguientes variables y puntajes:  
 
1. Dirección del proceso y control de términos: Hasta 20 puntos. Se analizarán las siguientes 
variables:  
a) Control de términos. Hasta 7 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 5 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o supérfluas y conducción probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 
3 puntos.  
 
En los casos en los que no proceda la práctica de audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá 
de la siguiente manera:  
 
a) Control de términos. Hasta 8 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 6 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o superfluas y conducción probatoria. Hasta 6 puntos.  
 
Si el asunto se decidió de plano o no fue necesario decretar y practicar pruebas, el puntaje se 
distribuirá así:  
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a) Control de términos. Hasta 11 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, control y rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 9 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
 
En los casos en que se trate de un asunto decidido de plano, o en los que no haya sido necesario 
el decreto y la práctica de pruebas, los puntajes se distribuirán así:  
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación de 
estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de género. 
Hasta 4 puntos.  
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal c), el 
puntaje corresponderá Hasta 8 puntos.  
 
Cuando no fuere posible evaluar los aspectos contenidos en el subfactor dirección del proceso y 
control de términos, la calificación se hará exclusivamente sobre “Análisis de la Decisión”. En este 
caso, los puntajes corresponderán al doble de los señalados en el numeral 2 de este artículo.  
 
PARÁGRAFO.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la providencia del 
funcionario calificado.  
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto.  
ARTÍCULO 30.- Promedios. La Sala Administrativa del Consejo Superior o Seccional de la 
Judicatura correspondiente, obtendrá la calificación consolidada del factor calidad sumando los 
puntajes asignados por los respectivos superiores funcionales en la evaluación de cada proceso y 
dividiendo este resultado por el número de calificaciones.  
 
CAPÍTULO II. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 31.- Reporte de información. La calificación de este factor se realizará por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior o las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura con base en la información que en cumplimiento del artículo 104 de la Ley 270 de 1996, 
les reportarán los funcionarios a evaluar en la forma establecida en el Capítulo IV del Título I de 
este Acuerdo.  
ARTÍCULO 32.- Variables de evaluación. La calificación de este factor se efectuará sobre el 
rendimiento de los funcionarios durante el período a evaluar, a partir del ingreso, el egreso y la 
carga en comparación con sus pares, es decir, los despachos de su misma jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría.  
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ARTÍCULO 33.-Carga. La carga de cada despacho judicial está constituida por:  
a) El inventario al iniciar el período a evaluar de los procesos con trámite o activos sin sentencia o 
decisión de fondo que resuelva el asunto en la respectiva instancia, y de las solicitudes de 
conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la contenga, que por 
disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
b) Los procesos que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron reactivados 
durante el período a evaluar.  
c) Los procesos ingresados durante el período a evaluar.  
d) Los procesos que por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho judicial a 
continuación de otro terminado.  
PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos:  
a) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia 
cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos durante los últimos seis (6) meses del 
período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del decreto de 
suspensión, por la interrupción del proceso o cuando por disposición legal deban permanecer 
suspendidos o en archivo temporal o provisional por el mismo término.  
b) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia 
y las demandas no notificadas, que no tuvieron trámite durante los últimos seis (6) meses del 
período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la perención.  
c) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de programas de 
descongestión.  
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia remitidos 
por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
e) En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales rechazadas o 
retiradas.  
f) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan 
sido devueltos o inadmitidos, declarados desiertos y aquellos en que hubiere desistimiento 
del recurrente.  
 
ARTÍCULO 34. Egreso. El egreso está constituido por:  
 
a) El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva de fondo 
el asunto en la instancia dentro del período a evaluar. Se considerarán igualmente los procesos 
en los que se haya decretado la perención y aquellos en los que se profirió auto de terminación del 
proceso por desistimiento y desistimiento tácito.  
b) La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la 
contenga que por disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
c) La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el 
proceso.  
 
PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso los siguientes procesos:  
a) En primera instancia, las solicitudes provenientes de Fiscalía o de la Policía, las denuncias, las 
demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas durante el período.  
b) Los procesos que hayan sido enviados en el período a otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión.  
c) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia remitidos 
por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
d) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan 
sido devueltos, declarados desiertos o inadmitidos y aquellos en que hubiere desistimiento del 
recurrente, durante el período.  
 
ARTÍCULO 35.- Ingreso del despacho. El ingreso está constituido por todos los asuntos recibidos 
durante el período a evaluar, incluso los procesos reactivados. No se tendrán en cuenta para 
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establecer el ingreso los asuntos a que se refiere el parágrafo del artículo 33 de este Acuerdo, 
recibidos durante el período.  
 
ARTÍCULO 36.- Capacidad Máxima de Respuesta. Para efectos de la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los funcionarios judiciales, deberá determinarse la capacidad máxima 
de respuesta para cada jurisdicción, especialidad o sección y categoría.  
Se entenderá como capacidad máxima de respuesta, la cifra que resulte de calcular el promedio de 
los egresos del diez por ciento (10%) del total de los despachos de cada jurisdicción, especialidad 
o sección y categoría, que corresponda a los que registran mayores egresos dentro del 
período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
con anterioridad a la consolidación de la evaluación, con base en las estadísticas reportadas del 
período de calificación, a más tardar, el primer día hábil del mes de abril siguiente a su 
vencimiento.  
Dicho cálculo es la capacidad máxima de respuesta de un despacho judicial de cada jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría y será el límite máximo de referencia para establecer el 
rendimiento de cada despacho judicial.  
 
En caso de que el cálculo del 10% sobre el número de despachos en la especialidad no 
corresponda a un número entero, se aproximará al entero siguiente y cuando sea inferior a 5, se 
considerarán la totalidad de despachos. En este evento, la capacidad máxima de respuesta no 
podrá fijarse en una cifra inferior a la señalada el período inmediatamente anterior, reducida en un 
diez por ciento (10%).  
 
ARTÍCULO 37.- Ingreso Ajustado. Para efectos de la calificación del factor eficiencia o 
rendimiento, el ingreso ajustado se establecerá así:  
a) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar igual o 
superior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual a la capacidad 
máxima de respuesta.  
b) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar 
inferior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual al ingreso del 
despacho durante el período.  
 
ARTÍCULO 38.- Determinación de los indicadores de evaluación del factor eficiencia o 
rendimiento. La calificación del factor eficiencia o rendimiento se realizará estableciendo una 
calificación base y una definitiva, en la forma señalada en este Capítulo.  
 
ARTÍCULO 39.- Cálculo de la Calificación Base del Factor. Para establecer la calificación base 
del factor, se consideran las siguientes situaciones:  
a) Egreso igual o mayor al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso durante el 
período fue igual o mayor al ingreso del despacho, la calificación base será de 40 puntos.  
 
b) Egreso inferior al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso durante el período 
fue inferior al ingreso del despacho, la calificación se establecerá proporcionalmente al ingreso 
ajustado, sobre un total de 40 puntos.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación Base= (Egreso/Ingreso Ajustado) X 
40.  
 
ARTÍCULO 40.- Cálculo del Complemento. Para los despachos judiciales que obtuvieron una 
calificación base con un egreso inferior a la capacidad máxima de respuesta, se aplicará un ajuste 
por capacidad de egresos, con base en el cálculo de un complemento, de acuerdo con el siguiente 
procedimiento:  
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Complemento. Para determinar el ajuste por capacidad de egresos se establecerá el 
porcentaje de demanda de justicia no atendida, por cada despacho, lo cual se denominará 
complemento.  
Para calcular el complemento, se realizarán según el caso, las siguientes operaciones:  
 
a) Para los despachos con una carga laboral durante el período a evaluar igual o superior a la 
capacidad máxima de respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad el resultado 
de dividir el egreso del despacho por la capacidad máxima de respuesta y multiplicarlo por la 
calificación base.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula, Complemento= [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X Calificación Base.  
 
b) Para los despachos con una carga laboral durante el período, menor a la capacidad máxima de 
respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad, el resultado de dividir el egreso del 
despacho por la carga laboral y multiplicarlo por la calificación base.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula, Complemento= [1-(Egreso/Carga Laboral)] X 
Calificación Base.  
 
ARTÍCULO 41.- Ajuste por capacidad de egresos. El ajuste por capacidad de egresos se hará al 
momento de realizar la calificación final del factor, deduciendo a la calificación base el 
complemento.  
 
ARTÍCULO 42.- Calificación final del factor. Para la calificación final del factor, se tendrá en 
cuenta lo siguiente:  
 
a) Si el egreso del despacho durante el período fue igual o mayor que la capacidad máxima de 
respuesta para la respectiva especialidad o sección y categoría, la calificación final del factor 
eficiencia o rendimiento del funcionario será de 40 puntos.  
 
b) Para los despachos que no tengan carga, si el egreso es igual o superior al ingreso o a la 
capacidad máxima de respuesta, según corresponda, la calificación final del factor será de 40 
puntos.  
 
En cambio, si el egreso fuere inferior al ingreso o a la capacidad máxima de respuesta, según 
corresponda, la calificación final del factor, se establecerá proporcionalmente sobre un total de 
40 puntos.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación Final del Factor= (Egreso/Ingreso 
Ajustado) X 40.  
c) Para los casos no contemplados en los literales a) y b), la calificación final del factor será el 
resultado de aplicar el ajuste por capacidad de egresos, esto es, de deducir a la calificación base el 
complemento.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación Final del Factor=Calificación Base – 
Complemento.  
 
ARTÍCULO 43.- Escalas. Para la determinación de todas las variables de calificación del factor 
eficiencia o rendimiento, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá 
establecer para cada período de evaluación, diferentes valores, escalas o puntajes por clase de 
proceso, de acuerdo con la complejidad de los diferentes asuntos a cargo de los funcionarios 
de la respectiva especialidad o para atender las necesidades que demande la prestación del 
servicio de justicia.  
PARÁGRAFO TRANSITORIO.-Para el primer período de evaluación, los egresos del despacho 
por acciones de tutela tendrán una incidencia del treinta por ciento (30%) sobre el total de los 
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egresos reales registrados respecto a estas acciones. Lo mismo se aplicará en relación con las 
sentencias proferidas en virtud del grado jurisdiccional de consulta. Las sentencias o decisiones 
definitivas que le pongan fin a la instancia dentro de los procesos ejecutivos que no hayan tenido 
oposición, tendrán una incidencia del quince (15%).  
 
ARTÍCULO 44.- Desempeños inferiores al período. Cuando un funcionario se haya 
desempeñado por un lapso inferior al período de evaluación, los indicadores de capacidad máxima 
de respuesta e ingreso ajustado y carga, se considerarán en proporción al número de días 
hábiles laborados.  
 
ARTÍCULO 45.- Porcentaje de gradualidad. En los casos en que se aplique el ajuste por 
capacidad de egresos, para las calificaciones del factor eficiencia o rendimiento de magistrados y 
jueces que se realizarán durante los tres primeros años de vigencia del presente Acuerdo, el 
complemento se aplicará, así: para el año 2011 en un 20%; para el año 2012 en un 40%, para el 
2013 en un 60% y a partir del año 2014 se aplicará en un 90%.  
Para el efecto, la aplicación gradual del complemento se calculará para cada período, según la 
siguiente operación matemática:  
 
a) Año 2011:  
 
Literal a) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X Calificación Base X 0,20.  
Literal b) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Carga Laboral)] X Calificación 
Base X 0,20.  
 
b) Año 2012:  
Literal a) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X Calificación Base X 0,40. Literal b) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = 
[1-(Egreso/Carga Laboral)] X Calificación Base X 0,40.  
 
c) Año 2013:  
 
Literal a) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X Calificación Base X 0,60.  
Literal b) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Carga Laboral)] X Calificación 
Base X 0,60.  
 
d) Año 2014 en adelante.  
 
Literal a) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X Calificación Base X 0,90.  
Literal b) del artículo 40 de este Acuerdo. Complemento = [1-(Egreso/Carga Laboral)] X Calificación 
Base X 0,90.  
 
ARTÍCULO 46.- Complejidad excepcional. Cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos de 
complejidad excepcional que requieran de especial dedicación, tan pronto lo advierta lo informará y 
sustentará ante la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la cual evaluará las 
circunstancias, adoptará las medidas administrativas y señalará los parámetros y ajustes para 
efectos de la calificación de servicios del respectivo funcionario, si a ello hubiera lugar.  
 
ARTÍCULO 47.- Participación en programas de descongestión. Los funcionarios de los 
despachos que en razón de las medidas de descongestión por redistribución de procesos para 
sustanciación y/o fallo, coadyuven dichas medidas tramitando o decidiendo tales procesos, 
 28  
obtendrán un puntaje adicional de hasta tres (3) puntos en la calificación integral de servicios, 
siempre que ésta no sea inferior a 60 y no supere el tope máximo de 100 puntos, así:  
a) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior al 90%: 3 puntos.  
 
b) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior al 80% e inferior a 90%: 2 puntos.  
 
c) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior a 70% e inferior a 80%: 1 punto.  
 
Para el efecto, la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico y/o la Sala Administrativa del Consejo 
Seccional de la Judicatura, certificarán la participación del funcionario durante el período evaluable 
en las referidas medidas de descongestión y el porcentaje en que dio cumplimiento a las metas 
previstas en los Acuerdos que las crearon.  
 
CAPÍTULO III. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO Y PUBLICACIONES 
 
ARTÍCULO 48.- Factor organización del trabajo y publicaciones. La calificación de este factor 
comprenderá los siguientes subfactores:  
 
1. Aplicación de las normas de carrera, de las normas sobre situaciones administrativas, 
cumplimiento del régimen disciplinario y demás Acuerdos expedidos por la Sala Administrativa, y 
participación en las actividades de salud ocupacional. Hasta 3 puntos. Comprende los siguientes 
aspectos:  
 
a) La observancia de las normas de carrera en la evaluación del factor calidad de otros 
funcionarios y en la designación y calificación integral de sus empleados.  
b) El manejo y reporte oportuno de situaciones administrativas, tales como licencias, permisos, 
vacaciones, retiros.  
c) La aplicación del régimen disciplinario a sus empleados, cuando haya lugar.  
d) Participación en las actividades de salud ocupacional.  
e) Cumplimiento de los demás Acuerdos expedidos por la Sala Administrativa.  
 
2. Dirección del despacho. Hasta 11 puntos. Comprende los siguientes aspectos:  
 
2.1. Procedimientos de trabajo e integración del equipo de trabajo a los objetivos institucionales y 
atención al usuario (Hasta 3 puntos):  
a) Existencia de procedimientos de trabajo claros y documentados.  
b) Incorporación de buenas prácticas que generen valor a la gestión.  
c) Aplicación de metodologías de planeación del trabajo, definición de metas e indicadores.  
d) Determinación de los mecanismos de seguimiento al cumplimiento del plan de trabajo y de las 
metas.  
e) Mecanismos de seguimiento y retroalimentación del desempeño de los miembros del equipo de 
trabajo, desde la perspectiva administrativa (no calificación).  
f) Mecanismos de atención al usuario: información y métodos de evaluación de la percepción del 
servicio.  
 
2.2. Control y seguimiento a la programación establecida para el trámite y decisión de los procesos 
activos, verificación de la imposibilidad de impulso oficioso en los asuntos “sin trámite”, así como el 
cumplimiento de los turnos para decidir los procesos y/o adelantar las actuaciones a su cargo, de 
acuerdo con la normatividad vigente. (Hasta 8 puntos).  
 
Tratándose de magistrados, la verificación contemplará también el cumplimiento del reglamento del 
tribunal o sala o sección respecto a los términos para suscribir y firmar los proyectos aprobados por 
la correspondiente sala o sección.  
3. Gestión tecnológica y de información. Hasta 2 puntos. Comprende los siguientes aspectos:  
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a) Registro y control de la información, manejo de los expedientes (físico e informático), y 
organización del archivo.  
b) Correcta y oportuna utilización de los sistemas tecnológicos de la gestión judicial, tales como el 
módulo de depósitos judiciales, sistema Siglo XXI, etc.  
c) Utilización de herramientas informáticas para controlar términos, actuaciones y otro tipo de 
aplicaciones.  
 
En todos los casos la evaluación comprenderá el cumplimiento de los Acuerdos que regulan la 
respectiva materia.  
4. Participación en procesos de formación. Hasta 3 puntos. Comprenderá la participación en 
todas las etapas de los procesos de formación impartidos por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”.  
 
En caso de que el funcionario/a no haya sido convocado durante el período a ninguno de los 
mencionados cursos el puntaje se distribuirá proporcionalmente en los subfactores 1, 2 y 3 de este 
artículo.  
5. Publicaciones. Hasta 1 punto.  
 
PARÁGRAFO.- Cuando al momento de consolidar la calificación integral de servicios el funcionario 
evaluado no hubiere reportado total o parcialmente la información necesaria para calificar el factor 
eficiencia o rendimiento, en la forma y términos establecidos en el reglamento, tendrá una 
reducción de hasta cinco (5) puntos en el puntaje total del factor organización del trabajo y 
publicaciones.  
 
ARTÍCULO 49.- Visitas. Para la calificación del subfactor organización del trabajo, la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura practicará visitas, directamente o mediante 
delegación, en los términos del parágrafo del artículo 85 de la Ley 270 de 1996, a los despachos 
de los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Administrativos y a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura. En el acto de delegación, 
se indicará el plazo para realizarlas.  
Dentro del período de evaluación, las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, realizarán visita a los juzgados ubicados en el ámbito territorial de su competencia. La 
información se recaudará en los formularios diseñados por la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial y se asignarán los puntajes conforme la escala de calificación allí señalada.  
PARÁGRAFO.- En los eventos en que por razones de orden público certificadas por la Oficina de 
Seguridad de la Rama Judicial o la dependencia que haga sus veces, no fuere posible realizar la 
visita al despacho, la información base para la evaluación de este factor podrá solicitarse al 
funcionario a evaluar, por cualquier medio eficaz. La Sala Administrativa correspondiente podrá 
verificar la información por los mecanismos que considere más idóneos, tales como certificaciones, 
registros y documentos que muestren la evidencia de los hechos a constatar.  
En el formulario de la visita se deberán registrar de manera concreta y expresa todos los aspectos 
que fundamentan la evaluación. Por su parte, en el formulario de calificación del factor se deberá 
guardar coherencia entre los aspectos consignados en el formato de visita, la motivación y el 
puntaje asignado a cada subfactor.  
 
ARTÍCULO 50.- Subfactor publicaciones. Para la calificación del subfactor publicaciones, los 
funcionarios que hayan realizado publicaciones de libros, remitirán un ejemplar de cada uno de 
ellos a la Sala Administrativa correspondiente, a más tardar el último día hábil del mes de enero del 
año siguiente al vencimiento del período a evaluar.  
La calificación se hará teniendo en cuenta los siguientes aspectos:  
a) Que la publicación del libro se haya realizado durante el período a evaluar.  
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b) Que se trate de libros de carácter jurídico o relativos a la administración de justicia, los cuales 
deberán versar sobre la materia en la cual ejerce las funciones.  
 
No se tendrán en cuenta:  
- Las tesis o monografías de pregrado y postgrado.  
- La reimpresión y la reedición de libros, excepto que no haya sido objeto de evaluación en 
períodos anteriores o que contenga un trabajo de corrección o actualización que, a juicio de la 
correspondiente sala administrativa, merezca ser valorado.  
-Los ensayos o artículos publicados en revistas o periódicos de circulación nacional, regional o 
local.  
-Las traducciones.  
PARÁGRAFO.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 48 del presente Acuerdo, la calificación de 
este subfactor no podrá ser superior a un punto, y en caso de que sean varios autores, el punto se 
dividirá entre el número de autores.  
ARTÍCULO 51.- Criterios. La calificación consultará, entre otros, los siguientes criterios:  
a) La originalidad del libro.  
b) Su calidad científica, académica o pedagógica.  
c) La relevancia y pertinencia de los trabajos.  
d) La contribución al desarrollo del derecho.  
 
ARTÍCULO 52.- Definición. Por libro se entiende una publicación impresa no periódica, que 
consta como mínimo de 49 páginas, sin contar las de la cubierta, que debe contener el respectivo 
número estándar International Standard Book Number, ISBN.  
 
TITULO III. REGÍMENES ESPECIALES 
 
CAPÍTULO I. JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 
ARTÍCULO 53.- Factor calidad. La calificación del factor calidad de los Jueces de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad, corresponderá al respectivo Tribunal Superior de Distrito Judicial a 
instancia de la Sala Penal y se fundamentará en el análisis técnico y jurídico de por lo menos diez 
(10) actuaciones y decisiones de fondo proferidas dentro del período a evaluar, seleccionadas al 
azar por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del listado general 
previamente remitido por el Juez.  
 
ARTÍCULO 54.- Sub factores de evaluación. En este factor se evaluará la dirección de la 
actuación y el control de términos y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes:  
1. Dirección de la actuación y control de términos: Hasta 20 puntos. Se analizarán las 
siguientes variables:  
a) Control de términos. Hasta 8 puntos.  
b) Control de la ejecución de las penas y de los subrogados penales. Si hubo actividad probatoria, 
también se examinará la pertinencia de las pruebas decretadas y conducción probatoria. Hasta 6 
puntos.  
c) Ejecución de los actos relacionados con el sistema penitenciario y carcelario y manejo de las 
visitas y diligencias. Hasta 6 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
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e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
 
ARTÍCULO 55.- Factor eficiencia o rendimiento. La calificación del factor eficiencia o 
rendimiento, se efectuará conforme al artículos 31 a 47 de este Acuerdo.  
PARÁGRAFO 1º. El ingreso está constituido por:  
Las actuaciones iniciadas de oficio o a petición de parte, las solicitudes presentadas por los 
interesados y las acciones constitucionales ingresadas durante el período.  
Las actuaciones de oficio comprenderán las visitas a las cárceles, penitenciarías y 
establecimientos de internación.  
PARÁGRAFO 2º.- El egreso estará constituido por las solicitudes y acciones constitucionales 
decididas y las actuaciones realizadas durante el período a evaluar.  
Los procesos que hayan permanecido sin actividad durante el período a evaluar, siendo posible su 
impulso oficioso, serán considerados como una actuación pendiente de decisión al finalizar el 
período, para efectos de establecer el rendimiento del funcionario. Esta circunstancia será 
verificada por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura correspondiente, en las 
visitas realizadas al despacho.  
ARTÍCULO 56.- Factor organización del trabajo y publicaciones. El factor organización del 
trabajo y publicaciones, se evaluará de conformidad con lo previsto en los artículos 48 a 52 de este 
Acuerdo.  
 
CAPÍTULO II. FUNCIONARIOS VINCULADOS A LOS SISTEMAS PENAL ACUSATORIO Y DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES Y JUECES PROMISCUOS 
MUNICIPALES.  
 
ESPECIALIDAD PENAL – LEY 906 DE 2004 Y LEY 1098 DE 2006. JUZGADOS CON FUNCIÓN 
DE CONTROL DE GARANTÍAS. 
 
ARTÍCULO 57.- Calificación del factor calidad para control de garantías. (Hasta 40 puntos). 
Se tendrán en cuenta los siguientes subfactores:  
 
1. Dirección de la audiencia. Hasta 20 puntos. Se analizarán las siguientes variables:  
a) Manejo de audiencias (Hasta 10 puntos)  
b) Control y/o rechazo de prácticas dilatorias. (Hasta 5 puntos).  
c) Control de su duración y suspensión (Hasta 5 puntos).  
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizan los siguientes aspectos:  
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración fáctica. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos.  
 
ARTÍCULO 58.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento.- Para realizar la calificación del 
factor eficiencia o rendimiento de los jueces de control de garantías, se tendrán en cuenta los 
siguientes subfactores:  
a) Proporción de audiencias efectivamente realizadas.  
b) Relación entre el tiempo promedio y el tiempo estándar.  
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ARTÍCULO 59.- Proporción de audiencias efectivamente realizadas. Se calcula la proporción 
de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el número de audiencias 
atendidas efectivamente y el número de audiencias solicitadas en el período, multiplicado por 20.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor proporción de audiencias 
efectivamente realizadas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias 
solicitadas en el período) X 20.  
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las solicitadas corresponda al 
100%, se asignarán 20 puntos.  
 
ARTÍCULO 60.- Determinación del tiempo estándar. Se entenderá como estándar el tiempo que 
resulte de calcular el promedio de las menores duraciones de audiencia del diez por ciento (10%) 
del total de los despachos que corresponda a los que registran menores duraciones dentro del 
período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
con anterioridad a la consolidación de la evaluación, con base en la información reportada del 
período de calificación, a más tardar, el primer día hábil del mes de abril siguiente a su 
vencimiento.  
 
ARTÍCULO 61.- Relación tiempo promedio y tiempo estándar. La evaluación de este subfactor 
se realizará estableciendo para cada tipo de solicitud la relación entre el tiempo estándar y el 
tiempo promedio en el respectivo despacho multiplicado por 20.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo estándar = 
(Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho) X 20.  
Cuando la duración promedio del despacho por solicitud sea inferior al estándar, se asignarán 20 
puntos.  
Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de solicitud y se divide entre el 
número de solicitudes de audiencia consideradas, para obtener el puntaje.  
 
ARTÍCULO 62.- Calificación factor eficiencia o rendimiento para control de garantías. Para 
obtener la calificación final del factor eficiencia o rendimiento, se suma el puntaje obtenido por la 
relación entre tiempo promedio y tiempo estándar de las solicitudes de audiencia para cada 
despacho, el cual no puede ser superior a 20, más la proporción de audiencias efectivamente 
atendidas, multiplicado por 20. En este caso, cuando la proporción corresponda al 100%, se 
asignarán 20 puntos.  
 
JUZGADOS CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 
 
ARTÍCULO 63.- Calificación del Factor Calidad. Para la calificación del factor calidad se evaluará 
la dirección del juicio, el control de términos y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y 
puntajes:  
1. Dirección del juicio y control de términos: Hasta 20 puntos. Se analizarán las siguientes 
variables:  
 
a) Control de términos. Hasta 7 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, elaboración de planes del caso, 
conducción del juicio oral y garantía de los principios que lo fundamentan, control de preacuerdos, 
aseguramiento de la comprensión del acusado y control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 
5 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo y exclusión de pruebas y 
conducción probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Manejo de audiencias y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 3 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
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b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
 
ARTÍCULO 64.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento.- Para realizar la calificación del 
factor eficiencia o rendimiento de los jueces de conocimiento, se tendrán en cuenta los siguientes 
subfactores:  
 
a) Calificación para el tiempo de audiencias. Hasta 12 puntos.  
b) Calificación de audiencias programadas y atendidas. Hasta 4 puntos.  
c) Aplicación de la metodología general. Hasta 24 puntos.  
 
ARTÍCULO 65.- Determinación del tiempo estándar. El tiempo estándar se establecerá 
conforme la metodología prevista en el artículo 60 de este Acuerdo, respecto a las audiencias de 
competencia de los servidores judiciales con función de conocimiento.  
 
ARTÍCULO 66.- Calificación para el tiempo de audiencias. La evaluación de este subfactor se 
realizará estableciendo para cada tipo de audiencia la relación entre el tiempo estándar y el tiempo 
promedio en el respectivo despacho multiplicado por 12.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo estándar = 
(Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho) X 12.  
Cuando la duración promedio del despacho por tipo de audiencia sea inferior al estándar, se 
asignarán 12 puntos.  
Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de audiencia y se divide entre el 
número de audiencias consideradas, para obtener el puntaje.  
 
ARTÍCULO 67.- Aplicación de la metodología general. Para realizar la calificación de este 
subfactor se aplicará la metodología general prevista en los artículos 31 a 47 de este Acuerdo, 
asignando un puntaje de cero (0) a veinticuatro (24) puntos, según corresponda.  
 
ARTÍCULO 68.- Calificación de audiencias programadas y atendidas. Se obtiene calculando la 
proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el número de 
audiencias atendidas efectivamente y el número de audiencias programadas en el período, 
multiplicado por 4.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias programadas y 
atendidas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias programadas) 
X 4.  
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las solicitadas corresponda al 
100%, se asignarán 4 puntos.  
 
ARTÍCULO 69.- Calificación final del factor eficiencia o rendimiento. Para obtener la 
calificación final del Factor Eficiencia o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en la 
calificación para el tiempo de audiencias, la calificación de audiencias programadas y atendidas y 
la aplicación de la metodología general.  
 
ARTICULO 70.- Calificación del factor organización del trabajo. La calificación del factor 
organización del trabajo se realizará conforme lo previsto en los artículos48 a 52 de este Acuerdo.  
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ARTÍCULO 71.- Jueces Promiscuos Municipales. Para la evaluación integral de los Juzgados 
Promiscuos Municipales, se tomará la ponderación de los indicadores que para cada uno de los 
procedimientos de su competencia establece el presente Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 72.- Calificación para funcionarios con competencia mixta. Para la evaluación 
integral de los funcionarios que además de tramitar procesos de la Ley 600 de 2000, desempeñen 
funciones de control de garantías, de conocimiento o como coordinadores, se tomará la 
ponderación de los indicadores que para cada una de dichas actividades resulten de aplicar los 
respectivos procedimientos establecidos en este Acuerdo. Lo mismo aplicará para los funcionarios 
que en forma simultánea desempeñen funciones de control de garantías y de conocimiento.  
En los casos en que el ejercicio de las competencias de la Ley 906 de 2004 en control de garantías 
y/o conocimiento, así como las de Ley 600 de 2000, se hayan asumido en fecha diferente durante 
el período, las calificaciones se ponderarán de conformidad con los días hábiles laborados en 
estas competencias a efectos de obtener la calificación total.  
 
ARTÍCULO 73.- Juez Coordinador. Para obtener los indicadores de evaluación relacionados con 
los factores eficiencia, organización del trabajo y publicaciones y calidad de los Jueces 
Coordinadores, se realizará cada semestre mínimo una visita conjunta entre el superior funcional y 
la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competentes, en la cual se 
considerarán las actuaciones y actividades desarrolladas durante el período calificable, de acuerdo 
con la naturaleza del asunto examinado.  
Cuando el superior funcional sea el Tribunal, la visita se realizará por el Presidente de la 
Corporación o un Magistrado de la correspondiente especialidad delegado al efecto.  
En el evento en que el evaluador del factor calidad del Juez Coordinador sea un Juez del Circuito, 
la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competente, previo reparto que se 
surtirá entre los jueces de circuito existentes en el respectivo circuito judicial, designará al Juez con 
quien deba realizar la visita.  
 
ARTÍCULO 74.- Subfactores de evaluación. Según corresponda, se analizarán de acuerdo con 
las funciones asignadas, los siguientes aspectos:  
Actuaciones propias de la coordinación del Centro de Servicios Judiciales:  
- Respecto al factor calidad (Hasta 40 puntos):  
1. Dirección de la actuación judicial administrativa.  
 
a) Oportunidad en la gestión administrativa (hasta 10 puntos). Se examinará la oportunidad e 
impulso de la gestión administrativa y el cumplimiento de los términos en la programación de las 
actuaciones y audiencias.  
b) Conducción del trámite administrativo y/o judicial (hasta 10 puntos). Se tendrá en cuenta que 
las actuaciones se adelanten con base en los principios de acceso a la administración de justicia, 
celeridad, eficiencia, eficacia y respeto de los derechos, entre otros.  
 
2. Análisis de la decisión.  
 
a) Identificación del problema jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 3 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDH, cuando sea el caso y aplicación de perspectiva de género. 
Hasta 3 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
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En caso de que no se aplique el subfactor de “Análisis de la Decisión”, el puntaje se redistribuirá 
entre los indicadores del subfactor dirección de la actuación judicial administrativa.  
En lo que corresponda, se aplicará lo previsto en la metodología general del factor calidad.  
 
- Respecto al factor eficiencia (Hasta 40 puntos a distribuir proporcionalmente al número de 
subfactores):  
 
a) Organización, programación, registro y control de la celebración de audiencias de garantías que 
solicitan las partes e intervinientes del proceso.  
b) Atención oportuna e integral de los informes solicitados por las autoridades administrativas de la 
Rama Judicial, sobre el funcionamiento y gestión del centro de servicios.  
c) Oportunidad en la toma de decisiones frente a la adopción de medidas urgentes para el traslado 
de empleados entre el Centro de Servicios y los despachos pertenecientes al sistema penal 
acusatorio.  
d) Oportunidad en la expedición de providencias y comunicaciones a su cargo.  
 
La calificación del factor organización del trabajo y publicaciones, se realizará con base en lo 
previsto en los artículos 48 a 52 de este Acuerdo.  
 
- Audiencias de garantías, de conocimiento y de ley 600 de 2000 realizadas por jueces 
coordinadores.  
 
En los casos en que el juez coordinador desarrolle audiencias de control de garantías o de 
conocimiento y/o tramite procesos de Ley 600 de 2000, su calificación se ponderará con las 
funciones de coordinación. Para la calificación de estas actuaciones se aplicará lo regulado en este 
Acuerdo, respecto de cada procedimiento.  
 
ARTÍCULO 75.- Levantamiento de actas. Practicadas las visitas se firmarán actas que suscribirán 
el superior funcional y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competentes, 
las cuales se consignarán posteriormente en un formulario de calificación integral para la 
consolidación de todos los factores por la Sala Administrativa correspondiente.  
 
ARTÍCULO 76.- Calificación integral. De conformidad con los artículos anteriores, se obtendrá 
una calificación correspondiente a las funciones propias de la Coordinación del Centro de Servicios 
Judiciales y una propia de las funciones de carácter jurisdiccional, si ese es el caso. La calificación 
integral del Juez Coordinador será el resultado del promedio de las calificaciones en cada función.  
 
ARTÍCULO 77.- Disposiciones comunes a este capítulo. Para la calificación del factor calidad 
de los procesos orales, el evaluador realizará la calificación exclusivamente con base en las 
grabaciones hechas en medio magnético o digital en que se registren las audiencias y los 
resultados se consignarán en los formularios suministrados para el efecto.  
 
En la motivación de la calificación el evaluador deberá hacer referencia expresa a puntos 
específicos de la sentencia o decisión de fondo y de lo ocurrido en la audiencia que considere 
relevantes para sustentar el puntaje asignado. Por ningún motivo podrá solicitarse para efectos de 
la calificación la trascripción de providencias, salvo las excepciones que sobre la materia 
establezca el legislador.  
 
La calificación del factor organización del trabajo y publicaciones de los jueces de conocimiento, 
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CAPITULO III. FUNCIONARIOS CON COMPETENCIA EN LAS ÁREAS CIVIL, FAMILIA, 
LABORAL, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA Y JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA QUE 
APLIQUEN PROCEDIMIENTOS ORALES 
 
ARTÍCULO 78.- Calificación del factor calidad. Para la calificación del factor calidad se evaluará 
la dirección del proceso, el control de términos y la decisión. Comprenderá las siguientes variables 
y puntajes:  
1. Dirección del proceso y control de términos: hasta 20 puntos. Se analizarán las siguientes 
variables:  
a) Control de términos. Hasta 7 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, fijación del litigio y control y/o rechazo de prácticas dilatorias y 
garantía del cumplimiento de los principios que informan el respectivo procedimiento. Hasta 5 
puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo y exclusión de pruebas y 
conducción probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Manejo de audiencias y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 3 puntos.  
 
En los casos en que el asunto sea de puro derecho o no fuere necesario el decreto de pruebas, el 
puntaje se distribuirá así:  
 
a) Control de términos. Hasta 8 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, fijación del litigio y control y/o rechazo de prácticas dilatorias y 
garantía del cumplimiento de los principios que informan el respectivo procedimiento. Hasta 7 
puntos.  
c) Manejo de audiencias y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 5 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
 
ARTÍCULO 79.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento.- Para realizar la calificación del 
factor eficiencia o rendimiento, se tendrán en cuenta los siguientes subfactores:  
a) Calificación para el tiempo de audiencias. Hasta 12 puntos.  
b) Calificación de audiencias programadas y atendidas. Hasta 4 puntos.  
c) Aplicación de la metodología general. Hasta 24 puntos.  
 
ARTÍCULO 80.- Determinación del tiempo estándar. Se entenderá como estándar el tiempo que 
resulte de calcular el promedio de las menores duraciones de audiencia del diez por ciento (10%) 
del total de los despachos que corresponda a los que registran menores duraciones dentro del 
período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
con anterioridad a la consolidación de la evaluación, con base en la información reportada del 
período de calificación, a más tardar, el primer día hábil del mes de abril siguiente a su 
vencimiento.  
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ARTÍCULO 81.- Calificación para el tiempo de audiencias. La evaluación de este subfactor se 
realizará estableciendo para cada tipo de audiencia la relación entre el tiempo estándar y el tiempo 
promedio en el respectivo despacho multiplicado por 12.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo estándar = 
(Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho) X 12.  
Cuando la duración promedio del despacho por tipo de audiencia sea inferior al estándar, se 
asignarán 12 puntos.  
Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de audiencia y se divide entre el 
número de audiencias consideradas, para obtener el puntaje.  
 
ARTÍCULO 82.- Calificación de audiencias programadas y atendidas. Se obtiene calculando la 
proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el número de 
audiencias atendidas efectivamente y el número de audiencias programadas en el período, 
multiplicado por 4.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias programadas y 
atendidas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias programadas) 
X 4.  
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las solicitadas corresponda al 
100%, se asignarán 4 puntos.  
 
ARTÍCULO 83.- Aplicación de la metodología general. Para realizar la calificación de este 
subfactor se aplicará la metodología general prevista en los artículos 31 a 47 de este Acuerdo, 
asignando un puntaje de cero (0) a veinticuatro (24) puntos, según corresponda.  
 
ARTÍCULO 84.- Calificación final del factor eficiencia o rendimiento. Para obtener la 
calificación final del Factor Eficiencia o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en la 
calificación para el tiempo de audiencias, la calificación de audiencias programadas y atendidas y 
la aplicación de la metodología general.  
ARTÍCULO 85.- Disposiciones comunes a este capítulo. Para la calificación del factor calidad 
de los procesos orales, el evaluador realizará la calificación exclusivamente con base en las 
grabaciones hechas en medio magnético o digital en que se registren las audiencias y los 
resultados se consignarán en los formularios suministrados para el efecto.  
En la motivación de la calificación el evaluador deberá hacer referencia expresa a puntos 
específicos de la sentencia o decisión de fondo, y de lo ocurrido en la audiencia que considere 
relevantes para sustentar el puntaje asignado. Por ningún motivo podrá solicitarse para efectos de 
la calificación la trascripción de providencias, salvo las excepciones que sobre la materia 
establezca el legislador.  
La calificación del factor organización del trabajo y publicaciones de los jueces de conocimiento, 
control de garantías y mixtos, se realizará con base en lo previsto en los artículos 48 a 52 de este 
Acuerdo.  
 
CAPITULO IV. FUNCIONARIOS DEL RÉGIMEN DE CARRERA EN CARGOS DE 
DESCONGESTIÓN 
 
ARTÍCULO 86.- Programas de descongestión para Fallo. Factor eficiencia o rendimiento. 
Para efectos de lo establecido en el artículo 2º del presente Acuerdo, la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en programas de 
descongestión para fallo, se determinará por el cumplimiento de dichos programas y las metas 
fijadas. Las metas para el respectivo período siempre deberán definirse en el Acuerdo que 
establezca la medida. El puntaje se determinará así:  
a) Con rendimiento igual al 100% de las metas obtendrá 40 puntos  
b) Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 99.99% de las metas: entre 27 y 39 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
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c) Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70% de las metas: entre 7 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado.  
d) Con rendimiento inferior al 50% de las metas: hasta un máximo de 7 puntos, proporcionalmente 
al rendimiento logrado.  
 
Lo anterior, sin perjuicio de la exclusión del programa de descongestión en caso de cumplimiento 
parcial.  
ARTÍCULO 87.- Factor calidad. La calificación del factor calidad de los funcionarios que se 
desempeñen transitoriamente en programas de descongestión para fallo, sólo tendrá en cuenta el 
análisis de la decisión. El puntaje se asignará hasta 40 puntos, así:  
 
Análisis de la Decisión: Se analizan los siguientes aspectos:  
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 10 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos, coherencia 
de la decisión). Hasta 10 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 10 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso, y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 6 puntos.  
e) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 10 puntos.  
 
La calificación del factor calidad de los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en 
programas de descongestión para sustanciación, sólo tendrá en cuenta la dirección del proceso y 
control de términos. El puntaje se asignará hasta 40 puntos, así:  
 
a) Control de términos. Hasta 14 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 10 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o superfluas y conducción probatoria. Hasta 10 puntos.  
d) Manejo de audiencias y diligencias, y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 
6 puntos.  
 
En los casos en los que no se haya practicado audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá de 
la siguiente manera:  
 
a) Control de términos. Hasta 16 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso y control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 12 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o superfluas y conducción probatoria. Hasta 12 puntos.  
 
Los funcionarios evaluados deberán remitir el listado de procesos decididos y/o tramitados, según 
sea el objeto de la medida de descongestión, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 
terminación de la misma, a la Sala Administrativa competente. La sala seleccionará al azar un 
mínimo de diez (10) procesos e informará sobre la selección al funcionario evaluado y al superior 
funcional. El funcionario a evaluar remitirá los procesos al superior, a más tardar dentro de los tres 
(3) días siguientes al recibo de la comunicación. Por su parte, el superior funcional contará con un 
término de un mes para efectuar y remitir a la sala administrativa competente la evaluación.  
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PARÁGRAFO.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces.  
No será una variable de evaluación el sentido de la providencia del funcionario calificado.  
ARTÍCULO 88.- Programas de descongestión para sustanciación y fallo. La calificación del 
factor calidad para los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en programas de 
descongestión para sustanciación y fallo, se realizará conforme a lo establecido en los artículos 27 
a 30 del presente Acuerdo.  
La calificación del factor organización del trabajo y publicaciones de los funcionarios evaluados en 
este Capítulo, se realizará conforme lo previsto en los artículos 48 a 52 de este Acuerdo.  
 
TITULO IV. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE LOS EMPLEADOS Y EMPLEADAS DEL 
RÉGIMEN DE CARRERA DE LA RAMA JUDICIAL 
 
ARTÍCULO 89.- Calificación de servicios de empleados. La calificación integral de servicios de 
empleados corresponderá al control permanente del desempeño que deberá realizar el superior 
jerárquico, quien deberá llevar el registro trimestral de las tareas asignadas al empleado, conforme 
a los indicadores previstos en este título para la evaluación de los factores calidad, eficiencia o 
rendimiento y organización del trabajo y publicaciones, indicando su nivel de cumplimiento y la 
valoración cualitativa asignada a los trabajos que le fueron encomendados en dicho lapso.  
Trimestralmente el calificador realizará un seguimiento al desempeño del empleado, en el cual se 
establecerán aquellos aspectos en los que presenta déficit y que pueden ser objeto de 
mejoramiento, así como de los factores y aspectos en los cuales presentó un adecuado y óptimo 
desempeño.  
El control trimestral descrito se consignará en los formularios diseñados y suministrados al efecto, y 
se considerará parte integral de la actuación de calificación. La calificación integral de servicios, 
corresponderá a la ponderación de cada factor de los cuatro trimestres.  
 
ARTÍCULO 90.- Seguimiento. El superior jerárquico dará a conocer al empleado el formulario 
diligenciado sobre el seguimiento trimestral y precisará los aspectos en los que se considere 
existen falencias o irregularidades, relacionados con todos los aspectos que comprenden los 
factores de evaluación, lo cual se registrará en el formulario de seguimiento.  
En el evento en que deba elaborarse el plan de mejoramiento a que se refiere el capítulo VII del 
Título I, se aplicarán las normas allí previstas. Para estos efectos, corresponderá al empleado su 
elaboración y al evaluador revisarlo, ajustarlo y aprobarlo. Los informes de seguimiento y 
cumplimiento se surtirán ante la Sala Administrativa correspondiente.  
 
ARTÍCULO 91.- Motivación de la evaluación. En la motivación de la calificación integral de 
servicios de los empleados judiciales, el superior jerárquico deberá dejar constancia expresa de los 
aspectos del seguimiento, que ameritaron en cada indicador, la puntuación respectiva, guardando 
coherencia entre la motivación y el puntaje asignado.  
 
CAPITULO I. FACTOR CALIDAD 
 
ARTÍCULO 92.- Factor calidad. Para los empleados que tienen funciones de carácter jurídico se 
tendrán en cuenta las siguientes variables:  
 
1. Manejo de procesos, audiencias y diligencias.  
 
a) Control de términos. (Hasta 5 puntos).  
b) Diligenciamiento y control de otros actos procesales y/o judiciales administrativos. (Hasta 5 
puntos).  
 
2. Análisis de los proyectos de providencias y otros actos.  
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a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 7 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). (Hasta 7 puntos).  
c) Aplicación de jurisprudencia, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad; de 
estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y de la perspectiva de género. (Hasta 7 
puntos).  
d) Estructura de los proyectos de providencias y demás actuaciones. (Hasta 5 puntos).  
e) Redacción, estética y ortografía de las decisiones (Hasta 4 puntos).  
 
Para los empleados que tienen funciones diferentes a las de carácter jurídico, la calificación del 
factor calidad se fundamentará en el análisis del cumplimiento de las funciones asignadas al cargo, 
teniendo en cuenta, la entrega oportuna de los trabajos, el contenido, exactitud, ausencia de 
errores, comprensión y dominio de las tareas asignadas, presentación, manejo gramatical y la 
ortografía de los trabajos realizados; la atención al público; el manejo de los expedientes, archivos, 
información y demás aspectos atinentes a su labor .  
 
CAPITULO II. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 93.- Factor eficiencia o rendimiento. El calificador deberá tener en consideración las 
actividades, funciones y responsabilidades asignadas a los diferentes empleados y su nivel de 
contribución a los objetivos y metas del despacho. De esta forma, la calificación del factor eficiencia 
o rendimiento se integrará así:  
 
a) En un 75% al puntaje obtenido por su nominador o superior jerárquico en el mismo factor, si éste 
es juez o magistrado y fue sujeto de evaluación.  
b) El 25% restante de la calificación del empleado, corresponderá al análisis cuantitativo del 
número de actividades realizadas durante el período frente a las asignadas, así como el nivel de 
contribución del empleado al cumplimiento de los objetivos del despacho o dependencia, la 
coordinación, supervisión, sustanciación, transcripción, notificación y atención a los usuarios, con 
base en una información objetiva.  
 
El formulario diseñado y suministrado por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial 
contendrá las variables y puntajes que el superior jerárquico deberá considerar para calificar.  
PARÁGRAFO.- En los eventos en que el calificador no sea sujeto de evaluación, o en los de 
calificación anticipada del empleado cuando haya sido realizada en forma previa a la calificación de 
su evaluador, la totalidad del puntaje comprenderá sólo los aspectos a que se refiere el 25% de la 
calificación.  
 
CAPITULO III. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO Y PUBLICACIONES 
 
ARTÍCULO 94.- Factor organización del trabajo y publicaciones. La calificación de este factor 
comprenderá los siguientes subfactores:  
1. Organización de las tareas: Hasta 7 puntos. Abarca los siguientes aspectos:  
a) Procedimientos de trabajo, el registro y control de la información (Hasta 3 puntos).  
b) Observancia de los Acuerdos proferidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, en lo pertinente sobre la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se 
adelanten en los despachos (hasta 3 puntos).  
c) Comportamientos acordes con la solemnidad y el decoro que imponen las actuaciones judiciales 
(hasta 1 punto).  
 
2. Atención al público. Hasta 4 puntos. Se evalúa la agilidad, precisión y cortesía en el trato con 
los intervinientes en los procesos o actuaciones judiciales, el público en general y sus 
compañeros/as de trabajo y sus superiores.  
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3. Administración de los recursos estatales y de los bienes particulares confiados al 
despacho con ocasión de sus funciones y presentación del despacho. Hasta 5 puntos. 
Comprende los siguientes aspectos:  
a) Se tendrá en cuenta la conservación y utilización racional de los recursos de que dispone el 
empleado para cumplir sus funciones (Hasta 2 puntos)  
b) La administración y custodia de los bienes privados bajo su cuidado. (Hasta 2 puntos)  
c) Igualmente deberá considerarse la presentación de su sitio de trabajo, en lo referente a la 
pulcritud y organización del mismo. (Hasta 1 punto)  
 
4. Participación en cursos de formación judicial. Hasta 3 puntos. Se analiza la participación en 
todas las etapas de los procesos de formación impartidos por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”.  
En caso de que el empleado no haya sido convocado durante el período a ninguno de los 
mencionados cursos el puntaje se distribuirá proporcionalmente en los subfactores1, 2 y 3 de este 
artículo.  
5. Publicaciones. Hasta 1 punto. Por libros publicados.  
 
ARTÍCULO 95.- Subfactor publicaciones. Se aplicará lo prescrito en los artículos 50 a 52 de este 
Acuerdo.  
 
CAPITULO IV. ARTÍCULOS TRANSITORIOS, VIGENCIA Y DEROGATORIA 
 
ARTÍCULO 96- Transitorio.- Factor calidad de los jueces de menores y promiscuos de familia 
en el área de menores. El factor calidad de los jueces de menores y promiscuos de familia, 
mientras no hayan asumido las competencias de la Ley 1098 de 2006, se calificará sobre procesos 
con providencias proferidas dentro del período que sean objeto de apelación o mediante visita al 
juzgado por parte del calificador, quien examinará los expedientes seleccionados al azar, entre los 
que se encuentren en trámite.  
 
ARTÍCULO 97.- Transitorio.- Subfactores. En este factor se evaluará la dirección del proceso, el 
control de términos y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes:  
 
Dirección del proceso y control de términos: hasta 20 puntos. Se analizarán las siguientes 
variables:  
 
a) Control de términos. Hasta 7 puntos.  
b) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, elaboración de planes del caso en 
los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 4 puntos.  
c) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o superfluas y conducción probatoria. Hasta 4 puntos.  
d) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, suspensión y aplazamiento. Hasta 
2 puntos.  
e) Seguimiento de las medidas: Hasta 3 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 4 puntos.  
b) Argumentación (tesis, argumentos principales, sub argumentos y contra argumentos y 
coherencia de la decisión). Hasta 6 puntos.  
c) Análisis o valoración probatoria. Hasta 5 puntos.  
d) Análisis jurisprudencial, de doctrina constitucional, de bloque de constitucionalidad, aplicación 
de estándares internacionales de DDHH cuando sea el caso y aplicación de la perspectiva de 
género. Hasta 3 puntos.  
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e) Estructura de la decisión. Hasta 2 puntos. Cuando no procedan los aspectos del literal d), el 
puntaje corresponderá hasta 5 puntos.  
 
PARÁGRAFO.- Los demás factores y puntajes se evaluarán conforme a lo previsto en los artículos 
31 a 52 de este Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 98.- Vigencia y derogatoria. El presente Acuerdo rige para las evaluaciones de los 
períodos de calificación que inician a partir del primero (1º) de enero de dos mil once (2011) y 
deroga los Acuerdos 1392 de 2002, 1677 de 2002, 2194 de 2003, 2697 de 2004 y 6177 de 2009 y 
los demás que le sean contrarios. La evaluación de los períodos que culminan el 31 de diciembre 
de 2010 y anteriores, continuarán su trámite de conformidad con los prenombrados Acuerdos.  
 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. Dado en Bogotá a los veinte (20) días del mes de diciembre de dos 
mil diez (2010).  
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ACUERDO No. PSAA14-10237 
(Octubre 3 de 2014) 
“Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los Jueces 
Administrativos vinculados por el sistema de carrera judicial y se adiciona como Título V del 
Acuerdo 1392 de 2002”. 
LA SALA ADMINISTRATIVA DEL 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
En uso de sus facultades constitucionales y legales, especialmente de las conferidas por los 
artículos 85, numerales 17 a 19 y 22, 157, 158, 169 a 174 y numeral 2º del artículo 175 de la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia y de conformidad con lo aprobado en la sesión del 1 de 




Que la Constitución Política en sus artículos 256 y 257 le atribuye a la Sala Administrativa la del 
Consejo Superior de la Judicatura la facultad para administrar la carrera judicial.  
 
Que tal facultad está enmarcada en los principios y derechos previstos en los artículos 1, 2, 6, 125, 
228 y 229 de la Constitución Política, esto es, que Colombia es un Estado Social de derecho; que 
los fines del Estado son garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución Política y que se debe facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo; que los 
servidores públicos son responsables por infringir la Constitución Política y la ley por extralimitación 
de sus funciones; que por regla general, todos los cargos públicos deben ser provistos por el 
sistema carrera, cuyo fundamento es el mérito; que la administración de justicia es función pública, 
sus decisiones son independientes; sus actuaciones son públicas y permanentes y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial y, los términos procesales se observarán con diligencia de 
manera que su incumplimiento será sancionado y que se garantiza el derecho que le asiste a toda 
persona a acceder a la administración de justicia.  
 
Que la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, reglamentó los anteriores preceptos en los 
artículos 4, 5, 7, 55, artículo 85, 152, 155, 156 y 169 a 172, que establecen el derecho del 
ciudadano a recibir una pronta y cumplida administración de justicia; la obligatoriedad del 
cumplimiento de los términos por parte de los jueces; la eficiencia de los funcionarios y empleados 
como principio rector de la función de administrar justicia y la calidad de los fallos que deben 
proferir los jueces de acuerdo con su competencia; los aspectos mínimos que deben contener las 
sentencias, la interpretación del principio de eficiencia en la elaboración de las providencias y los 
factores mínimos a considerar al valorar la calidad de las providencias.  
 
Así mismo, el legislador estatutario le reconoció a Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, la atribución de administrar y reglamentar la carrera judicial y de manera especial la de 
reglamentar el sistema de evaluación de servicios, como la de establecer indicadores de gestión de 
los despachos judiciales e índices de rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para 
los funcionarios judiciales, con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación 
correspondiente.  
 
Que el objetivo de la evaluación de servicios es mantener los niveles de idoneidad, calidad y 
eficiencia que justifiquen la permanencia en el cargo, de manera que la estabilidad en el empleo se 
condiciona a que los servidores judiciales observen buena conducta y tengan un rendimiento 
satisfactorio, en aras de garantizar el principio de eficacia en la gestión; que la calificación se debe 
adelantar por factores y que la ley establece y precisa la competencia para calificar, así como los 
efectos de la evaluación  
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Que también sirve de fundamento a esta reglamentación, la Convención Americana de Derechos 
Humanos “Pacto de San José de 1969”, en cuyo artículo 8.1, que establece como un elemento 
esencial de las garantías judiciales de la persona, la existencia de un tribunal o juez independiente 
e imparcial.  
 
Que la inamovilidad y estabilidad en el empleo de los jueces, en la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, se encuentra establecida, bajo la condición de que el servidor judicial 
tiene derecho a permanecer en su cargo mientras observe buena conducta, tenga un rendimiento 
satisfactorio, no haya llegado a la edad de retiro forzoso y en las demás circunstancias previstas en 
la ley.  
 
Que de conformidad con el artículo 2 de la Constitución Política, uno de los fines del Estado Social 
de derecho es facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan, norma que es 
consecuente con el artículo 174 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, que 
establece que la carrera judicial será administrada por la Salas Administrativas de los Consejos 
Superior o Seccionales de la Judicatura, con la participación de las Corporaciones Judiciales y de 
los jueces de la República..  
 
Que el Juzgado 17 Administrativo del Circuito de Bogotá, en sentencia del 30 de abril de 2012, 
confirmada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca1, mediante fallo del 21 de febrero de 
2014 dentro de la Acción Popular No. AP2009-0144, ordenó elaborar un Sistema de Evaluación y 
Calificación especial para los Jueces Administrativos, garantizando el derecho de participación de 
los servidores judiciales, contemplando en su estructuración, la composición de los tipos de 
proceso, los tiempos procesales, el principio inquisitivo en materia probatoria, la calidad en la 
prestación del servicio como factor prevalente, las competencias de los jueces administrativos, de 
acuerdo con lo dispuesto por la Sala Administrativa Superior, en sesión del 1 de octubre de 2008, 
comunicada mediante Circular PSAC08-76 de 2008.  
 
Que toda vez que es necesario actualizar todo el sistema de evaluación hacia la oralidad y los 
nuevos modelos de gestión, en sesión del 26 de febrero de 2014, la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura dispuso que para efectos de que los servidores judiciales 
participaran en la construcción de un nuevo proyecto, podían hacer observaciones al existente o 
presentar sus propuestas durante los meses de marzo y abril del presente año, a través de las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura o directamente ante la Unidad 
de Administración de la Carrera Judicial.  
 
En cumplimiento de ello, las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura 
procedieron a invitar a los jueces y magistrados de todos sus respectivos Distritos Judiciales.  
 
Que dentro de las negociaciones adelantadas con el sindicato de la Rama Judicial, se realizó una 
reunión en la cual se socializó el sistema actual de evaluación y por solicitud de los asistentes, se 
les extendió el plazo para presentar propuestas hasta el día 3 de junio de 2014, sin que a la fecha 
se hubiere recibido alguna.  
 
Que por correo electrónico se envió a todos los jueces administrativos la última versión ajustada 
del sistema especial de evaluación para ellos, a fin de que presentaran nuevas observaciones, 
sugerencias y propuestas, las cuales se recibieron durante todo el mes de septiembre de 2014.  
 
Que en videoconferencia realizada el 29 de septiembre de 2014, se recibieron las últimas 
observaciones al proyecto de evaluación.  
 
Que cumplido el anterior procedimiento, recibidas observaciones y sugerencias de los servidores 
judiciales, se elaboró el presente Acuerdo donde se consideraron las intervenciones pertinentes.  
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Que garantizado así el derecho a la participación de los destinatarios de este reglamento, también 
se le dió estricto cumplimiento a las demás condiciones exigidas en los fallos de primera y segunda 
instancias dentro de la Acción Popular No. AP2009-0144, interpuesta por Camilo Augusto Delgado 
Rodríguez contra La Nación-Rama Judicial, contemplando en su estructuración, la composición 
de los tipos de proceso y los tiempos procesales, como se evidencia en el artículo 67 en el cual 
el superior funcional para calificar el factor calidad, analizará en cada proceso a evaluar, según su 
clase, la dirección temprana, la adopción de medidas de saneamiento, la conducción de la 
conciliación, la elaboración de planes del caso cuando resulte pertinente, la fijación del litigio y el 
control y/o rechazo de las prácticas dilatorias y la garantía de cumplimiento de los principios que 
informan el respectivo procedimiento; el manejo de audiencias y diligencias y el control de su 
duración, la administración del tiempo y de las intervenciones, la suspensión y aplazamiento de 
audiencias (lo cual obviamente debe observar según los tiempos procesales). En cada caso, 
analizará la argumentación normativa jurisprudencial y otros principios y derechos, según la 
relevancia de cada uno de tales aspectos “según la naturaleza del proceso y la situación 
planteada en el mismo” (numeral 2, literal b) del artículo 67).  
 
Que también en los artículos 69 a 72 de este Acuerdo, se evidencia la introducción de los tiempos 
procesales y la clase de procesos, dado que las variables de evaluación fueron construidas carga, 
egreso e ingreso con las formas de entrada y de salida de los procesos para los jueces 
administrativos. La capacidad máxima de respuesta prevista en el artículo 73 fue elaborada 
observando los diferentes tiempos procesales y los tipos de procesos de que conocen los jueces 
administrativos, por eso se establecieron criterios de comparación de juzgados por cada sección 
entre sí, juzgados sin sección entre sí, juzgados con modelo de gestión oral entre sí, juzgados 
administrativos con modelo de gestión escrito entre sí y juzgados administrativos con modelo de 
gestión mixto entre sí; además, se consideró la planta de personal, constituida por los empleados 
permanentes, de descongestión y judicantes que influyen en los tiempos procesales de cada 
despacho y en la productividad.  
 
Que el principio inquisitivo en materia probatoria, se consideró y se evalúa en el factor calidad por 
el superior funcional, según se prevé en el artículo 67 literal b) de este Acuerdo.  
 
Que las competencias de los jueces administrativos se consideraron al elaborar un sistema 
especial para jueces administrativos, que reconoce los procesos que por competencia les ha 
atribuido el legislador.  
 
Que así mismo se dio prevalencia a la calidad en el servicio, pues los puntajes para este factor son 
superiores a los demás factores, como se puede observar en el artículo 66 de este Acuerdo.  
 
Que en cuanto a la Circular PSAC08-76, la misma dispuso suspender la calificación de jueces 
administrativos para revisar el sistema de evaluación, lo cual se hizo al establecer este nuevo 
sistema que cumple con lo ordenado en el fallo.  
 
Que en cuanto al fundamento de la acción popular basado en que el Acuerdo 1392 de 2002, no se 
adecuaba a la carga y egreso de los juzgados administrativos, ello se corrige en este Acuerdo 
dado que ahora se comparan sólo con sus pares, esto es, se comparan por cada sección entre sí, 
juzgados sin sección entre sí y modelos de gestión oral entre sí, modelo de gestión escrito entre sí 
y modelo de gestión mixto entre sí y teniendo en cuenta que ahora no existe un tope mínimo o cifra 
mínima de capacidad máxima de respuesta, como sí lo había en el Acuerdo anterior.  
 
En consecuencia, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,  
 
ACUERDA: 
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ARTÍCULO 1º. Adiciónese un título al Acuerdo 1392 de 2002 con el siguiente título:  
 
“TÍTULO V. CALIFICACIÓN DE JUECES ADMINISTRATIVOS 
CAPÍTULO I 
 
ARTÍCULO 66.- Factores. La calificación integral de servicios comprende los factores de calidad; 
eficiencia o rendimiento; organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes puntajes:  
a) Calidad: hasta 42 puntos.  
b) Eficiencia o rendimiento: hasta 40 puntos.  
c) Organización del trabajo: hasta 16 puntos.  
d) Publicaciones: hasta 2 puntos.  
 
El resultado de la calificación integral de servicios se dará siempre en números enteros y la 
aproximación sólo se hará sobre el resultado final.  
PARÁGRAFO.- En la calificación integral se incluirán seis (6) puntos para estimular el 
cumplimiento de los objetivos de los programas de descongestión en los que se utilice la figura de 
la redistribución de procesos, en la forma que se determina en el artículo 87 de este Acuerdo.  
Así mismo, se descontarán hasta seis (6) puntos en la calificación integral del funcionario que sea 
sujeto de descongestión, cuando la causa de la medida sea que su egreso se encuentre por 
debajo del 100% del promedio simple de los egresos de sus pares. Lo anterior, se aplicará en 
forma proporcional de tal suerte que entre mayor sea el porcentaje anterior mayor será el número 
de puntos a descontar. Para el efecto, la Sala Administrativa competente para la evaluación, 
determinará si hay lugar a descontar puntaje en la calificación, según lo previsto en este artículo.  
 
CAPÍTULO II. FACTOR CALIDAD 
 
ARTÍCULO 67.- Factor calidad. Subfactores de Evaluación. La calificación de este factor se 
fundamentará en el análisis técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del 
período a evaluar.  
En este factor se evaluará la dirección del proceso y el análisis de la decisión comprenderá las 
siguientes variables y puntajes:  
1. Dirección del proceso: Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables:  
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente, fijación del litigio y control 
y/o rechazo de prácticas dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que informan el 
respectivo procedimiento. Hasta 6 puntos.  
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo, control de pruebas prohibidas, 
ineficaces, impertinentes o superfluas, aplicación del principio inquisitivo en materia probatoria y 
conducción probatoria. Hasta 6 puntos.  
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y de las 
intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos.  
 
1.1. Para calificar acciones de tutela o en los casos en los que no proceda la práctica de 
audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá de la siguiente manera:  
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 12 puntos.  
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, impertinentes 
o superfluas aplicación del principio inquisitivo en materia probatoria y conducción probatoria. 
Hasta 10 puntos.  
 
1.2. Si el asunto se decidió de plano o no fue necesario decretar y practicar pruebas, el puntaje se 
distribuirá así:  
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a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, control y rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 22 puntos.  
1.3. En los casos en que el asunto sea de puro derecho o no fuere necesario el decreto de 
pruebas, el puntaje se distribuirá así:  
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, fijación del litigio y control y/o rechazo de prácticas dilatorias y 
garantía del cumplimiento de los principios que informan el respectivo procedimiento. Hasta 12 
puntos.  
b) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y de las 
intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos.  
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos:  
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos.  
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, aplicación 
de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para Colombia, cuando 
sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por razón del género y del 
enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos.  
Este aspecto se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos 
corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo.  
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos  
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos.  
 
2.1. En los casos en que se trate de un asunto decidido de plano, o en los que no haya sido 
necesario el decreto y la práctica de pruebas, los puntajes se distribuirán así:  
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 8 puntos.  
 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, aplicación 
de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para Colombia, cuando 
sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por razón del género y del 
enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 8 puntos. Este aspecto se calificará 
considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según la naturaleza del 
proceso y la situación planteada en el mismo.  
 
c) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos.  
 
Cuando no fuere posible evaluar los aspectos contenidos en el subfactor dirección del proceso la 
calificación se hará exclusivamente sobre “Análisis de la Decisión”. En este caso, los puntajes se 
distribuirán así: identificación del problema jurídico: hasta 12 puntos; argumentación normativa, 
jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad hasta 12 puntos; argumentación y 
valoración probatoria hasta 8 puntos y estructura de la decisión, hasta 10 puntos.  
 
CAPÍTULO III. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 68.- Factor eficiencia o rendimiento.- Hasta 40 puntos. Para realizar la calificación 
del factor eficiencia o rendimiento, se tendrán en cuenta los siguientes subfactores:  
A) Respuesta efectiva a la demanda de justicia. Hasta 35 puntos.  
B) Atención de audiencias programadas. Hasta 5 puntos.  
 
ARTÍCULO 69.- Variables de evaluación. Para la evaluación de la respuesta a la demanda de 
justicia, la calificación se efectuará sobre el rendimiento de los funcionarios durante el período a 
evaluar, a partir del ingreso, el egreso y la carga en comparación con sus pares.  
Se entienden como pares los juzgados administrativos con secciones y los juzgados 
administrativos sin secciones, así como los juzgados administrativos en sistema oral y los juzgados 
administrativos en sistema escrito y juzgados administrativos con modelo de gestión mixto. Lo 
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anterior, será tenido en cuenta para la determinación de la capacidad máxima de respuesta que 
establece el artículo 73 de este Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 70.-Carga.La carga de cada juzgado administrativo está constituida por:  
a) El inventario al iniciar el período a evaluar, de los procesos con trámite o activos sin sentencia o 
decisión de fondo que resuelva el asunto en la respectiva instancia, y de las solicitudes de 
conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la contenga, que por 
disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
b) Los procesos que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron reactivados 
durante el período a evaluar.  
c) Los procesos ingresados y reingresados durante el período a evaluar.  
d) Los procesos que por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho judicial a 
continuación de otro terminado.  
e) Los incidentes de desacato en acciones de tutela en trámite sin decisión de fondo que venían 
del período anterior o recibidos durante el período.  
 
PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos:  
a) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia 
cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos durante los últimos seis (6) meses del período 
a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del decreto de suspensión, 
por la interrupción del proceso.  
b) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia 
y las demandas no notificadas, que no tuvieron trámite durante los últimos seis (6) meses del 
período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la perención o el 
desistimiento tácito.  
c) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de programas de 
descongestión.  
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia remitidos 
por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
e) Las demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas y las demandas, y acciones 
constitucionales recibidas los 3 últimos meses del período, así como las acciones de tutela que al 
finalizar el período estén dentro de los términos para ser falladas. Sólo se considerarán carga las 
demandas rechazadas por caducidad de la acción en materia contencioso administrativa.  
 
ARTÍCULO 71. Egreso. El egreso está constituido por:  
a) El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva de fondo el 
asunto en la instancia dentro del período a evaluar. Se considerarán igualmente los procesos en 
los que se haya decretado la perención y aquellos en los que se profirió auto de terminación del 
proceso por transacción, allanamiento, desistimiento o desistimiento tácito.  
b) La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la contenga, que 
por disposición legal deban tramitar los funcionarios.  
c) La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el proceso.  
d) Las demandas rechazadas por caducidad de la acción.  
e) El auto que decide sobre incidentes de desacato en acciones de tutela y los autos que ordenan 
seguir adelante con la ejecución.  
 
PARÁGRAFO 1°.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso los siguientes procesos:  
a) Las demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas durante el período. Sólo se 
considerarán egreso las demandas rechazadas por caducidad de la acción en materia contencioso 
administrativa.  
b) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de programas de 
descongestión para fallo.  
c) Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para sustanciación.  
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Hoja No. 10 Acuerdo No. PSAA14-10237 del 3 de octubre de 2014, “Por medio del cual se 
reglamenta el sistema de evaluación de servicios de los Jueces Administrativos vinculados por el 
sistema de carrera judicial y se adiciona como Título V del Acuerdo 1392 de 2002”.  
 
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia, remitidos 
por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período.  
 
PARÁGRAFO 2°.- Al juez que dentro del término legal acumule varias acciones de tutela con 
identidad de objeto, para ser falladas en una sola sentencia, se le computarán como egresos 
efectivos tantas sentencias como acciones acumuladas.  
ARTÍCULO 72.- Ingreso del despacho. El ingreso está constituido por todos los asuntos recibidos 
durante el período a evaluar, incluso los procesos reactivados. No se tendrán en cuenta para 
establecer el ingreso los asuntos a que se refiere el parágrafo del artículo 71 de este Acuerdo, 
recibidos durante el período.  
ARTÍCULO 73. – Capacidad Máxima de Respuesta. Para efectos de la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los jueces administrativos, deberá determinarse la capacidad máxima 
de respuesta considerando como pares los juzgados administrativos con secciones y los juzgados 
administrativos sin secciones, así como los juzgados administrativos en sistema oral y los juzgados 
administrativos en sistema escrito y los juzgados administrativos con modelo de gestión mixto.  
 
Se entenderá como capacidad máxima de respuesta, la cifra que resulte de calcular el promedio de 
los egresos del veinte por ciento (20%) del total de los juzgados administrativos según sección o 
sin sección y modelo de gestión que corresponda a los que registran mayores egresos dentro del 
período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
teniendo en cuenta la información estadística que repose en la Unidad de Desarrollo y Análisis 
Estadístico, correspondiente al lapso comprendido entre el 1 de octubre del penúltimo año y el 30 
de septiembre del último año y se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el mes de enero 
del año correspondiente a la iniciación del período a evaluar.  
 
Dicho cálculo es la capacidad máxima de respuesta de un Juzgado Administrativo de cada sección 
o sin sección y modelo de gestión y será el límite máximo de referencia para establecer el 
rendimiento de cada despacho judicial.  
 
En caso de que el cálculo del 20% sobre el número de despachos en la sección o sin sección y 
modelo de gestión no corresponda a un número entero, se aproximará al entero siguiente. Cuando 
el número de despachos sea inferior a 5, se considerarán la totalidad de despachos. En este 
evento, la capacidad máxima de respuesta no podrá fijarse en una cifra inferior a la señalada en el 
período inmediatamente anterior.  
 
En todo caso, para calcular la capacidad máxima de respuesta, la Sala Administrativa analizará los 
factores que puedan distorsionar la estadística de los despachos judiciales, como las reiteraciones, 
los procesos monitorios y otras figuras jurídicas que puedan elevar de manera inusual los egresos 
de los despachos judiciales y determinar la exclusión de tales cifras en el cálculo de la capacidad 
máxima de respuesta, determinando de esta manera un ajuste para la calificación de los Juzgados 
Administrativos según sección o sin sección y modelo de gestión que lo amerite, según el análisis 
técnico estadístico rendido por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.  
PARÁGRAFO.- Cuando exista diferencia en las plantas de personal entre los diferentes juzgados 
administrativos, para establecer la calificación base y la calificación definitiva del subfactor 
respuesta efectiva a la demanda de justicia, en los casos en que se aplique la capacidad máxima 
de respuesta, ésta se aplicará de manera proporcional al número de empleados. Para el efecto, la 
Sala Administrativa establecerá con anterioridad las plantas tipo y categorizará los despachos 
judiciales según los rangos de plantas de personal a las cuales se aplicará una capacidad máxima 
de respuesta diferenciada de la establecida para la planta tipo.  
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Para el cálculo se considerará a los empleados de la planta permanente del despacho, los 
empleados de descongestión y a los judicantes, estos últimos, sólo cuando se hubieren 
desempeñado por más de 2 trimestres durante el respectivo período de evaluación. El Registro 
Nacional de Abogados suministrará la información a la Sala Administrativa competente sobre el 
particular, a más tardar, el 15 de enero siguiente a la finalización del período de calificación, según 
se trate.  
ARTÍCULO 74.- Ingreso Ajustado. Para efectos de la calificación del factor eficiencia o 
rendimiento, el ingreso ajustado se establecerá así:  
a) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar igual o 
superior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual a la capacidad 
máxima de respuesta.  
b) Para los despachos con un número de procesos ingresados durante el período a evaluar es 
inferior a la capacidad máxima de respuesta, el ingreso ajustado será igual al ingreso del despacho 
durante el período.  
 
ARTÍCULO 75.- Determinación de los indicadores de evaluación del factor eficiencia o 
rendimiento. La calificación del subfactor respuesta efectiva a la demanda de justicia, se realizará 
estableciendo una calificación base y una definitiva, en la forma señalada en este Capítulo.  
ARTÍCULO 76.- Cálculo de la Calificación Base del Factor. Para establecer la calificación base 
del factor, se consideran las siguientes situaciones:  
 
a) Egreso igual o mayor al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso durante el 
período fue igual o mayor al ingreso del despacho, la calificación base será de 35 puntos.  
b) Egreso inferior al ingreso del despacho. Para los despachos cuyo egreso durante el período 
fue inferior al ingreso del despacho, la calificación se establecerá proporcionalmente al ingreso 
ajustado, sobre un total de 35 puntos.  
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Base= (Egreso/Ingreso Ajustado) X 35.  
 
ARTÍCULO 77. – Cálculo del Complemento. Para los despachos judiciales que obtuvieron una 
calificación base con un egreso inferior a la capacidad máxima de respuesta, se aplicará un ajuste 
por capacidad de egresos, con base en el cálculo de un complemento, de acuerdo con el siguiente 
procedimiento:  
Complemento. Para determinar el ajuste por capacidad de egresos se establecerá el porcentaje 
de demanda de justicia no atendida, por cada despacho, lo cual se denominará complemento.  
a) Para los despachos con una carga laboral durante el período a evaluar igual o superior a la 
capacidad máxima de respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad el resultado 
de dividir el egreso del despacho por la capacidad máxima de respuesta y multiplicarlo por 20.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula. Complemento= [1-(Egreso/Capacidad Máxima de 
Respuesta)] X 20.  
b) Para los despachos con una carga laboral durante el período, menor a la capacidad máxima de 
respuesta, el complemento se calculará restando de la unidad, el resultado de dividir el egreso del 
despacho por la carga laboral y multiplicarlo por 20.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente formula, Complemento=[1-(Egreso/Carga Laboral)] X 20.  
 
ARTÍCULO 78.- Respuesta efectiva a la demanda de justicia. Para la calificación de este 
subfactor, se tendrá también en cuenta lo siguiente:  
 
a)Si el egreso del despacho durante el período fue igual o mayor que la capacidad máxima de 
respuesta para la respectiva sección, o despachos sin sección y modelo de gestión, la calificación 
final del subfactor será de 35 puntos.  
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b) Para los despachos que no tengan carga, si el egreso es igual o superior al ingreso o a la 
capacidad máxima de respuesta, según corresponda, la calificación final del factor será de 35 
puntos.  
 
En cambio, si el egreso fuere inferior al ingreso o a la capacidad máxima de respuesta, según 
corresponda, la calificación final del subfactor, se establecerá proporcionalmente sobre un total de 
35 puntos.  
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación Final del Subfactor = (Egreso/Ingreso 
Ajustado) X 35.  
 
ARTÍCULO 79.- Calificación del subfactor. Hasta 35 puntos. Para determinar la calificación del 
subfactor se deducirá a la calificación base el complemento. Lo anterior corresponderá a la 
siguiente fórmula: Calificación Final del Subfactor = Calificación Base-Complemento.  
 
ARTÍCULO 80.- Escalas. Para la determinación de las variables de calificación de este subfactor, 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá establecer para cada período de 
evaluación, diferentes valores, escalas o puntajes por clase de proceso, de acuerdo con la 
complejidad de los diferentes asuntos a cargo de los juzgados administrativos con secciones y sin 
secciones o modelos de gestión para atender las necesidades que demande la prestación del 
servicio de justicia.  
Atención de audiencias programadas. hasta 5 puntos. 
 
ARTÍCULO 81.- Subfactor audiencias programadas y atendidas. Hasta 5 puntos. Se obtiene 
calculando la proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el 
número de audiencias atendidas efectivamente y el número de audiencias programadas en el 
período, multiplicado por 5.  
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias programadas y 
atendidas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias programadas) 
X 5.  
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las programadas 
corresponda al 100%, se asignarán 5 puntos.  
De acuerdo con el reporte de las audiencias atendidas efectivamente, para los efectos de la 
asignación de los puntajes aquí previstos, se tendrán por realizadas las audiencias que no se 
llevaron a cabo por causas ajenas al funcionario evaluado y las que no se realizaron por causas 
del funcionario, con justificación atendible.  
ARTÍCULO 82.- Factor eficiencia o rendimiento. Para obtener la calificación final del Factor 
Eficiencia o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en los dos subfactores de respuesta 
efectiva a la demanda de justicia y atención de audiencias programadas.  
 
Cuando se trate de juzgados administrativos con modelo de gestión escrito y oral (mixto), para 
consolidar la calificación de factor eficiencia o rendimiento, se realizarán 2 procedimientos: (i) 
conforme a lo previsto en este capítulo para la calificación del subfactor respuesta efectiva a la 
demanda de justicia para el procedimiento escrito que tendrá una calificación de 0-40 puntos y (ii) 
el procedimiento oral establecido en este capítulo. La calificación del factor corresponderá al 
promedio de los puntajes obtenidos en la aplicación de los dos procedimientos.  
ARTÍCULO 83.- Desempeños inferiores al período. Cuando un funcionario se haya 
desempeñado por un lapso inferior al período de evaluación, los indicadores de capacidad máxima 
de respuesta e ingreso ajustado y carga, se considerarán en proporción al número de días hábiles 
laborados.  
 
CAPÍTULO IV. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO 
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ARTÍCULO 84.- Factor Organización del Trabajo. Hasta 16 puntos. La calificación de este factor 
comprenderá los siguientes subfactores:  
a) El control de términos.  
b) La programación concentrada de audiencias y el cumplimiento de dicha programación.  
c) El cumplimiento de los turnos para decidir los procesos y/o adelantar las actuaciones a su cargo, 
de acuerdo con la normatividad vigente.  
d) Declaratorias de nulidades procesales.  
 
Para el efecto, se llevará a cabo el siguiente procedimiento:  
La evaluación de este factor, comprenderá 16 procesos. Para ello, el magistrado de la Sala 
Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, en la visita verificará 16 procesos fallados 
durante el periodo, los cuales escogerá de la relación de procesos que aparezca en el sistema de 
gestión Siglo XXI. En aquellos despachos donde no exista el sistema, solicitará al momento de la 
visita al funcionario una relación de los procesos terminados durante el período. Cada proceso 
inspeccionado equivale a un punto y en cada proceso deben analizarse los 4 aspectos 
mencionados, así:  
 
1.1. Para la valoración del literal a) sobre control de términos, de acuerdo con la clase de proceso, 
registrará en el formulario de visita por cada proceso, las actuaciones adelantadas desde el 
reparto, indicando el cumplimiento de los términos a cargo del juzgado para el adelantamiento de 
cada actuación, según la normatividad aplicable, dejando constancia expresa del motivo de 
incumplimiento de términos en los casos en que así aparezca y anotando la disposición en que 
están previstos.  
 
1.2. Para la evaluación del literal b) sobre programación concentrada de audiencias y el 
cumplimiento de dicha programación, registrará en el formulario por cada proceso, las audiencias 
que se programaron y su fecha y la fecha en que se llevaron a cabo, dejando constancia expresa 
de las audiencias que no se realizaron concentradas y todas las sesiones en que se adelantó una 
misma etapa procesal.  
 
1.3. Para la calificación del literal c) verificará el respeto de turnos, según la naturaleza y clase de 
proceso, conforme con la normatividad aplicable, dejando constancia expresa de los casos en que 
no se respetaron los turnos para decidir los procesos y de las disposiciones tenidas en cuenta para 
ello, así como la anotación de los casos en que ello ocurra por la existencia de un trámite 
preferente autorizado por el legislador.  
 
1.4. Para la verificación del literal d) revisará en cada proceso si se decretaron nulidades 
procesales y su causa.  
 
En el formulario de informe de visita que será elaborado y distribuido por la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial, el magistrado de la Sala Administrativa competente deberá 
registrar además, el número de radicación, clase de proceso, los nombres de las partes o sujetos 
procesales y la fecha de las providencias; debe constatar y registrar las fechas de las audiencias 
programadas y de las fechas en que se llevaron a cabo, así como las actuaciones y términos 
procesales transcurridos desde la radicación del proceso hasta el agotamiento de cada una de las 
etapas y la fecha de las providencias dictadas dentro del mismo. También dejará constancia de 
informes secretariales, comunicaciones, correos electrónicos y demás actos procesales que 
permitan verificar todos los subfactores objeto de evaluación, de todos los cuales deberá hacerse 
referencia expresa.  
Para la calificación de cada proceso se tendrá en cuenta que cada uno tendrá un puntaje máximo 
de un (1) punto.  
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En atención a que cada subfactor equivale al cumplimiento de un deber legal, su omisión dentro 
del proceso inspeccionado, sin causa justificada, acreditada y razonable, conlleva la pérdida del 
porcentaje correspondiente al subfactor, esto es, 0,25 punto.  
 
En los juzgados con modelo de gestión escrito o mixto (en lo que atañe a los procesos escritos, 
cada subfactor omitido equivale a 0,33, ya que el subfactor concentración de audiencias no debe 
ser aplicado.  
 
ARTÍCULO 85. Factor Publicaciones. Hasta 2 puntos. Para la calificación del factor 
publicaciones, se tendrán en cuenta las normas generales contenidas en el Acuerdo 1392 de 2002.  
 
ARTÍCULO 86. Transitorio.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento de los despachos 
judiciales que no hayan ingresado a los sistemas orales. La calificación del factor eficiencia o 
rendimiento de los despachos judiciales que no hayan ingresado a los sistemas orales se realizará 
con base en la metodología establecida en el subfactor de respuesta efectiva a la demanda de 
justicia, prevista en los artículos 34 a 45 de este Acuerdo, sobre un total de 40 puntos”.  
 
ARTÍCULO 2º.- Vigencia y derogatoria. El presente Acuerdo rige a partir de su publicación en la 
Gaceta de la Judicatura y se aplicará para las evaluaciones de los jueces administrativos de los 
períodos de calificación que inician a partir del primero (1) de enero de dos mil quince (2015) y 
deroga los Acuerdos y los demás que le sean contrarios.  
 
PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
Dada en Bogotá D.C., al tercer (3) día del mes de octubre del año dos mil catorce (2014).  
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ACUERDO No. PSAA14-10281 
(Diciembre 24 de 2014) 
 
“Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de funcionarios y 
empleados de carrera de la Rama Judicial” 
 
LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
 
En uso de sus facultades constitucionales y legales, especialmente de las conferidas por los 
artículos 85, numerales 17 a 19 y 22, 157, 158, 169 a 174 y numeral 2º del artículo 175 de la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia y de conformidad con lo aprobado  en la Sesión de Sala 
Administrativa del día 18 de diciembre de  2014 y, 
 
CONSIDERANDO 
Que la Constitución Política en sus artículos 256 y 257 faculta a la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura para administrar la carrera judicial. 
 
Que tal facultad está enmarcada en los principios y derechos previstos en los artículos 1, 2, 6, 125, 
228, 229 de la Constitución Política, esto es, que Colombia es un Estado social de derecho; que los 
fines del Estado son garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en 
la Constitución Política y que se debe facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo; que los servidores 
públicos son responsables por infringir la Constitución Política y la ley por extralimitación de sus 
funciones; que por regla general, todos los cargos públicos deben se provistos por el sistema 
carrera, cuyo fundamento es el mérito; que la administración de justicia es función pública, sus 
decisiones son independientes; sus actuaciones son públicas y permanentes y en ellas prevalecerá 
el derecho sustancial y, los términos procesales se observarán con diligencia de manera que su 
incumplimiento será sancionado y que se garantiza el derecho que le asiste a toda persona a 
acceder a la administración de justicia. 
 
Que la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, reglamentó los anteriores preceptos en los 
artículos 4, 5, 7, 55, artículo 85, 152, 155, 156 y 169 a 172, que establecen el derecho del 
ciudadano a recibir una pronta y cumplida administración de justicia; la obligatoriedad del 
cumplimiento de los términos por parte de los jueces; la eficiencia de  los funcionarios y empleados 
como principio rector de la función de administrar justicia y  la calidad de los fallos que deben 
proferir los jueces de acuerdo con su competencia; los aspectos mínimos que deben contener las 
sentencias, la interpretación del principio de eficiencia en la elaboración de las providencias y los 
factores mínimos a considerar al valorar la calidad de las providencias. 
 
Así mismo, el legislador estatutario reconoció la facultad en cabeza de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, de administrar y reglamentar la carrera judicial y de manera 
especial le atribuyó la de reglamentar el sistema de evaluación de servicios, así como la de 
establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de rendimiento, lo mismo 
que indicadores de desempeño para los funcionarios judiciales, con fundamento en los cuales se 
realice su control y evaluación correspondiente; que el objetivo de la evaluación de servicios es 
mantener los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifiquen la permanencia en el cargo, 
de manera que la estabilidad en el empleo se condiciona a que los servidores judiciales observen 
buena conducta y tengan un rendimiento satisfactorio, en aras de garantizar el principio de eficacia 
en la gestión; que la calificación se debe adelantar por factores y que establece y precisa la 
competencia de calificación, así como los efectos de la evaluación. 
 
Que también sirve de fundamento a esta reglamentación, la Convención Americana de 
Derechos Humanos “Pacto de San José de 1969”, en cuyo artículo 8.1, que establece como un 
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elemento esencial de las garantías judiciales de la persona, la existencia de un tribunal o juez 
independiente e imparcial. 
 
Que la inamovilidad y estabilidad en el empleo de los jueces, en la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, se encuentra establecida, bajo la condición de que el servidor judicial 
tiene derecho a permanecer en su cargo mientras observe buena conducta, tenga un 
rendimiento satisfactorio, no haya llegado a la edad de retiro forzoso y en las demás 
circunstancias previstas en la ley. 
 
Que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en cumplimiento de sus 
responsabilidades constitucionales y legales, expidió el Acuerdo PSAA10-7636 de fecha 20 de 
diciembre de 2010, “Por medio del cual se reglamenta el sistema de evaluación de servicios de 
los servidores y servidoras de la Rama Judicial vinculados por el sistema de carrera judicial”. 
 
Que una vez iniciada su fase de difusión y formación con la Red de Formadores de la Rama 
Judicial, llegaron solicitudes de diferentes Corporaciones para la realización de talleres que 
brindaran mayor claridad sobre su contenido y aplicación, a partir de los cuales se introdujeran 
los ajustes pertinentes. 
 
Que en aplicación del artículo 2 de la Constitución Política, según el cual uno de los fines del 
Estado social de derecho es facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y 
del artículo 174 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, que establece que la 
carrera judicial será administrada por la Salas Administrativas de los Consejos Superior o 
Seccionales de la Judicatura, con la participación de las Corporaciones Judiciales y de los 
jueces de la República1, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, expidió el 
Acuerdo PSAA11-7909 del 2 de marzo de 2011, por medio del cual suspendió el citado Acuerdo 
PSAA10-7636 de 2010 y señaló   el procedimiento a llevar a cabo para consolidar las 




1 “Artículo 174. Competencia para administrar la carrera. La Carrera Judicial será administrada 
por las Salas Administrativas de los Consejos Superior o Seccionales de la Judicatura, con la 
participación de las  Corporaciones judiciales, y de los jueces de la República en los términos de 
la presente ley y los reglamentos. 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará y definirá, conforme 
a lo dispuesto en esta ley, los mecanismos conforme a los cuales habrá de llevarse a efecto la 
administración de la carrera y la participación de que trata el inciso anterior.” 
 
Que a partir de allí se realizaron suspensiones sucesivas de los efectos del Acuerdo PSAA 10-
7636 de 2010, por medio de los Acuerdos PSAAA11- 8106 y PSAA11-8154 de 2011 hasta el 30 
de julio de 2011. 
 
Que dado que el Acuerdo PSAA10-7636 de 2010 fue suspendido en diferentes oportunidades 
hasta el 30 de julio de 2011, se generó inseguridad jurídica frente a la aplicación de la 
metodología de evaluación, sin que se hubiere resuelto sobre la totalidad de las reformas 
solicitadas por los tribunales, se decretó la revocatoria directa del mismo. 
 
Que a partir del año 2011 se realizaron comités primarios en todo el país y se formularon 
propuestas de los servidores judiciales de las diferentes zonas del territorio nacional, para la 
reforma del sistema de evaluación de servicios. Con el Acuerdo PSAA11-7909 se crearon 
nuevos espacios de participación de los servidores judiciales y así se conformó una comisión 
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integrada por el Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y los 
presidentes de los distintos Tribunales del país, que participaron en los nuevos talleres de 
socialización, análisis y propuestas de mejoramiento del sistema de calificación de servicios. Los 
presidentes de los tribunales presentaron las observaciones de su jurisdicción, a través de 
jueces coordinadores y otros mecanismos que consideraron adecuados, de lo cual surgió la 
propuesta de modificación de varios artículos del sistema de evaluación de servicios, las cuales 
fueron estudiadas por la Sala Administrativa a finales del año 2011 y el año 2012. 
 
Que con base en todas las observaciones, sugerencias y participaciones recibididas en relación 
con el Acuerdo PSAA10-7636 de 2010, al cual se le incluyeron las propuestas pertinentes 
realizadas por los servidores judiciales, se elaboró un nuevo proyecto de evaluación de servicios 
que determina las pautas de evaluación de los nuevos sistemas de gestión orales, tales como el 
Código General del Proceso, las leyes 906, 1098, 1149, 1285, 1395 y 1437, la oralidad en 
materia disciplinaria y se determinó el modelo de evaluación de los jueces civiles del circuito y 
magistrados de Sala Civil de los tribunales con competencia en asuntos de Restitución de 
Tierras, con fundamento en la Ley 1448. 
 
Que para efectos de expedir el nuevo reglamento de calificación, la Sala adoptó como 
mecanismo de participación en el mes de septiembre del año 2013, el de la socialización del 
proyecto de Acuerdo, abriendo así espacios nuevos y adicionales espacios de participación para 
que tanto los funcionarios como los empleados presentaran sus sugerencias, observaciones y 
pedimentos, para lo cual servidores de la Unidad de  Carrera Judicial, incluida la Directora, se 
desplazó a varias ciudades del país con el propósito de exponer el proyecto y recoger todas las 
observaciones, para presentárselas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. De esta manera se logró que quienes se mostraron interesados conocieran y se 
pronunciaran sobre el proyecto de Acuerdo en referencia, el cual había sido previamente dado a 
conocer a través de la página web www.ramajudicial.gov.co, donde fue publicado, donde 
además se informó que podían presentarse las observaciones a través del correo electrónico de 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial. 
 
Que el anterior mecanismo de participación fue rechazado por los Tribunales Superiores de 
Bogotá, Montería, Quibdó, Medellín, Pereira, Barranquilla y Neiva, mediante escritos que 
manifiestan que no participarán en la socialización de proyectos finalizados de reglamentación 
de la calificación de magistrados, jueces y empleados, pues desean intervenir en su 
construcción. 
 
Que no obstante lo anterior, en cumplimiento de la socialización ordenada por la Sala 
Administrativa se realizaron presentaciones del proyecto de Acuerdo y talleres, con  jueces, 
magistrados y empleados de diferentes distritos judiciales del país, en los que también se 
recogieron sugerencias, inquietudes y comentarios que se introdujeron en lo pertinente al 
proyecto de Acuerdo, cuya versión modificada también se publicó en la página web de la Rama 
Judicial, así como las explicaciones de las razones por las cuales no fueron adoptadas todas las 
sugerencias y observaciones. En este punto resulta necesario señalar que con posterioridad no 
se presentaron comentarios sobre los  aspectos no incluidos en el proyecto de Acuerdo. 
 
Que cumplida la anterior etapa, el proyecto de Acuerdo de evaluación de servicios, con  los 
nuevos cambios introducidos fue presentado a la Sala Administrativa en el mes de noviembre de 
2013, sin que se hubiere aprobado en razón a las observaciones de los tribunales que se 
negaron a participar en la socialización. 
 
Que en sesión del 26 de febrero de 2014 la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura dispuso que, para efectos de ampliar la participación de los servidores judiciales, bien 
mediante la construcción de un nuevo proyecto o que hicieren observaciones al existente, 
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podían presentar sus propuestas durante los meses de marzo y abril del presente año, a través 
de las Salas Administrativas de los Consejos  Seccionales de la Judicatura o directamente ante 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial. 
 
Que en cumplimiento de ello, las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura procedieron a invitar a los jueces y magistrados de todos sus respectivos Distritos 
Judiciales. 
 
Que dentro de las negociaciones adelantadas con el sindicato de la Rama Judicial, se realizó 
una reunión en la cual se socializó el sistema actual de evaluación y por solicitud de los 
asistentes, se les extendió el plazo para presentar propuestas hasta el día 3 de junio de 2014, 
sin que se hubiere recibido alguna. 
 
Que por solicitud elevada el 6 de noviembre de 2014 por las agremiaciones sindicales, de una 
parte, la Sala Administrativa recibió a algunos de sus directivos y de la otra, abrió otro escenario 
de participación a través de la elaboración de una matriz de consulta del proyecto de calificación 
de servicios, la cual fue enviada a 3485 despachos judiciales para su diligenciamiento. 
 
Cumplido el anterior procedimiento, recibidas observaciones y sugerencias de los servidores 
judiciales, se elaboró este proyecto de Acuerdo donde se consideraron y acogieron las 
intervenciones pertinentes, cumpliendo así ampliamente con la participación de que trata la 
Constitución Política y la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, que no puede 
entenderse como sinónimo de concertación, dado que la administración de la 
carrera judicial es función de la Sala Administrativa, que no ejerce de manera compartida con los 
servidores judiciales, sino de conformidad con la Constitución y la Ley. 
 
La Corte Constitucional en los fallos C-037 de 1996, al pronunciarse sobre el numeral 1 del 
artículo 35 del proyecto de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y C-713 de 2008, al 
pronunciarse sobre los artículos 8 y 15 de la Ley 1285 de 2009, incorporados al 22 y 63 de la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, claramente precisó que aún cuando el artículo 
257 de la Constitución Política señala que las funciones que corresponde al Consejo Superior de 
la Judicatura se cumplirán de conformidad con la ley, ello no significa que el legislador pueda 
reasignar dicha competencia para dejarla en manos de otra autoridad o para convertirla en una 
competencia compartida, porque se desnaturalizaría una función inherente al Consejo Superior 
de la Judicatura. 
 
En este mismo sentido advirtió la Corte Constitucional que entender que la Sala Administrativa 
se encuentra en la obligación de concertar previa y obligatoriamente el cumplimiento de sus 
funciones, contraría la Constitución Política, por cuanto altera una competencia reservada sólo al 
Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Recuerda la Corte que la Rama Judicial cuenta con la Comisión Interinstitucional, la cual 
constituye un valioso mecanismo de colaboración y participación entre todos los órganos que 
hacen parte de la administración de justicia, a través del cual es posible discutir y decidir sobre 
aquellos asuntos que resulten de interés común y de beneficio general, no sólo para los 
asociados sino también para todos los funcionarios comprometidos en la resolución de conflictos 
de orden jurídico. 
 
Con base en ello, concluye la Corte que lo que se debe es tomar atenta nota de las 
intervenciones y sugerencias de los diversos sujetos involucrados en las problemática 
relacionada con la administración de justicia en Colombia. 
 
Que se ha garantizado y cumplido a cabalidad el deber de permitir la participación de los 
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servidores judiciales en las decisiones que los afectan y en particular para establecer su régimen 
de calificación, sin que tal participación pueda entenderse como concertación, toda vez que no 
es dable que los servidores judiciales compartan el ejercicio de las responsabilidades y 
atribuciones de la Sala Administrativa. 
 
Que en desarrollo de las mejores prácticas, se establece la implementación del Plan de 
Mejoramiento, que permitirá la programación de actividades con el fin de mejorar los niveles de 
eficiencia, idoneidad, calidad y productividad de los servidores judiciales, de las actividades o 
tareas bajo su responsabilidad. 
 
Que también en procura de mejorar el servicio de justicia, se tendrá en cuenta la implementación 
del Sistema Integrado de Gestión y Control de la Calidad y del Medio Ambiente, SIGCMA, sus 
objetivos y principios, con el propósito de documentar, implantar, mantener y mejorar la atención 
y la satisfacción de los usuarios del servicio de justicia en todos los despachos judiciales. 
 
Que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en cumplimiento de la decisión 
judicial proferida dentro de la Acción Popular AP2009-0144, expidió el 3 de octubre de 2014 el 
Acuerdo PSAA14-10237, que contiene el reglamento de calificación especial para los jueces 
administrativos, el cual se deroga para ser integrado dentro de este Acuerdo, con las 
modificaciones que les resultan más favorables en aras de garantizar el derecho a la igualdad. 
 




CAPÍTULO I. PRINCIPIOS Y OBJETIVOS 
 
ARTÍCULO 1.- Objetivos. La calificación integral de servicios tiene el propósito de lograr la 
excelencia en todos los niveles de la Rama Judicial del Poder Público y lograr que se mantengan 
los niveles de eficiencia, calidad e idoneidad en la prestación del servicio de justicia, que 
aseguren la permanencia, promoción, capacitación y concesión de estímulos. 
 
ARTÍCULO 2.- Principios de la Evaluación. El proceso administrativo de evaluación de los 
servidores judiciales vinculados por el sistema de carrera judicial, se realizará entre otros, 
conforme con los siguientes principios: mérito, búsqueda de la excelencia en el servicio, 
igualdad, dignidad humana, proporcionalidad, favorabilidad, debido proceso, seguimiento 
permanente, responsabilidad, coherencia e integralidad y autonomía e independencia judicial. 
 
CAPÍTULO II. SUJETOS 
 
ARTÍCULO 3.- Sujetos evaluables. Todos los servidores judiciales vinculados al servicio por el 
sistema de carrera, deben ser calificados formal y periódicamente, aún cuando se desempeñen 
transitoriamente en situación distinta de la propiedad, siempre que el cargo pertenezca a dicho 
régimen. 
 
Los funcionarios y empleados de carrera también deben ser calificados cuando se desempeñen 
en cargos de descongestión. 
 
Parágrafo. Este reglamento no aplica a los empleados, jueces o magistrados que tengan 
régimen especial. 
 
De igual forma, no aplica a los magistrados de las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales, ni a los empleados de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales y 
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Superior de la Judicatura y de las Direcciones Ejecutiva de Administración Judicial y 
Seccionales, quienes tienen una regulación especial en atención a que no cumplen función 
judicial. 
 
CAPÍTULO III. PERIODICIDAD 
 
ARTÍCULO 4.- Periodicidad. La calificación integral de servicios de los magistrados de 
tribunales superiores, administrativos y de la sala jurisdiccional disciplinaria de los consejos 
seccionales de la judicatura, se llevará a cabo bienalmente; la de los jueces y empleados, 
anualmente. 
 
El período de calificación para magistrados estará comprendido entre el primero (1º) de enero 
del primer año y el treinta y uno (31) de diciembre del segundo año y para jueces y empleados 
estará comprendido entre el primero (1º) de enero y el treinta y uno (31) de diciembre del 
respectivo año. La consolidación de todos los factores que la integran se hará a más tardar el 
último día hábil del mes de agosto del año siguiente a la finalización del período anual o bienal, 
respectivamente. 
 
No obstante, la calificación de empleados podrá anticiparse por el evaluador por razones del 
servicio debidamente sustentadas, sin que el lapso de desempeño pueda ser inferior a tres (3) 
meses dentro del respectivo período. 
 
Sólo cuando se encuentre en firme la calificación de un período, podrá hacerse la consolidación 
del siguiente. 
 
ARTÍCULO 5.- Período mínimo de evaluación. Para efectos de establecer el período mínimo 
de evaluación, se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 
Será sujeto de evaluación el servidor judicial que estuviere en el cargo por un tiempo superior a 
tres (3) meses. 
 
Cuando el servidor judicial durante el período a evaluar haya desempeñado varios cargos en 
propiedad, en virtud de nombramiento con base en la lista de candidatos del Registro de 
Elegibles, la evaluación se hará por su desempeño en el último cargo. 
 
La calificación del servidor judicial que estando en propiedad se desempeñe en provisionalidad 
en otros cargos de carrera o por traslado se desempeñe en varios cargos durante el período, se 
hará en forma proporcional al lapso laborado en cada uno de ellos. 
 
ARTÍCULO 6.- Periodicidad y Excepciones. Para efectos de la determinación del período a 
evaluar no se tendrán en cuenta los tres primeros meses, contados a partir de  la consolidación 
de una de las siguientes situaciones respecto de los funcionarios a calificar: 
 
a) Que hayan sido sujetos de redistribución de procesos, que implique un reparto adicional, o 
de redistribución de despachos, o de la transformación o fusión del despacho, siempre que 
éstas impliquen cambio de especialidad. 
 
b) Que ingresen a un despacho con acumulación de inventarios igual o superior a la capacidad 
máxima de respuesta establecida de conformidad con la reglamentación pertinente. 
 
c) Que ingresen por primera vez a la función jurisdiccional, o a una jurisdicción o especialidad 
diferente a la que venían desempeñando. 
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d) Que durante todo el período de evaluación o por lo menos tres trimestres del período el 
servidor judicial hubiere sufrido una enfermedad que según certificación del médico tratante 
de la EPS o de la Junta de Calificación de Invalidez Profesional o el Especialista en Medicina 
del Trabajo, Especialista en Salud Ocupacional, pudiera por sus síntomas y pronóstico haber 
afectado funciones y facultades físicas y mentales del servidor judicial, necesarias para el 
ejercicio de su empleo en el tiempo en que padeciendo la enfermedad, no fue sujeto de 
incapacidad médica. 
 
e) De igual forma, se descontarán los tres primeros meses del período de evaluación cuando 
se presenten situaciones excepcionales que a juicio de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, ameriten tomar una decisión en este sentido,  en los casos 
siguientes: a) Cuando se trate de la implementación de reformas normativas; b) Cuando se 
trate de la adopción de medidas de descongestión que impliquen un mayor reparto; c) 
Cuando se trate de situaciones especiales de reordenamiento o mapa judicial; d) Cuando se 
considere que las condiciones de operación de una categoría o especialidad de juzgados, en 
aplicación del derecho a la igualdad, requieren de un tratamiento diferente. 
 
En estos casos, la Sala Administrativa dispondrá e informará el descuento en  cualquier 
tiempo antes de la consolidación de la evaluación. 
 
En los eventos de este artículo, se aplicará un sólo descuento de tiempo por todas las 
situaciones reportadas durante el período de evaluación. 
 
ARTÍCULO 7.- Determinación del número de días calificables. Para determinar el número de 
días hábiles laborados durante el período, la Sala Administrativa del Consejo Superior o la 
respectiva Seccional de la Judicatura descontará exclusivamente los días hábiles que 
correspondan a vacaciones; vacancia judicial; incapacidades; calamidad doméstica; escrutinios 
electorales; licencias, salvo para ocupar otros cargos en la Rama Judicial que den lugar a 
calificación; cierre extraordinario de los despachos; comisiones; permisos para adelantar 
actividades de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, permisos sindicales o por cualquier otra 
circunstancia previamente autorizada por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. 
 
Para efectos de determinar los días hábiles quien pretenda invocar el descuento de días hábiles 
en las situaciones anteriores, salvo vacaciones y vacancia judicial, deberá acreditar la causa y 
allegar el cumplido correspondiente, si es del caso, ante la Sala Administrativa competente a 
más tardar el último día hábil del mes de enero siguiente al vencimiento del período de 
evaluación. 
 
Parágrafo 1.- Por comisiones o permisos para la participación como asistente en los eventos de 
formación y capacitación o en los de salud ocupacional, autorizados por la  Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura, se descontará también la totalidad del tiempo invertido en 
ello, siempre y cuando esté debidamente acreditado. 
 
En todo caso, el tiempo invertido por los formadores en la participación en los eventos 
programados por la Escuela Judicial será descontado sin ninguna limitación. 
 
Se descontará el tiempo dedicado por los funcionarios a cumplir despachos comisorios durante 
el período, fuera de la sede del despacho, siempre que el funcionario evaluado lo haya 
acreditado debidamente ante la Sala Administrativa competente, a más tardar el último día de 
enero siguiente a la finalización del período a evaluar. 
 
Se descontará un total de 10 días hábiles para la calificación de las servidoras judiciales que 
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durante el período de evaluación hubieren estado embarazadas, lo cual se acreditará con la 
respectiva certificación médica del estado de gravidez. Este descuento procede sólo una vez por 
cada embarazo. 
 
Parágrafo 2. A los Presidentes de los Tribunales y Salas Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales, se les descontarán quince (15) días por período, en razón de las labores de 
representación institucional de la corporación. 
 
CAPÍTULO IV. EFECTOS 
 
ARTÍCULO 8.- Efectos de la calificación integral de servicios. La calificación integral de 
servicios tiene efectos para: 
 
a) Analizar la prestación del servicio para buscar el mejoramiento continuo. 
b) Obtener estadísticas que contribuyan al seguimiento, medición y elaboración de políticas en 
materia de administración de justicia. 
c) Ser promovidos, en los términos y condiciones que establezca la ley. 
d) Recibir estímulos y distinciones. 
e) Participar en los programas de capacitación y formación. 
f) Evaluar la procedencia o improcedencia de traslados. 
g) Determinar la permanencia o retiro del servicio. 
 
ARTÍCULO 9.- Medición y Mejoramiento del Servicio. La calificación integral de servicios tiene 
entre otros efectos, el de lograr una mejora significa en la prestación del servicio de justicia, a 
través de una respuesta oportuna a la demanda de justicia, una justicia a tiempo y la satisfacción 
del ciudadano. 
 
La medición del desempeño suministra información estadística útil para hacer seguimiento, 
medir la productividad, elaborar políticas en materia de administración de justicia y de carrera 
judicial, planear la capacitación de los servidores en los distintos cargos y niveles. 
 
ARTÍCULO 10.- Efectos de la calificación insatisfactoria. La calificación integral 
insatisfactoria de servicios de funcionarios y empleados implica la exclusión de la carrera judicial 
y ambas decisiones se contendrán en el mismo acto administrativo, contra el cual podrán 
interponerse los recursos procedentes. El acto administrativo en firme dará lugar  al retiro 
inmediato del servicio. 
 
Los nominadores informarán las novedades que por este concepto se produzcan a la Dirección 
Ejecutiva y las Direcciones Seccionales de Administración Judicial, a las Salas Administrativas 
de los Consejos Seccionales de la Judicatura y estas últimas a su vez, informarán 
inmediatamente a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la  Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Parágrafo.- La calificación de servicios tiene efectos legales respecto del cargo en el cual el 
funcionario o empleado está vinculado en propiedad por el sistema de carrera judicial. 
 
 
CAPÍTULO V. INFORMACIÓN BASE PARA LA CALIFICACIÓN Y FORMULARIOS DE 
EVALUACIÓN 
 
ARTÍCULO 11.- Información base para la calificación. La información base para la calificación 
integral de servicios y la de cada uno de sus factores deberá ser reportada por los servidores 
judiciales en los formularios e instrumentos diseñados y distribuidos por las Unidades de 
 62  
Desarrollo y Análisis Estadístico y de Administración de la Carrera Judicial  de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en la oportunidad y términos previstos en 
este Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 12.- Sujetos responsables del reporte de información. Los superiores 
funcionales de los jueces y magistrados deberán diligenciar los formularios del factor calidad de 
acuerdo con la metodología prevista en este Acuerdo y los instructivos y manuales diseñados 
para el efecto. 
 
Los superiores funcionales de los jueces y magistrados deberán remitir el original de cada 
formulario del factor calidad a la Sala Administrativa competente, dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a su aprobación, por un medio que garantice su seguridad. La  Sala 
Administrativa remitirá trimestralmente copia informal de los mismos a los funcionarios 
evaluados para efectos informativos. 
 
Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Tribunales Administrativos, 
Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura y Jueces de la 
República son responsables de alimentar el Sistema de Información Estadística de la Rama 
Judicial –SIERJU, para lo cual deben diligenciar en su integridad y remitir los formularios únicos 
de recolección diseñados para cada una de las categorías, áreas, especialidades y 
jurisdicciones de los despachos judiciales en los términos establecidos en los artículos 3º y 5º 
del Acuerdo 2915 de 2005 o el que haga sus veces. Dicha información se entenderá rendida y 
aceptada bajo la gravedad del  juramento. 
 
Si durante el período a reportar ejercieron dos o más funcionarios en un mismo despacho se 
diligenciarán sendos formularios. Las fechas de corte de la información a reportar deben 
coincidir con las de posesión y/o retiro de los respectivos funcionarios. 
 
Los Magistrados de la Sala Administrativa competente son los responsables del diligenciamiento 
durante el período de evaluación de los formularios de informe de las visitas realizadas a los 
Jueces de la República. Así mismo, les corresponderá el diligenciamiento completo, la 
verificación de la información y la remisión oportuna de los informes de las visitas realizadas a 
los Magistrados de Tribunales Superiores, Tribunales Administrativos y Salas Jurisdiccionales 
Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, en cumplimiento de la delegación 
que para el efecto les confiera la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
Si durante el período de evaluación se desempeñaron dos o más funcionarios en propiedad en 
el mismo despacho se diligenciarán un formulario por cada uno de ellos. 
 
Los superiores jerárquicos de los empleados son responsables del correcto diligenciamiento de 
los formularios de calificación integral de servicios y de los instrumentos de seguimiento de las 
labores y soportes de la evaluación de los empleados a su cargo. 
 
Las copias de los formularios de calificación de empleados y de los soportes de la misma 
deberán remitirse a la Sala Administrativa competente, una vez ejecutoriados los actos 
administrativos correspondientes. 
 
ARTÍCULO 13.- Formularios de calificación del factor organización del trabajo, 
publicaciones y de calificación integral de servicios. La Sala Administrativa del Consejo 
Superior y las de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de acuerdo con sus competencias, 
tendrán a su cargo el correcto diligenciamiento de los formularios de calificación del factor 
organización del trabajo, publicaciones y de calificación integral de servicios. 
 
La información atinente a las calificaciones integrales de servicios y a cada uno de sus factores, 
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correspondientes a los funcionarios de la Rama Judicial, será publicada por Distrito en la página 
web de la Rama Judicial a más tardar el último día hábil del mes de octubre siguiente al 
vencimiento del período de calificación. 
 
ARTÍCULO 14.- Distribución, recepción y control de la información. Las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura tendrán las siguientes obligaciones 
en relación con la información base para la evaluación de servicios, para lo cual utilizarán las 
herramientas tecnológicas existentes: 
 
a) Distribuir oportunamente los formularios e instrumentos de recolección de la información 
base para la calificación. 
b) Recibir los formularios diligenciados. 
c) Hacer seguimiento, control y monitoreo de los reportes e informes a cargo de los despachos 
judiciales al vencimiento de la fecha límite para rendirlos, y requerir por escrito a los 
servidores judiciales para que cumplan oportunamente con su obligación de reportar la 
información. 
d) Verificar el correcto diligenciamiento de los formularios y demás instrumentos y validar la 
información estadística de los despachos judiciales de su distrito de acuerdo con las 
directrices fijadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
e) Devolver a los funcionarios correspondientes, dentro de los diez días siguientes al 
vencimiento de la fecha de reporte, los formularios que presenten inconsistencias para su 
corrección u ordenarla respecto a los formularios diligenciados en el sistema controlando 
que las correcciones se hagan inmediatamente, dejando evidencia escrita y completa de las 
solicitudes y autorizaciones de corrección o modificación, de los cambios realizados y la 
fecha de los mismos, con apoyo en la tecnología existente. 
f) Remitir la información estadística debidamente validada a la Unidad de Desarrollo y Análisis 
Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, dentro de los 
quince (15) días siguientes a su recepción. 
g) Reportar toda actuación inoportuna e ineficaz de empleado o funcionario judicial 
determinada en desarrollo de la función de vigilancia judicial, la cual será tenida en cuenta 
por el respectivo evaluador para efectos de la calificación del factor eficiencia o rendimiento, 
así: por cada proceso en el cual se determine una actuación inoportuna e ineficaz se restará 
un (1) punto en la calificación del citado factor. El descuento previsto en este literal sólo 
procederá cuando esté en firme la decisión respectiva. 
 
ARTÍCULO 15.- Verificación de la información y reporte a la Unidad de Carrera Judicial. En 
los meses de enero y febrero siguientes al vencimiento del período de evaluación, las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura realizarán visitas por cada una de 
las jurisdicciones, especialidades o secciones y categorías, para verificar la información 
estadística reportada al siguiente número de despachos, de cuyo resultado deberán informar a la 
Unidad de Carrera Judicial el primer día hábil del mes de marzo: 
 
a) Dos (2) despachos que reporten los mayores inventarios finales de procesos activos. 
b) Dos (2) despachos que reporten los mayores egresos dentro del período. 
c) Dos (2) despachos que reporten el menor número de egresos durante el período. 
d) Dos (2) despachos que reporten el mayor número de procesos sin trámite dentro del período. 
e) Dos (2) despachos que reporten los más altos índices de rendimiento. 
f) Dos (2) despachos que reporten los más bajos índices de rendimiento. 
g) Dos (2) despachos elegidos al azar. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de que en cualquier momento, a juicio de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior o de las Seccionales de la Judicatura practiquen visitas para los mismos fines 
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a cualquier despacho judicial. 
 
Parágrafo: La visita también verificará las posibles causas que ocasionan las situaciones 
descritas y destacarán aquellas situaciones que puedan generar distorsiones para la definición 
de la capacidad máxima de respuesta y/o ameriten la adopción de medidas urgentes de apoyo. 
 
ARTÍCULO 16.- Procesamiento y consolidación de la información. El acopio, procesamiento 
y análisis de la información referente a la calificación integral de servicios y la de cada uno de los 
factores que la componen, respecto a los jueces y empleados de los despachos judiciales de su 
Distrito, estará a cargo de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, quienes deberán reportarla a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial en 
los formatos diseñados y distribuidos por la misma. 
 
Tratándose de funcionarios dicha información deberá reportarse a más tardar el primer  día hábil 
del mes de octubre del año siguiente al vencimiento del período de evaluación. 
 
La Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura es responsable de procesar y consolidar la información estadística a nivel nacional. 
 
La Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura y las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, según su competencia, son responsables de establecer los indicadores requeridos 
para efectos de la calificación de servicios de los funcionarios judiciales. 
 
ARTÍCULO 17.- Publicidad. A partir del primer período de evaluación que se consolide con este 
Acuerdo, la calificación integral de servicios en firme de cada período evaluado de los 
funcionarios judiciales, será publicada en la página web de la Rama Judicial, para permitir el 
conocimiento de la sociedad y el control de los usuarios. 
 
ARTÍCULO 18.- Inexistencia o inexactitud de los reportes. Cuando se establezca que la 
información estadística reportada por el funcionario para realizar la calificación del  factor 
eficiencia o rendimiento es inexacta, esto es, cuando se verifiquen mayores egresos y/o 
procesos sin trámite o cualquiera otra información inexacta que se traduzca en índices 
superiores de rendimiento, previo requerimiento escrito por parte de la Sala Administrativa 
competente, el funcionario evaluado procederá a la verificación, corrección o justificación en el 
término de cinco (5) días. Vencido este término sin respuesta, o sin justificación atendible, se 
procederá a la asignación del puntaje en la forma establecida en el inciso tercero de este 
artículo. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de la adopción de medidas administrativas y correctivas, como la orden 
de corrección o modificación de formularios e informes y la práctica de visitas de verificación de 
información, entre otras. 
 
El despacho judicial que no rinda la información, o que no la rinda completa en la forma y 
términos establecidos al momento de consolidar la evaluación integral de servicios, recibirá una 
asignación de cero puntos en el factor de calificación a que se refiera la inexistencia o 
inexactitud de los reportes. La Sala Administrativa competente deberá reportar a la autoridad 
correspondiente, para que inicie las investigaciones e indagaciones a que hubiere lugar o 
adoptar las medidas administrativas procedentes o reportar a la dependencia administrativa 
pertinente. 
 
Para el efecto, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura determinará  si hay 
lugar a asignar cero (0) en la calificación del factor que corresponda, según lo previsto en este 
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artículo, para lo cual debe adelantar el procedimiento administrativo, garantizando el derecho al 
debido proceso y a la defensa del servidor judicial, para la aplicación de lo previsto en este 
artículo. 
 
CAPÍTULO VI. COMPETENCIA 
 
ARTÍCULO 19.- Evaluación de funcionarios. La Sala Administrativa del Consejo Superior y las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura en el ámbito de su 
competencia territorial, harán la calificación integral de servicios de los Magistrados y de los 
Jueces, respectivamente. 
 
La Sala Administrativa Seccional competente para consolidar la calificación integral de servicios 
de los Jueces, será aquella a la que pertenece el despacho al cual se encuentre vinculado el 
funcionario en propiedad al momento de la consolidación. 
 
Parágrafo 1°.- Cuando dentro del período a calificar el funcionario haya desempeñado sus 
funciones en despachos judiciales ubicados fuera de la circunscripción territorial de la Sala 
Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competente para realizarla, ésta solicitará 
la información base para efectuar la consolidación de la evaluación a la  Sala o Salas 
Administrativas a las cuales pertenezcan los despachos donde el funcionario hubiere laborado. 
 
Parágrafo 2°.- Cuando dentro del período a calificar un juez vinculado por el sistema de carrera 
judicial se haya desempeñado como magistrado en condición distinta de la propiedad, la Sala 
Administrativa competente para realizarla solicitará la información base para la calificación a la 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura. 
 
ARTÍCULO 20.- Evaluación de empleados. Corresponde al superior jerárquico del despacho, 
centro de servicios o dependencia en la cual el empleado de carrera está nombrado en 
propiedad al momento de la consolidación de la evaluación, realizar su calificación integral de 
servicios. 
 
Cuando un empleado durante el período a calificar, haya desempeñado funciones en  otros 
despachos o dependencias, los respectivos superiores remitirán al calificador a título de informe, 
el formulario de evaluación y los de seguimiento correspondiente a las labores desempeñadas, 
debidamente diligenciados en cuanto a los factores de calidad, eficiencia o rendimiento, 
organización del trabajo y publicaciones. 
 
Cuando durante el período de evaluación, un empleado haya desempeñado funciones como 
juez en provisionalidad, la consolidación de la calificación de servicios corresponderá a su 
superior jerárquico. Para el efecto, solicitará a la Sala Administrativa del Consejo Seccional 
respectivo, la información base para la calificación de los factores por su desempeño como juez. 
ARTÍCULO 21.- Obligatoriedad de la evaluación. El vencimiento del plazo para consolidar la 
calificación no exime al calificador de la responsabilidad de realizarla, por tratarse de una 
obligación a su cargo y de un derecho para el sujeto de la calificación, quien podrá exigirla. 
El funcionario que haya laborado en un despacho judicial o dependencia, deberá diligenciar el 
formulario de calificación y los de seguimiento correspondiente a los empleados del referido 
despacho, por el término de su desempeño, los cuales deberán reposar en cada una de las 
hojas de vida. 
 
Parágrafo.- El carácter del nombramiento del funcionario que deba realizar la calificación de 
 66  
servicios, no lo exime de su responsabilidad para llevarla a cabo. 
 
CAPÍTULO VII. FACTORES 
ARTÍCULO 22.- Factores. La calificación integral de servicios comprende los factores de 
calidad; eficiencia o rendimiento; organización del trabajo y publicaciones, con los siguientes 
puntajes: 
a) Calidad: hasta 42 puntos. 
b) Eficiencia o rendimiento: hasta 40 puntos. 
c) Organización del trabajo: hasta 16 puntos 
d) Publicaciones: hasta 2 puntos. 
 
El resultado de la calificación integral de servicios se dará siempre en números enteros y la 
aproximación sólo se hará sobre el resultado final. 
 
Parágrafo.- A todos los funcionarios, incluso los que cuentan con regímenes especiales según 
el Título III de este Acuerdo, del total de la suma de los diferentes factores deberá restarse un (1) 
punto, por cada uno de los casos en que se presente el fenómeno de la pérdida de competencia 
por vencimiento del término para resolver los procesos, dentro  del período de calificación. Para 
estos efectos bastará la comunicación que debe remitir a la respectiva Sala Administrativa el 
juez o magistrado que pierde la competencia, o la que igualmente debe enviar el funcioncionario 
que recibe el proceso. 
 
ARTÍCULO 23.- Resultados. La calificación de servicios se establecerá según los resultados, 
así: 
Excelente: de 85 hasta 100 
Buena: de 60 hasta 84 
Las anteriores calificaciones se consideran satisfactorias. 
Insatisfactoria: de cero (0) hasta cincuenta y nueve (59). Da lugar al retiro del servicio y a la 
cancelación de la inscripción en el escalafón de carrera. 
Los resultados de la evaluación deberán ser motivados, producto del seguimiento permanente 
del desempeño y serán notificados oportunamente al respectivo servidor. 
 
CAPÍTULO VIII. PLAN DE MEJORAMIENTO Y GESTIÓN DE CALIDAD 
 
ARTÍCULO 24.- Plan de Mejoramiento. El Plan de Mejoramiento consiste en un programa de 
actividades y compromisos que contiene las acciones que podrá ejecutar el servidor judicial en 
un tiempo determinado para mejorar su desempeño durante el siguiente período a evaluar, 
mejorar sus prácticas y lograr aumentar los niveles de eficiencia, idoneidad, calidad y 
productividad respecto de las actividades y/o tareas bajo su responsabilidad, permitiendo la 
realización de un seguimiento de su gestión. Para los funcionarios, en ningún caso el Plan de 
Mejoramiento podrá comprender aspectos que afecten la autonomía e independencia judicial. La 
Sala Administrativa competente elaborará el Plan de Mejoramiento y hará el acompañamiento y 
seguimiento permanente del plan e informará trimestralmente sobre el avance del cumplimiento 
de las metas a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial. 
 
Parágrafo: Gestión de Calidad. Los servidores judiciales deberán tener en cuenta la 
implementación del Sistema  Integrado de Gestión y  Control de  la Calidad y  del    Medio 
Ambiente, sus objetivos y principios, con el propósito de documentar, implantar, mantener y 
mejorar la atención y la satisfacción de los usuarios del servicio de justicia en todos los 
despachos judiciales. 
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CAPÍTULO IX. NOTIFICACIONES, RECURSOS, IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES 
 
ARTÍCULO 25.- Notificación. Las calificaciones integrales de servicios insatisfactorias serán 
siempre notificadas en forma personal, en los términos previstos en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Las demás, se notificarán por correo 
electrónico o personalmente. 
 
Las notificaciones de las calificaciones integrales de servicios deberán realizarse a más tardar el 
décimo día hábil siguiente a su consolidación. 
 
ARTÍCULO 26.- Impedimentos y recusaciones. Los impedimentos y recusaciones para 
efectos de la calificación integral de servicios, se tramitarán conforme con lo previsto en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
ARTÍCULO 27.- Recursos. Contra la calificación integral de servicios proceden los recursos en 
sede administrativa, conforme a lo previsto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Cuando la impugnación se refiera al factor calidad de la misma, la Sala Administrativa del 
Consejo Superior o Seccional de la Judicatura pondrá el respectivo escrito en conocimiento del 
superior funcional para que se pronuncie al respecto en un término no superior a quince (15) 
días hábiles. 
 
TÍTULO II. RÉGIMEN GENERAL PARA FUNCIONARIOS EN LOS SISTEMAS ORALES 
 
CAPÍTULO I. FACTOR CALIDAD 
ARTÍCULO 28.- Factor calidad. La calificación del factor calidad consistirá en el análisis técnico 
y jurídico de la decisión, así como el respeto y efectividad del derecho al debido proceso. Para 
ello, en la evaluación se tendrán en cuenta todas las etapas del proceso. 
 
La calificación de este factor será realizada por el superior funcional, sobre sentencias y/o autos 
que pongan fin al proceso y 2 autos interlocutorios que no le pongan fin al proceso, 
simultáneamente con la decisión del recurso o grado jurisdiccional de consulta. 
 
En el evento en que el superior funcional sea colegiado, se efectuará por la Sala Plena de la 
respectiva corporación y en el caso de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, por dicha Sala. La calificación se realizará por iniciativa de la sala, sección 
especializada o subsección, si la hubiere, para lo cual el ponente, simultáneamente con la 
elaboración del proyecto de decisión, diligenciará el formulario de evaluación del factor calidad y 
lo someterá a consideración en la misma sesión en que aquél sea discutido. 
 
Las decisiones sobre la calificación del factor calidad aprobadas por la sala, sección o 
subsección correspondiente serán sometidas a la aprobación de la sala plena, al menos cada 
dos meses. 
 
ARTÍCULO 29.- Mínimo de procesos a evaluar. La evaluación comprenderá un mínimo de 
doce (12) providencias durante todo el período, así: dos (2) autos interlocutorios que  no le 
pongan fin al proceso y cuatro (4) providencias entre sentencias y autos interlocutorios que le 
ponen fin al proceso, por cada semestre; equivalentes a cuatro de la especialidad y una tutela. Si 
antes de finalizar el semestre la respectiva Sala Administrativa advierte que no ha recibido el 
mínimo de formularios requeridos, tomará la información del sistema de gestión Siglo XXI, y en 
aquellos despachos donde no exista el sistema, solicitará inmediatamente al funcionario una 
relación de los procesos terminados dentro del semestre que no hayan sido objeto de 
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calificación, la cual contendrá el número de radicación, clase de proceso, los nombres de las 
partes o sujetos procesales y la fecha de la providencia. Recibida la solicitud, los funcionarios a 
evaluar deberán remitir el listado a más tardar el 15 de junio y el 15 de diciembre del respectivo 
período. La Sala Administrativa competente seleccionará al azar los procesos que el funcionario 
a evaluar deberá remitir a su superior funcional hasta completar el mínimo requerido 
semestralmente y comunicará lo pertinente. Los procesos serán enviados dentro de los tres días 
hábiles siguientes al recibo de la comunicación. 
 
Para el efecto, cuando exista pluralidad de jueces del circuito competentes para calificar el factor 
calidad de los jueces municipales, la Sala Administrativa del respectivo Consejo Seccional de la 
Judicatura realizará el reparto, para evaluar el número de procesos solicitados hasta completar 
el mínimo. 
 
El término para calificar el primer semestre será entre el 1 de julio y el 14 de septiembre, y para 
la calificación del segundo semestre se realizará entre el 1 de enero y el 14 de marzo. 
Si agotado el procedimiento antes descrito, no es posible completar el mínimo de formularios, la 
calificación del factor se obtendrá con los que hubiere. 
Para los magistrados el mínimo de providencias a evaluar será de 24, teniendo en cuenta el 
mínimo de providencias semestral y el procedimiento señalado anteriormente. 
 
ARTÍCULO 30.- Subfactores de Evaluación. La calificación de este factor se fundamentará en 
el análisis técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del período a 
evaluar. 
En este factor se evaluará la dirección del proceso y la decisión. Comprenderá las siguientes 
variables y puntajes: 
1. Dirección del proceso: Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente, fijación del litigio y 
control y/o rechazo de prácticas dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que 
informan el respectivo procedimiento. Hasta 6.0 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo, control de pruebas 
prohibidas, ineficaces, impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 6.0 puntos. 
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y de 
las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10puntos. 
 
1.1. Para calificar acciones de tutela o en los casos en los que no proceda la práctica de 
audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá de la siguiente manera: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 12 puntos. 
 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, 
impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 10 puntos. 
 
1.2. Si el asunto se decidió de plano o no fue necesario decretar y practicar pruebas, el puntaje 
se distribuirá así: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, control y rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 22 puntos. 
 
1.3. En los casos en que el asunto sea de puro derecho o no fuere necesario el decreto  de 
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pruebas, el puntaje se distribuirá así: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la 
conciliación, elaboración de planes del caso, fijación del litigio y control y/o rechazo de prácticas 
dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que informan el  respectivo procedimiento. 
Hasta 12 puntos. 
 
b) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y 
de las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por 
razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. Este aspecto 
se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según la 
naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
2.1. En los casos en que se trate de un asunto decidido de plano, o en los que no haya sido 
necesario el decreto y la práctica de pruebas, los puntajes se distribuirán así: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 8 puntos. 
 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por 
razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 8 puntos. Este aspecto 
se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según la 
naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
 
c) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Cuando no fuere posible evaluar los aspectos contenidos en el subfactor dirección del proceso, 
la calificación se hará exclusivamente sobre “Análisis de la Decisión”. En este caso, los puntajes 
se distribuirán así: identificación del problema jurídico: hasta 12 puntos; argumentación 
normativa, jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad hasta 
12 puntos; argumentación y valoración probatoria hasta 8 puntos y estructura de la decisión, 
hasta 10 puntos. 
 
Parágrafo: El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
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ARTÍCULO 31.- Promedios. La Sala Administrativa del Consejo Superior o Seccional de la 
Judicatura correspondiente, obtendrá la calificación consolidada del factor calidad sumando los 
puntajes asignados por los respectivos superiores funcionales en la evaluación de cada proceso 
y dividiendo este resultado por el número de calificaciones. 
 
ARTÍCULO 32.- Disposiciones comunes a este capítulo. Para la calificación del factor calidad 
de los procesos orales, el evaluador realizará la calificación exclusivamente con base en las 
grabaciones hechas en medio magnético o digital en que se registren las audiencias y los 
resultados se consignarán en los formularios suministrados para  el efecto. 
 
En la motivación de la calificación el evaluador deberá hacer referencia expresa a puntos 
específicos de la sentencia o decisión de fondo, y de lo ocurrido en la audiencia que considere 
relevantes para sustentar el puntaje asignado. Por ningún motivo podrá solicitarse para efectos 
de la calificación la trascripción de providencias, salvo las excepciones que sobre la materia 
establezca el legislador. 
 
Cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos de complejidad excepcional que impliquen 
una especial dedicación, o haya dado lugar a la acumulación en forma oficiosa, deberá informar 
sobre dichas circunstancias a su superior funcional con el fin de que éste las tenga en 
consideración al momento de valorar la calidad. 
 
CAPÍTULO II. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 33.- Reporte de información. La calificación de este factor se realizará por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior o las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de 
la Judicatura con base en la información que en cumplimiento del artículo 104 de la Ley 270 de 
1996 y del Acuerdo 2915 de 2005 (sus modificatorios o el que haga sus veces), les reportarán 
los funcionarios a evaluar en la forma establecida en  el  Capítulo IV del Título I de este Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 34.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. Para realizar la calificación 
del factor eficiencia o rendimiento, se tendrán en cuenta los siguientes subfactores: 
A) Respuesta efectiva a la demanda de justicia. Hasta 35 puntos. 
B) Atención de audiencias programadas. Hasta 5 puntos. 
 
ARTÍCULO 35.- Variables de evaluación. Para la evaluación de la respuesta efectiva a  la 
demanda de justicia, la calificación se efectuará sobre el rendimiento de los  funcionarios durante 
el período a evaluar, a partir del egreso y la carga en comparación con sus pares, es decir, los 
despachos de su misma jurisdicción, especialidad o sección y nivel y/o categoría. 
 
ARTÍCULO 36.- Carga. La carga de cada despacho judicial está constituida por: 
 
a) El inventario al iniciar el período a evaluar, de los procesos con trámite o activos sin 
sentencia o decisión de fondo que resuelva el asunto en la respectiva instancia, y de las 
solicitudes de conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. Para las oficinas de 
ejecución corresponderá a la solicitud o demanda de ejecución. 
b) Los procesos que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron 
reactivados durante el período a evaluar. 
c) Los procesos ingresados durante el período a evaluar. 
d) Los procesos que por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho 
judicial a continuación de otro terminado. 
e) Los incidentes de desacato en acciones de tutela en trámite sin decisión de fondo que 
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venían del período anterior o recibido durante el período. 
 
Parágrafo: No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos: 
a) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos durante  los últimos seis (6) 
meses del período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, 
del decreto de suspensión, por la interrupción del proceso o cuando por disposición legal 
deban permanecer suspendidos o en archivo temporal o provisional por el mismo 
término. 
b) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia y las demandas no notificadas, que no tuvieron trámite  durante los últimos seis 
(6) meses del período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la 
perención o el desistimiento tácito. 
c) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de programas 
de descongestión. 
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período. 
e) En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales rechazadas 
o retiradas y las demandas, denuncias y acciones constitucionales recibidas los 3 
últimos meses del período, así como las acciones de tutela que al finalizar el período 
estén dentro de los términos para ser falladas. Sólo se considerarán carga las 
demandas rechazadas por caducidad de la acción en materia contenciosa 
administrativa. 
f) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta 
hayan sido devueltos o inadmitidos, declarados desiertos y aquellos en que hubiere 
desistimiento del recurrente y los recursos y grado jurisdiccional de consulta recibidos 
los 3 últimos meses del período, así como las acciones de tutela que al finalizar el 
período estén dentro de los términos para ser falladas. 
 
ARTÍCULO 37.- Egreso. El egreso está constituido por: 
a) El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva  de 
fondo el asunto en la instancia dentro del período a evaluar. Se considerarán igualmente 
los procesos en los que se haya decretado la perención y aquellos en los que se profirió 
auto de terminación del proceso por desistimiento o desistimiento tácito. 
b) La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
c) La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el 
proceso. 
d) El auto que decide sobre incidentes de desacato en acciones de tutela. 
e) En segunda instancia el auto que decreta la nulidad del proceso. 
 
Parágrafo 1º.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso los siguientes procesos: 
 
a) En primera instancia, las solicitudes provenientes de Fiscalía o de la Policía, las 
denuncias, las demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas  durante el 
período. 
b) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de programas 
de descongestión para fallo. 
 
c) Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para sustanciación. 
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d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia, 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período. 
e) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta 
hayan sido devueltos, declarados desiertos o inadmitidos y aquellos en que hubiere 
desistimiento del recurrente, durante el período. 
 
Parágrafo 2º.- Conciliación. Para la calificación de los juzgados civiles del  circuito, familia, 
promiscuos del circuito y promiscuos de familia, promiscuos municipales y juzgados laborales, la 
terminación del proceso por conciliación equivaldrá al egreso de  dos (2) procesos. 
 
Parágrafo 3º.- Acumulación. Al juez que dentro del término legal acumule varias acciones de 
tutela con identidad de objeto, para ser falladas en una sola sentencia, se le computarán como 
egresos efectivos tantas sentencias como acciones acumuladas. 
 
Y al juez que, en las mismas condiciones, falle las acciones de tutela en diversas sentencias, 
habiendo podido acumularlas, se le computará como egresos efectivos una sola sentencia. 
 
La misma disposición aplicará para los demás procesos que sean calificados como de 
complejidad excepcional. 
 
ARTÍCULO 38. – Capacidad Máxima de Respuesta. Para efectos de la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los funcionarios judiciales, deberá determinarse la capacidad máxima 
de respuesta para cada jurisdicción, especialidad o sección y  categoría y función. Para el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca habrá una  capacidad máxima para cada sección y 
otra para los demás tribunales administrativos del país que no tienen secciones y subsecciones. 
 
Se entenderá como capacidad máxima de respuesta, la cifra que resulte de calcular el promedio 
de los egresos del diez por ciento (10%) del total de los despachos de cada jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría, que corresponda a los que registran mayores egresos dentro 
del período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que repose en la Unidad de Desarrollo 
y Análisis Estadístico, correspondiente al lapso comprendido entre el 1 de octubre del penúltimo 
año y el 30 de septiembre del último año y se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el 
mes de enero del año correspondiente a la iniciación del período a evaluar. 
 
Dicho cálculo es la capacidad máxima de respuesta de un despacho judicial de cada jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría y será el límite máximo de referencia para establecer el 
rendimiento de cada despacho judicial. 
 
En caso de que el cálculo del 10% sobre el número de despachos en la especialidad no 
corresponda a un número entero, se aproximará al entero siguiente. Cuando el número de 
despachos sea inferior a 5, se considerarán la totalidad de despachos. En este evento, la 
capacidad máxima de respuesta no podrá fijarse en una cifra inferior a la señalada en el período 
inmediatamente anterior. 
 
En todo caso, para calcular la capacidad máxima de respuesta, la Sala Administrativa analizará 
los factores que puedan distorsionar la estadística de los despachos judiciales, como las 
reiteraciones y otras figuras jurídicas que puedan elevar de manera inusual los egresos de los 
despachos judiciales y determinar la exclusión de tales cifras en el cálculo de la capacidad 
máxima de respuesta, determinando de esta manera un ajuste para la calificación de los 
despachos judiciales de la jurisdicción, especialidad jurisdiccional, categoría, sección y función 
que lo amerite, según el análisis técnico estadístico rendido por la Unidad de Desarrollo y 
Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
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Parágrafo: Cuando exista diferencia en las plantas de personal de la especialidad y categoría, 
para establecer la calificación definitiva del subfactor respuesta efectiva a la demanda de justicia, 
en los casos en que se aplique la capacidad máxima de respuesta, ésta se aplicará de manera 
proporcional al número de empleados. Para el efecto, la Sala Administrativa establecerá con 
anterioridad la planta tipo y categorizará los despachos judiciales según los rangos de plantas de 
personal a las cuales se aplicará una capacidad máxima de respuesta diferenciada de la 
establecida para la planta tipo. 
 
Para el cálculo se considerará a los empleados de la planta permanente del despacho, los 
empleados de descongestión y a los judicantes, estos últimos, sólo cuando se hubieren 
desempeñado por más de 2 trimestres durante el respectivo período de evaluación, que se 
verificará al momento de practicar la visita del Factor Organización del Trabajo. 
 
ARTÍCULO 39.- Cálculo de la Calificación del Subfactor Respuesta Efectiva a la Demanda 
de Justicia. Para establecer la calificación subfactor, se consideran las siguientes situaciones: 
 
a) Egreso igual o mayor a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los despachos 
cuyo egreso durante el período fue igual o mayor a la Capacidad Máxima de Respuesta, 
la calificación del sufactor será de 35 puntos. 
 
b) Carga Superior a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los  despachos cuya 
Carga durante el período fue superior al a la Capacidad Máxima de Respuesta, la 
calificación se establecerá proporcionalmente, sobre un total de 35 puntos. 
 
Lo  anterior  corresponde a  la  siguiente fórmula:  Calificación  Subfactor= (Egreso/ 
Capacidad Máxima de Respuesta) X 35. 
 
c) Carga inferior o igual a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los despachos 
cuyo carga durante el período fue inferior o igual a la  Capacidad Máxima de Respuesta, 
la calificación se establecerá proporcionalmente, sobre un total de 35 puntos 
 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Subfactor = (Egreso/ 
Carga del Despacho) X 35. 
Parágrafo 1.- En el evento en que los egresos superen la carga del despacho, por aplicación del 
artículo 38 del presente acuerdo, la calificación del sufactor será de 35 puntos. 
 
ARTÍCULO 40.- Escalas. Para la determinación de las variables de calificación de este 
subfactor, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá establecer para 
cada período de evaluación, diferentes valores, escalas o puntajes por clase de proceso, de 
acuerdo con la complejidad de los diferentes asuntos a cargo de los funcionarios de la respectiva 
especialidad o para atender las necesidades que demande  la prestación del servicio de justicia. 
 
 
ARTÍCULO 41.- Subfactor audiencias programadas y atendidas. Hasta 5 puntos. Se obtiene 
calculando la proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el 
número de audiencias atendidas efectivamente y el número de  audiencias programadas en el 
período, multiplicado por 5. 
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias programadas 
y atendidas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias 
programadas) X 5. 
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Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las programadas 
corresponda al 100%, se asignarán 5 puntos. 
 
De acuerdo con el reporte de las audiencias atendidas efectivamente, para los efectos de la 
asignación de los puntajes aquí previstos, se tendrán por realizadas las audiencias que no se 
llevaron a cabo por causas ajenas al funcionario evaluado y las que no se realizaron por causas 
del funcionario, con justificación atendible. 
 
ARTÍCULO 42.- Factor eficiencia o rendimiento. Para obtener la calificación final del Factor 
Eficiencia o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en los dos subfactores de respuesta 
efectiva a la demanda de justicia y atención de audiencias programadas. 
 
ARTÍCULO 43.- Desempeños inferiores al período. Cuando un funcionario se haya 
desempeñado por un lapso inferior al período de evaluación, los indicadores de capacidad 
máxima de respuesta e ingreso ajustado y carga, se considerarán en proporción  al número de 
días hábiles laborados. 
 
ARTÍCULO 44.- Participación en programas de descongestión. Los funcionarios de los 
despachos que en razón de las medidas de descongestión por redistribución de procesos para 
sustanciación y/o fallo, coadyuven dichas medidas tramitando o decidiendo tales procesos, 
obtendrán un puntaje adicional de hasta cuatro (4) puntos en la calificación integral de servicios, 
siempre que ésta no sea inferior a 60 y no supere el tope máximo de 100 puntos, así: 
 
a) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior al 90%: 4 puntos. 
b) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior al 80% e inferior al 90%: 3 
puntos. 
c) Cumplimiento de las metas de descongestión igual o superior a 70% e inferior a 80%: 1 
punto. 
 
Para tal efecto, en los Acuerdos de descongestión se debe precisar en forma clara la  meta de 
descongestión. La Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico y/o la Sala Administrativa del 
Consejo Seccional de la Judicatura, certificarán la participación del funcionario durante el 
período evaluable en las referidas medidas de descongestión y el porcentaje en que dio 
cumplimiento a las metas previstas en los Acuerdos que  las crearon. 
 
Parágrafo: El puntaje establecido en el presente artículo sólo se asignará, cuando los egresos 
del funcionario, sumados los del propio despacho más los que descongestión, superen el 
promedio nacional de los despachos de la respectiva jurisdicción, categoría y especialidad. 
 
CAPÍTULO III. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO Y PUBLICACIONES 
 
ARTÍCULO 45.- Factor Organización del Trabajo. Hasta 16 puntos. La calificación de este 
factor comprenderá el control de términos. 
Para el efecto, se llevará a cabo el siguiente procedimiento: 
 
La evaluación de este factor comprenderá 16 procesos. Para ello,  el  magistrado de la Sala 
Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, en la visita se escogerá para evaluar los 
16 procesos que correspondan a las radicaciones más antiguas  que aparezcan en el sistema de 
gestión Siglo XXI. En aquellos despachos donde no exista el sistema, al momento de la visita al 
funcionario verificará en los libros los procesos tramitados durante el período, para efectos de 
seleccionar los más antiguos. Cada proceso inspeccionado equivale a un punto (1) y en cada 
proceso debe analizarse el cumplimiento total de términos. Así mismo debe evaluarse la pérdida 
de competencia de los negocios que no se hallen en el Despacho por esta razón. 
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De acuerdo con la clase de proceso, registrará en el formulario de visita por cada proceso, las 
actuaciones adelantadas desde el reparto, indicando el cumplimiento de los términos a cargo del 
juzgado para el adelantamiento de cada actuación, según la normatividad aplicable, dejando 
constancia expresa del motivo de incumplimiento de los términos en los casos en que así 
aparezca y anotando la disposición en que están previstos. 
 
En el formulario de informe de visita que será elaborado y distribuido por la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial, el magistrado de la Sala Administrativa competente deberá 
registrar además, el número de radicación, clase de proceso, los nombres de las partes o 
sujetos procesales y la fecha de las providencias; debe constatar y registrar las fechas de las 
audiencias programadas y de las fechas en que se llevaron a cabo, así como las actuaciones y 
términos procesales transcurridos desde la radicación del proceso hasta el agotamiento de cada 
una de las etapas y la fecha de las providencias dictadas dentro del mismo. También dejará 
constancia de informes secretariales, comunicaciones, correos electrónicos y demás actos 
procesales que permitan verificar los datos consignados en el formulario. 
 
ARTÍCULO 46.- Visitas. Para la calificación del subfactor organización del trabajo, la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura practicará visitas, directamente o mediante 
delegación, en los términos del parágrafo del artículo 85 de la Ley 270 de 1996, a los despachos 
de los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Administrativos y a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura. En el acto de 
delegación, se indicará el plazo para realizarlas. 
 
Dentro del período de evaluación, las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, realizarán visita a los juzgados ubicados en el ámbito territorial de su competencia. 
La información se recaudará en los formularios diseñados por la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial y se asignarán los puntajes conforme la escala de calificación allí señalada. 
 
PARÀGRAFO 1º.- A partir de la fecha, se delega en los magistrados de las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura, la función de practicar visitas para 
recaudar la información base para la calificación del factor organización del trabajo, de los 
funcionarios que se desempeñen como magistrados en programas de descongestión 
 
Parágrafo 2º.- En los eventos en que por razones de orden público certificadas por la Oficina de 
Seguridad de la Rama Judicial o la dependencia que haga sus veces, no fuere posible realizar la 
visita al despacho, la información base para la evaluación de este factor podrá solicitarse al 
funcionario a evaluar, por cualquier medio eficaz. La Sala Administrativa correspondiente podrá 
verificar la información por los mecanismos que considere más idóneos, tales como 
certificaciones, registros y documentos que muestren la evidencia de los hechos a constatar. 
 
En el formulario de la visita se deberán registrar de manera concreta y expresa todos los 
aspectos que fundamentan la evaluación. Por su parte, en el formulario de calificación del factor 
se deberá guardar coherencia entre los aspectos consignados en el formato de visita, la 
motivación y el puntaje asignado a cada subfactor. 
 
ARTÍCULO 47.- Factor publicaciones. Hasta 2 puntos. Para la calificación del subfactor 
publicaciones, los funcionarios que hayan realizado publicaciones de libros, artículos o ensayos 
que contribuyan a la gestión judicial y que reúnan las calidades y condiciones para ser útiles a la 
práctica judicial, remitirán un ejemplar de cada uno de ellos a la Sala Administrativa 
correspondiente, a más tardar el último día hábil del mes de enero del año siguiente al 
vencimiento del período a evaluar; de acuerdo con la reglamentación que expida la Sala 
Administrativa para tal efecto. 
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La calificación se hará teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
 
a) Que la publicación del libro, artículo o ensayo se haya realizado durante el período a 
evaluar. 
b) Que se trate de libros, artículos o ensayos de carácter jurídico que contribuyan a la 
gestión judicial y que reúnan las calidades y condiciones para ser útiles a la práctica 
judicial. 
 
Parágrafo: Conforme a lo dispuesto en el presente artículo, la calificación de este subfactor no 
podrá ser superior a dos (2) puntos y en caso de que sean varios autores, el puntaje se dividirá 
entre el número de autores. 
 
ARTÍCULO 48.- Criterios. La calificación consultará, entre otros, los siguientes criterios: 
a) La originalidad. 
b) Su calidad científica, académica o pedagógica. 
c) La relevancia y pertinencia de los trabajos. 
d) La contribución a la gestión judicial y que reúnan las calidades y condiciones para 
ser útiles a la práctica judicial. 
 
ARTÍCULO 49.- Definición. Por libro se entiende una publicación impresa no periódica, que 
consta como mínimo de 49 páginas, sin contar las de la cubierta, que debe contener el 
respectivo número estándar International Standard Book Number, ISBN. 
 
TÍTULO III. REGÍMENES ESPECIALES 
 
CAPÍTULO I. FUNCIONARIOS VINCULADOS A LOS SISTEMAS PENAL ACUSATORIO Y DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES Y JUECES PROMISCUOS 
MUNICIPALES 
 
ESPECIALIDAD PENAL – LEY 906 DE 2004 Y LEY 1098 DE 2006 JUZGADOS CON FUNCIÓN 
DE CONTROL DE GARANTÍAS 
 
ARTÍCULO 50.- Factor calidad para control de garantías. Hasta 42 puntos. Se tendrán en 
cuenta los siguientes subfactores: 
1. Dirección de la audiencia. Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
 
a) Manejo de audiencias. Hasta 10 puntos. 
b) Control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 6 puntos. 
c) Control de su duración y suspensión. Hasta 6 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizan los siguientes aspectos: 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas  y estándares  internacionales  de Derechos Humanos   vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por 
razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. Este 
aspecto se calificará considerando la relevancia que a cada uno de estos aspectos 
corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 77  
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
ARTÍCULO 51.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. Para realizar la calificación 
del factor eficiencia o rendimiento de los jueces de control de garantías, se tendrán en cuenta los 
siguientes subfactores: 
a. Proporción de audiencias efectivamente realizadas. Hasta 10 puntos. 
b. Relación entre el tiempo promedio y el tiempo estándar. Hasta 30 puntos. 
 
ARTÍCULO 52.- Proporción de audiencias efectivamente realizadas. Hasta 10 puntos. Se 
calcula la proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el 
número de audiencias atendidas efectivamente y el número de audiencias solicitadas en el 
período, multiplicado por 10. 
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor proporción de audiencias 
efectivamente realizadas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de 
audiencias solicitadas en el período) X 10. 
 
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las solicitadas corresponda 
al 100%, se asignarán 10 puntos. 
 
ARTÍCULO 53.- Determinación del tiempo estándar. Se entenderá como estándar el tiempo 
correspondiente a la cota máxima de duración de audiencia que resulte al tomar el diez por 
ciento (10%) del total de los despachos de la misma jurisdicción, especialidad, categoría o 
sección que corresponda a los que registran menores duraciones de  audiencia dentro del 
período, por tipo de audiencia. 
 
Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura con 
anterioridad al inicio del período de evaluación, con base en la información reportada para el 
último período de calificación. 
 
No se incluirá dentro del cálculo del tiempo total de duración de audiencia para el promedio del 
despacho, ni para la determinación de la duración estándar, el tiempo invertido en las audiencias 
que hayan tenido una complejidad excepcional reportadas por el funcionario judicial. 
 
ARTÍCULO 54.- Relación tiempo promedio y tiempo estándar. Hasta 30 puntos. La 
evaluación de este subfactor se realizará estableciendo para cada tipo de solicitud la relación 
entre el tiempo estándar y el tiempo promedio en el respectivo despacho multiplicado por 30. 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Relación tiempo promedio y tiempo estándar = 
(Tiempo estándar audiencia/Tiempo promedio de audiencia en el despacho) X 30. 
Cuando la duración promedio del despacho por solicitud sea inferior al estándar, se asignarán 
30 puntos. 
Posteriormente se suman los puntajes asignados a cada tipo de solicitud y se divide entre el 
número de solicitudes de audiencia consideradas, para obtener el puntaje. 
 
ARTÍCULO 55.- Factor eficiencia o rendimiento para control de garantías. Para obtener la 
calificación final del factor eficiencia o rendimiento, se suma el puntaje obtenido por la relación 
entre tiempo promedio y tiempo estándar de las solicitudes de audiencia para cada despacho, el 
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cual no puede ser superior a 30 puntos, más la proporción de audiencias efectivamente 
atendidas, que no pude ser superior a 10 puntos. En este caso, cuando la proporción 
corresponda al 100%, se asignarán 10 puntos. 
 
ARTICULO 56.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. El Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor  publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
 
JUZGADOS CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO 
 
ARTÍCULO 57.- Factor Calidad. Hasta 42 puntos. Para la calificación del factor calidad  se 
evaluará la dirección del juicio y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes: 
 
1. Dirección del juicio: Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, elaboración de 
planes del caso, conducción del juicio oral y garantía de los principios que lo 
fundamentan, control de preacuerdos, aseguramiento de la comprensión del 
acusado y control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 6 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo y exclusión de 
pruebas y conducción probatoria. Hasta 6 puntos. 
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del 
tiempo y de las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de 
constitucionalidad, aplicación de normas y estándares internacionales de 
Derechos Humanos vigentes para Colombia, cuando sea el caso y aplicación 
del principio de igualdad y no discriminación por razón del  género y del enfoque 
diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. Este aspecto se calificará 
considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según 
la naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos. 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
ARTÍCULO 58.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. Para realizar la calificación 
del factor eficiencia o rendimiento de los jueces de conocimiento, se tendrán en cuenta los 
subfactores, puntajes y procedimiento señalados en el Capítulo II del Título II de este Acuerdo. 
 
ARTICULO 59.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. El Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor  publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
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ARTÍCULO 60.- Jueces Promiscuos Municipales. Para la evaluación integral de los Juzgados 
Promiscuos Municipales, se tomará la ponderación de los indicadores que para cada uno de los 
procedimientos de su competencia establece el presente Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 61.- Calificación para funcionarios con competencia mixta. Para la evaluación 
integral de los funcionarios que además de tramitar procesos de la Ley 600 de 2000, 
desempeñen funciones de control de garantías, de conocimiento o como coordinadores, se 
tomará la ponderación de los indicadores que para cada una de dichas actividades resulten de 
aplicar los respectivos procedimientos establecidos en este Acuerdo. Lo mismo aplicará para los 
funcionarios que en forma simultánea desempeñen funciones de control de garantías y de 
conocimiento. 
 
En los casos en que el ejercicio de las competencias de la Ley 906 de 2004 en control de 
garantías y/o conocimiento, así como las de Ley 600 de 2000, se hayan asumido en fecha 
diferente durante el período, las calificaciones se ponderarán de conformidad con los días 
hábiles laborados en estas competencias a efectos de obtener la calificación total. 
 
ARTÍCULO 62.- Juez Coordinador. Para obtener los indicadores de evaluación relacionados 
con los factores eficiencia, organización del trabajo y publicaciones y calidad de los Jueces 
Coordinadores, se realizará cada semestre mínimo una visita conjunta  entre el superior 
funcional y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la  Judicatura competentes, en la 
cual se considerarán las actuaciones y actividades desarrolladas durante el período calificable, 
de acuerdo con la naturaleza del asunto examinado. 
 
Cuando el superior funcional sea el Tribunal, la visita se realizará por el Presidente de la 
Corporación o un Magistrado de la correspondiente especialidad delegado al efecto. 
 
En el evento en que el evaluador del factor calidad del Juez Coordinador sea un Juez del 
Circuito, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura competente, previo 
reparto que se surtirá entre los jueces de circuito existentes en el respectivo circuito judicial, 
designará al Juez con quien deba realizar la visita. 
 
ARTÍCULO 63.- Subfactores de evaluación. Según corresponda, se analizarán de acuerdo con 
las funciones asignadas, los siguientes aspectos: 
Actuaciones propias de la coordinación del Centro de Servicios Judiciales: 
- Respecto al factor calidad. Hasta 42 puntos: 
 
1. Dirección de la actuación judicial administrativa. 
a) Oportunidad en la gestión administrativa. Hasta 12 puntos. Se examinará la oportunidad 
e impulso de la gestión administrativa y el cumplimiento de los términos en la 
programación de las actuaciones y audiencias y el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales, con 
el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, así como ampliar su cobertura. 
b) Conducción del trámite administrativo y/o judicial. Hasta 10 puntos. Se tendrá en cuenta 
que las actuaciones se adelanten con base en los principios de acceso a la 
administración de justicia, celeridad, eficiencia, eficacia y respeto de los derechos, entre 
otros. 
 
2. Análisis de la decisión. 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales  de  Derechos Humanos vigentes 
para Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no 
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discriminación por razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. 
Hasta 6 puntos. Este aspecto se calificará considerando la relevancia que cada uno de 
estos aspectos corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada en 
el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos. 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
En caso de que no se aplique el subfactor de “Análisis de la Decisión”, el puntaje se redistribuirá 
entre los indicadores del subfactor dirección de la actuación judicial administrativa. 
En lo que corresponda, se aplicará lo previsto en la metodología general  del  factor calidad. 
 
Parágrafo: El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
- Respecto al factor eficiencia. Hasta 40 puntos a distribuir proporcionalmente al número de 
subfactores: 
 
a) Organización, programación, registro y control de la celebración de audiencias de garantías 
que solicitan las partes e intervinientes del proceso. 
b) Atención oportuna e integral de los informes solicitados por las autoridades administrativas 
de la Rama Judicial, sobre el funcionamiento y gestión del centro de servicios. 
c) Oportunidad en la toma de decisiones frente a la adopción de medidas urgentes para el 
traslado de empleados entre el Centro de Servicios y los despachos pertenecientes al 
sistema penal acusatorio. 
d) Oportunidad en la expedición de providencias y comunicaciones a su cargo. 
 
- Audiencias de garantías, de conocimiento y de Ley 600 de 2000 realizadas por jueces 
coordinadores. 
En los casos en que el juez coordinador desarrolle audiencias de control de garantías o  de 
conocimiento y/o tramite procesos de Ley 600 de 2000, su calificación se ponderará con las 
funciones de coordinación. Para la calificación de estas actuaciones se aplicará lo regulado en 
este Acuerdo, respecto de cada procedimiento. 
La calificación del Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos y el Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 64.- Levantamiento de actas. Practicadas las visitas se firmarán actas que 
suscribirán el superior funcional y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura 
competentes, las cuales se consignarán posteriormente en un formulario de calificación integral 
para la consolidación de todos los factores por la Sala Administrativa correspondiente. 
 
ARTÍCULO 65.- Calificación integral. De conformidad con los artículos anteriores, se obtendrá 
una calificación correspondiente a las funciones propias de la Coordinación del Centro de 
Servicios Judiciales y una propia de las funciones de carácter jurisdiccional, si ese es el caso. La 
calificación integral del Juez Coordinador será el resultado del  promedio de las calificaciones en 
cada función. 
 
ARTÍCULO 66.- Disposiciones comunes a este capítulo. Para la calificación del factor calidad 
de los procesos orales, el evaluador realizará la calificación exclusivamente con base en las 
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grabaciones hechas en medio magnético o digital en que se registren las audiencias y los 
resultados se consignarán en los formularios suministrados para  el efecto. 
 
En la motivación de la calificación el evaluador deberá hacer referencia expresa a puntos 
específicos de la sentencia o decisión de fondo y de lo ocurrido en la audiencia que considere 
relevantes para sustentar el puntaje asignado. Por ningún motivo podrá solicitarse para efectos 
de la calificación la trascripción de providencias, salvo las excepciones que sobre la materia 
establezca el legislador. 
 
La calificación del factor organización del trabajo y el factor publicaciones de los jueces de 
conocimiento, control de garantías y mixtos, se realizará con base en lo previsto en el Capítulo III 
del Título II de este Acuerdo. 
 
CAPÍTULO II. CALIFICACIÓN DE FUNCIONARIOS ESPECIALIZADOS EN EXTINCIÓN DE 
DOMINIO Y LAVADO DE ACTIVOS Y FONCOLPUERTOS Y CAJANAL. 
 
ARTÍCULO 67.– Calificación de los funcionarios especializados en extinción de dominio y 
lavado de activos y temas de Foncolpuertos y Cajanal. Mientras continúe la competencia 
permanente asignada a los despachos de Magistrados de Tribunal de la  Sala de Extinción de 
Dominio, la de los Juzgados Penales del Circuito Especializados en Extinción de Dominio y la 
del despacho de Magistrado de Tribunal y juzgado penal del circuito con conocimiento exclusivo 
de todos los procesos que se tramitan contra Foncolpuertos y Cajanal, se aplicará el siguiente 
procedimiento para su evaluación. 
 
Para la calificación de los funcionarios con conocimiento exclusivo en extinción  de  dominio y 
lavado de actos y, conocimiento exclusivo de todos los procesos que  se tramitan contra 
Foncolpuertos y Cajanal, se adelantará el procedimiento general establecido para la calificación 
de los jueces penales y magistrados de la sala penal de   los tribunales superiores en cuanto a 
sus competencias en el área constitucional,  respecto a acciones de tutela y hábeas corpus. 
 
Para la calificación del factor calidad de los procesos de conocimiento exclusivo de tales 
despachos, el superior funcional solicitará una relación de los procesos a cargo del funcionario 
evaluado, con el fin de seleccionar al azar aquellos en los que se deba remitir copia de las 
providencias o actuaciones que habrán de ser objeto de evaluación, que será un mínimo de 
cinco (5). En caso de que no se cuente con el mínimo de cinco (5), la calificación se realizará 
con los que hubiere. Los subfactores y puntajes de evaluación corresponderán a los señalados 
en los artículos 32 y s.s. de este Acuerdo. 
 
Para la calificación del factor eficiencia o rendimiento de los asuntos de conocimiento exclusivo, 
el funcionario evaluado remitirá un informe de las actuaciones adelantadas durante el período en 
los procesos a su cargo, las providencias y demás actuaciones adelantadas, según su fecha, la 
relación de los aspectos de complejidad excepcional del proceso, según sus particulares 
características a su superior funcional, haciendo las explicaciones sobre las particularidades de 
los procesos y su trámite y sobre la gestión e impulso dado a los mismos. 
 
El superior funcional emitirá concepto indicando si el cumplimiento de términos fue 
insatisfactorio, aceptable, bueno, o excelente y valorará dentro de la misma escala el 
cumplimiento de los principios que informan el respectivo procedimiento considerando el avance 
del proceso según la complejidad de los asuntos, motivando su apreciación. El concepto será 
remitido a la Sala Administrativa competente, quien previo estudio del concepto, asignará el 
puntaje correspondiente a cada escala, así: insatisfactorio de 0 a 10 puntos; aceptable de 11 a 
19; bueno: de 20 a 30 puntos y excelente de 31 a 40 puntos. El análisis de complejidad 
considerará especialmente para el conocimiento de asuntos de extinción de dominio y lavado de 
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activos, el número de bienes respecto de los cuales se solicitó la extinción de dominio y para 
dichas competencias y el conocimiento exclusivo de procesos de Foncolpuertos y Cajanal, se 
tendrán en cuenta también el registro de los proyectos de decisión, el número de cuadernos, el 
número de sindicados, el número de abogados y el número de pruebas. 
 
La calificación del factor calidad, se obtendrá del promedio del total de formatos de las 
calificaciones obtenidas en los asuntos de conocimiento exclusivo y en las competencias 
generales en materia constitucional en acciones de tutela, incidentes de desacato de tutela y 
hábeas corpus. 
 
La calificación del factor eficiencia o rendimiento se obtendrá del promedio de los puntajes 
totales obtenidos en desarrollo de los procedimientos aquí descritos. 
 
El factor organización del trabajo y el factor publicaciones, se obtendrá conforme a la 
metodología prevista en los artículos 45 a 49 de este Acuerdo. 
 
CAPÍTULO III. JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 
ARTÍCULO 68.- Factor calidad. Hasta 42 puntos. La calificación del factor calidad de los 
Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, corresponderá al respectivo Tribunal 
Superior de Distrito Judicial a instancia de la Sala Penal y se fundamentará en el análisis técnico 
y jurídico de por lo menos diez (10) actuaciones y decisiones de fondo proferidas dentro del 
período a evaluar, seleccionadas al azar por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la 
Judicatura del listado general previamente remitido por el Juez. 
 
ARTÍCULO 69.- Subfactores de evaluación. En este factor se evaluará la dirección de la 
actuación y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes: 
1. Dirección de la actuación y control de términos: Hasta 22 puntos. Se analizarán las 
siguientes variables: 
 
a) Control de la ejecución de las penas y de los subrogados penales. Si hubo actividad 
probatoria, también se examinará la pertinencia de las pruebas decretadas y conducción 
probatoria. Hasta 12 puntos. 
b) Ejecución de los actos relacionados con el sistema penitenciario y carcelario y manejo de las 
visitas y diligencias. Hasta 10 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
a. Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b. Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación 
por razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. 
Este aspecto se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos 
corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
c. Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos. 
d. Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
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razones expuestas en el acto. 
 
ARTÍCULO 70.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. La calificación del factor 
eficiencia o rendimiento, se efectuará con base en la metodología para calcular el puntaje por 
respuesta efectiva a la demanda de justicia, prevista en el Capítulo II del  Título II de este 
Acuerdo. 
 
Parágrafo 1º. El ingreso está constituido por las actuaciones iniciadas de oficio o a petición de 
parte, las solicitudes presentadas por los interesados, las acciones constitucionales e incidentes 
de desacato en materia de acciones de tutela ingresadas durante el período. 
 
Las actuaciones de oficio comprenderán las visitas a las cárceles, penitenciarías y 
establecimientos de internación. 
 
Parágrafo 2º.- El egreso estará constituido por las solicitudes y acciones constitucionales e 
incidentes de desacato decididos y las actuaciones realizadas durante el período a evaluar. 
 
Los procesos que hayan permanecido sin actividad durante el período a evaluar, siendo posible 
su impulso oficioso, serán considerados como una actuación pendiente de  decisión al finalizar el 
período, para efectos de establecer el rendimiento del funcionario. Esta circunstancia será 
verificada por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura correspondiente, en 
las visitas realizadas al despacho. 
 
ARTÍCULO 71.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. El Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor  publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
 
CAPÍTULO IV. JUECES DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EN CIVIL Y FAMILIA 
 
ARTÍCULO 72.- Factor calidad. Hasta 42 puntos. La calificación del factor calidad de los 
Jueces de Ejecución de sentencias, corresponderá al superior funcional y se  fundamentará en 
el análisis técnico y jurídico de por lo menos diez (10) actuaciones y decisiones de fondo 
proferidas dentro del período a evaluar, seleccionadas al azar por la Sala Administrativa del 
Consejo Seccional de la Judicatura del listado  general previamente remitido por el Juez. 
 
ARTÍCULO 73.- Subfactores de evaluación. En este factor se evaluará la dirección de la 
actuación y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes: 
1. Dirección de la actuación: Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
 
a) Control y prevención de posibles vicios de nulidad en la ejecución del fallo, adopción de 
medidas de saneamiento y renovación de actuaciones declaradas nulas con ocasión de la 
providencia que dio lugar a la ejecución o por causas anteriores a la misma. Si para ello hubo 
actividad probatoria, también se examinará la pertinencia de las pruebas decretadas y 
conducción probatoria. Hasta 10 puntos. 
b) Control y/o rechazo de prácticas dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que 
informan el respectivo procedimiento. Hasta 4 puntos. 
c) Ejecución efectiva del fallo. Hasta 8 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de 
constitucionalidad, aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos 
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Humanos vigentes para Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de 
igualdad y no discriminación por razón del género y del  enfoque diferencial de 
derechos humanos. Hasta 6 puntos. Este aspecto se calificará considerando la 
relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según la naturaleza del 
proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos. 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
ARTÍCULO 74.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. La calificación del factor 
eficiencia o rendimiento, se efectuará con base en la metodología para calcular el puntaje por 
respuesta efectiva a la demanda de justicia, prevista en el Capítulo II del  Título II de este 
Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 75. El ingreso está constituido por las actuaciones iniciadas con ocasión de la 
sentencia o decisión definitiva que culmina la instancia dentro de cada proceso, los procesos 
que debieron renovarse por haber declarado la nulidad de la actuación por causa originada 
antes del fallo o decisión definitiva que dio lugar a su ejecución, las acciones constitucionales e 
incidentes de desacato en materia de acciones de tutela ingresadas durante el período. 
 
ARTÍCULO 76.- La carga está constituida por: 
a) El inventario al iniciar el período a evaluar, de los procesos activos con sentencia o 
decisión definitiva que culmina la instancia, recibidos en el período anterior para su 
ejecución y las acciones constitucionales e incidentes de desacato en acciones de tutela 
sin decisión definitiva al inicio del período. 
b) El inventario al iniciar el período a evaluar, de los procesos activos en los que se declaró 
la nulidad que comprenda la providencia que dio lugar a la ejecución o actuaciones 
anteriores a ella. 
c) Los procesos recibidos para ejecución durante el período a evaluar. 
d) Las acciones constitucionales e incidentes de desacato en acciones de tutela en trámite 
recibidos durante el período. 
e) El número de actuaciones que den lugar a resolver durante el período, recursos; decidir 
objeciones al dictamen pericial; decidir objeciones a la liquidación de costas y de crédito; 
decidir cualquier incidente u oposición; disponer la citación a terceros acreedores; 
decretar la práctica o el levantamiento de medidas cautelares; ordenar la entrega de 
títulos de depósito judicial; resolver sobre cesión de créditos  y aprobar el remate (no se 
tendrá en cuenta sino 1 por cada proceso durante toda la ejecución). 
 
Parágrafo.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos: 
 
a. Los procesos sin decisión definitiva que culmina la ejecución cuando hayan 
estado suspendidos o interrumpidos durante los últimos seis (6) meses del 
período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del 
decreto de suspensión, por la interrupción del proceso o cuando por disposición 
legal deban permanecer suspendidos o en archivo temporal o provisional por el 
mismo término. 
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b. Los procesos que debieron renovarse antes de la ejecución sin sentencia o 
decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia, que no 
tuvieron trámite durante los últimos seis (6) meses del período, siempre  que no 
sea posible su impulso oficioso y no proceda la perención o el desistimiento 
tácito. 
c. Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión. 
d. Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en  la 
instancia remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del 
período. 
e. En primera instancia, las acciones constitucionales rechazadas o retiradas  y los 
procesos con sentencia o decisión definitiva recibidas para su ejecución y 
acciones constitucionales recibidas los 3 últimos meses del 
período, así como las acciones de tutela e incidentes de desacato de las 
mismas que al finalizar el período estén dentro de los términos para ser fallados. 
f. En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional  de 
consulta hayan sido devueltos o inadmitidos, declarados desiertos y aquellos en 
que hubiere desistimiento del recurrente y los recursos y grado jurisdiccional de 
consulta recibidos los 3 últimos meses del período, así como las acciones de 
tutela e incidentes de desacato que al finalizar el período estén dentro de los 
términos para ser falladas. 
 
ARTÍCULO 77. Egreso. El egreso está constituido por: 
a) El número de procesos o acciones constitucionales en los cuales se profirió sentencia o 
decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia, por renovación de la actuación 
dentro del período a evaluar. 
b) El número de procesos en los que se haya decretado la perención y aquellos en los que 
se profirió auto de terminación del proceso o de la ejecución por cualquier otra causa 
legal. 
c) El número de autos que deciden incidentes de desacato en acciones de tutela. 
d) El número de autos proferidos durante el período que resuelven recursos; deciden 
objeciones al dictamen pericial; deciden objeciones a la liquidación de costas y de 
crédito; deciden cualquier incidente u oposición; disponen la citación a terceros 
acreedores; decretan la práctica o el levantamiento de medidas cautelares; ordenan la 
entrega de títulos de depósito judicial; resuelven sobre cesión de créditos y aprueban el 
remate (no se tendrá en cuenta sino 1 por cada proceso durante toda la ejecución). 
e) En segunda instancia el auto que decide la instancia y el que decreta la nulidad del 
proceso. 
 
Parágrafo: No se tendrán en cuenta para determinar el egreso los siguientes procesos y 
asuntos: 
a) En primera instancia, los procesos rechazados y las acciones constitucionales 
rechazadas o retiradas durante el período. 
b) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento  de 
programas de descongestión. 
c) Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en 
cumplimiento de programas de descongestión. 
d) Los procesos activos en ejecución en trámite, remitidos por competencia o 
impedimento a otro despacho dentro del período. 
e) En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de 
consulta hayan sido devueltos, declarados desiertos o inadmitidos y aquellos en 
que hubiere desistimiento del recurrente, durante el período. 
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ARTÍCULO 78.- Acumulación. Al juez que dentro del término legal acumule varias acciones de 
tutela con identidad de objeto, para ser falladas en una sola sentencia, se le computarán como 
egresos efectivos tantas sentencias como acciones acumuladas. 
Y al juez que, en las mismas condiciones, falle las acciones de tutela en diversas sentencia, 
habiendo podido acumularlas, se le computará como egresos efectivos una sola sentencia. 
La misma disposición aplicará para los demás procesos que sean calificados como de 
complejidad excepcional. 
 
ARTÍCULO 79.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. El Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor  publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
CAPÍTULO V. JUECES Y MAGISTRADOS ESPECIALIZADOS EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS 
 
ARTÍCULO 80.– Calificación de los jueces especializados en restitución de tierras y 
magistrados especializados en restitución de tierras. Mientras los juzgados civiles del 
circuito y salas civiles creados con base en la Ley 1448 de 2011, tengan las competencias en 
restitución de tierras, se aplicará el siguiente procedimiento para su evaluación. 
 
Para la calificación de los jueces especializados en restitución de tierras y de los magistrados 
especializados en restitución de tierras, se adelantará el procedimiento general establecido para 
la calificación de los jueces civiles y magistrados de la sala civil de los tribunales superiores en 
cuanto a sus competencias en el área civil y constitucionales,  respecto a acciones de tutela y 
hábeas corpus. 
 
Para la calificación del factor calidad de los procesos de restitución de derechos territoriales de 
las comunidades negras, afrocolombianas, palenqueras, raizales; procesos de restitución de 
derechos de comunidades indígenas, procesos de restitución y formalización de territorios 
despojados o abandonados, procesos de restitución de derechos territoriales pueblo room o 
gitano y los demás que se asignen con base en la Ley 1448 de 2011, el superior funcional 
solicitará una relación de los procesos a cargo del funcionario evaluado, con el fin de seleccionar 
al azar aquellos en los que se deba remitir copia de las providencias o actuaciones que habrán 
de ser objeto de evaluación, que será un mínimo de cinco (5). En caso de que no se cuente con 
el mínimo de cinco (5), la calificación se realizará con los que hubiere. Los subfactores y 
puntajes de evaluación corresponderán a los señalados en los artículos 32 y s.s. de este 
Acuerdo. 
 
Para la calificación del factor eficiencia o rendimiento de las competencias especializadas, el 
funcionario evaluado remitirá un informe de las actuaciones adelantadas durante el período en 
los procesos a su cargo, las providencias y demás actuaciones adelantadas, según su fecha, la 
relación de los aspectos de complejidad excepcional del proceso, según sus particulares 
características a su superior funcional, explicando brevemente la forma en que durante el 
período se garantizaron en tales actuaciones los principios de la restitución, previstos en el 
artículo 73 de la Ley 1448, como son: preferente, independencia, progresividad, estabilización, 
seguridad jurídica, prevención, participación, prevalencia constitucional, así como los principios 
generales de dignidad, buena fe, igualdad, debido proceso, coherencia externa e interna, 
enfoque diferencial y demás previstos en el capítulo II, Título I de la Ley 1448 de 2011. 
 
El superior funcional emitirá concepto indicando si el cumplimiento de términos fue 
insatisfactorio, aceptable, bueno, o excelente y el cumplimiento de los principios anotados 
considerando la complejidad de los asuntos, señalando si considera el cumplimiento de términos 
y cumplimiento de los principios en una escala de insatisfactorio, bueno o excelente y motivando 
su apreciación. El concepto será remitido a la Sala Administrativa competente, quien previo 
 87  
estudio del concepto, asignará el puntaje correspondiente a cada escala, así: insatisfactorio de 0 
a 10 puntos; Aceptable de 11 a 19; bueno: de 20 a  30 puntos y excelente de 31 a 40 puntos. 
 
La calificación del factor calidad, se obtendrá del promedio del total de formatos de las 
calificaciones obtenidas en las competencias especializadas y en las competencias generales en 
materia civil. 
 
La calificación del factor eficiencia o rendimiento se obtendrá del promedio de los puntajes 
totales obtenidos en desarrollo del procedimiento general de evaluación para las competencias 
en materia civil y el descrito en este artículo para las competencias especializadas en restitución 
de tierras. 
 
El factor organización del trabajo y el factor publicaciones, se obtendrá conforme a la 
metodología prevista en los artículos 45 a 49 de este Acuerdo. 
 
CAPÍTULO VI. JUECES ADMINISTRATIVOS 
 
ARTÍCULO 81.- Factor calidad. La calificación de este factor se fundamentará en el análisis 
técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del período a evaluar. 
 
En este factor se evaluará la dirección del proceso y la decisión. Comprenderá las siguientes 
variables y puntajes: 
 
Factor calidad. La calificación del factor calidad consistirá en el análisis técnico y jurídico de la 
decisión, así como el respeto y efectividad del derecho al debido proceso. Para ello, en la 
evaluación se tendrán en cuenta todas las etapas del proceso. 
 
La calificación de este factor será realizada por el superior funcional, sobre sentencias y/o autos 
que pongan fin al proceso y 2 autos interlocutorios que no le pongan fin al proceso, 
simultáneamente con la decisión del recurso o grado jurisdiccional de consulta. 
 
En el evento en que el superior funcional sea colegiado, se efectuará por la sala plena de la 
respectiva corporación y en el caso de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, por dicha Sala. La calificación se realizará por iniciativa de la sala, sección 
especializada o subsección, si la hubiere, para lo cual el ponente, simultáneamente con la 
elaboración del proyecto de decisión, diligenciará el formulario de evaluación del factor calidad y 
lo someterá a consideración en la misma sesión en que aquél sea discutido. 
 
Las decisiones sobre la calificación del factor calidad aprobadas por la sala, sección o 
subsección correspondiente serán sometidas a la aprobación de la sala plena, al menos cada 
dos meses. 
 
ARTÍCULO 82.- Mínimo de procesos a evaluar. La evaluación comprenderá un mínimo de 
doce (12) providencias durante todo el período, así: dos (2) autos interlocutorios que  no le 
pongan fin al proceso y cuatro (4) providencias entre sentencias y autos interlocutorios que le 
ponen fin al proceso, por cada semestre; equivalentes a cuatro de la especialidad y una tutela. Si 
antes de finalizar el semestre la respectiva Sala Administrativa advierte que no ha recibido el 
mínimo de formularios requeridos, tomará la información del sistema de gestión Siglo XXI, y en 
aquellos despachos donde no exista el sistema, solicitará inmediatamente al funcionario una 
relación de los procesos terminados dentro del semestre que no hayan sido objeto de 
calificación, la cual contendrá el número de radicación, clase de proceso, los nombres de las 
partes o sujetos procesales y la fecha de la providencia. Recibida la solicitud, los funcionarios a 
evaluar deberán remitir el listado a más tardar el 15 de junio y el 15 de diciembre del respectivo 
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período. La Sala Administrativa competente seleccionará al azar los procesos que el funcionario 
a evaluar deberá remitir a su superior funcional hasta completar el mínimo requerido 
semestralmente y comunicará lo pertinente. Los procesos serán enviados dentro de los tres días 
hábiles siguientes al recibo de la comunicación. 
 
El término para calificar el primer semestre será entre el 1 de julio y el 14 de septiembre, y para 
la calificación del segundo semestre se realizará entre el 1 de enero y el 14 de marzo. 
Si agotado el procedimiento antes descrito, no es posible completar el mínimo de formularios, la 
calificación del factor se obtendrá con los que hubiere. 
Para los magistrados el mínimo de providencias a evaluar será de 24, teniendo en cuenta el 
mínimo de providencias semestral y el procedimiento señalado anteriormente. 
 
ARTÍCULO 83.- Subfactores de Evaluación. La calificación de este factor se fundamentará en 
el análisis técnico y jurídico de procesos con providencias proferidas dentro del período a 
evaluar. 
En este factor se evaluará la dirección del proceso y la decisión. Comprenderá las siguientes 
variables y puntajes: 
 
1. Dirección del proceso: Hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente, fijación del litigio y 
control y/o rechazo de prácticas dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que 
informan el respectivo procedimiento. Hasta 6 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, inadmisibilidad, rechazo, control de pruebas 
prohibidas, ineficaces, impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 6 puntos. 
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y de 
las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos. 
 
1.1. Para calificar acciones de tutela o en los casos en los que no proceda la práctica de 
audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá de la siguiente manera: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo de 
prácticas dilatorias. Hasta 12 puntos. 
 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, 
impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 10 puntos. 
 
1.2. Si el asunto se decidió de plano o no fue necesario decretar y practicar pruebas, el puntaje 
se distribuirá así: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la conciliación, 
elaboración de planes del caso, control y rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 22 puntos. 
 
1.2. En los casos en que el asunto sea de puro derecho o no fuere necesario el decreto  de 
pruebas, el puntaje se distribuirá así: 
 
c) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, conducción de la 
conciliación, elaboración de planes del caso, fijación del litigio y control y/o rechazo de prácticas 
dilatorias y garantía del cumplimiento de los principios que informan el  respectivo procedimiento. 
Hasta 12 puntos. 
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d) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del tiempo y 
de las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 10 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión. Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por 
razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. Este aspecto 
se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos corresponda, según la 
naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
2.1. En los casos en que se trate de un asunto decidido de plano, o en los que no haya sido 
necesario el decreto y la práctica de pruebas, los puntajes se distribuirán así: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 8 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad, 
aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos Humanos vigentes para 
Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de igualdad y no discriminación por 
razón del género y del enfoque diferencial de derechos humanos. Hasta 8 puntos. Este 
aspecto se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos aspectos 
corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Cuando no fuere posible evaluar los aspectos contenidos en el subfactor dirección del proceso, 
la calificación se hará exclusivamente sobre “Análisis de la Decisión”. En este caso, los puntajes 
se distribuirán así: identificación del problema jurídico: hasta 12 puntos; argumentación 
normativa, jurisprudencial, doctrinaria o bloque de constitucionalidad hasta 
12 puntos; argumentación y valoración probatoria hasta 8 puntos y estructura de la decisión, 
hasta 10 puntos. 
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la  providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
ARTÍCULO 84.- Complejidad Excepcional. Cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos 
de complejidad excepcional que impliquen una especial dedicación, o haya dado lugar a la 
acumulación en forma oficiosa, deberá informar sobre dichas circunstancias a  su superior 
funcional con el fin de que éste las tenga en consideración al momento de valorar la calidad. 
 
ARTÍCULO 85.- Factor eficiencia o rendimiento.- Hasta 40 puntos. Para realizar la calificación 
del factor eficiencia o rendimiento, se tendrán en cuenta los siguientes subfactores: 
 
A) Respuesta efectiva a la demanda de justicia. Hasta 35 puntos. 
B) Atención de audiencias programadas. Hasta 5 puntos. 
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ARTÍCULO 86.- Variables de evaluación. Para la evaluación de la respuesta a la demanda de 
justicia, la calificación se efectuará sobre el rendimiento de los funcionarios durante el período a 
evaluar, a partir del egreso y la carga en comparación con sus pares. 
 
Se entienden como pares los juzgados administrativos con secciones y los juzgados 
administrativos sin secciones, así como los juzgados administrativos en sistema oral y juzgados 
administrativos en sistema escrito y juzgados administrativos con modelo de gestión mixto. Lo 
anterior, será tenido en cuenta para la determinación de la capacidad máxima de respuesta que 
establece el artículo 90 de este Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 87.- Carga. La carga de cada juzgado administrativo está constituida por: 
a) El inventario al iniciar el período a evaluar, de los procesos con trámite o activos sin 
sentencia o decisión de fondo que resuelva el asunto en la respectiva instancia, y de las 
solicitudes de conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
b) Los procesos que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron 
reactivados durante el período a evaluar. 
c) Los procesos ingresados durante el período a evaluar. 
d) Las demandas rechazadas por caducidad de la acción. 
e) Los procesos que por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho 
judicial a continuación de otro terminado. 
f) Los incidentes de desacato en acciones de tutela en trámite sin decisión de fondo que 
venían del período anterior o recibidos durante el período. 
f) Las demandas rechazadas por caducidad de la acción en materia contencioso 
administrativa 
 
Parágrafo.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga los siguientes procesos: 
 
a) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia cuando hayan estado suspendidos o interrumpidos durante  los últimos seis (6) 
meses del período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, 
del decreto de suspensión, por la interrupción del  proceso. 
b) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva 
instancia y las demandas no notificadas, que no tuvieron trámite  durante los últimos seis 
(6) meses del período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la 
perención o el desistimiento tácito. 
c) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario en cumplimiento de programas 
de descongestión. 
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período. 
e) demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas y las demandas, y 
acciones constitucionales recibidas los 3 últimos meses del período, así como las 
acciones de tutela que al finalizar el período estén dentro de los términos para ser 
falladas. 
 
ARTÍCULO 88. Egreso. El egreso está constituido por: 
 
a) El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva  de 
fondo el asunto en la instancia dentro del período a evaluar. Se considerarán igualmente 
los procesos en los que se haya decretado la perención y aquellos en los que se profirió 
auto de terminación del proceso por desistimiento o desistimiento tácito. 
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b) La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la 
contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios. 
c) La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el 
proceso. 
d) El auto que decide sobre incidentes de desacato en acciones de tutela. 
e) El auto que decide el rechazo por caducidad de la acción en materia contencioso 
administrativa 
 
Parágrafo 1º.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso los siguientes procesos: 
 
a) Las demandas y acciones constitucionales rechazadas o retiradas durante el período. 
Sólo se considerarán egreso las demandas rechazadas por caducidad de  la acción en 
materia contencioso administrativa. 
b) Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de programas 
de descongestión para fallo. 
c) Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en cumplimiento de 
programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para sustanciación. 
d) Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia, 
remitidos por competencia o impedimento a otro despacho dentro del período. 
 
Parágrafo 2º.- Al juez que dentro del término legal acumule varias acciones de tutela con 
identidad de objeto, para ser falladas en una sola sentencia, se le computarán como egresos 
efectivos tantas sentencias como acciones acumuladas. 
Y al juez que, en las mismas condiciones, falle las acciones de tutela en diversas sentencias, 
habiendo podido acumularlas, se le computará como egresos efectivos una sola sentencia. 
La misma disposición aplicará para los demás procesos que sean calificados como de 
complejidad excepcional. 
 
ARTÍCULO 89. – Capacidad Máxima de Respuesta. Para efectos de la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los jueces administrativos, deberá determinarse la capacidad máxima 
de respuesta considerando como como pares los juzgados administrativos con secciones y los 
juzgados administrativos sin secciones, así como los juzgados administrativos en sistema oral y 
juzgados administrativos en sistema escrito y juzgados administrativos con modelo de gestión 
mixto. Lo anterior, será tenido en cuenta para la determinación de la capacidad máxima de 
respuesta que establece el artículo 39 de este Acuerdo. 
 
Se entenderá como capacidad máxima de respuesta, la cifra que resulte de calcular el promedio 
de los egresos del diez por ciento (10%) del total de los despachos de cada jurisdicción, 
especialidad o sección y categoría, que corresponda a los que registran mayores egresos dentro 
del período. Esta cifra se establecerá por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que repose en la Unidad de Desarrollo 
y Análisis Estadístico, correspondiente al lapso comprendido entre el 1 de octubre del penúltimo 
año y el 30 de septiembre del último año y se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el 
mes de enero del año correspondiente a la iniciación del período a evaluar. 
 
Dicho cálculo es la capacidad máxima de respuesta de un despacho judicial de cada 
jurisdicción, especialidad o sección y categoría y será el límite máximo de referencia para 
establecer el rendimiento de cada despacho judicial. 
 
En caso de que el cálculo del 10% sobre el número de despachos en la especialidad no 
corresponda a un número entero, se aproximará al entero siguiente. Cuando el número de 
despachos sea inferior a 5, se considerarán la totalidad de despachos. En este evento, la 
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capacidad máxima de respuesta no podrá fijarse en una cifra inferior a la señalada en el período 
inmediatamente anterior. 
 
En todo caso, para calcular la capacidad máxima de respuesta, la Sala Administrativa analizará 
los factores que puedan distorsionar la estadística de los despachos judiciales, como las 
reiteraciones, los procesos monitorios y otras figuras jurídicas que puedan  elevar de manera 
inusual los egresos de los despachos judiciales y determinar la exclusión de tales cifras en el 
cálculo de la capacidad máxima de respuesta,  determinando de esta manera un ajuste para la 
calificación de los despachos judiciales de la jurisdicción, especialidad jurisdiccional, categoría, 
sección y función que lo amerite, según el análisis técnico estadístico rendido por la Unidad de 
Desarrollo y Análisis Estadístico de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
 
ARTÍCULO 90.- Cálculo de la Calificación del Subfactor. Para establecer la calificación 
subfactor,  se consideran las siguientes situaciones: 
 
a) Egreso igual o mayor a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los despachos 
cuyo egreso durante el período fue igual o mayor a la Capacidad Máxima de Respuesta, 
la calificación del subfactor será de 35 puntos. 
 
b) Carga Superior a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los  despachos cuya 
Carga durante el período fue superior al a la Capacidad Máxima de Respuesta, la 
calificación se establecerá proporcionalmente, sobre un total de 35 puntos. 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Subfactor = (Egreso/ 
Capacidad Máxima de Respuesta) X 35. 
 
c) Carga inferior a la Capacidad Máxima de Respuesta. Para los despachos cuyo carga 
durante el período fue inferior a la Capacidad Máxima de Respuesta, la calificación se 
establecerá proporcionalmente, sobre un total de 35 puntos 
Lo anterior corresponde a la siguiente fórmula: Calificación Subfactor = (Egreso/ 
Carga del Despacho) X 35. 
Parágrafo: En el evento en que los egresos superen la carga del despacho, por aplicación del 
artículo  39 del presente acuerdo, la calificación del sufactor será de 35 puntos 
 
ARTÍCULO 91.- Escalas. Para la determinación de las variables de calificación de este 
subfactor, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá establecer para 
cada período de evaluación, diferentes valores, escalas o puntajes por clase de proceso, 
de acuerdo con la complejidad de los diferentes asuntos a cargo de los funcionarios de la 
respectiva especialidad o para atender las necesidades que demande  la prestación del servicio 
de justicia. 
 
Parágrafo. Cuando exista diferencia en las plantas de personal de la especialidad y categoría, 
para establecer la calificación definitiva del subfactor respuesta efectiva a la demanda de justicia, 
en los casos en que se aplique la capacidad máxima de respuesta, ésta se aplicará de manera 
proporcional al número de empleados. Para el efecto, la Sala Administrativa establecerá con 
anterioridad la planta tipo y categorizará los despachos judiciales según los rangos de plantas de 
personal a las cuales se aplicará una capacidad máxima de respuesta diferenciada de la 
establecida para la planta tipo. 
 
Para el cálculo se considerará a los empleados de la planta permanente del despacho, los 
empleados de descongestión y a los judicantes, estos últimos, sólo cuando se hubieren 
desempeñado por más de 2 trimestres durante el respectivo período de evaluación. El Registro 
Nacional de Abogados suministrará la información a la Sala Administrativa competente sobre el 
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particular, a más tardar, el 15 de enero siguiente a la finalización del período de calificación, 
según se trate. 
 
ARTÍCULO 92.- Subfactor audiencias programadas y atendidas. Hasta 5 puntos. Se obtiene 
calculando la proporción de audiencias efectivamente realizadas a partir de la relación entre el 
número de audiencias atendidas efectivamente y el número de  audiencias programadas en el 
período, multiplicado por 5. 
 
Lo anterior corresponderá a la siguiente fórmula: Calificación subfactor audiencias programadas 
y atendidas = (Número de audiencias efectivamente atendidas/número de audiencias 
programadas) X 5. 
 
Cuando la proporción entre las audiencias efectivamente atendidas y las programadas 
corresponda al 100%, se asignarán 5 puntos. 
 
De acuerdo con el reporte de las audiencias atendidas efectivamente, para los efectos de la 
asignación de los puntajes aquí previstos, se tendrán por realizadas las audiencias que no se 
llevaron a cabo por causas ajenas al funcionario evaluado y las que no se realizaron por causas 
del funcionario, con justificación atendible. 
 
ARTÍCULO 93.- Factor eficiencia o rendimiento. Para obtener la calificación final del Factor 
Eficiencia o Rendimiento se suman los puntajes obtenidos en los dos subfactores de respuesta 
efectiva a la demanda de justicia y atención de audiencias programadas. 
 
Para la calificación de los juzgados administrativos con modelo de gestión escrito, la evaluación 
del factor eficiencia o rendimiento se realizará de 0-40 puntos sobre el subfactor respuesta 
efectiva a la demanda de justicia. 
 
Cuando se trate de juzgados administrativos con modelo de gestión escrito y oral (mixto), para 
consolidar la calificación de factor eficiencia o rendimiento, se realizarán 2 procedimientos: (i) 
conforme a lo previsto en el artículo 107 de este Acuerdo para la calificación  del  factor  
eficiencia  o  rendimiento  para  el  procedimiento  escrito  y  (ii)   el 
procedimiento oral establecido en este capítulo. La calificación del factor corresponderá al 
promedio de los puntajes obtenidos en la aplicación de los dos procedimientos. 
 
ARTÍCULO 94.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. El Factor publicaciones. 
Hasta 2 puntos. El factor organización del trabajo y el factor  publicaciones, se evaluará de 
conformidad con lo previsto en el Capítulo III del Título II de este Acuerdo. 
CAPÍTULO VII. FUNCIONARIOS DEL RÉGIMEN DE CARRERA EN CARGOS DE 
DESCONGESTIÓN 
 
ARTÍCULO 95.- Programas de descongestión para fallo. Factor eficiencia o rendimiento. 
Para efectos de lo establecido en el artículo 3º del presente Acuerdo, la calificación del factor 
eficiencia o rendimiento de los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en programas 
de descongestión, se determinará por el cumplimiento de dichos programas y las metas fijadas. 
Las metas para el respectivo período siempre deberán definirse en el Acuerdo que establezca la 
medida. El puntaje se determinará así: 
 
a) Con rendimiento igual al 100% de las metas obtendrá 40 puntos 
b) Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 99.99% de las metas: entre 28 y 39 
puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado. 
c) Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70% de las metas: entre 20 y 27 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
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d) Con rendimiento inferior al 50% de las metas: hasta un máximo de 20 puntos, 
proporcionalmente al rendimiento logrado. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de la exclusión del programa de descongestión en caso de 
cumplimiento parcial. 
 
ARTÍCULO 96.- Factor calidad. Hasta 42 puntos. La calificación del factor calidad de los 
funcionarios que se desempeñen transitoriamente en programas de descongestión para fallo, 
sólo tendrá en cuenta el análisis de la decisión. El puntaje se asignará así: 
 
Análisis de la Decisión: Se analizan los siguientes aspectos: 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 12 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de 
constitucionalidad, aplicación de normas y estándares internacionales de Derechos 
Humanos vigentes para Colombia, cuando sea el caso y aplicación del principio de 
igualdad y no discriminación por razón del género y del  enfoque diferencial de 
derechos humanos. Hasta 12 puntos. Este aspecto se calificará considerando la 
relevancia que a cada uno de estos aspectos corresponda, según la naturaleza del 
proceso y la situación planteada en el mismo. 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 8 puntos. 
d) Estructura de la decisión. Hasta 10 puntos. 
 
La calificación del factor calidad de los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en 
programas de descongestión para sustanciación, sólo tendrá en cuenta la dirección del proceso. 
El puntaje se asignará hasta 42 puntos, así: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la 
conciliación, elaboración de planes del caso en los eventos en que resulte pertinente 
y control y/o rechazo de prácticas dilatorias. Hasta 15 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, 
impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 12 puntos. 
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del 
tiempo y de las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 15 puntos. 
 
En los casos en los que no se haya practicado audiencias o diligencias, el puntaje se distribuirá 
de la siguiente manera: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, manejo de la 
conciliación, elaboración de planes del caso y control y/o rechazo de prácticas 
dilatorias. Hasta 22 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, ineficaces, 
impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 20 puntos. 
 
Los funcionarios evaluados deberán remitir el listado de procesos decididos y/o tramitados, 
según sea el objeto de la medida de descongestión, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la terminación de la misma, a la Sala Administrativa competente. La sala 
seleccionará al azar un mínimo de doce (12) procesos e informará sobre la selección al 
funcionario evaluado y al superior funcional. El funcionario a evaluar remitirá los procesos al 
superior, a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación. Por su 
parte, el superior funcional contará con un término de un mes para efectuar y remitir a la sala 
administrativa competente la evaluación. 
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La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
Parágrafo.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. 
 
No será una variable de evaluación el sentido de la providencia del funcionario calificado. 
 
ARTÍCULO 97.- Programas de descongestión para sustanciación y fallo. La calificación del 
factor calidad para los funcionarios que se desempeñen transitoriamente en programas de 
descongestión para sustanciación y fallo, se realizará conforme a lo establecido en el Capítulo I 
del Título II de este Acuerdo. 
La calificación del factor organización del trabajo y el factor publicaciones de los funcionarios 
evaluados en este Capítulo, se realizará conforme lo previsto en el Capítulo  III del Título II de 
este Acuerdo. 
 
TÍTULO IV. CALIFICACIÓN DE SERVICIOS DE LOS EMPLEADOS Y EMPLEADAS DEL 
RÉGIMEN DE CARRERA DE LA RAMA JUDICIAL 
 
ARTÍCULO 98.- Calificación de servicios de empleados. La calificación integral de servicios de 
empleados corresponderá al control permanente del desempeño que deberá realizar el superior 
jerárquico, quien deberá llevar el registro trimestral de las tareas asignadas al empleado, conforme 
a los indicadores previstos en este título para la evaluación de los factores calidad, eficiencia o 
rendimiento y organización del trabajo y publicaciones, indicando su nivel de cumplimiento y la 
valoración cualitativa asignada a  los trabajos que le fueron encomendados en dicho lapso. 
 
Trimestralmente el calificador realizará un seguimiento al desempeño del empleado, en el cual 
se establecerán aquellos aspectos en los que presenta déficit y que pueden ser objeto de 
mejoramiento, así como de los factores y aspectos en los cuales presentó un adecuado y óptimo 
desempeño. 
 
El control trimestral descrito se consignará en los formularios diseñados y suministrados al 
efecto, y se considerará parte integral de la actuación de calificación. La calificación integral de 
servicios, corresponderá a la ponderación de cada factor de los cuatro trimestres. 
 
ARTÍCULO 99.- Seguimiento. El superior jerárquico dará a conocer al empleado el formulario 
diligenciado sobre el seguimiento trimestral y precisará los aspectos en los que se considere 
existen falencias o irregularidades, relacionados con todos los aspectos que comprenden los 
factores de evaluación, lo cual se registrará en el formulario de seguimiento. 
 
En el evento en que deba elaborarse el plan de mejoramiento a que se refiere el capítulo VII del 
Título I, se aplicarán las normas allí previstas. Para estos efectos, corresponderá al empleado su 
elaboración y al evaluador revisarlo, ajustarlo y aprobarlo. Los informes de seguimiento y 
cumplimiento se surtirán ante el evaluador. 
 
ARTÍCULO 100.- Motivación de la evaluación. En la motivación de la calificación  integral de 
servicios de los empleados judiciales, el superior jerárquico deberá dejar constancia expresa de 
los aspectos del seguimiento, que ameritaron en cada indicador, la puntuación respectiva, 
guardando coherencia entre la motivación y el puntaje asignado. 
 
CAPÍTULO I. FACTOR CALIDAD 
 
ARTÍCULO 101.- Factor calidad. Hasta 42 puntos. Para los empleados que tienen funciones de 
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carácter jurídico se tendrán en cuenta las siguientes variables: 
 
1. Manejo de procesos, audiencias y diligencias. 
a) Control de términos. (Hasta 12 puntos). 
b) Diligenciamiento y control de otros actos procesales y/o judiciales 
administrativos. (Hasta 10 puntos). 
2. Análisis de los proyectos de providencias y otros actos. 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 5 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de 
constitucionalidad, aplicación de normas y estándares internacionales de 
Derechos Humanos vigentes para Colombia, cuando sea el caso y aplicación 
del principio de igualdad y no discriminación por razón del  género y del enfoque 
diferencial de derechos humanos. Hasta 7 puntos. 
Este aspecto se calificará considerando la relevancia que cada uno de estos 
aspectos corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada 
en el mismo. 
 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos 
d) Estructura de los proyectos de providencia y demás actuaciones. Hasta 2 puntos 
e) Redacción, estética y ortografía de las decisiones. Hasta 2 puntos. 
 
Para los empleados que tienen funciones diferentes a las de carácter jurídico, la calificación del 
factor calidad se fundamentará en el análisis del cumplimiento de las funciones asignadas al 
cargo, teniendo en cuenta, la entrega oportuna de los trabajos, el contenido, exactitud, ausencia 
de errores, comprensión y dominio de las tareas  asignadas, presentación, manejo gramatical y 
la ortografía de los trabajos realizados; la atención al público; el manejo de los expedientes, 
archivos, información y demás aspectos atinentes a su labor . 
 
CAPÍTULO II. FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 102.- Factor eficiencia o rendimiento. Hasta 40 puntos. El calificador  deberá 
tener en consideración las actividades, funciones y responsabilidades asignadas   a los 
diferentes empleados y su nivel de contribución a los objetivos y metas del  despacho. 
 
De esta forma, la calificación del factor eficiencia o  rendimiento  corresponderá  al  análisis 
cuantitativo del número de actividades realizadas durante el período frente a las asignadas, así 
como el nivel de contribución del empleado al cumplimiento de los  objetivos del despacho o 
dependencia, la coordinación, supervisión, sustanciación, transcripción, notificación y atención a 
los usuarios, con base en una  información  objetiva. 
 
El formulario diseñado y suministrado por la Unidad de Administración de la Carrera Judicial 
contendrá las variables y puntajes que el superior jerárquico deberá considerar para calificar. 
 
CAPÍTULO III. FACTOR ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO Y  PUBLICACIONES 
 
ARTÍCULO 103.- Factor organización del trabajo. Hasta 16 puntos. La calificación de este 
factor comprenderá los siguientes subfactores: 
1. Organización de las tareas: Hasta 7 puntos. Abarca los siguientes aspectos: 
a) El uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en la gestión y 
trámite de los procesos judiciales, con el fin de facilitar y agilizar  el acceso de la 
justicia, así como ampliar su cobertura y los procedimientos de trabajo, el 
registro y control de la información (Hasta 2 puntos). 
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b) Observancia de los Acuerdos proferidos por la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, en lo pertinente sobre la regulación de los trámites 
judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos (hasta 3 puntos). 
c) Comportamientos acordes con la solemnidad y el decoro que imponen las 
actuaciones judiciales (hasta 2 puntos). 
 
2. Atención al público. Hasta 4 puntos. Se evalúa la agilidad, precisión y cortesía en el trato 
con los intervinientes en los procesos o actuaciones judiciales, el público  en general y 
sus compañeros/as de trabajo y sus superiores. 
 
3. Administración de los recursos estatales y presentación del despacho. Hasta 4 puntos. 
Comprende los siguientes aspectos: 
 
a) Se tendrá en cuenta la conservación y utilización racional de los recursos de que 
dispone el empleado para cumplir sus funciones (Hasta 2 puntos) 
 
b) Igualmente deberá considerarse la presentación de su sitio de trabajo, en lo 
referente a la pulcritud y organización del mismo. (Hasta 2 puntos) 
 
4. Participación en cursos de formación judicial. Hasta 1 punto. Se analiza la participación 
en todas las etapas de los procesos de formación impartidos por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura a través de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”. 
 
En caso de que el empleado no haya sido convocado durante el período a ninguno de los 
mencionados cursos, el puntaje se asignará a atención al público. 
 
ARTÍCULO 104.- Factor Publicaciones. Hasta 2 puntos. Para la calificación del factor 
publicaciones, se realizará conforme al procedimiento previsto en el Capítulo III del Título II de 
este Acuerdo. 
 
TÍTULO V. NORMAS TRANSITORIAS, VIGENCIA Y DEROGATORIA 
 
ARTÍCULO 105.- Transitorio.- Calificación del factor eficiencia o rendimiento de los 
despachos judiciales que no hayan ingresado a los sistemas orales. La calificación del 
factor eficiencia o rendimiento de los despachos judiciales que no hayan ingresado a los 
sistemas orales se realizará con base en la metodología establecida en el subfactor   de 
respuesta efectiva a la demanda de justicia, prevista en los artículos 37 a 41 de este Acuerdo, 
sobre un total de 40 puntos. 
ARTÍCULO 106.– Transitorio.- Factor calidad de los jueces de menores  y promiscuos de 
familia en el área de menores.  Hasta 42 puntos. El factor calidad de   los jueces de menores y 
promiscuos de familia, mientras no hayan asumido las competencias de la Ley 1098 de 2006, se 
calificará sobre procesos con providencias proferidas dentro del período que sean objeto de 
apelación o mediante visita al juzgado por parte del calificador, quien examinará los expedientes 
seleccionados al azar, entre   los que se encuentren en trámite. 
ARTÍCULO 107.- Transitorio.- Subfactores. En este factor se evaluará la dirección del proceso 
y la decisión. Comprenderá las siguientes variables y puntajes: 
 
1. Dirección del proceso: hasta 22 puntos. Se analizarán las siguientes variables: 
 
a) Dirección temprana, adopción de medidas de saneamiento, elaboración de 
planes del caso en los eventos en que resulte pertinente y control y/o rechazo 
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de prácticas dilatorias. Hasta 6 puntos. 
b) Pertinencia de las pruebas decretadas, control de pruebas prohibidas, 
ineficaces, impertinentes o superfluas y conducción probatoria. Hasta 6 puntos. 
c) Manejo de audiencias y diligencias y control de su duración, administración del 
tiempo y de las intervenciones, suspensión y aplazamiento. Hasta 6 puntos. 
d) Seguimiento de las medidas: Hasta 4 puntos. 
 
2. Análisis de la Decisión: Hasta 20 puntos. Se analizarán los siguientes aspectos: 
 
a) Identificación del Problema Jurídico. Hasta 6 puntos. 
b) Argumentación normativa y jurisprudencial, doctrinaria o bloque de 
constitucionalidad, aplicación de normas y estándares internacionales de 
Derechos Humanos vigentes para Colombia, cuando sea el caso y aplicación del 
principio de igualdad y no discriminación por razón del  género y del enfoque 
diferencial de derechos humanos. Hasta 6 puntos. 
 
Este aspecto se calificará considerando la relevancia que a cada uno de estos 
aspectos corresponda, según la naturaleza del proceso y la situación planteada 
en el mismo. 
 
c) Argumentación y valoración probatoria. Hasta 4 puntos. 
 
d) Estructura de la decisión. Hasta 4 puntos. 
 
Parágrafo 1.- El evaluador deberá respetar los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de los jueces. No será una variable de evaluación el sentido de la providencia del 
funcionario calificado. 
 
La motivación de cada calificación deberá guardar coherencia entre el puntaje asignado y las 
razones expuestas en el acto. 
 
Parágrafo 2.- Los demás factores y puntajes se evaluarán conforme a lo previsto en el Capítulo 
II del Título III de este Acuerdo. 
 
ARTÍCULO 108.- Depuración Estadística. Antes de realizar la calificación del primer período 
de evaluación, en cumplimiento de este Acuerdo, la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico, 
realizará una capacitación nacional sobre el correcto reporte estadístico en el Sierju y una 
revisión general y depuración de las estadísticas a nivel nacional, a fin de garantizar el correcto 
diligenciamiento de las estadísticas y la veracidad de la información registrada por los 
funcionarios. 
 
ARTÍCULO 109.- Mesas de Trabajo. Créanse las Mesas de Trabajo de calificación de servicios 
como mecanismo de seguimiento al sistema de evaluación y de ser el caso, para presentar 
propuestas a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Unidad 
de Administración de la Carrera Judicial. 
 
ARTÍCULO 110.- Integración. Las Mesas de Trabajo estarán integradas por un juez y un 
magistrado de cada jurisdicción, especialidad, nivel y categoría, que se postulen en la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial, que los escogerá de quienes se encuentren en Carrera 
Judicial, ocupando su cargo de propiedad y tengan la calificación más alta, que demás debe 
estar en el rango de excelente. Dicha calificación será la del período inmediatamente anterior o 
la última consolidada. 
 99  
 
ARTÍCULO 111.- Vigencia y derogatoria. El presente Acuerdo rige para las  evaluaciones de 
los períodos de calificación que inician a partir del primero (1º) de enero de dos mil quince (2015)  
y deroga los Acuerdos 1392 de 2002 y PSAA14-10237 de  2014, así como todos demás que le 
sean  contrarios. 
 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dado en Bogotá a los veinticuatro (24) días del mes de diciembre de dos mil catorce (2014). 
 
NÉSTOR RAÚL CORREA HENAO 
Presidente 
 
 
 
